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Abogado, — Véase : Cotias, 

Aclaración. — No proceda -le la sentencia que i chaza en láminos 
explícitos la pretensión del solicitante, declarando ilegítima 
la eicepcion que hacia valer, Página 38fl. 

Actos perturbatorio*. - Véase: Interdicto de retener. 

Aforo. - En cueslion de aforo, en que la aduana al declararlo im- 
pone la pena de dobles derechos, es apetalde la resolución 
en esta ultima parle, y el juzgado federal dehe conocer en 
ella. Página 246. 

Aievmia. - Kl no lialicr llevado consigo el arma con que se cometió 
el homicidio, eicluye ¡ a premeditación, y el haberlo come* 
Lulo en pelea, excluye ¡a alevosía. Pagina 122, 

Afable. — No lo es ía providencia que se ajusta á lo resuello por la 
cosa juzgada. Página 145. 

Apelable. — No Jo es el auto que no trae gravámen, y se limita á po- 
nerá los panes on el pié ue igualdadque la Justicia demanda 
Página 158. 

Apelable. - No lo es el auto que no hace lugar á la recusación sin 
causa. Página 427. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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Apelable. — No lo es, el auto que desestima el recurso de reposición, 
y no trae perjuicios para la definitiva. Página 3á8. 

Apelable. — No lo es el auto por el cual el inferior se reserva para 
la definitiva, el juicio sobre el mérito legal de informes pe- 
ricinles. Página 451 , 

Apelable, — Véise : Afora, 

Apelación. — Uebe negarse la no interpuesta dentro del término ante 
ej funcionario lederal que corresponde. Ingina 231. 

Apelación. — Consentida por el actor la sentencia que condena af 
demandado al pago de una suma de menor cuantía, no pro 
cede el recurso de apelación que éste interponga, v si no se 
han expresado las causas de nulidad al interponerse el de 
nulidad, tampoco procede éste. Página 424. 

B 

Banco Hipotecario. — El «anco Hipotecario Nacional que ha hecho la 
enajenación del inmueble hipotecado, mediante un contrato 
concluido, no puede por actos suyos ulteriores, celebrados 
con su antiguo deudor, menoscabar los derechos adquiridos 
por el comprador, y sustraerle á las obligaciones contraídas 
con éste. Página 1 10. 

Banco Nacional. — Si pendiente la ejecución del Banco Nacional por 
pago de amortización é intereses, se produce el caso en que 
la ley número 3057 autoriza el cobro de capital é intereses, 
nada obsta para que el Banco deduica este pedido. Pág. 498. 

. C . ■ 

Circulación de billetes faltos. — En las causas por circulación de bi- 
lletes de curso legal, debe absolverse al procesado si no 
consta que tuvo conocimiento de la falsedad. Pagina 192. 

Circulación de bttUles fabos. — La entrega en pago y recibo verifica- 
do en el pais de billetes de curso legal á sabiendas de su 
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falsedad, remitidos después para su eipeudio en país extran- 
jero, importa «I tlelitu de circulación de dichos billetes. Pá- 
gina 196. 

Circulación tte Hüe&$ falsos,— Et reo de circulación de billetes de curso 
legal falsos t es pasible de la pena de ciñen años y medio de 
trabajos forados y 2750 pesos tuertes de multa, y el cóm- 
plice de la de dos anos de prisión. Página 252. 

CirculurUm *le Unteles falsos, — El herbó de haberse encontrado en 
poder del procesado, cantidad de billetes lalsos, de curso le 
gal, con circunsti* fias que tejos de arrojar o na presunción 
contraria á Ni intención criminal, sirven a cuiivencer que ésta 
ha existido, constituye tentativa de circulación y |e hace pa- 
sible de la pena de dos años de trabajos forzados y mulla de 
1500 pesos futirles. Página 330. 

Circulación de moneda falsa. — A la circulación de moneda falsa de 
uikel de curso legal, debe aplicársele la pena que la ley 
impone á la circulación de la moneda falsa de cobre. Pági- 
na 58, 

Comisionista. — La enajenación hecha por éste, afecta al rom i leu te 
si no se prueba que en ella baya habido mala Té de parte del 
comisionista y del tercero adquirenlc. Página 233. 

Comiso, — Ue.be declararse el comiso, si las mercaderías no han sido 
manifestadas, y se ha pedido la ampliación del manifiesto 
luera del término le^al, y después de descubierta á bordo. 
Página 3fU 

Competencia, — El pleito sobre consignación, tratándose de un docu- 
mento á la orden firmado en la Capital, corresponde al juez 
de ésta. Página 2U. 

Competencia. — Corresponderá! juez del concurso, el conocimiento 
de todas las acciones que se deduzcan contra ¿I, aunque se 
trate de acciones fiscales de la nación. Página 219. 

Competencia. — El conocimiento del juicio sucesorio corresponde al 
juez del lugar donde el causante tenía, en la época de su fa- 
llecimiento, el asiento principal de su residencia y negocios, 
aunque haya fallecido y tenido bienes en olro lugar. Págin 
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Competencia. — Véase: Justicia federal. 

Compraventa. — La permanencia de las mercaderías en poder del 
comprador por. más de un año f y la declaración de testigos 
de haber aquel prometido el pago del precio, autorizar á 
considerar que ha habido sobre ellas un contrato de venta y 
excluyen la presunción de que el comprador las haya tenido 
i al sólo objeto de ensayarlas. Página 105, 

Compra-venta. — El comprador en reñíale público que ha verificado 
actos demostrativo* de posesión, consentidos por el inquilino 
ocúpame del inmueble y por el enajenante, no puede exigir 
de éste que le haga entrega de dicho inmueble, ni hacerle 
cargo por perjuicios procedentes de la Taita de dicha entre- 
ga. Página 2113 

Concurso. — Véase : Com^tenda. 

Costas. — £1 ahogado y el procurador no tienen derecho para solicitar 
;i su nombre personal, la apreciación de h< costas declara- 
da* á cargo du la parte contraria k 'a de su cliente. Pá- 
gina 222, 

Costa». — Debo duc tararse «xonlo de intereses y cosí' al deudor que 
ha hecho consignación de la suma adeudada antes de ser re- 
querido para ei pago. Página 28J. 

Costos, — Véase: Justicia federal, 

n 

Daños if perjuicio*. — Kli cuestión de perjuicios causados por razón de 
despojo, sólo puede admitirse la indemnización de los que 
huyan sido consecuencia directa é inmodíatala del hecho, y 
por el importe que resulte de la prueba producida. Pagina. 5, 
Daños tf ftrrjHicim. — Debe absolverse al demandado de ta acción de 
daños y perjuicios t si el aetor no ha probado los hechos que 
podían poner en cuestión la responsabilidad de aquél por el 
daño causado. Página 151. 
afecto legal. — * Hay defecto legal mi la demanda que no expone con 
claridad los antecedentes que motivaron la entrega de valores 
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cuya devolución se pide, y la negativa del demandado. No 
suple el delecto, la referencia que el demandante, haga a 
un expediente, donde constan los detalles de dichos antece- 
dentes, sin esponer esos detalles. Página "2H. 
Dtspojo. — Véase : Daño* y ¡ter juicios. 

Documentas. — No deben reconocerse, ni admitirse documentos pre- 
sentados en las posiciones, después de vencido el término 
probatorio. Página 218. 

É 

Ejecución. — llesultando inexactas la novación y espera opuestas á la 
ejecución, debe ésta ser llevada adelante. Página 97. 

Ejecución. — La escritura de venta por precio pagado parte al con- 
tado y parte pagadero á plazos, es Ululo hábil para proceder 
ejecutivamente al cobro de los plazos vencidos. Pagina 177 . 

Eviccion. — El fluiré ule que lia hecho con el enajenante una con- 
vención especial para el caso de eviccion del inmueble com- 
prado, no puede demandar á ésle por rayen de eviccion si 
no ha cumplido con las estipulaciones contenidas en la con- 
vención. Página 50. 

Eviccion, — La acción de indemnización por eviccion sufrida por acto 
del poder ejecutivo, no puede prosperar, si no se prueba 
que ésle ha procedido haciendo valer un derecho preexisten- 
te á la adquisición, ó una prohibición anterior que estaba 
encargado de declarar ú hacer respetar, y en cuya virtud ha- 
bría podido ejercer acciones judiciales y obtener sentencia 
condenatoria contra el adqui rente. Página 436. 

Excarcelación, — La reincidencia no impide la excarcelación proviso- 
ria, en loa procesos seguidos ante el fuero federal si la pena 
de arresto impuesta al procesado está cumplida. (Véase: 
Reincidencia). Página 239. 

Excusación. — Es legitima causa de excusación, al haber intervenido 
en el proceso como defensor de uno de los procesados. Pá- 
gina 31*. 
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Extradición. — Debe otorgarse ta extradición solicitada con arreglo 
al articulo 661 del Código de procedimientos en lo Criminal 
y con los recaudos en él establecidos ; pero con la condición 
da que siendo menor la pena impuesta al delito por las le- 
jas de la República, los tribunales del pais requirente no 
impondrán al encausado una mayor. Páginas 20 y 76. 

Extradición. — La pedida con los requisitos de ley debe concederse 
con la condición de que, en lo que & peoalidad se refiera, se 
aplique la de las leyes de la República, si fuera más benigna 
que la del país requirente. Pagina 447. 

F 

Fletes. — Véase : Sobmtíúdiae. 

Frattde, — No probándose el fraude que el demandado opone como 
eicepcion á la demanda, debe éste ser condenado al pago de 
la suma demandada. Pagina 430. 

H 

Habeos torpW. — No procede el interpuesto por el guardia nacional 
que se halla preso por orden de la autoridad militar, por ha- 
ber cometido el delito de insubordinación durante las horas 
de asamblea, haciendo parte del regimiento, en ejercicios en 
el campo di; maniobras. Página 161. 

Rabeas corpus. — Véase : Suprema Corte. 

IhfMteca. — Aunque la deuda sea divisible, el inmueble hipotecado en 
garantía de la misma, responda en su totalidad por cualquier 
parte de ella quu se ejecute. Página 290. 

Hipoteca. — Véase : Moratoria*. 

HomirMio. — El homicidio simple sin circunstancias atenuantes ni 
agravantes, debe ser castigado con la pena de ocho años de 
penitenciarla. Página 122. 

Homicidio,— Véase : Alevosía; Premeditación, 
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Hurto. — Comprobado este delito, debe confirmarse la sentencia con- 
denatoria dictada por el inferior. Página 339. 



Intención criminal. — Véase : Circulación de billetes falsos. 

Interdicto de retener. — Probada la posesión anual y sin vicios del 
terreno y del edilicio, próximo á terminarse, construido en él, 
la municipalidad no tiene derecho para ordenar ta demoli- 
ción de parte de ¿I y obstaculizar su conclusión, por razón 
de estar fuera de la linea de la calle, y las intimaciones re- 
lativas son actos pertúrbatenos, que autorizan al poseedor á 
deducir el interdicto de amparo, iirusciiulicndo de loque per- 
tenezca al derecho de poseer. Página til. 

/ii teretes, — Debe declararse exento de intereses y costas, >1 deudor 
que ha hecho consignación déla suma adeudada antes de ser 
requerido para el pago. Página 2*3. 



Jueces interinos, — Véase : Suprema Corte. 

Juicio cicil. — Lo dispuesto por el artículo 1103, Código Civil, esta- 
bleciendo que después de la absolución del acusado no puede 
alegarse en el juicio civil, la existencia del hecho principal, 
no es aplicable al sobreseimiento definitivo ordenado por el 
juez de instrucción. Página 401. 

Justicia federal. — Los jueces federales tienen jurisdicción para re- 
gular las costas devengadas por raion de honorarios proce- 
dentes de servicios prestados ante ellos, aún cuando deban 
pasar á otra jurisdicción. Pagina 190. 

Justina federal. — Corresponde á ella conocer en delitos cometidos en 
la usina de la luz eléctrica, que forma parte integrante de tas 
obras del puerto de la capital. Página 234. 

Justicia federal. — La demanda deducida anle tos tribunales provin- 
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cíales por un reciño de la provincia de Buenos Aires contra 
una compañía anónima con domicilio en ta Capital, «tete 3er 
traída al fuero federal, si antes de darse por contestada, se 
ha iniciado cuestión de competencia por inhibitoria. Página 
303. 

Justicia federal. — Los delitos comunes no caen bajo la jurisdicción 
federal por afectar la persona ú bienes de miembros del Con- 
greso. Pagina 335. 
Justicia federal,— Véaso : Reincidencia. 



L 

Locación. — Uabiéndose hecho constar pur el contrato de locación y 
presumiendo la ley que la finca alquilada se halla en buen 
estado, ta prueba de que se llovía no importa la del defecto 
que autoriza la rescisión del contrato 6 la disminución le al- 
quileres, si resulta que el inquilino ha continuado en la ocu- 
pación de la casa. Página 100. 

locación. — El locatario no puede dar por terminado por su propia 
voluntad el contrato de locación antes del plazo establecido, 
y debe abonar los alquileres convenidos hasta el vencimiento 
de él. Página 100. 

Loracion. — No procede ta condenación del inquilino a la entrega de 
la casa si resulta que después del vencimiento del contrato 
ha cesado en su tenencia, y el locador ha dispuesto de su 
uso. Pagina 100. 

M 

Mensura. — Véase : Prórotjade jurisdicción . 

Moratorias, — La ley número 3188 que concede al Banco Provincial 
de Córdoba, el plazo de cinco años para pagar sus deudas, no 
comprende las garantidas con hipoteca. Pagina 392. 

Mutta. — Debe aplicarse la pena establecida en el articulo 074 de las 
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Ordenanzas de aduana,»] se prueba que las mercaderías pedi- 
das á reembarco no fueron embarcadas en el puerto donde 
debieron serlo. Página 82. 
Municipalidad. — Véase : interdictó de retener. 

N 

Nielo. Véase : Servido militar. 

Novación, — Los pagarés que se bajan convenido en otorgar y se 
hayan otorgado por parle de precio á plazos, estipulado en la 
escritura de venia, no importan novaciones. Página 117. 

¡S'ultttad. — Debe desecharse el recurso de nulidad fundado en la ile- 
galidad de las notificaciones, si estas revisten las formas ex- 
ternas establecida* por la ley/ y no han sido argüidas de fal- 
sa» en tos términos del articulo '.Uta del Código Civil. Pá- 
gina 15tt. 

Nulidad. — Véase : Prisión preventiva. 

P 

Pena. — Siendo menor de edad el ron de extravio de una caria certi- 
ficada, debe imponérsele el minimun de la pena establecida 
por los artículos U6 y 141 de ta ley de correos de 10 de 
Octubre de 1816. Pagina 40. 

Personería. — El ador que ba reconocido en U demanda, la persone- 
ría del demandado, no puede desconocerla en las excepcio- 
nes que éste deduzca. Pagina ?¿M . 

Posiciones. — Véase : Dammenlm. 

Precio. — Véase : Ejecución ; Novación; Prescripción. 

Premeditación. — El no lia ber llevado consigo el arma ion que se 
cometió el bouiicidio excluye la premeditación, y el haberlo 
cometido en pelea, excluye la alevosía. Página iii 

Prearriftfvm. — El haber corrido el término para la prescripción de 
los pagarés que se Majan convenido en otorgar y se hayan 
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otorgado, por parle do precio estipulado en la escritura de 
venia, no extingue la deuda resultante de éste. Página 177. 

Principia de prueba. — El principio de prueba por escrito, siendo 
deficiente la de testigos que en virtud de ella se ha produci- 
do, no basta para justificar la demanda. Página 185. 

Prisión preintlira.-— fci juez que es á la vez de instrucción y de sen- 
tencia, puede dictar auto de prisión preventiva durante el ple- 
nario, sin que Je sea licito anular lo obrado en éste antea de 
diebü auto pur no haber sido dictada en el sumario, Página 33. 

Procurador. — Véase : Coalas. 

Prórroga de jurisdicción. — La promoción del juicio de mensura de 
jurisdicción voluntaria» no i nipona prórroga de jurisdicción 
para el contencioso que sobrevenga á consecuencia de la 
mensura entre personas de distinta vecindad ó nacionalidad. 
Página 259. 

Prueba. — La recepción de la causa á prueba, no es necesaria cuando 
no hay contradicción sobre los hechos de la demanda. Pá- 
gina i 77. 

Prueba. — Aunque hayan sido pedidas dentro del término, nu debe 
hacerse lugar á las diligencias probatorias, si lae constancias 
de aulos revelan que el interesado nada ha hecho en el sen- 
tido de urgir para que se produjeron en la oportunidad legal. 
Pagina %i 9. 

Prueba pericial. — Véase : Api íahk. 

Prueba testimonial. — Aunque en el auto de prueba se haya hecho 
exclusión de la de testigos, puede y debe admitirse la testi- 
monial que se solicita dentro del termino, dejando su apre- 
ciación para la sentencia definí L ¡va. Página U9. 

R 

Recurso. — - La providencia dictada por los tribunales ordinarios, que 
decide un incidente relativo á la forma de las notificaciones 
enjuicio, que no afectan ni tienen influencia para definitiva, 
no autoriza el recurso A la Suprema Corte. Página 28. 
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Recurso. — Las cuestiones de constitución al idad que no se han de- 
batido ante los tribunales ordinarios y se suscitan después 
del tallo de éstos y con motivo del fallo, no autorizan el re- 
curso á la Suprema Corte. Página 183. 

Recurso. — No autoriza recurso para ante la Supri ma Corle, la apli- 
cación ó interpretación que dichos tribunales hagan en sus 
sentencias, de los códigos comunes y de procedimientos, 
Página 183. 

Recurso. — En las causas criminales no puede traerse á la Suprema 
Corle, el recurso por inconstitucional! dad de la ley aplicada 
por los Tribunales ordinarios, si la cuestión no lia sido sus- 
citada y resuella en el proceso terminado ante ellos. Pagina 
317. 

Recurso. — No son apelables para ante la Suprema Corte las senten- 
cias de los tribunales ordinarios, que lian interpretado j apli- 
cado el Código Penal, sin establecer nada en desconocí mien- 
to de derechos invocados en concepto de estar asegurados 
por la Constitución, y sin haber sido estos puestos en cues- 
tión en ese sentido. Pagina 38?. 

Recurso. — Para que proceda el del articulo 14 de latey sobre juris- 
dicción de los tribunales federales, es necesario que las cues- 
tiones á que se refiere dicho artículo hayan sido promovidas 
y sustentadas dentro del pleito anle los tribunales de provin- 
cia, y la resolución final de éstas haya sido contraria al de- 
recho invocado. Pagina 404. 

Recurso. — Es apelable para anle la Suprema Corle el auto por el cual 
los tribunales ordinarios no hacen lugar á la excepción de 
incompetencia y el reconocimiento del fuero federal, fundado 
en la distinta nacionalidad de las partes, pero debe cuntir* 
marse, si el extranjero ba demandado ante ellos al argentino. 
Página 434. 

Recurso de hecho. — No proceden los de retardada y denegada justi- 
cia* si consta que el juez ha resuelto en la causa y no ba sido 
apelada la providencia de que se recurre. Página 299. 

Recurso de nulidad. — Véase : Apelación. 

Recusación. — Véase : Apelable. 
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RHneifenáa. - La ley número 3335, sobre reincidamos se refiere so- 
lamente á las penas correccionales ó de prisión que los jue- 
ces de Ja Capital 6 de los territorios federales impusieren, 
pero no á las causas cuyo conocimiento corresponda ft la ju- 
risdicción federal. Página ¿39. 

feíPíiMÍiCflde».'— Probados los extremos de la acción reivindicatoría, 
debe ordenarse el desalojo del inmueble reivindicado, dentro 
de diez dias. Página 44. 

Retroveitín. — Si lia sido reconocido el documento privado por el cual 
se prorroga el plazo establecido para la retroventa, y el ven- 
dedor obla ul precio detílrü del plazo prorrogado, debe or- 
denarse Ja escrituración á su favor. Página 171 . 

S 

Servicio militar, — La junta de exención del servicio militar, debe 
proceder á resolver sobre la solicitud de eicepcion con Ja 
información producida ante Ja justicia de paz, sobre los he- 
chos que la fundan. Página 228. 

Servido miiitar. — No justificándose el caso invocado de eicepnon, 
no procede la exención del servicio militar. Pagina 275, 

Servicio militar, — El nieto que atiende á la subsistencia déla abuela, 
no se halla comprendido en las excepciones que eximen del 
servicio militar. Página 286. 

Servido militar. — La excepción del hijo que atiende á la subsislen- 
tencía de Ja madre viuda, no comprende el caso en que ésta 
haya pasado á segunda nupcias y se halle abandonada por el 
marido. Página 310. 

Servicio miiitar. — No es causa de exención del servicio militar, el 
ser el único sosten de la madre, si ésta no es viuda aunque 
. el marido se halle ausente. Página 382. 

Sobreestadlat. — El recibo por liquidación de fletes otorgado después 
de concluida la descarga, sin reserva respecto de sobreestá- 
dias, hace presumir que ha quedado chancelada toda deuda 
procedente del contrato. Página 418. 



Dft JUSTICIA NACIONAL 479 

■ 

Sobreseimiento . — Véase : Juicio civil, 
Sucesión. — Véase: Comjwt encía. 

Suprema Corlé. — Carece de jurisdicción para conocer originaria- 
mente en los recursos Je habeai corpa*. Páginas 15 y 143. 

Suprema Corte, — No puede pronunciarse sohre la sentencia que no 
ha sido notificada al procesado. Píigina 82. 

Suprema Corle. — No esta en las facultades de ella, el nombramiento 
de jueces interinos. Página tGH 

Suprema Corte. — Véase : fíecurto. 

T 

Tentativa. — Véase : Circulación de billetes fabos. 
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Don Pedro Antonini y Trussi contra don Enrique Herduc; 
• sobre danos y perjuicios 

Sumario. — Eq cuestión de perjuicios causados por ruon de 
despojo, sólo puede admitirse la i n<l entonación de loa que .ha- 
yan sido consecuencia directa é inmediata del hecho, y por el 
importe que resulte de la prueba producida. 



Caso. — Resulta del 
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r»IU ««l Juei Federal 

Paraná, Octubre de 1895. 

T vistos, resulta : Que en el juicio seguido por don Pedro 
Antonia i y Trussi contra don Enrique Berduc, expresidente de 
la municipalidad, por despoja, fundado en que el demandado L ti- 
bia ordenado abrir calles en el terreno poseído por Antoniui, 
sin tener derecho para ello, el juzgado, con fecha 8 de Enero de 
1892, resolvió hacer lugar al interdicto, mandando que Anto- 
nini fuese reintegrado en su posesión del terreno de que había 
a ido despojado, y condenando al demandado á satisfacer los da- 
ños y perjuicios. 

Confirmada esta sentencia por la Suprema Corte, Antonini 
demanda su cumplimiento, á cuyo efecto pide primero se intime 
á Berduc que dentro del término que le señale el tribunal les- 
tituya la tierra extraída de los terrenos en cuestión para abrir 
las calles, restableciendo los desmontes y terraplenes al estado 
en que antes estaban, reconstruya los cercos destruidos, y lo 
restituya en la posesión de esas callos y cercos de que fué des- 
pojado; y segundo, que se le obligue á satisfacerle los perjui- 
cios é intereses, s*gun la estimación de peritos que se nombren, 
los que hace consistir : i" en el valor del sembrado de alfalfa 
que existía en el momento del despojo en el trayecto que ocu- 
pan las calles abiertas ; 2- ganancia que ha podido obtener de 
esa alfalfa desde la fecha del despojo hasta la del pago del da- 
ño; 3 o el valor de todos los cercos que están destruidos; 4 o el 
valor de las sementeras existentes en el terreno que limita al 
norte con terrenos del doctor Ecbagüe, consistente en un cua- 
dro de árboles y viñas, todo lo demás y las ganancias que pudo 
obtener de estas sementeras, asi como las de legumbres que solfa 
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cultivar entre los árboles; 5 o indemnización personal de ta vi- 
gilancia y defensa que diariamente ha tenido que hacer de lo 
existente dentro de la quinta abierta por el despojo y de las 
molestias sufridas por las innovaciones á ella; 6* pagode todos 
los impuestos municipales y sus multas que la gravan por raion 
de las calles abiertas, hasta la fecha en que se le restituya la 
posesión, y además por razón de la ordenanza que lo obligaba á 
hacer pared de ladrillas con cal y vereda de piedra de Hamburgo 
sobre los frentes de esas calles i 7 o los gastos del juicio mante- 
nido con la municipalidad por razón del pago de esos impuestos 
y ordenanza, y los de la gestión hecha ante la municipalidad 
sobre indemnización, asi, como los hechos ante la Cámara y en 
i' instancia poT razón del cobro de esos impuestos; 8* ei valor 
de un terreno tendido con pacto de retroventa a Franchi por 
ante el escribano Baburrey pan poder cumplir las ordenanzas 
sobre paredes y veredaB y que no pudo recuperar, asf como el 
valor de una hipoteca de dos mil quinientos pesos constituida 
á favor de don Pedro Viñas, por dos mil peaos y con el mismo 
destino, y finalmeute, las costas del juicio de despojo; todo lo 
cual estima en cuarenta y cinco mil pesos moneda nacional 
(45.000). 

liorduc, por medio de su representante, contesta á esta de- 
manda, diciendo: que de todo lo que pretende Antonini, ¿ títu- 
lo de daños y perjuicios, solo es justo pagarle el valor de las 
sementeras que hubiese tenido en la parte de terreno desmon- 
tada y convertida en calles y rechaza todo lo demás por no ser 
eiacto lo que afirma al respecto y no tener relaoion con el des- 
pojo cuya sentencia final trata de ejecutarse. 

Que los hechos á que aluden las bases & f 6\ 9* y 10» son in- 
ciertos y los niega. 

Que tampoco es cierto que los cercos se hayan destruido por 
la apertura de calles que motivó el interdicto, sinó por las cau- 
sas ordinarias que son peculiares á aquellos parajes. 
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Que tejos de causar danos á Antonini al abrir las calles de 
qoe se trata le hito un beneficio manifiesto, como está dispuesto 
á probarlo. 

En cuanto á la clausura de ellas y devolución del terreno que 
ocupan, aunque Antonini es un simple poseedor, como sus títu- 
los lo demuestran, y en tal carácter no puede impedir con dere- 
cha que se abran las calles, porque á ello lo obliga, hasta la an- 
chura de treinta metros, la ley de la provincia de 13 de Mayo 
de 1872, con todo, ese terreno tomado para las callea está bajo 
el poder de la municipalidad, y él no podría devolverlo sí aque- 
lla no lo entregase ; qne con ese propósito se ha dirígidoá dicha 
corporación haciendo las gestiones del caso. 

Concluye pidiéndose declare que Antonini no ha sufrido per- 
juicios poT el despojo. 

El juzgado mandó se siguiese por cuerda separada este jui- 
cio, sobre justificación y avalúo de daños y perjuicios del proce- 
dimiento para la reintegración de la poseaisn. 

Abierto á prueba el primero y propuesto por parte de Antii- 
n i ni la pericial, para establecer el valor de los Iperjuicios que él 
enumera en su demanda, al hacerse el nombramiento de peritos 
el representante de Berduc se opone á qne la pericia verse so- 
bre perjuicios que aún no se han justificado y que él ha negado, 
aceptando tan solamente que se haga estimación del valor de la 
alfalfaque existía en los terrenos ocupados por las calles Eioja 
y Rosario Tala, cuando se abrieron, según Jo expresa la base T 
de la demanda. 

La parte uctora j ustifica por medio de los testigos Domingo 
Depercia, foja 20; JoséRivero, foja 22 vuelta; Marcos Neto, 
foja 26, y Amaro EfcLnot, foja 30, que en el momento de abrir- 
se las calles Rosario Tala y Rioja, el terreno ocupado por ellas 
estaba sembrado de alfalfa en toda la extensión poseida por 
Antonini. 

Que la frac :ion en que esta la casa de Antonini, sin expresar 
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su área, coiitaníu en la misma fecha, un cuadro de árboles fru- 
tales y fifias, debajo de los cuales solfa cultivar verduras, An- 
tonio i personalmente, y el resto estaba alfalfado. 

Que á consecuencia de haberse abierto las calles, Antonia* 
se vi6 obligado á defender personalmente todos los días sin inte- 
rrupción su terreno y sementeras contra las depredaciones de 
los animales y vecinos; que en esa misma época, tos terrenos de 
Antonia! atravesados por las calles que se abrieron, se encon- 
traban totalmente cercados de alambre y reforzados con ramas, 
y finalmente, que después de abiertos las calles, AnHnini acu- 
muló sobre ellas, cantidad ae ladrillos, cuya cantidad exacta 
no saben los testigos. 

A ^ste respecto la parte de Berduc ba probado por las denla- 
raciones de los mismos, Domingo Depercia, foja 20 y José Ei- 
vero, foja 22, y además, por los testimonios del doctor Estevan 
N. Canaleras, foja 136 vuelta, Agustín Boigobello, foja 142: 
i* Que durante cinco años, es decir, dus<le 4888 ba infestado 
el municipio de esta ciudad la plaga de la langaBta, devorando 
y destruyendo totalmente las sementeras que nu han sido de- 
fendidas por cerco de pared 6 latas, y qne las de Antonini no 
fueron defendidas ; 
2° Qoe la arboleda frutal de Antonini nunca llegó hasta la 

calle de Rioja ; 

3° Que los alfalfares como el de Antonini se han perdido to- 
talmente por la seca y la langosta de estos últimos cinco años, 
afirmando este hecho también, los testigos don Prudencio Mon- 
zan, foja 151 , J don Tomas José Isasi, foja 154, quienes agregan 
qne ellos también perdieron sus alfalfares por esa causa, aunque 
hay el testigo José Rivera, que oree que baya contribuido también 
el pisoteo á la pérdida del de Antonini, sin poder asegurarlo ; 

V Que todos los cercos de las quintas y terrenos que se en- 
cuentran en la misma sena que el de Antonini, son constante- 
mente destruidos por los animales; 
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5" Que loa terrenos como el de Antouini han subid o de precio 
con el solo hecho de abrirse calles en ellos. Sobre esto declaran 
los escribimos Balbarrey y Montón, don Agustín Borgobello y 
el doctor Canaleras, refiriéndose á rentas realizadas. 

La inspección ocular constató: I a Que los cercos que cerra- 
ban ta fracción en que Antón inj tiene son viviendas, solo están 
destruidos en las entradas de las calles y el lienzo del oeste, cu- 
bierto casi en so totalidad por el lodo que arrastran las aguas 
pluviales por el zanjón en que él se encuentra, y los de la frac- 
ción situada al este de la calle San Luis (vieja), completamente 
destruidos, siendo esta fracción inculta; 

2 o Que el cuadro de árboles frutales, no se extendía uiás allá 
del límite que hoy presenta, y no se ñutan señales de haber sido 
destruidos ; 

S° Qne nu hay caminos que demuestren un tránsito frecuente 
en el terreno. 

El perito Caseuave y id tercero Sambiaggio, prescindiendo 
del perito Bourbotte, nombrado por la parte de Berduc,sin dar 
motivo, informan a foja 43, otieiosa mente y sobre puntos que no 
le fueron sometidos; infirme que además está en contradicción 
con lo que declara Mazon é Isasi, contestando n la quinta pre- 
gunta, fundados en hechos por ellos observados, en cuauto afir- 
man que la seca de los últimos cinco años no ha sido por sí sola 
causa de destrucción total de los alfalfares, Los mismos, á foja 
49, rijan á cálculo en veinte y seis mil metros cuadrados la su- 
perficie alfalfada de la fracción de terreno en que tiene su vi- 
vienda Antoníni, y estiman en trescientos treinta y dos pesos 
cada corte; luego suponen que cada año haya dado cinco cortes 
y concluyen por estimar sobreestás bases en ocho mil trescien- 
tos pesos el producto de la alfalfa en cinco años, á contar desde 
fines de 1888 en que se verificó el despojo. Avalúan en mil pe- 
sos el producto anual de legumbres y frutas, en una superficie 
que calculan en seis mil metros cuadrados ó sea, cinco mil pe- 
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sos en los cinco años. La reconstrucción de todos los careos la 
estiman en trescientos pesos. La defensa hecha constantemente 
por Antonini de sus sementeras, contra las invasiones de gente 
y animales, en mil pesos. El terreno vendido poi Antonini & 
don Vicente Fianohi en un peso y veintiotnco centavos el metro 
cuadrado, ó sea en tres mil ochocientos cincuenta y cinco petos 
el todo. 

£1 perito Bourbotte, á foja 46, se expide uo desacuerdo. Cal- 
cula el terreno sembrado de alfalfa en tres cuartos de cuadra, y 
tomando en rúen ta la seca y langosta de los años pasados, y lo 
experimentado por ¿1 mismo como cultivador,, sólo oree que ha 
podido darle á Antonini tres cortes por año, el de Noviembre de 
nnatro toneladas y los de Marzo y Mayo en dos y media tonela- 
das. Que deduciendo los gastos necesarios, sólo pueden haber 
dado libres, ciento sesenta pesos por año, y eso teniendo en 
cuenta los buenos precios á que él mismo ha vendido. Las ver- 
duras cultivadas sin esmero como él ha visto que lo hacía Anto- 
nini, en mal terreno y con la seca y langosta, vendidas allí mis- 
mo el que quería ir i comprarle, no ha podido producir mil de 
cincuenta pesos por año. La reparación de todo el alambrado de 
tres hilos y con mala clase de madera como es» lo estima en se- 
senta pesos. Dice que no hay troncos ni otros signos, que de- 
muestren haberse destruido alguna planta de fruta, como no 
loa hay de pisoteo de animales ni de haber existido alfalfa en 
el terreno ocupado por los culi .-a abiertas, pues éstas han sido 
cavadas de medio metro y en partes uo metro. LaB del oeste de 
la calle de Salta han sido alfalfadas, pero hacen mochos años. 
El terreno objeto de la retroventa lo avalúa en cuarenta centa- 
vos la vara cuadrada. Por todo lo cual aprecia, según ciencia y 
conciencia, en mil ciento diez pesos todos los perjuicios que por 
las causas expresadas, ha podido sufrir Antonini. 

Presenta también Antonini, como prueba de sos pretensiones, 
el informe de la municipalidad de foja 65, según el cual sus 
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propiedades situadas sobre las calles abiertas adeudan por im- 
puestos generales y multas 2039 pesos con 66 centavos y por 
multas por infracciones á las ordenanzas sobre veredas y pare- 
des 1400 pesos. En todo 3439 pesos con 66 centavos ; ia orde- 
nan» de de Mayo de 1891, disponiendo la construcción de pa- 
redes y veredas sobre las calles, foja 78, y la de 20 de Febrero 
de 1890 autorizando al presidente nara hacer construir paredes 
y veredas en las calles Rioja, Rosario Tala, Uruguay, Salta, 
San Luis, La Paz y Colon, foja 87, las escrituras de venta con 
pacto de retrovetrta y de hipoteca otorgada por él en 1893, fojas 
70 y 73; ej informe del juez de pai, de haberse iniciado por la 
municipalidad, en 1890 y 1891. varios juicios contra Antoni ni 
por impuestos y multas, foja 103; el juicio que le siguió Paatore, 
sobre cobro de precio de ladrillos comprados ; y finalmente el 
del Superior Tribunal, de fundar ante él un recurso de Anto- 
ni ni sobre inconstitucional! dad déla ordenanza de 25 de Febre- 
ro de 1890. 

Berduc, por su parte, produce además el informe de foja 158 
vuelta para probar que Antonio i nunca pagó nada por ratón de 
loa impuestos que gravan sus propiedades y que loa ja icios pro- 
movidos con tal objeto hau sido suspendidos y los demás infor- 
mes, escrituras y ordenanzas que corren de fojas 111 i 156. 

T considerando : !• Que él autor de un hecho reprobado por 
las leyes, sólo es responsable de las consecuencias inmediatas 
y de Jas mediatas, cuando ha podido proveerlas empleando ta 
debida atención ó conocimiento de la cosa y aun de las casuales 
cuando la causalidad de ellas ha sido perjudicial por causa del 
hecho {artículos 903, 901 y 906 del Código Civil). 

2" Que la responsabilidad de los danos y perjuicios impues- 
ta en general por la sentencia conñrmada á don Enrique Ber- 
duc, como autor del despojo hecho ú don Pedro Antonini y Trussi 
está regida por estos principios, y desde luego es a cargo de 
Antonini justificar que eiiste esta relación de causalidad entre 
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el despojo y los daños y perjuicios que concreta y reclama en su 
demanda. 

3 a Que debe probar asimismo no sólo lu existencia de esos 
daños j perjuicios sino el quantum va que losestima, por ser un 
principio general del derecho positivo, que al que afirma un 
hecho, incumbe el onmis probandi consagrado por la jurispru- 
dencia constante de laSnpremit Corte Federal, especialmente en 
los juicios de ta naturatesa del presente, 

4 o Que la venta de un terreno otorgada por Antonini en 14 
de Abril de 1893 á don Vicente Pianuchi, con pacto de retro- 
venta, á que se refiere la escritura de foja 73, aunque le hubie- 
se irrogado un daño positivo al vendedor no está probado en 
forma alguna que ¿I fuese una consecuencia ni siquiera mediata 1 
de la apertura de las calles, pues no consta que ese dinero fuese 
aplicado á la construcción de paredes ó reredas, que no existen 
«n dichas calles, ni á la compra de materiales con ese destino, 
y aunque así fuese tampoco está probado qoe esa compra per- 
judicase, ni el valor del perjuicio sufrido por tal concepto. 

Que lo mismo debe decirse y por idénticas razones de la hi- 
poteca con que Antonini gravó otro terreno en 4 de OoUbre del 
mismo año de 1893, según escritura corriente de foja 70. 

Que tampoco está probado ni se deduce de lo relación de los 
hechos que el deterioro de los alambrados que circundan los 
terrenos de Antonini, excepción hecha de la entrada de las «alies 
que fueron abiertas por el despojo, sea una consecuencia de la 
dicha abertura de calles, pues ese deterioro, que seguramente es 
cansado por los animales sueltos que vagan en esos parajes. 
Unto puede causarse por la parte exterior como por la interior 
del terreno y más por aquella. En cuanto al del Oeste construí- 
do dentro de una *anja j cubierto hoy en su mayor parte por 
al lodo y basuras arrastradas por el agua de las lluvias, se 
comprende que su estado actual no reconoce por causa la aper- 
tura de calles que ninguna coneiion tienen con el encausa- 
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miento de aguas en el lanjoo ocasionados por otros trabajos 
hechos en terrenos distintos del de Antonini y qae no son los 
qae constituyeron el despojo. 

Que no se ha probado que ninguna de las calles nuevamente 
abiertas lo baya sido en la superficie plantada de viñas j ar- 
boles frutales, ni que después de ese heoho se bebiese destraí- 
do ningún árbol, ni menos que Antonini dejase de cosechar uvas 
y otros frntos por algún accidente que reconociere como causa 
mediata ó inmediata el hecho constituido del despojo; pr>r el 
contrario Berdnc ha justificado, por Jos testimonios de Deperoia 
i fiiw». testigos de Antonini, y por los de Agustín Borgobello, 
foja U2 t y doctor Coraaleras, foja I36 t que durante los últimos 
cinco añoB ha infestado la langosta esta ciudad y su municipio 
j en éste ha destruido totalmente las sementeras que no fueron 
protegidas con pared 6 cercos de lata, y ba probado también que 
Autoniní no hito estas defensas en su terreno. 

Que por lo que respecta á lus impuestos municipales que 
gravan las propiedades con frente á las calles abiertas por el 
despojo y que le fueran cobrados á Antonini con mnltas, así 
como las multas por no haber cumplido las ordenamos sobre 
construcción de pared y veredas en las mismas, si bien es cierto 
que Antonini fué demandado jndtcialmante para qne los pagase, 
según el informe del juez depai(foja 105), Antonini no ha jus* 
tincado, ni siquiera afirma que él los hubiese pagado, por el 
contrario, el informe de la municipalidad, de foja 158 vuelta, 
hace ver que no pagó y que se mandaron suspender todas las 
gestiones al respecto. No hay, pues, daño efectivamente sufrido 
por el cobro de impuestos que deba indemnizarse, y en cnanto 
a las coatas, ni constan de autos los procedimientos seguido., 
para el cobro, ni la estimación de esas costas ni el hecho de 
haberlas pagad". 

La Tigilanc:a personal y cuidado en el terreno abierto por el 
despojo no debe ser indemnizado como perjuicio, desde el mo- 
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mentó que se confiesa que coa ello no se consiguió defender las 
sementeras y se reclama el pago de los perjuicios sufridos en 
ellas. 

Que probado como está por las citadas declaraciones de Ri- 
vera, Btieuot y Diereis, que Antonini acumulo ladrillos en 
las calles abiertas para cumplir la ordenanza de 6 de Mayo de 
1891 sobre construcción de paredes y veredas y que fué ejecu- 
tado para el patjo de ellos, siendo condenado ¿ satisfacer los in- 
tereses y coatas liquidados en la suma de 407 pesos con 37 cen- 
tavos moneda nacional, siguu se ve en el expediente agregado, 
tal contestación es una consecuencia inmediata del despojo, 
pues al no haberse abierto las calles, Antonini no habría sido 
competido ala construcción de paredes y del material necesario. 

Esa condenación constituye, pues, un perjuicio justificado, á 
cargo del demandado. So asi el valor del material, porque ni 
las paredes ae han construido ni Antonini ha probado que se hu- 
biese perdido : debe entonces suponerse que lo utilizó. 

Quedan á considerar la pérdida de la cosecha de los cinco 
años y la destrucción total del alfalfar.'. 

Según la prueba rendida per Berduo, la seca y la langosta 
sabré todo, destruyeron en los últimos cinco años las sementeras 
del municipio, que no f nerón defendidas por pared ó latas, y ta 
de Antonini no fue defendida. Sin embargo, respecto de la de 
alfalfa el perito deBerdoc, Bonrbotte, dice, foja..., qoe pudieron 
aprovecharse tres cortes. Antonini debió probar y no ha probado 
que perdió totalmente esos tres cortes, y que tos perdió por la 
invasión de animales á otra causa que tuviese su origen en el 
despojo, aunqne es legitimo presumir que sufrió algunas pér- 
didas por ésta causa, desde que los cercos quedaron abiertos. 
En cuanto á la ruina total 6 destr noción del alfalfar, Berdnc 
lia probado también con los testimonios del doctor Coma leras, 
Isa si y Montón, que ella ha sido ocasionada exclusivamente por 
la seca, á que ha contribuido también la langosta, sin que An- 
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tonini haya justificado debidamente que lo fuese por el pisoteo 
de animales, pues sólo el testigo Ribero, de los interrogados á 
este respecto, dice que puede haber intervenido también esta 
causa. 

No sucede lo mismo coa el existente en el terreno ocupado 
por las calles Kioja j Rosario Tala, que fué destruido por el 
desmonte hecho en el terreno j debe ser indemnizado por el de- 
mandado, siendo la extensión superficial de dichas calle», se* 
gun el informe de la oficina de obras públicas, corriente á foja 
11 vuelta del expediente agregado, di 5610 metros cuadradas 
la primera, y 3800 la segunda, en todo, 9340 metros. 

Que délas consideraciones que quedan expuestas se concluye 
que las bases fijadas por Antón i ni á los peritos para estimar los 
perjuicios y a las cuales se han sujetado Casenavoy Sambiaggio, 
son inadmisibles desde que presuponen que ta totalidad de ia 
cosecha de fruta y alfalfa se perdió en los cinco años por el he- 
cho de abrirse calles en el terreno y que á esta misma causa ge 
debe la destrucción total del alfalfar y la ruina de los cercos, 
así como la hipoteca y venta con pacto de retróbenla negocia- 
do por Antoitini, y es asimUmo erróneo el cálculo de los peri- 
tos por suponer como aprovechable cinco cortes de ta alfalfa, 
siendo así que por La seca y la langosta cuando más pudieron 
aprovecharse tres, y no está probado que éstos se perdieron to- 
talmente. 

La misma pericia de Bourbotte reposa sobre bases falsas : 
ella calcula en tres cuartos de cuadra la fracción de terreno en 
que tiene su terreno Anlonini, y la mensura practicada á foja 
3 Tuelta del expediente agregado. Ir da sin embargo 39.134 me- 
tros coadrados, que descontando lo ocupado por el cuadro de 
árboles, quedan por lo menos Jos 96.000 metros cuadrados en 
que la calculan Gasenave y Sambiaggio ; supone también, si- 
guiendo las bases de ... demanda, como totalmente perdidos por 
Antonini los tres cortes de alfalfa, hecho que no se ha justificado. 
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Que como se ha dicho, es evidente qae algún perjuicio reci- 
bió Antonia i en su sementera |de alfalfa, por el hecho de 
abrirse el alambrado y cruzar esacalle ei alfalfar, pero él ao ha 
sido estimado equitativamente y con sujeción á las constancias 
de lutos. La valorización exacta es difícil, por depender de la 
calidad del alfalfar qua hoy no puede juzgarse, del precio co- 
rneóte en los distintos años y épocas, de los gastos de cosecha, 
y sobre todo de la cantidad efectivamente perdida, que no ha 
sido establecida por la prueba. 

Que en tales casos, las leyes 10 y 21, título 13, partida 5% y 
la jurisprudencia constante dejan al prudente arbitrio de los 
jueces moderar el valor de ios daños y perjuicios cuando el que 
se cobra es uiagerado, como sucede en este caso. 

Que esto sentado y tomando por b»aede estimación h del pe- 
rito Bourbotte como más ajustada á los hechos probado» y re- 
duciéndola ú los dos tercios, por ser legitimo suponer que por lo 
menos un tercio de las cosechas baya utilizado Autoniui, se 
tendría la suma de 180 pesos como valor de la pérdida de cada 
año, ó sea 540 pesos en los cinco años en los tres cuartos de cua- 
dra que él calcula (12460 metros cuadrados), qu corresponden 
á 996 pesos próximamente en los 26.000 metros cuadrados al- 
falfados, á que debe agregarle 90 pesca por el gasto de resem- 
brar los 9240 metros destruidos con las calles. 

Que á los daños así justitícados y avaluados no puede oponer* 
se para compensarlos, el beneficio que la parte demandada sos- 
tiene que recibió Antonini por la suba del precio de la tierra 
producida por el hecho de abrirse las nuevas calles, porque re- 
sistido ese bocho con perfecto derecho, y debiendo resta- 
blecerse las cosas a su estado anterior, según la sentencia que 
se trata de ejecutar, ese beneficio no existe ni puede hacerse 
valer legalmente. Y no es violenta traer á este caso la doctrina 
del artículo 2303, Código Civil, según la cual el que hace los ne- 
gocios de otro contra su. propia prohibición, no puede cobrarle 

T. tXXI it 
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at non los gastos hechos, porque ella se funda en la libertad de 
disponer del propio derecho y en el respeto que se debe al de- 
recho ajeno que la ley garante. 

Respecto de las costas de este juicio : lo exagerado de la suma 
demandada y la absoluta falta de prueba para justificar varios 
de los perjuicios que en ella se hace cargo áBerduc, suu circuns- 
tancias que justifican su actitud de resistencia en este juicio y 
no dejan lugar á condenación especial en las costas, debiendo 
pagarse éstas en el órden que han sido causadas. 

Por estas consideraciones, fallo : que dou Enrique Berduc 
esta obligado & satisfacer á don Pedro Antón ini y Trussi, en el 
término de diez días U suma de 1493 pesos c on 37 centavos mo- 
neda nacional, como indemnización de los perjuioios ocasiona- 
dos con el despojo á que se refiere la sentencia de foja 191 
vuelta, esto sin perjuicio de los procedimientos que se siguen 
para la reintegración del despojo* Cada parte debe satisfacer 
sus costas y las comunes por mitad. Notiftquese en el original 
y repóngase ei papel con el sellado correspondiente. 

M. de T. Pinto. 



rail* de la Sm previa Carie 

Buenos Aires, Agosto ¿0 de 1698. 

-. ■ ' - . ' _ 

Vistos y considerando : Que la sentencia apelada se ajusta á 
las constancias de autos al establecer como hechos probados 
que durante los cinco años corridos desde mil ochocientos ochen- 
ta y nueve hasta la iniciación de la presente demanda la lan- 
gosta ha infestado el municipio de la ciudad dpi Paraná, devo- 
rando y destruyendo totalmente las sementeras existentes en 
las condiciones defensivas de las del demandante; que por Ja 
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acción combinada de la langosta y de la sequía se han perdido 
totalmente los alfalfares, como los del actor, que los cercos de 
las quintas y terrenos ubicados en la misma zona que el del 
demandante son constantemente destruidos por los animales y 
qne la arboleda frutal de dicho demandante no ha sido afectada 
por la apertura de callos, quedando después de ta apertura tal 
cual antes fué, porque así resulta de la prueba que el inferior 
hace valer. 

Que no es menos cierto que el demandante no ha producido 
prueba alguna, tendente á establecer la relación de cansa a 
efecto entre el despojo que sofrió, y la enajenación y obliga- 
don hipotecaria que respectivamente contrató con don Vicente 
Franchi en Abril de mil ochocientos noventa y tres y con don 
Pedro Viñas en Octubre del mi-írao año. 

Que está acreditado, como lo hace constar la ^ntencia apela- 
da, que el demandante no ha pagado impuestos municipales á 
consecuencia de 1» apertura de las calles, ni multa por no ha- 
ber cumplido las ordenanzas sobre construcción de paredes y 
veredas, aunque es verdad que se le cobraron y ann judicial- 
mente demandaron, sin que se haya hecho nada por el actor 
para comprobar qne esas demandas le han cansado costas que 
ha satisfecho ó debido satisfacer, ni menos cuál foera la impor- 
tancia pecuniaria de esas costas. 

Que con esos antecedentes, el demandante no puede pretender ' 
que sea indemniiaoion insuficiente la de un mil cuatrocientos 
noventa- y tres pesos treinta y siete centavos qne se le manda 
pagar por el fallo del inferior, y que éste ha justipreciado en 
ejercicio de la facultad legal que tiene al efecto (articulo mil 
ochenta y tres del Código Civil). 

Que la providencia de foja oieuto noveuta y cinco vuelta que 
no trae perjuicio alguno para ladefinitiva.no es susceptible del 
recurso ús apelación» conforme al articulo doscientos seis de la 
ley de procedimientos. 



'40 FALLOS UB LA SUPREMA COATE 

Por estos y fundamentos conoorduntea de ta sentencia apela- 
da de foja doscientos trea, se confirma ésta, con costas, en la 
parte recurrida por el demandante, declarándose inapelable el 
antode foja ciento noventa y cinco vuelta. Notifíquese original 
y repuestos loa sellos, devuélvanse. 

BEnJANIH PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUHCE. — JUAN E. 
TOBRENT. 
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Criminal, sobre extradición de Maleo (¡iliberti condenada en 
rebeldía por los tribunales italianos por detito de homicidio. 

Sumario, — Délo otorgarse la extradición solicitada con 
arreglo al artículo 661 del Código de Procedimientos en lo cri- 
minal y con los recaudos en él establecidos, pero con Ja condi- 
ción dti que siendo menor la pena impuesta al delito por las le» 
yea de la República, los tribunales del país requirente no im- 
pondrán al encausado una mayor. 



Cuso. — Resulta de la 
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VISTA DEL FBOCUHADOH FISCAL 

I 

Uuenos Aires, Octubre de 1898. 

Señor Juez: 

La presente extradición de Mateo Giliberti es solicitada por 
el señor Ministro He Italia á mérito de loe documentos que co- 
rreo de fojas I é 10 inclusive, y cuyas traducciones respectivas 
si' registran de fojas 31 a 40. 

Según la nota de Toja 17. del señor Ministro de Italia, el nom- 
bre del reclamado es Mateo Giliberti, hijo de Angel Giliberti, 
de 34 años de edad, campesino, oriundo de Cerino, condenado 
en rebeldía por la Corte de Asi ases de A ve) lino el 30 de Agosto 
de 1895, á causa de nn homicidio que se le imputa. 

No existiendo tratado de extradición vigente con el Reino de 
Italia, el presente pedido se rige por el Código de Procedimien- 
tos vigente, de acuerdo con el articulo 648 del mismo Código, 
j su procedencia se determina según el principio de reciprocidad 
ó práctica uniforme de las naciones, con arreglo al inciso 2 o del 
articulo 040. 

Aplicando estas disposiciones, es fuera de cuestión que t i pe- 
dido de extradición de Mateo Giliberti es perfectamente pro- 
cedente, uo sólo en raion de la reciprocidad sino también en 
razón de las prescripciones de la ley de 35 de Agosto de 1895. 

r ida la procedencia observada cumple estudiar loe documen- 
tos ó recaudos del presente pedido para establecer si ellos se 
ajustan ó no á loe términos expresos del artículo 651 del cita- 
do código. 

La primera parte de ese artículo en que se exige un testimo- 
nio literal del auto que decrete la extradición, está satisfecha 
por el documento de foja 7 eir que se ordena ln expresada dili- 
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gencía, en la forma y por e) conducto que corresponde s^gun las 
prácticas de la nación requírente. 

El inciso I* del mencionado auícuio'así como el 3 o del mis- 
mo se hallan también satisfechos por los documentos que corren 
á fojas 4, 6 y 10, apareciendo á foja 9 los requisitos eligidos 
por el inciso 2" del citado artículo (151. 

Tomando los recaudos enumerados, en su número, y sin en- 
trar £ examinarlos detalladamente, el presente pedido de 
extradición procedería sin duda alguna, á no mediar una cir- 
cunstancia que el defensor del reclamado hace notar y que este 
Ministerio encuentra exacta y constante de los mismos docu- 
mentos. Me refiero á la duda ,qoe levanta et hecho de que en 
algunos de esos recaudos se habla de Mattíu Giliberti de 31 
años, en otros del mismo nombre con 32 ->34 años, y en los res- 
tantes de Maten Giliberti de 34 anos. 

En efecto, en los reeaudosde fojas i y 2 se menciona á Matlia 
Giliberti de 3i años y en el que curre á foja 9 se designa al 
mismo Muttia Giliberti, notándose que el dato relativo 4 la 
edad se establece de 32 años habiéndose corregido el 2 por un 
4 sin que aparezca salvada debidamente tal corrección, lo que 
hace que tal dato sea por lo menos dudoso; los documentos de 
fojas 4 y 6 así como las diversas comunicaciones del señor Mi- 
nistro de Italia, que corren á foja 12 y Á foja 25, se Tensen a 
Matteo Giliberti, de 34 años. La declaración del detenido, de 
foja 46, c onfirma el dato de que se tratado Matteo Giliberti, de 
36años, es decir de 34 años en la época en que fué juzgado y 
sentenciado por las autoridades italianas, pero se observa que 
el detenido niega ser el autor del hecho que se imputa al recla- 
mado, negando igualmente la circunstancia de haber sido vecino 
en Italia, de la víctima del hecho que motiva las sentencias ci- 
tadas y que dan lugar á la presente extradición. 

Esta discrepancia, bien notoria entre los enumerados recau- 
dos respecto de la persona reclamada, así como por las dudas 
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que levanta la declaración de foja 46, inducen á pensar que la 
persona del reclamado no ha sido pL namente determinada á loa 
efectos de establecer su perfecta identidad, como lo exige expre- 
samente el inciso £ del articulo 651 del Código de Procedimien- 
tos penales. 

Esta circunstancia es bastante, según el sentir de este Minis- 
terio, para que esta extradición no se conceda, teniendo en cuen- 
ta no sólo el texto del citado inciso, sinó también sn espíritu, 
que, concordante con las prácticas generales entre las naciones] 
pone á cargo de la nación requirente la pnieba completa de la 
identidad de la persona cuya extradición se requiere. 

Y dada la gravedad que encierra el hecho de entregar un 
presunto criminal que esta bajo el amparo de nuestras le jes, la 
prueba de esa identidad es un elemento esencial, que no puede 
aceptaran sinó cuando ella esté establecida de una manera que 
no deje lugar á dada, pues la existeuciade ésta, P or más mínima 
que fuese, pondría en el caso de ejercer el acto violento de la en- 
trega de persona que no fuera el condenado ó prevenido de un 
delito. 

Los tratadistas de derecho penal internacional, y entre ellos 
FÍore,340, página 516, edición 1 1880, presentan la identidad 
del requerido como ana necesidad previa é indispensable para 
acordar Ja extradición, haciendo notar que muchas naciones, 
entre ellas Inglaterra y Estados Unidos, exigen además de laa* 
señas del reclamado y de la concordancia de los recaudos sobra 
su persona, la comparencia de un testigo que afirme sobre su 
identidad. 

En el presente caso, como ya lo he hecho notar, no existe 
ni la concordancia de los recaudos ni la exactitud en las segas 
presentadas por eJ Ministro de Italia, respecto de la persona 
requerida. 

Estas consideraciones quede suyo encuentro bastante para 
que V. 8. no acuerde la extradición solicitada, me inhiben de 
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entrar en mayores disquisiciones para demostrar su improce- 
dencia, limitándome á solicitar su rechazo en la forma que co- 
rresponde. 

Botet. 

■ 

Fall* M Jn m redera! 



Buenos Aires, Julio 16 de 1898. 

Y vistos: Estos autos seguidos contra Mateo Giliberti, ita- 
liano, tí e 36 años, rasado, jornalero, domiciliado en San Isí* 
dro, provincia de Buenos Aires, condenado en rebeldía por los 
tribunales del reino de Italia, por estar acosado de homicidio en 
la persona de Alfonso de Simone, cuya extradición se solicita, 
oída la defensa j el Ministerio público. 

Y considerando: Que el presente pedido de extradición ba 
sido introdacido por el señor Ministro Plenipotenciario del rei- 
no de Italia, á título de reciprocidad, por no existir tratado en- 
tre la nación reqmrente y esta República, dn acuerdo con lo 
establecido en el artículo 646 de nuestro Código de Procedi- 
mientos en materia criminal. 

Que observado esta disposición se fe que el delito que moti- 
va esta solicitud es de aquellos que la hacen perfectamente 
procedente no sólo ea razón de la reciprocidad, sinó también va 
virtud de Lo establecido en la lev de 25 de Agosto de Í8S5, 

Que examinados los recaudos que el Código de la materia eí ¡ge 
en el artículo 651 para que proceda el pedido de eitradiuion, 
resulta que todoa elloá han sido ofrecidos por el gobierno requi- 
rente, como consl a de fojas 1 ¿ 12 de estos autos , 

Que el juzgado, acordando á estos antecedentes tudo el mérito 
que encierran, procedió á ordenar la detención de Mateo Gili- 
berti y adoptó loa procedimientos que índica la ley, referentes 
Aso identidad y defensa. 
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Que limitada «fia 4 los términos del artículo 655, abierta 
que no existe ei auto que decreta el pedido de extradición ; j se 
esfuerza especialmente en demoatrar la falta de datos para cons- 
tatar la identidad de la persona requerida, fundándose en que 
el documento de foja 1 se refiere á Matias Crilíberti, de 31 afina, 
mientras qne en los demás recaudos acompañados se indica i 
Mateo Giliberti,de 34 años. 

Qne respecto de la primera cuestión, lo observado por la de- 
fensa, no es exacto, pues consta á fojas 4, 6 y 7, las resolucio- 
nes de las Cortes de Arelliao y deNápoles, que llenan este re- 
quisito exigido por nuestra ley. 

Que en cuanto á la segunda cuestión, si bien el juigado re- 
conoce que el documento de foja i se refiere a Natías Giliberti, 
de 31 anos, considera también que él carece de importancia en el 
presente caso, porque no es de aquellos que exige el artículo 
651 de nuestro Código de Procedimientos para qut< sea proce- 
dente el pedido de extradición. En efecto, el artículo 651 re- 
cordado dispone que en la comunicación qae se solicite la ex- 
tradición habrá de remitirse copia literal de! auto qne decrete 
esta diligencia, h sentencia de condenación , todos los datos y 
antecedentes necesarios para justificar la identidad de la perso- 
na requerida y copia autenticada de tas disposiciones legales 
aplicables al hecho acusado. 

Todos estos requisitos han sido llenados cumplidamente. El 
auto que decretó el pedido de extradición se encuentra agrega- 
do á foja 7, el testimonio de la sentencia corre i foja 4, los datos 
para practicar la identidad de la persona reclamada consta i 
foja 9; y por último las disposiciones legales aplicables al he- 
cho acusado, se encuentran agregadas á foja 10. 

Que todos estes recaudos satisfacen laa exigencias de nues- 
tra ley, y se nota en los datos para justificar la identidad del re- 
querido la enmendatura que convierte 32 años en 34, sin ser 
salvada, ese error desaparece por completo ante los que sumí- 
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nistran Jas sentencias de las Córtes de Apellino y de Ñipóles 
ja citadas y ante la propia declaración del detenido, que coinci- 
de en todas sos partes con las referidas sentencias, en las que 
se indica á Mateo Giliberti, de 34 años, y no á Hutías, de Sí . 

Que todos estos antecedentes, que son los únicos que exige 
la ley, convencen al suscrito que el preso Mateo Giliberti es la 
persona á quien se refiere el pedido de extradición de las auto- 
ridades del reino <Je Italia. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo dictaminado pur el 
señor Procurador Fiscal, resuelvo acordar la extradición á títu- 
lo de reciprocidad, de Maten Giliberti. En consecuencia, y de 
acoerdo con lo establecido en el artículo 659 del Código de Pro- 
cedimientos en materia criminal, pásese este espediente ;il Mi- 
nisterio de Relaciones Exteriores, con el oficio de estilo, po- 
niéndose al detenido á disposición del señor Ministro del ramo. 
Notifíquese con el original, hágase saber al director de la Cár- 
cel Penitenciaría y al señor jefe de Policía. 

Déjese constancia de esta resolución. 

tiervasio F. Granel. 



VISTA OEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 

* 

■ 

Buenos Aires, Agosto 4 de 

Suprema Corte: 

La sentencia recurrida de foja 87 refiere con exactitud las 
constancias de las sentencias dictadas contra el procesado, en 
el reino de Italia. De ello resulta evidente que el juicio y 
condena se ha producido contra Mateo Giliberti, que es el mis- 
mo reclamado. 
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Nada encentro por ello que observar respecto de la identidad 
objetada en la defensa. 

Como la sentencia dictada por las cortes italianas, lo fué en 
Tebeidiu,y debe reabrirse el juicio con presencia del procesado, 
cumple recordar que el artículo 607 de nuestro Código de 
Procedimientos prescribe : «que cuando el delito que motiva el 
pedido de extradición tenga una pena menor en la República, el 
encausado no seri extraído sino á condición de que los tribu- 
nales del país qne lo reclama, K impondrán ta pena menor*. 

Pido por ello á V. E. ( la confirmación, por sus fundamentos, 
de la sentencia de foja 87, con la declaración relativa a la ob- 
servancia del articulo 667 del Código de Procedimieptos en lo 
Criminal. 

Sabiniano Kier. 



Buenos Aire», Agosto 20 de 1898. 

Visto» y considerando : Qne como lo demuestra la sentencia 
apelada, el pedido de extradición se ha instruido en el presente 
caso con los recaudos pertinentes establecidos en el artículo 
seiscientos cincuenta y uno del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, á cuya disposición debe estarse, yaque no hay trata- 
do sobre la materia entre la República y el país reqnirente, 
con arreglo al artículo seiscientos cuarenta y ocho del citado 
Código, Qne es conforme con las prescripciones de dicho Código 
(artículo seiscientos setenta y siete) que la extradición de un 
encausado se ha de otorgar con la condición de qne los tribuna- 
les del país reqnirente no le impondrán la penalidad prevenida 
por sos leyes si fuese menor la que el delito tenga por tas leyes 
de nuestro país, sinó la de éste. 
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Por ésto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, j por sus fundamentos, se confirma la sen- 
tencia apelada de foja ochenta y siete, con la condición conteni- 
da en el último considerando de esta resolución. Notifiques-- 
con el original ydetuéltase. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BASAN. — 
OCTAVIO SURGE. — JUAN E. TO- 

amUfT. 



CAUMA (LWIVIII 



Don Pablo Ame&pit contra don ángel Ferrari, por cumpli- 
miento de contrato é inhibición preventiva ; sobre "ecurso de 
providencia de los tribunales de la Capital. 

Sumario. — La providencia <i i. tada por los tribunales ordi- 
narios que decide un incidente reía tifo i la forma de las notifi- 
caciones en juicio que no afecta ni tiene influencia para definiti- 
va, no autoriza el recudo á la Suprema Corte. 



Caso. — Después de dictada por la Suprema Corte laaenten- 
cia que se registra en sus fallos, tomo 67, página 119, la parte 
de Amespil pidió contra Ferrari, inhibición general, la qne fué 
decretada por el juez federal eon fechad de Agosto de 1897. 

Notificado don Rodolfo Martin, apoderado de Ferrari, del 
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auto que concedió la inhibición, se presentó pidiendo revocato- 
ria y apelación en subsidio, fondado en que la inhibición no 
procedía, por no haberse cumplido lo* requisitos que elige la lej , 

El secretario, en este estado, dió cuenta de haberse agregado 
indebidamente á los autos, una cédula de notificación para don 
Atilio Nardi, anterior apoderado de Ferrari, en la que se le ha- 
cía saber la inhibición, pues él no había practicado tal notifi- 
cación, por lo que se abstenía de autorizarla. 

Amespil, sin contestar el traslado que se le confirió de la re* 
vocatoria interpuesta por Ferrari, dijo qoeel auto de inhibición 
estaba consentido, porque fué notificado á Nardi. 

Ferrari contestó diciendo que no existía tal notificación á 
Nardi, como lo ha reconocido el secretario, quien f además, do 
ha autorizado la cédula. 

Pendiente este incidente, falleció Ferrari, y los autos fueron 
pasados al juez de hu sucesión, quien resolvió aquel, en la si- 
guiente forma : 

Buenos Aires. Abril 22 de 1898. 

Autos y vistos : Por los fundamentos del escrito de foja 300, 
qne el juzgado considera arreglado a derecho, y no constando 
de autos que la parte de Ferrari haya tenido conocimiento de La 
providencia relativa á ta inhibición contra él mismo decretada, 
no ha lugar i lo solicitado A foja 108, sin especial condenación 
en costas por no haber mérito suficiente para ello; y no siendo 
susceptible de reposición el auto de foja 175, atenta la juris- 
prudencia de nuestros tribunales y lo dispuesto en el artículo 
153 dei Código de Procedimientos aplicable por analogía al ca- 
so sub-judice r déjase sin efecto el traslado de foja 107, y se 
concede en relación los recursos de nulidad y apelación, debien- 
do eleva" los autos al superior en la forma de estilo. 

Luis Ponce y Gómez, 
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Buenos Aires, Julio? de 1898. 

T vitos : Considerando en cnanto al recurso interpuesto 
por el demandante del auto de foja 213 . 
; Pof sus fundamento» y atenta la diligencia del actuario 
omento á foja 182 de la que resalta q ue la cédula de foja 181 
ha sido agregada á los auto» sin su conocimiento, se confirma 
dicho auto de foja 213, en cnanto no hace lugar al pedido du 
Toja 198 y no cansando gravámeu al recurrente en la parte qne 
deja sin efecto el traslado conferido á foja 197, así se declara. 

Considerando en cuanto al auto de foja 175 vuelta que La 
¡nhibirion general contra el deudor, autorizada p or el articulo 
461 del Código de Procedimientos y concordante 474 sólo pro- 
cede cuando no puede hacerse efe. tifo el embargo pomo cono- 
cerne bienes al deudor. 

Que ató lo ha declarado la jurisprudencia constante de 
nuestros tribunales, entre otros casos en los que se registran 
cu la serie 1*, tomo 7, página 455; série 3-, tomo 10 página 
86 ; série 4*. tomo 9, página 24 de los fallos de esta cámara. 

Por esto, y no habiendo lugar á nulidad ni mérito para la 
imposición de costas, se revoca el auto de foja 175 vuelta, con- 
firn endose el de foja 213 en la parte apelada á foja 215. 

Repónganse los sellos y devuélvanse. 

Getfy. —dimenez, — Motina . 
Arrotea. 

• .'*.* • ■•«.< » 
Amespil apeló para ante la Suprema Corte, en virtud de lo 
mwmto en «1 artículo 14 de la ley de jurisdicción, y habién- 
dole sido negado el recurso, ocurrid de hecho. 
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VISTA DEL SEÑÜIt PftOCUHADOH CEHEBAL 

„ ¿ Buenos Atr«, Agosto 5 de 1888. 

Suprema Corte : 

El recurso directo de foja 223 no procede ea el caso. 

El auto de la Exma. Cámara a <¡uo, de foja 220, ni es de- 
finitivo, ni trae gravamen irreparable. Aun cuando lo trajera, 
circunscribiéndose á aplicar disposiciones de la ley de procedi- 
mientos de la Capital, es por esa causa extraño al recurso atri- 
buido á V. E. por el artículo 14 de la ley de competencia nacio- 
nal de 1863. 

El auto recurrido se reíiere á una inhibición preventiva : 
con ese carácter fué requerida á foja í 71 vuelta y decretada á 
foja 175 vuelta. 

La Eima. Cámara a quo, al revocar el auto inhibitorio, no 
desconoce el derecho i la inhibición, ni el régimen de la ley de 
procedimientos á su respecto, declara que la inhibición ante* 
risada por el artículo 461 del Código de Procedimientos, con- 
cordante oo n ti 474, y ta jurisprudencia de ■os fallos, sola pro- 
cede cuando no puede hacerse efectivo el embargu, por no co- 
nocerse bienes al dendor . 

De ello resalta, que la oportunidad ' j la inhibición es lo 
único resuelto, que esa oportunidad puede legalmente produ- 
cirse, si después de las diligencias del caso, no pudiera hacerse 
efectivo el embargo; que el auto, en tales condicionas, no es de- 
finitivo ni trae gravamen irreparable, puesto que puede en 
cualquier tiempo pedirse y decretarse de nuevo la inhibición, 
cu Indo resultase demostrado, que so existen bienes sobre que 
pueda efectuarse el embargo. 

Podiendo reproducir» en oportunidad el mandato de inhi- 
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bioion, el auto que la deniega condicional meo te, no causando 
gravamen irreparable, está fuera del régimen del recurnu auto* 
rizado para ante V. E., en la ley de jurisdicción y competen- 
cia nacional. 

Aun cuando así no fuera, ni la partí- actor» ni loa tribuna- 
les lian desconsiderado lej especia! del congreso, ni al aürmar 
ni al negar la inhibición. 

Se refieren a prescripciones de la ley de procedimientos pa- 
ra la Capital, cuya apreciación es del resorte de la jurisdicción 
de aquel fuero, y A la aplicación de las disposiciones de esa ley, 
que no es una ley de fondo sin 6 de forma, y extraño por ello al 
régimen de la jurisdicción federal. 

No estando el caso comprendido en la disposición del artí- 
culo 14, inciso 3", de la ley de 1863, sobre jurisdicción y com- 
petencia de la justicia nacional, el recurso interpuesto ha sido 
bien denegado por el auto de foja 223 ; y pido á V. E, se sirva 
así declararlo. 

Sabiniano Kier. 



rail* 4« i« ttuprew» C.rt* 

Bueno» Aires, Agosto 30 de 1898. 

Vistos en el acuerdo, y considerando : Que la jurisdicción dé 
]<>s jueces de la Capital, para sustanciar y resolver el incidente 
que motiva el recurso se halla consentida por los interesados, 

Que la apelación interpuesta, según se ve en el escrito de fo- 
ja doscientos veintidós, se refiere sólo ai auto de foja doscientos 
veinte en la parte eu que declara la nulidad de la notificación 
de foja ciento ochenta y una. 

Que la exposición del hecho basta para dejar establecido que 
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el recurso se refiere, no á sentencia definitivo que mereja 
tal denominación e B el órden del procedimiento, sínó á una re- 
solución de carácter genuinamente iuterlocntoria, que decide 
un incidente relativo á la forma de las notificaciones en juicio 
que ni siquiera afecta ó tiene influencia para definitiva 

Que resoluciones de esa clase no autorizan el recurso" del ar- 
tículo catorce de ialerdejür^iicoion-y competencia, incorpo. 
rado a Ja de organización de los tribunales de la Capital (artícu- 
lo norenta) S egu» se dispone eipresamente en la primera parte 
de dicho artículo. 

Por ésto, y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general, se declara bien denegado el recurso. Agreguen A sus 
antecedentes y devuélvase. 

BENJAMIN ||* - A BEL BAtAfl. — 
OCTAVIO BDNCE. - JUAN E. TO- 

RHENT. 



Criminal contra Samuel Camino, y Ventura de ios Santos. 
7nulil7° n * COr ^ l * 0ndencia : * úbre P**to" preventiva 



sen- 



Sumario. _ El juez que es á la vez de instrucción y de _ 
tencia puede dictar auto de prisión preventiva durante el Se- 
nario, sin que le sea lícito anular lo curado en éste antes de 
dicho auto, por no haber sido dictado en el sumarie. 

T. LXXT 

.'J 
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Caso. — Resulta de las siguientes pk-zas ¡ 

VISTA DEL PROCUILADOK FISCAL 



Bueuos Aire», Junto de 189». 

Señor Juez : 

Kn mi vista de foja 83, al formular mi acusación, establecí 
las circunstancias que ine inducían á considerar culpables ¿ los 
procesados de los Santos y Caminos, círounstaucias que en sí 
encerraban indicios bastantes par í considerar que había con 
exceso semiplena prueba de los delitos que motivaban el pro- 
ceso. 

Si en esa circunstancia no mencioné ta obligación de dictar 
por V. S. la prisión preventiva, de acuerdo con el articulo 306 
del Código de Procedimientos Penal, fué porque no me constaba 
que concurriera lo que prescribe el inciso 3" del mencionado ar- 
tículo, cual es que el juicio de V. S. fuese que en caso concu- 
rrían indicios bastantes para esa prisión preventiva, loque no 
podía constarme, dado que es algo privativo del criterio de 
V. B., y que según la ley debe existir conjuntamente con los 
otros requisitos do la expresa disposición legal. 

Suscitándose ahora la cuestión de que tal auto no se ha dic- 
tado eu la estación oportuna del juicio, y de qne V. S. es hoy 
juez de sentencia, habiendo dejado de ser juez instructor, con- 
sidero que para subsanar tal cosa, en el caso naturalmente de 
que de parte de V. S. concurra lo que mencionu el inciso 3 o del 
citado artículo 3fi6, debe V. S. anular todo lo actuado desde la 
foja 83 y siguientes, en que produjo mi acusación, fecho lo cual 
so servirá V. S. proceder ala diligencia indicada, que es propia 
de la estación del sumario. 

./. Hotel. 
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F*H« del J% 



Üueuos Aires, Junio 17 de 1898. 

Autos y vistos : De conformidad con to dictaminado por el 
señor procurador fcVal, en su precedente vista, déjase sin efec- 
to todo lo actuado de foja 83 adelante, y concurriendo al pre- 
sente caso los extremos exigidos por el artículo 366 del Código 
<le Procedimientos en materia criminal, constituyase en prisión 
preventiva i los procesados Ventura de loa Santos y Samuel Ca- 
minos, haciéndose así saber al jefe de policía y director de la 
penitenciaría, á los efectos del artículo 4H del Código citado 
trábese embargo en bienes de los procesados hasta cubrirla sa- 
ma de 1000 peso, moneda nacional, cada uno, librándose el 
mandamiento de ley. Téngase por cerr.do en consecuencia el 
Humano, y vista al procurador fiscal 

Gervasio F. Granel. 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 



Señor Juez ; BHen08 Aif *»' Ju,io dc im - 

V. S. debe sostener su providencia de foja ItO por ser per- 
fectamente procedente con arreglo á la ley, á la práctica y a 'la 
jurisprudencia. Apercibido V, S. de,ue no se había dictado^ 
órden de prisión preventiva que determina el artículo 366 da 
Cod.go de Procedimientos Penal, y estando sólo los prevenidos 
sujetos a un decreto de arresto, el que no puede subsistir más 
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de iu que la ley establece, y teniendo en cuenta que todo lo ae- 
t » a ti o desde foja 83 se había hecho con la omisión notada, pro- 
cedí», como procedió y V, 8, lo estableció á frja HO, la nulidad 
de lo actuado por partir todo lo hecho «le una violación de la li y 
procesal. 

Y esa nulidad procedía no sólo do aquel hecho sino de la ex- 
presa disposición de la mencionada ley encerrada en el artículo 
696, que declara proceden Le la nulidad cuando ella resolta de las 
violaciones de la misma ley. 

V.S. dclíió dictar la prisión preventiva en la estación opor- 
tuna, no lo hijo, ;ihí se produjo la violación y de allí procede 
la nulidad dictada por V, con arreglo A la disposición ci- 
tada. 

La nulidad del procedimiento en materia penal debe ser dic- 
tada en cualquier momento en que el juez se aperciba de ella 
ó que una de las partes lo reclame, porque en ningún caso seria 
aceptable que el juez continuase un proceso en que se hubieran 
cometido omisiones o violaciones, que más tarde hicieran nula 
su aenténeiái 

De este derecho ha hedió uso V. B. en la providencia citada. 

Pero se sostiene por los recurrentes que la falta de la orden 
de prisión preventiva en un proceso no es una solemnidad que 
conduzca á la nulidad de lo actuado. Esto es simplemente in- 
sostenible. 

La prisión preventiva al mismo tiempo que importa una se- 
guridad para que el procesado quede sujeto á la ley, es una ga- 
rantía que la ley establece en su favor, pues se requiere que 
concurran al establecerla la semiplena prueba de s>u culpa, sin 
lo cual no puede ser mantenido en prisión. 

Teniendo presente que en los procesos criminales se tiene 
en cuenta ambos casos, la seguridad del procesado y sus garan- 
tías individuales, no es posible sostener que la omisión de una 
diligencia que concurre a ese lio pueda ser válidamente omitida. 
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No es necesario, pues, que la ley sea casuista y tenga que lle- 
var en cada una uV sus disposiciones expresiones terminantes 
de lo que se desprende de bd propio espíritu y lexto. 

Estas consideraciones, y las que La de levan tar el claro crite- 
rio de V. S. me induce ú pedir, como lo ha^o al principio, el re- 
chaio de la revocatoria pedida y el ¡jo t ten ¡miento de la provi- 
dencia de V. S. de foja HO. 

/. iiotet. 

ámm. *** Jurs 



Buenos Airea, Julio 30 de 1898. 

Autos y vistos : Encontrando ajustada ú derecho la providen- 
cia de foja HO, y de conformidad con lo dictaminado por el pro- 
curador fiscal en sn precedente vista, cuyos fundamentos repro- 
duce el juzgado, no ha lugar á la rerocatoria que se solicitii, y 
se concede en relación el recurso de asolación interpuesto, de- 
biendo elevarse los autos a la Suprema Corte, en la forma de 
estilo, 

Gervasio F. Granel. 



VISTA DEL SEflOH PROCURADOR GENERAL 



c _ Buenos Aires, Aguato 12 de 1898. 

Suprema Corle : 

El auto recurrido decide en primer término la nulidad de todo 
lo ¡ictuado de foja 83 adelante, y en segundo término constitu- 
ye en prisión preventiva á los procesados en la causa, Ventura 
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.de los Santos y Samuel Caminos. La nulidad decidida ni resul- 
ta necesaria para la constitución de prisión preventiva, ni apa- 
rece expresamente declarada en las prescripciones del Código 
de Procedimientos en lo Criminal. Según su artículo 690, en 
materia de procedimientos penal, no había más nulidades que 
las establecidas en el código, y las que resaltasen de la viola- 
oion de sus disposiciones expresas. Siguiendo el órden cronoló- 
gico de Jos procedimiento^ la prisión preventiva se reiaciuna 
con íoü procedimientos <K J 1 sumario; pero ninguna disposición 
existe qoe la prohiba fuera de sus límites circunscriptos, ni que. 
declare la nulidad del mandato judicial por tal causa. 

Por otra parte, el juen que tiene la jurisdicción amplia en las 
dos faces del proceso, na podido llenar la omisión del sumario, 
recien observada en el plenario; porque el artículo 366 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal que autoriza á convertir 
la detención de los procesadoa en prisión preventiva, prescribe 
Jos requisitos especiales de ese articulo, sin incluir en eílos la 
designación de tiempo ni épnca pt eisa bajo condición de nuli- 
dad. Resulta entúnces que el juzgado ha podido subsanar ta 
omisiou observada, convirtiendo la detención en prisión preven- 
tiva durante el plenario, y que el subsanara i«mto de aquella 
omisión no produce la nulidad de los procedimientos del plena- 
rio que la ley no lia declarado. 

En su mérito pido á V, E. la confirmación del auto recurrido 
de foja 6, en la parte que convierte en prisión preventiva la de- 
tención de los procesados en esta causa; y su revocación en 
cuanto deja sin efecto lo actuado de foja 83 adelante. 

■ > 

Sabiniano Kier. 
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de I» » U |ir*inn Corte 



Buenos Aires, Agosto 23 de 18S8. 



Vistos y considerando : Que la nulidad del procedimiento de- 
cretada por el juez, fundada en no haberse dictado el auto de 
prisión preventiva durante el sumario, cuando como en el pre- 
sente juicio se ejerce jurisdicción por juez que la tiene para la 
instrucoion y el fallo, no está autoniada por disposición legal, 
expresa, pertinente, ni por las necesidad Ó conveniencia de la 
acusación ó la defensa. 

Que decretando el juet la prisión preventiva, en el estado de 
la causa, no ha hecho sinó subsanar ana omisión y ejercer la 
facultad que le atribuye el artículo trescientos sesenta y seis 
del Código de Procedimientos en lo Crimina!, 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general ; se confirma el auto apelado de foja seis, en 
cnanto decreta la prisión preventiva y se le reroi i en cuanto 
anula las actuaciones de foja ochenta y tres adelanto. Notifí- 
quese con el original y devuélvase. 



BENJAMIN PAZ. — ABELBAlAN. 

OCTAVIO BUNGfi. — JUAN E, TO- 
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Criminal contra Andrés Peralta, por extravio de una carta 

certificada 

Sumario. — Siendo menor de edad el reo de extravio de una 
cartu certificada, debe imponérsele el mínimum de Ja pena esta- 
blecida por los artículos 146 y i Al de ta ley de correos de 10 de 
Octubre de i 876. 



i 'aso. — Resulta del 



F.llo «el Jur, »>4rr.l 

■ 

«osario. Setiembre Iti de 1897. 

¥ vistos: El presente proceso seguido por ei señor Procura- 
dor fisi al contra Andrés Peralta, á quien se le conoce también 
por Porcel, d.; U años de edad, soltero, argentino, empleado, 
con domicilio en Rafaela, por extravío de una carta certificada» 
de lo que resulta : 

i°Que según los antecedentes recogidos en el sumario admi- 
nistrativo que se instruyó en la oficina de Rafaela, y que corren 
de foja 1 ¡i foja 25, consta: Que con fecha i 9 de Mario úp 
1896 la oficina de « Josefina » expidió con destino á Rafaela la 
muía número 28, conteniendo la curta certificada número 30, 
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para el señar Anselmo Soto, y juntamente con ésta tres balijas 
de Santa Clara, San Francisco y Saguier, y ocho curtas simples, 
las que fueron recibidas en ta estación <!el Ferrocarril Córdoba 
y Rosario (Rafaela) por el mensajero Andrés Peralta, eJ que Las 
recibió á su vez del estafetero Ventura Loiireyro, quien las ha- 
bla conducido. 

Que en la oficina receptora ba tenido entrada la correspon- 
dencia menciona.]* con excepción de la mala número 28, según 
se justifica por Jas guías y conformes ex adidos a fojas 2, 3 y 4 
por el empleado Daniel Diaz, tt ca vo cargo estaba ese servicio. 

Que traído el procesado Andrés Peralta á la presencia de este 
tribunal, declara A foja 30 que recibió la mala certificada nú- 
mero 28, conteniendo Ja carta número 30 dirigida al señor Aa- 
selni,, B, Soto, y la entregó al empleado Daniel Diaz, ó íi Ma- 
nuel Castro, no recordando á cu ál de los dos, y Jas golas de los 
tres paquetes están firmados por Diaa, que no exigió recibo 
de la carta recibida por Diaz ó Castro, porque no existín cos- 
tumbrede hacerlo así. 

Que ¡i fojas 33 y 34 declaran Manuel Castro y Daniil Üiaz que 
no han recibido ninguna carta certificada de Andrés Peralta. 

2* Que de fojas 41 á 43 el señor Procurador fiscal, forma lati- 
do su acusación, expresa: que por lo que consta de los autos el 
responsable administratiramente de la desaparición de la carta 
es Peralta, por cuanto él otorgó recibo en una libreta al estafe- 
tero Loureyro, y n.i tiene comprobante alguno de habérsela en- 
tregado á Diai en la oficina. 

Que la circunstancia de no exisMr en la oficina de Rafaela ei 
libro eu que se da entrada á toda correspondencia, y la mani- 
festación hecha par el estafett-ro Loureyro, de no catar seguro 
si entregó á Peralta la hoja de ruta que debía acompañar á la 
correspondencia, hace que no pueda determinarse de una ma- 
nera precisa el autor de la desaparición de la carta certificada. 

Quhuo obstante lo afirmad*, cree que el empleado Peralta 
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debe ser el responsable de no haber presentado recibo de su des- 
cargo. 

Que por tis razones expuestas pide que se condene al pro- 
cesado a la pena establecida en U artículos 62 y Í96 de la ley 
número 816 de 10 de Octubre !876, es decir, á la multa de 200 
pesos á favor de la renta de correos, y i las costas de este ini- 
cio, 

3- Que de fojas 45 á 46, el defensor del procesado contesta la 
rista fiscal, y da como fundamento de su defensa, que la pena 
iae aconseja no es aplicable al presente caso, porque si bien es 
cierto que Peralta confesó haber recibido la mala, él también 
afirma que la entregó al cartero Díaz, afirmación que no fué 
contradicha por el último. 

Que como no existe ningún elemento de prueba que pueda in- 
ducir condenación para su defendido, pide que se le absuelva de 
toda responsabilidad, 

4 o Que abierta la causa á prueba, no se produce ninguna en 
autos . 

Y considerando: i" Qne en los antecedentes de autos consta 
que la mala certificada número 28 fué conducida por el estafe- 
tero Loureyro, desde el Jugar de expedición (oficina de correos 
de Josefina) basta el de su destino (oficina de Rafaela) y en- 
tregada en esta última al empleado Andrés Peralta, según se 
deduce del recibo que otorgó á aquel y de su propia' confesión 
de foja 30. 

t 

2° Que el hecho de no tener en su poder el respectivo compro- 
bante del empleado encargado de recibir la correspondencia en 
el acto de depositarla en la oficina, tís ana presunción de que 
la carta certificada se ha perdido en su poder. 

3 o Que tanto Daniel Diaz nomo Manuel Castro, en sus decla- 
raciones de fojas 33 y 34, afirman que no recibieron de Peralta 
nmeuna carta certificada; lo que arroja una prueba mas con- 
denatoria en contra del procesado. 
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4* Que siendo la menor edad del mi 8ttlü (catorce añosj una cir- 
cunstancia atenuante de su responsabilidad, sólo debe aplicár- 
sele e! mínimum de la pena establecida para el delito. 

Forestas consideraciones, fallo, en esta salado audiencias : 
condenando al reo Andrés Peralta á la pena de 100 pesos de 
multa, de acuerdo con los artículos 146 y 147 de la ley de co- 
rreos de Octubre 10 de 1876, ó en su defecto prisión equivalen- 
te á raionde dos pesos por día, con costas. Notifíquese con el 
original. 

ihttml Goyíia. 



VISTA DEL SEftOK PHOCUHAOOH GENERAL 



Suprema Corte : Fcbrer ° 10 íIe 1898 ' 

Resultando comprobado que el procesado Andrés Peralta se 
recibió de la carta certificada número 28, sin que haya estable- 
cido de un modo fabaoiente que la entregara en la oficina de 
Bafaela. su responsabilidad está bien demostrada en los con- 
siderandos 3 o de la sentencia recurrida, cuya confir- 
mación su licito de V. 8. 

Sabiniano Kier. 



MI» «el» RipnMlirte 



Buenos Aires, Agosto 23 de 1898, 

Vistos : Por sus fundamentos y de acuerdo con lo expuesto > 
pedido por el señor Procurador general, se confirma la sentencia 
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apelada de foja cincuenta y una. Notifíquese con el original j 
devuélvase. 

BENJAMIN PAZ, — LUIS V. VARELA . 
- ABEL BASAN. — OCTAVIO BCN- 
CE. — JUAN E. TORKRNT. 
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Doña Encarnación Pedraza de Bernal contra don Fidel Castillo; 

sobre reivindicación 



Sumario. — Probados los extremos de la acción reivindica- 
tona, debo ordenarse el desalojo del inmueble reivindicado 
dentro de diez riiau. 



Caso, — Lo explica el 



r»Ho del Jun Federal 



HuiMin*. Aires, Junio 7 de 1898 

Y vistos : E tos autos seguidos por doña Encarnación Pedra- 
za de Bernal, contra don Fidel Castillo, sobre reivindicar ion : 

Resulta : 1° Que á foja 22, don Joan Coronado, en represen- 
tación de la señora de Pedraza, se presenta y expone : 
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Que como ae ucrediu con los títulos do foja 4 acompañados, 
su representada es propietaria de un terreno situado en la ca- 
lle de Buen Orden, y señalado cou los u rimero* 937 y 943, 

Que rendido <se terreno á don Luis Iturinoni, y al tratar de 
dársele posesión del mismo, don Fidel Castillo, que se ha apo- 
derado clandestinamente del terreno, aprovechándose de tas 
condiciones en que se hallaba la propietaria, anciana y ciega, por 
la ausencia de su hijo el general Berna!, se opuso a que se eje- 
cutara ese acto, obligando á su poderdante ii iniciar este juicio 
de reivindicación, para cumplir con el deber que el artículo 
1409 del Código Civil impone al vendedor. 

Que habiéndosele iniciado a Castillo juicio por desalojo y co- 
bro de alquileres, se exoepcionó, diciendo que ningún vínculo 
de derecho lo obligaba para con la señora de Bernal, de la oual 
dijo que no era inquilino ; por cuya razón, siendu ello exacto, 
la acción no prosperó, pero eomo Castillo no ha expresado de 
ijuién lo ira ni & qué título posee el terreno, nunca dejada de 
ser un poseedor ilegítimo, entabla la presente acción de rei- 
vindicación, procedente de acuerdo con lo establecido en el ar- 
tículo 2758 del Código Ciril, cuyos fundamentos, el doniini" 
con la posesión, resultan acreditados ron los títulos que acom- 
pañare conformidad óon el artículo 3410 del mismo código. 

Que en mérito de lo expuesto, y teniéndose por entablada la 
acción de reivindicación contra don Fidel Castillo, pide se con- 
dene a éste a derolver el terreno de la referencia, que indebida- 
mente detenta, y á pagar los daños y perjuicios que su actitud 
irrogue a su representada, con m¡ís las costas del juicio, sin 
perjuicio de cualquiera otra responsabilidad en que incurra, con 
arreglo ft derftcho. 

2 o Que corrido traslado, don Martin Fernandez, en represen- 
tación de Castillo, pide el rechaio de la demanda, en razón de 
carecer de personería la señora de Bernal para deducir cna ac- 
ión. S consecuencia de la venta he -ha d i terreno al señor Ma- 
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rinoni, quien os el que tíenedereouo ú entablarla, según lo dis- 
puesto en el artículo 2738 del Código Civil. 

Que por otra parte, la actora no ha perdido la posesión, como 
se desprende de su» manifestaciones en ei juicio tobre desalojo 
a que se refiere la demanda; pérdida de la posesión que eá requi- 
sito indispensable pam que prospere I-. nocin» reivindicatoría 
según el artículo 2785. 

3 o Que abierta ia - ansa á prueba s* lia producido la que ex- 
presa ei certificado del actuario, corriente á foja 77. 

í considerando: i" Que la rt ¡vindicante, con tos título acom- 
pañados, ha acreditado plenamente, de conformidad con lo «- 
Ubleci lo en el artículo 2970 del Código Gifil su dominio en la 
eos» remudada, y por consiguióte, la posesión (artículo 2383 
del mismo código). 

* Que el demandado conliesa, en la absolución de posiciones 
■ órnente á foja 43, qu , w halla detentando el terreno en eaee- 
üon,*» bien dic , que á título de inquilino, pero negándose a 
¡i dar el nombre del locador. 

3" Que como lo explica la nota d<d codificador al artículo 2758 
del código citado, no es necesario para poder ,-stablecer la ac- 
ción reivindicatoría, que el dueño de la cosa haya perdidoso 
fmmm bastándole probar que otro la detenta, aunque no la 
posea, como uconle.-e con el caso sab-judice, en que el deman- 
dado se dice inquilino, ó sea poseedor precario, que posee la 
cosa en nombre del propietario locador, que no puede ser otro en 
el caso que Ja reivindicante, comprobado cor o se halla su do- 
minio. 

*• Que la primera excepción ó defensa que se hace en el es~ 
cnto de alegato de bien nrobado, á saber la falta de personería 
de la reivindicante, carece de fundamento, por cuaato conserva 
su dominio sobre el terreno, objeto de la acción deducida desde 
que el solo contrato de venta no Jo transfiere al comprador 
quien ante deis tradición de la cosa vendida no adquiere sobre' 
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ella ningún derecho real (artículo 577 del Código Civil), y en el 
cuso no ha habido tradición. 

4 o (¿ue tampoco tiene valor el segundo argumento que hace 
el demandado, de que la reivindicante no lia perdido la posesión 
del terreno, requisito necesario según él, paTa que proceda la 
acción reivindicatoría, pues que, como queda dicho en el tercer 
considerando, basta que ta cósase halle en poder de otro, de tul 
manera que el dueño no pueda disponer de ella, para que pueda 



liarse el demandado detentando 'ti terreno de la referencia, la 
reivindicante no ha podido transferir ai comprador stMior Mari- 
noiii, el dominio sobre el mismo (véase la nota del codificador al 
artículo ¿758). 

6 o Que cuuseounoia de esto es que la acción reivindicatoría 
procede contra el demandado Castillo, no obstante otra pose- 
sión que la de inquilino, j -íes que, en primer lugar, su derecho 
A la tenencia ó posesión de la cosa en este carácter, no fu ha 
acreditado, como le correspondía hacerlo, según la regla onntts 
f/robandi ahet qui tlicit, antes, por el contrarío, del expediente 
rom i ti 1- • ad ef/ectum videndi, del juzgado á cargo del doctor C r- 
dioarrain, caratulado < Bernal, don Liborio, contra Castillo, don 
Fidel, sobre desalojo >, resulta que este carácter de inquilino 
que ahora invoca como argumento para pedir el rechaio de la 
acción, por no ser poseedor el locatario, en aquel juicio de de- 
salojo se excepctonó Castillo, negando la existencia de ese vín- 
culo legal con la demandante, en segundo lugar, porque no es 
necesario, como queda establecido, que el demandado sea po- 
seedor, en el sentido estrictamente legal de la palabra, es decir, 
que posea animo domini para que proceda la reivindicación de 
la cosa, aunque sea á nombre del reivindicante y á título pre- 
cario, como sucede cuando el demandada es locatario (nota Ci- 
tada. 

Por esta» consideraciones las concordantes de foja 22 y foja 
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82, definitivamente juz-ando fallo : que debo hacer lugar á la 
Amanda, como en efecto lo hago, condenando á don Fidel Cas- 
tillo á hacer entrega del terreno que ocupa, situado en Ja calle 
Jluen Orden números 937 y 943, en el término de 40 días, á 
su dueña, dona Encarnación Pedrwa de Berual, dc-d ostas 
dejándole á salvo á la reivindicante «u acción para éligir<foj 
demandado, los danos y perjuicios que ¿ste le hubiera irrogado 
Hágase saber original y repuestos loa sellos, archívese el eipe- 
dientesi Uq fuera apelada esta resolución. 

Así lo j. ron un do y mando en Buenos Aires, Capital de la Re- 
pública Argón tina, fecha id tupra. 

P. Olaechea y Alcurta. 



Wmitm de la Huprrn» Corle 

litónos Aires, Agosio ti de lt&8. 

Vistos y considerando: Que como lo e.tabl^e la sentencia 
apelada, la parte demandante, con los títulos que ha presentado 
y dada su fechy anterior en mucho ála posesión 6 tenencia del 
demandado, ha probado io que ha debido probar al objeto de de- 
jar establecido su derecho de propiedad sobre el inmueble de la 
cuestión, que sirve de antecederá la acción rei vindicatoria 
iniciada, según la dispone especialmente el artículo dos mil *e- 
tociuutus noventa del Código Civil, 

Que uo habiendo hecho Ja tradición de la cosa por efecto del 
contrato üecuuipra-ventu que ha celebrado con don Luis Mari- 
uoni. pues que es precisamente para cumplir con este deber que 
ha promovido el presente juicio, no es discutible que ha conser- 
vado el dominio que sobre el bien tenía, tanto por lo dispuesto 
en el artículo quinientos setenta y siete del Código Civil, como 
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porque según el artículo dos mil seiscientos nueve del mismo, el 
dominio de los inmuebles cuya enajenación se ha concertado no 
se pierde sino después de firmado el instrumento publico de la 
inajtaacion, seguido de tradición. 

Que el demandado no ocupa la cosa á nombre del demandante 
ni reconociendo su derecho, siuú que, según afirma, lo tiene ¡í 
nombre de un tercero para quien posee (artículo dos mil tres- 
cientos ciucuenl .y dos, Código Civil), con lo que él no ha podido 
pretender que el actor uo se encontraba en el caso de gestionar 
una cosa de cuya posesión estaba privado, porque dos posesio- 
nes iguales y de la misma naturaleza no pueden concurrir sobre 
la misma cosa (artículodos mil cuatrocientos uno. Código Civil). 

Que aunque el demandado dice ocupar la cosa en calidad de 
locatario, ó sea á nombre de otro, no ha dado el nombre v resi- 
dencia de Ja persona para quien poseía, en cuyo caso la proce- 
dencia de la acción reivindicatoría contra él iniciada y prose- 
guida se halla amparada por el artículo dos mil setecientos 
ochenta y dos del código citado. 

Que este pleito no se sigue eutre locador y locatario, eu cuyo 
taso no son de tenerse eu cuenta los plazos establecidos por el 
«Ufenlo mil seiscientos diez del Código Civil. 

Por esto, y los fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada de foja noventa y cinco, se reduce á díet días el término 
que acuerda para el desalojo, conQrmándose ésta en todo lo de- 
más, con costas. Kotiquese con el original, y repuestos los se- 
llos, devuélvase. 

DEHJAKIN PAL — LUIS V, VARELA. 
— ABEL BAZA|. ~ OCTAVIO «UN- 
GE. — JUAN E. TOflUCfT. 
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CAUSA €4X1,11 



Don Enrique Pinaroti contra don Vicente l, Casares; sobre 

eviccion 

Sumario. — El adqnirente que lia hecho con el enajenante 
una contención especial para el cuso de eviccion del inmueble 
comprado, no puede demandar á éste por razan de eviccion sino 
ha cumplido con las estipulaciones contenidas en la conven- 
ción . 



Caso* — Resulta del 



Buenos Aíriiá, Diciembre 5 <k ltftW. 

í vistos loa presentes autos de los que resulta: Que el 25 
de Muyo de 1895, el doctor Angel PizarTO Lastra, á nombre de 
dun Eugenio Pínaroli, se presentó judicialmente entablando de- 
manda contra don Vicente L. Casares, por eviccion, cun motivo 
de un campo que le vendió y que se halla ubicado en la provin- 
cia de. Santa F6, basado en loa siguientes antecedentes : 

I o Que celebrado el contrato de compra-venta del expresado 
campo, y aürá tomar posesión, eucontró en el mismo una po- 
blación ocupada por un tal Persoglia, lo que comunicó á Casa- 
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res, quien obtuvo administrativamente y por órden de las 
autoridades de aquella provincia, que el intruso fu use desaloja- 
do, siendo eu su consecuencia puesto en posesión de la cosa 
comprad*; que eu ejercicio del dominio adquirido, alambré el 
campo, subdividiólo en potreros, é hizo poblaciones, etc., cuan- 
do un día Jos colonos poseedores del campo, Andrés y Antoniu 
Persoglia, sin citación alguna, sun restablecidos en la posesión 
pormediode la fuerza pública y a virtud de las autoridades de 
Santa Fe, ra*on por la que viÓ á su vendedor señor Casares 
pura que adoptase la* medidas conducentes á garantir su dere- 
cho sóbrela cosa vendida, conviniéndose qué el demandante de- 
bería iniciar las reclamaciones del caso, para lo cual se redactó 
el documento de foja 4, firmado pur Casares. 

2* Que la demanda que debía deducirse y á que Lace referen- 
cia el documento citado, no se llevó á efecto, porque negun el 
abogad.» director del asunto J á causa deque no se le había he- 
' ho tradición de U cosa, no podía Pinarolt entablar su acción. 
Que corrido traslado de la demanda. Casares la contestó ma- 
nifestando que la carta de foja 4 contiene tas obligaciones que 
tomaba á su cargo por el convenio hecho con Pinaroli, que él se 
había comprometido á cargar con todas las costas del juicio 
á iniciarse contra loa intrusos Persoglia para obligarlos á desa- 
lojar el campo, y pera el caso que ese juicio tuviera un resol - 
tado adverso, se declaraba obligado á la eviccion, concluyendo 
por pedir el rechazo de Ja acción. 

Que abierta la causa aprueba, se produjo la q-e expresa el 
certificado de foja 74, llamándose autos para definitiva. 

Y considerando: Que es principio de legislación reconocido 
por nuestro Código Civil en su articulo 2*08, que el enajenante 
debe salir á la defensa del adquirente, citado por éste, en el 
cato que un tercero le demandase la propiedad ó posesión de la 
-osa ó cualquier derecho c emprend ido en Ja udqnisici™, ó lo tur- 
base en el uso de la propiedad , goce ó posesión de la cosa. 
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Que de dicha disposición, lógicamente: st de aprende que 
para que el vendedor pueda reñirá juiei> t se hace necesario 
que el comptador buya sido demandado con m*»tivo de ta uosa 
qn< compró, como bien claramente lo demue^ra la lev £2, ti- 
to lo 5 o , parte 5 a , citada por el codificador argentino, y qtie la 
cativa que se produzca haya sido anterior ó contemporánea á !« 
adquisición. 

Que pur tanto, correspondí' al juzgado inquirir y estudiar si 
la demanda que nos ocupa reúne eao3 requisitos. 

Dé sus propios antecedentes resulta claramente demostrado 
que Pinaroli »o ha sidu llamado ii juicio, oo ha sido demanda- 
do por razón t- la cusa vendida por ninguno de los intrusos del 
campo que adquirió de Casares, y desde luego, falta á la acc¡on 
instaurada el piimer icquisito eligido por el artículo 2108 
del Código Civil para que pueda legalmente prosperar la obli- ■ 
gaclon que contrae el vendedor de salir ú la eviccion y sanea* 
miento, como lo tiene resuelto la Suprema Corte federal apoya- 
da en la lev invocada ; se entiende únicamente para el caso de 
que un tercero demande la rosa reíd ida (série f \ tomo 8 o , pá- 
gina 26Í de sus fallus. 

El segundo elemento legal para que exista la eviectou, que 
es, que la causa haya sido an tenor ó contemporánea á la ad- 
quisición, artículo 2091, Código Cifil, no se baila tampoco com- 
probado en autos, pues, que si bien tal hecho lia sido invocado 
en el escrito de demanda, no ha sido justificado en u! periodo 
de la prueba» como era de su deber. 

La única proban/a que al u-specto se ba prey itado conste 
eu las posición* '3 2" y $* del pliego de foja 99, pero ellas en 
nada favorecen los derechos del actor, porque si bien Casares 
reconoce que Andiés y Antonio Peraoglia ban estado ocupando 
el campo, en cambio afirma que no le consta si entraron ú ocu- 
parlo antes ó después uuu Pinaroli tomóla posesión de dic»¡o 
bien. 
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Que es principio inconcuso de derechoqoe al autor incumbe la 
justificación fie sus afirmaciones, pues si no logra tal propó- 
sito, la contraparte debe ser absuella (lev 1*, título 14, par- 
tida 3\ y sér i e 2 a , tomo 20, página S5, fallos citados), ettremo 
Linio mis necesaria en el caso suh jvdice, cuanto que es un re* 
quisito esencial que para que el comprador pueda Humar íí su 
Tendedor de eviccion, se necesita que la cau-sa que priva eí ejer- 
cicio amplio de su dominio, haya sido anterior 6 contemporánea 
d id adquisición. Para ponerse al amparo de la lev, se hacia 
desde luego precibo poT parte de Pinaroli que hubiera justificado 
eje hecho, tanto mas, cuanta que i estar A la escritura de pro- 
testa de foja 2, el 25 de Abril de 1894 es cuando Andrés y 
Antonio Persoglia fueron puertos eu posesión del terreno de 
propiedad hoy del demandante, mientras que éitu adquirió el 
bien de Tasares ul 22 de Mayo de 1893. 

Esas probanzas hubieran habilitado ni juagado, en ejercicio 
de la facultad que le confiere el articulo $005 del Código Civil, 
para apreciar tridas las circunstancias de si el derecho que cau- 
saba laericcion tuvo origen untes de la adquisición, no obstante 
que él se produjo después dfl la trasmisión de ta cosa. 

Por otra parte, la demanda de eviccíon y resarcimiento de 
los perjuicios irrogados, no puede deducirse sinó despuesde ter- 
minado por sentencia ejecutoriada vi pleito en que se practica 
la citación de evicciun, como igualmente lo tiene resuelto la 
Corte, en la série 2*, tomo 12, página 563 de sus falles. 

Las consideraciones üxpneata^ demuestran evidentemente, 
que la acción instaurada no ha sido justificada ni reúne los re- 
quisitos requeridos por los artículos 2091 y 2106 del Código 
Cifi] para que legalmente pueda prosperar. Hay más, á estar 
n las propias constancias de antos, Pinaroli no ha sufrido en su 
propiedad ninguna turbación de derecho, que según Duranton, 
es una demanda por la que un tercero reclame un derecho 
cualqoitra. 
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Los Persoglia parectí eran unos simples intrusa, que á 
estar á la simple confalón del actor (respuesta dada á la i* 
posición del pliego de foja 95) abandona) ou loa lote* de terreno 
á que se refiere la a ornan da en el mes de Noviembre de 1 895, 
hecho que por sí solo evidencia y que no alegaban oi discutían 
derecho alguno de propiedad. 

Que, por consecuencia, lo que precede al documento Je foja 
4 no puede tener otro alcance que el que el mismo indi* a. 

Él contiene dos partes : una por la cual Casares toma á su 
cargo los gastos de abogado y procurador que fueran necesarios 
en el juicio que Pinaruli se encargaba de iniciar contra los in- 
trusos Peraoglia, y la otra que se obligaba á responder de la 
evíccion, sin necesidad de citación, en tos términos de la legisla- 
ciou civil . 

Ese convenio no ha sido cumplido por parte del uctor í que no 
obstante haberse obligado á iniciar juicio, no p USn en ejercicio 
sos derechos, malquiera que puedan ser las razones que para 
ello hubiera tenido, Kse juicio habría demostrado y lijado las 
responsabilidades del vendedor Casares, según tus razones ó 
defensas que hubieran hecho valer los pretendidos intrusos, pues 
que se daba ya por notificado para responder de la dicción en 
los términos de la legislación civil, es decir, si la causa que 
daba lugar ú ella se hallaba en las cunúLjíones y con ios requi- 
ntos señalados por el artículo 2091. Xo puede ser oiro el al- 
ean, te v signihVacion propia de las palabras empicadas «en 
los términos de la legislación civil », lo que jurídicamente 
significa.! equivaled responder, si es que habían hechos que 
le fueran imputables 

Si por la falta de cumplimiento de dicho convenio, ó por no 
haber puesto en ejercicio Piuaroli los derechos que pudo haber 
hecho valer contra su vendedor, por no haber podido tener la 
posesión de la cosa comprada, ha sufrido algún perjuicio, suya 
es la colpa, y desde luego justo « a soporte las consecuencias de 
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sus propios actos, mayormente que cuando el adquirente vence 
ó no es reneido en la demanda de que pudiera resultar una evic- 
oion, como lo tiene resuelto la Corte en la nérie k , tomo I o , pá- 
gina 563, de sus fallos, uo tienen ningún derecho contra el 
enajenante, ni aun para cobrar loa gastos que hubiese he^ho. 

Por estas consideraciones legales, fallo: no hacienda lugar á 
la demanda interpuesta por don Eugenio Pinaroli contra don 
Vicente L. Casares, a quien al respecto impongo perpetuo si- 
lencio, sin especial condenación en costas, dada la naturaleza 
de la cuestión controvertida y por no encontrar el juzgado mé- 
rito para su imposición. Notifiquen original, repóngase el papel 
y, en su oportunidad, archívese. 

Agustín l'rdinarrain. 

Buenos Aires, Agosto 25 dp 189», 

Vistos y considerando: Que las partes, en el contrato de 
compra-renta pueden ¿onvenir estipulaciones especiales sobre 
la obligación de garantía que pesa sobre el vendedor, y como lo 
dicen ambos litigantes, aumentar, disminuir y someter á reglas 
convencionales la obligación que nace de la eviocion, usando á 
ese fin de la facultad que acuerda en términos explícitos el ar- 
ticulo dos mil noventa y ocho del Código Civil. 

Que en consecuencia, la convención á que se refiere la carta 
de foja cuatro, concluida entre el demandante y el demandado 
6 sea entre el adquiiente y el enajenante, según ambos lo reco- 
nocen, forma para ellos una regla á la cual deben someterse 
como a la ley misma (art(cu)o mil ciento noventa j siete del ci- 
tado código). 

Que el contenido de dicha carta demuestra que, según lo con- 
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Tenido entre las partes, Al comprador Pinaroli debía promover 
jo icio contra los Persoglía, á quienes se cal i acá de intrusos en 
el campo Tendido, obligándose á sn vez el vendedor Casares & 
responder por laevicciun, sin necesidad «ieser citado en tos tér- 
minos de la legislación civil y á cargar con los gastos de abo- 
gado y procurador que el juicio requiera hasta que dicho Pina- 
roli sea repuesto en la posesión y perfecto dominio del bien. 

Que en cumplimiento de ese convenio, Pínaroli ba debid o 
traerá juicio álos Persagliay ventilar con ellos contradictoria- 
mente» en caso necesario, los derechos de cuya defensa se en - 
cargaba, loque era tanto más imperioso, cuanto que desde ja 
se eliminaba la persona del vendedor de intervenir en el pleito 
y se daba por hecha la citación de saneamiento. 

Que es cierto que Pinaroli no promovió ese juicio, é intertan- 
to ello era un anteoedeute prévio á la obligación que nace de la 
evicrion, asi porque en orden natural délas rosas y con arregh 
ri las prescripciones de der^chu no hay responsabilidad por 
eviccion á hacerse efectiva stnó cuando la eviecion se ha ope- 
rado, como porque en el convenio di que ya se ha hecho refe- 
rencia las partes lo estipularon apresamente. 

Que aunque en la citada rarta de foja cuatro, don Benito 
Pinascoest» indicado por Casares para hacer la representación 
de Pinaroli en el juicio á promoverse contra ¿os Persoglia, de- 
biendo encargarse en Santa Fé de su tramitación, y aunque es 
verdad que, en el primer momento, Pinasco entendió que no 
había acciones que hacer raler contra los mencionados Pe reo - 
glía, no lo es menos que ¿1 rectiücó esa opinión en virtud de 
nuevos datos que se le suministraron 6 de un mejor estudio de 
los antecedentes del asunto, ¡n que se prueba por la carta de 
que habla el otrosí del escrito de foja cincuenta y cuatro, ya 
que esa carta está reconocida por el demandante, quien recono- 
ce también que su t«*xto el conforme con el contenido quo se le 
atribuye en dicho otrosí. 
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Que por tanto, la» opiniones ríe Pinasco do pudieron ser obs- 
táculo para la promoción del juicio que Pinaroli debía iniciar 
contra los Persoglia, y eso aun cuando la representación del re- 
ferido Pinasco hubiera de reputarse como esencial á los efectos 
de lo estipulado entre Pinaroli y Casares (carta de foja cuatro), 
lo qoe no hay motivo para presumir, ni guarda consonancia 
con los propósitos y declaraciones de las partes revelados en la 
convención . 

Que nada hay en autos que sea bastante á probar qu.- Pina- 
roli no tuviera acciones legitimas que hacer valer contra loe 
Persoglia para que pudiera acogerse á la doctrina que surge 
del articulo dos mil ciento once del Código Civil, apareciendo, 
al contrario, de sus propias exposiciones, que Casares tenía ti- 
tulo sobre el inmueble vendido y qoe él, Pinaroli, recibiú la 
posesión de la cosa, la ocupó, cercó, etc. , hasta ser desposeído 
en [a parte de Ja cuestión sin haber sido oído y vencido en 
juicio. 

Que según lo confiesa Pinaroli, á foja noventa y cinco vuelta 
contestando á la posición de foja noventa y cinco, él estit en po- 
sesión desde fines del año ríe mit ochocientos noventa y cinco 
quieta y pacifica de los lotes que ocupaban los Persoglia, previo 
desalojo hecho por éstos en virtud de acuerdo que celebraron 
non Casares, lu que contribuye á robustecer la creencia en el 
bueu derecho con que Casares hizo la venta á favor de Pinaroli, 
desde que además de los elementos de convicción ya recorda- 
dos y de que ni siquiera se dice cuál pudiera ser la base legal 
ó siquiera razonable de las pretensiones de los Persoglia, el 
abandono hecho por éstos deesas pretensiones las desautorizan, 
y esto aunque ese abandono fuera el resultado de una transacción 
concluida con Casares, como parece entenderá el demandante, á 
juzgar por las posiciones puestas por él d foja noventa y siete 
(preguntas once, doce, trece y catorce) y de Isa observaciones 
que hace últimamente A ese respecto, porque por la transacción 
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no ¡te trasmitan, sítté que se declaran ó reconocen derechos que 
hacen el objeto de las diferencias sobre que ella interviene (ar- 
tículo ochocientos treinta y seis, Código Civil). 

Que, por consiguiente, del abandono hecho por loa l'ersoglia. 
¡luuque interesado, como lu ha sido, no se puede deducir quu 
Casares haya reconocido su falta de derecho para trasmitir á 
Pinaroli la superficie total que le Tendió, porque los actos de 
Casares — n claramente reveladores de una intención contraria, 
porque la ley ampara esa intención contraria, y porque el de- 
mandante m siquiera afirma dándole el nombre legal, que 
entre Casares y los Persoglia se hubiera convenido en un con - 
tratu traslativo. 

Por estü y los fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja liento doce, se coulirma ésta, cou costas. Xotifí- 
pete cou el original y, repuesto* los sillos, devuélvanse 

BENJAMIN PA2. — AHM KAZAN. — 
OCTAVIO BUNCB. — JOAN K . TO- 
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tAUNA 4XXLIII 

Criminal contra José tiobetti y Ittgati Melotlí, por circulación 

de moneda falsa de tiikel 

Sumario. — A la circulación de la moneda falsa de nikél de 
curso legal debe aplicársele la puna que la ley impone á la cir- 
culacim de la moneda falsa ile cobre. 
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Caso. — Lo explica el 
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lUieoos Airea, Agosto il de isí*". 

Y visto* i Estos tutus ¡se^'uidud contra José Robi-tti, italiano, 
ile 25 años de edad, soltero, ajustador mecánico, domiciliado 
Centro América 71» y <-ontraRigoli Melotti, italiano, de 35 años, 
soltero, carrero, domiciliado Centro América 71 , por estar acusa- 
dos de circulación de monedas falsas valor de 10 cen tavos, de 
los que resulta: Que con fecha II de Noviembre del ano 1896 d 
age u te Félix Halas, al servicio de la comisaría 1 1' de policía, hizo 
la siguiente denuncia: Que encontrándose de facción en la es- 
quina Gallo y Luvalie, rió una persona que desde esta última 
y Bustamante ir bacía señas para que se aproiimara, lo qr 
efectuó, laque le pidió detuviera á un individuo que se alejaba 
apresuradamente por la calle Bustamante en dirección a Guar- 
dia Vieja, el que Le había abonado un gasto de cinco centavos 
enn una moneda falsa de veinte. 

Que puesto en seguimiento del referido individuo lo dio al- 
cance a poca distancia y en circunstancias que le daba orden de 
arresto, José Robetti, que así sabe se llama el referido sujeto, 
arrojó por encima de una pared á un terreno baldío, y en dus oca- 
siones, dos paquetes envueltos en papel. 

Que en ese momento. La persona que solicitó la detención de 
Robetti, que es el dueño del almacén La va lie 3187, le indicó 
otro sujeto, el mismo que ha sabido se llama Rigoli Melotti, j 
y el que caminaba por la acera opuesta como compañero de Ro- 
betti, por lo que Jobito detener por otro agente que veoía en sen- 
tido contrario. 
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Que luego practicó un registro en el terreno me anonado en- 
contrando Eos dos paquetes conteniendo monedas de metal va- 
lor de 20 centavos, ías mismas que en número r)é 71 hacía en- 
trega en este acto. 

Que fuá llamado ádeclara el sarge a to2«\ Jacinto Alvares, que 
babír practicado algunas diligencias por los alrededores donde 
ios procesados habían circulado la* monedas. 

Qne en seguida comparece don Agustn Miuto, quien niimi- 
fostó que el día anterior, como á la H de la mañana, se presentó 
al negocio que tiene establecido en su domicilio, UD sujeto que 
muy de prisa ie pidió un paquete de cigarrillos Mauser, dándole 
para que se cobrara una monena de 20 centavos, que en este mo- 
mento entrega, retirándose en seguida; que a las A de la tarde 
se le presentó uu sargento de policía á averiguar si bahía reci- 
bido de aquellas monedas. 

Que á foja 7 declara don Juan Zoppi y manifiesta que como á 
ías dos de la tarde fuéá su casa de negocio un individuo el que 
reconoce y sabe se llama Kigoli Melotti y le pidió un cigarro de 
la paja abonándole su importe con una moneda falsa de 20 cen- 
tavos. 

Que a fojtt 8 vuelta declara J ü8 6 Barbieri, diciendo qoe ni 
día anterior, como á las dos de la tarde, estuvo en su negocio un 
individuo que en este acto sabe se llama Rig-di MHotri, quien 
le eompró un paquete cigairilloa Rivadavia y pagó su importe 
con una moneda de 20 centavos. 

Que leyendo un aviso de * La Prensa » que llamaba la aten- 
ción sobre circulación de moneda falsa, sacó la que le dió el des- 
conocido y cotejándola con otras vióque en realidad no era bue- 
na, por lo que salió en ptrsecusion de aquel sujeto á quien vió 
salir del almacén situado Gallo y Lavalle, donde el exponente 
se trasladó á ferto de saber *¡ aquél Labia cambiado alguna mo- 
nada, y como le fuera contestado alinnativamente, hizo ver 
so dueño qnr era falsa y que a fin de evitar o¿% circulación, lia- 
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inóun vigilante y lo hizo detener, lo misma queá otro individuo 
que lo acompañaba, y que cuando fueron aprehendidos, vió que 
Robitti sacó del bolsillo del saco por dos veces un paquete y lo 
arrojó Aun terreno cercano, los que, recogidos por el agente y 
abiertos, resultaron ser monedas de 20 centavos falsas. 

Que á foja 10 vuelta, comparece José Rivolei y declara que, 
como á la una próximamente, recibió una moneda de 20 centa- 
vos en pago de u ti gasto de cinco que efectuó un sujeto descono- 
cido cuya filiación no pudo precisar. 

Que á foja 12 es llamado á declarar Angel Penzoni y maui- 
üesta que el día uuteriur, enireuua y dos de latarde, se presentó 
en su negocio de fonda un iudivitfuu que le pidió el despacho de 
una copa de guindado, dándole para cobrarse una moneda de 20 
rentaros, que en seguida salió el referido sujeto de un modu 
apresurado. 

Que á foja 15 vuelta, declara Bernardiao Dante, diciendo que 
á las tres de la tarde del día anterior, ni bien no puede decir si 
alguno de los detenidos es quien le entregó una moneda falsa 
que poseta. 

Que a foja 15 declara el detenido José RobtUi y manifiesta 
que el día anterior, encontrándose sentado en un banco de Japlu- 
za Once He Setiembre se le aproximó un naranjero y enseñán- 
dole monedas de nikeUe Ju última emisión le preguntó si quería 
comprarle 100 en 18 pesos nacionales. 

Que creyendo hacer un buen negocio efectuó l¡i compra que 
retiró sin contar ni revisar las monedas que envueltas en dos pa- 
peles le fueron entregadas, haciéndola recién boy cuando llegó 
á la fonda en que se hospedaba, notando que sólo había 80 de 
las quediódos, á su amigo Rigoli Melotti, que vive allí mismo. 

Que dos horas más tarde, en compañía de éste, salió hasta el 
el mercado de Abasto y como necesitaran cigarros entró Me- 
lotti i un almacén y los compró, abonando con una de las mo- 
ldas* 
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Qnebreres rnatantus después se retiraban tranquilamente, 
cuando oyó que el dueño del almacén tocaba pito y pedí* ¿ un 
agente que los detuviera, por uuya razón el declaraste taro mie- 
do é ignorando si las monedas eran faísa* 6 legítimas las arrojó 
en un terreno baldío. 

Que a foja 17 expone Rigoli Melotti diciendo ¡ Quo el din an- 
terior, estaño» «* \ 9 p T« a Once de Setiembre, compró cinco cen- 
tavos de «Tan jas á un naranjero dándole para que se cobrara 
un billete de dos pesos, y «quel al darle el vuelto le entreg 
seis monedas de 20 centavos de las de la emisión reciente, que 
se ret iró a la funda donde habita y después de almorzar se fui al 
mercado de Abasto y cora.» careciera de cigarros entró á com- 
prarlos en un aliñaren Éifeo en la rallo Lavall* y los abonó con 
uní de esas monedas. 

Que el dueño del almacén, luego como salió el declarante, 
tocó pito y 1» hizo de tener con un agente. 

Que no comí. .. á Kobetti José y no andaba con él cuando fué 
detenido, y que ignoraba que las seis monedas fueran falaas. 

Que á fojas 22 y 24 vuelta los detenidos ratifican sus decla- 
raciones, como lo hacendé fojas 25 A 48 los íestigoaque han de- 
puesto en el sumario. 

Qiih cerrada ¿ata á foja 49 y pasado en vista al l'roeurador 
use U, dicho funcionario se expide á foja 50 pidiendo se aplique 
i los procesados 1 1 pma que establece el artículo 60 de Ja ley 
nacional penal de 14 de Febrera de i863 T en su parte final. 

Que :i foja 5* el defensor ríe los procesados contesta el tras- 
lado de la acusación liscaJ pidiendo se decrete la libertad ds? 
sus defendidos dándose por corapurgjdo el delito con e¡ tiempo 
le prisión que lloran sufrid.., y habiendo renunciado las partes 
ai término de prueba, se llama autos para sentencia á foja 55. 

Y considerando: Que el detilo porque se procesa a los dete- 
nidos Robetti y Melotti se encuentra plenamente justificado por 
las declaración™ do los testigos que han depuesto en esta causa. 
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por la confesión de los encausados y por las presunciones que 
sarjen el jiramente de los hechos demostrados en autos. 

Que 110 es posible aceptar el descargo que hacen los procesa- 
dos al manifestar que ignoraban la falsedad de las monedas qna 
gastaban y de las que le fueran secuestradas, dada la forma en 
que las expendían y la actitud que asumieron al ser constitui- 
dos en prisión. • 

Que este cnnvencimientn se robustece en el juez al considerar 
la manera cómo explican los procesados la adquisicioude las mo- 
nedas de la referencia, pues no es admisible suponer que quien 
compra monedas á un desconocido no se preocupe de investigar 
si le entredi el objetu materia del contrato en su número v 
calidad ; á lo que se agrega la circunstancia de haber abona- 
do menor precio que el que representaban las monedas com- 
pradas. 

Qne igual convencimiento adquiere el juzgado en presencia de 
las contradicciones que resultan de las declaraciones de los pro- 
cesados al dLrniar Robeüi que se conocían entre sí, y Melotti 
al negarlo, pues de ello se deduce evidentemente que loa proce- 
sados procuran por ese medio ponerse á cubierto de lia respon- 
sabilidades que el hecho que se Les imputa lea acarrearía 

Que las declaraciones de los testigos y tai presunciones que se 
invocan en apoyo de estas conclusiones, reuneti 1» condiciones 
que la ley elige para que hagan plena fe en juicio, de acuerdo 
con las disposiciones de loa artículos 306 y 368 del Código de 
l'rocedimientos en lo criminaL 

Qu" el hee.no demostrado y que ha dado origen ú este proceso, 
encuadra sin esfuerzo dentro délos términos;dcl artículo 60 de 
la ley nacional penal de 14 de Setiembre de 1863, cuya pena 
debe graduarse teniendo presente el escaso número de Las mo- 
nedas que se secuestraron á Los procesados y que expendieron, 
según resulta de las constancias de estos autos. 

Por estqs fundamentos, fallo : condenando a los procesados 



6* FALM1S HE LA SUPHEMA COHVK. 

José Robetti y Rigoli Melotti. ú la pena de cinco años de tra- 
bajo» forzados, multa de 2000 pesos fuertes y co¿ tas del juicio, 
debiendo descontárseles el tiempo de prisión preventi™ que han 
sufrido. Xotif íquese con el original. 

tíeruasio t\ ürand. 
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Bueno* Aires, Abril 18 dv 1898. 

Suprema Corte : 

IW considerandos de la seiitenoiacrrecurhda de feja 56, esta- 
bleceu de uti modo invquívoco los hechos de circulación de mo- 
nedas falsificadas, que responsabilizan ¿los procesados líelutti 
y Robetti. 

No es uno, son muchos los testigos que dt claran la entrega 
de monedas falsas. Xo es una, son muchas también las mone- 
das falsas que contenía el paquete arrojado por uno de los proce- 
sados y secuestrado por los agentes de policía en el acto de la 
aprehensión . 

Y si se observa las contradicciones de los inculpados y las 
vulgares é increíbles versiones acerca del modo de adquisición 
de las moaedas falsas, ninguna duda puede abrigarse sobre la 
inunción dolosa, tanto en el aclo de la adquisición como en los 
<!■■ la ( t re ul ación, 

Esli probado por ello el lucho de la circulación dolosa de 
moneda falsificada da curso legal, por presunciones que tienen 
fuerza de penaba plena, según las prescripciones de Eos artículos 
357 y 358 del Código de Procedimientos ea lo Criminal. 

Ese delitu está expresamente comprendido en el artículo 60 de 
la ley de 14 de Setiembre de 1863, que impone trabajos forza- 
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dos á tos que falsifican, introducán ó expendan moneda faUa 
di- especie que tengan curdo 1? gal en l;i nación y sea de un valor 
inferior á la legítima. 

Si la ley no designa expresamente ta moneda nikel, esa omi- 
sión de umi especie, no elimina la responsabilidad del circula- 
dor, desde que siendo una moneda de curso legal, su fubrica- 
c ion. introducción ó circulación, está sometida á la penalidad del 
artículo 60. Ksi penalidad varía entre cuatro y cinco añ ^, si la 
moneda fuese de oro ó plata, y entre dos y cuatro años, si fuese 
de cobre. 

La ley ha variado la penalidad según la magnitud de ta falsi- 
ficación, y la del daño causado á la sociedad con ella. 

No creo que corresponda entonces al <■ i rculador * andulento 
de monedas de nikel de ínfimo valor, la pena establecida en la 
ley, respecto de las monedas de oro y plata. Aun cuando la mo- 
neda de nikel represente un valor superior á la de cobre, en la 
duda, por no especificar la ley tal especie de moneda, debe 'Op- 
tarse por la pena más favorable á I »s procesados. 

Aplicándoles entóneos equitativamente la de la segunda par- 
te del artículo 60, correspondería dos anos de trabajos forzados 
y multa de 50 posos, que es su mínimnn legal, atenta la poca 
importancia de la eir ulacion realizada. 

Por ello pido á V. S. se sirva conlinnar por sus fundamentos 
la sentencia recurrida de foja 56, en cuanto establece la crimi- 
nalidad de loa procesados ; y revocarla en cuanto á la pena im- 
puesta, que podría reducirse al mínimun establecido para los 
r i re ul adores de moneda de cobre, en la última parte del artículo 
60 de la ley de 14 de Setiembre de 1863. 

Otrosí digo : Que no se lia comprobado que la moneda de ni- 
kel secuestrada á los procesados, sea falsificada; y aun siéndolo, 
la defensa objeta que no se ha demostrado tampoco, á los efectos 
de la ley penal, que el valor de aquellas monedas sea inferior 
al de la legítima en circulación. 
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Aun cuando la evidencia de eso» hechos excúsela producción 
de pruebas al respecto» V. E. podría con la calidad depara me- 
jor proveer, pedir el informe respectivo, á la casa de moneda ó 
cuja de conversión, cou cuya diligencia quedarían sin duda 
salvadas aquellas deficiencias, Ruego a V. E. se sirva así pro* 
veerlo en oportunidad. 

Sabiniano Kier, 



Vm*im de Ift «Mprem* Carie 

Buenos Aires, Agosto ¡Í5 de 1896, 

Vistos y considerando : Que el flelito de falsificación de mo- 
neda metálica, de especie que tenga curso legal en la nación, es- 
tá previsto j penado por el artículo sesenta de la ley de catorce 
de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Que la falsificación que ha motivado la presente causa está 
comprendida en la última parte del citado artículo, por cnanto 
aun cuando el artículo primero de la ley numero tres mil tres- 
cientos veinte y uno llama monedas de bronce al nikel, las legí- 
timas, u que esta falsificación se reitere, contienen setenta y 
cinco partes de cobre y sólo veinticinco de nikel, según lo esta- 
blece el mismo artículo. 

Que el informe de foja noventa y cinco, producido en virtud 
del auto de foja noventa y dos ha venido ñ hacer desaparecer 
toda duda respecto & la falsedad de las monedas que han moti- 
vado la causa. 

Por ésto, y fundamentos concordante* de la sentencia ape- 
lada de foja cincuenta y seis, y de acuerdo con lo pedido por el 
señor Procurador general, so confirma dicha sentencia en cuanto 
declárala criminalidad de los procesados, á qnienes se condona á 
la pena de dos ano; de trabajos forzados, multa de quinientos 
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peaos fuertes, con costas, qued.imlu e ti es toa términos modificado 

el fallo del inferior, con declaración de que la prisión preven- 

tita que ban sufrido se les ha do computar i razou de doa días 

por uno de trabajos forzado*, con arreglo á la doctrina qiu- sur- 

tfe del artículo noventa y dos de la ley penal federal y la juría- 

prudencia de esta Suprema Corte. Notifícese con el original y 
devuélvanse, 

UENIAMIN PAZ. — LUIS V. VA HELA. 
ÁBEL BAZAN, — OCTAVIO BUKGt. 
— JUAN E. TORRENT. 



iton Antonio Santa María, contra la Municipalidad del Rosario; 

sobre interdicto de amparo 

Sumario. — Probada la posesión anua) y sin vicios del terre- 
no y del edificio, próximo á terminarse, construido en él, la 
Municipalidad no tiene derecho para ordenar la demolición de 
parte de él y obstaculizar su conclusión, por razón de estar fu era 
He la línea de la calle; y Jas intimaciones relativas son actos 
pertarbatorios, qne autorizan al poseedor á deducir el interdicto 
de amparo, prescindiendo de lo que pertenezca al derecho de 
poseer. 



Caso. — Resulta del 
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VmUm M Juei FHrral 

Rosario. 3Lir¿o 5 de l&i i 

Autos y vistos : La Empresa de gas de esta ciudad inicia este 
interdicto posesorio en contra de la Intendencia municipal, pi- 
diendo ser amparad» un la posesión que dice tiene en un terreno 
de su propiedad situado en el ángulo ti o toaste de las calles Cór- 
doba y 1* de Mayu y en el cual tieae construidos los edificiu> 
destinados á laproducriou del gas de alumbrado para el servi- 
cio público, y expone : 

Que la posesión indicada traía su origen desde el año 1868, 
época en que comenzaron sus construcciones y por transferencia 
que de esos terrenos le hizo la misma municipalidad á los fines 
de instalar en ellos la fábrica anunciada ; 

Que tal edi (icio se encuentra en su mayor parte terminado, 
no faltando para que preste el servicio á que estabadestinado, 
sino las puertas y ventanas, y para su ornato, el reboque; 

Que no obstante todo esto, y á mérito sólo de que la Munici- 
palidad quería hoy variar el trazado de La calle \° de Mayo, 
se había intimado a la empresa la demolición de parte de ese 
ediíício, aduciendo encontrarse dentro de la línea que debía 
quedar espedita para formar la mencionada calle I" de Mayu. 

Como fundamento de la acción deducida, la empresa acto ra 
invoca, entre otras prescripciones légale», las contenidas en los 
artículo* 2362, 2363, 24t>9 y 2470 del Código Cml. 

Convocadas las partea ú la audiencia de ley, la demanda se 
contesta á foja 46, pidiendo su rechazo y exponiendo : 

Que el edilicitt mandado demoler, se encontraba fuera de I ínea, 
entrando sobre la calle I" de Hayo; siendo éatu la razón que mo- 
tivó la órdeu de demolición, que lo títulos de la empresa dabau 
como límites de los terrenos de ésta la calle I* de Mayo ; 
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Que la i mpresa no tenía «tros derechos en esos terrenos que 
los que. adquirió la Municipalidad y le trasmitió; 

Que dicha corporación no fué, terreno de calle lo que adquirió, 
y por consiguiente, tampoco fué loque transfirió á la empresa; 
agregando á foja 57 vuelta que « en todo caso serían los dueños 
de esos terrenos, que los hubieran por adquisiciones del siglo 
pasado, quienes pudrían reclamar lo que sirve y fué destinado 
desde la fundación del Rosario, para calle pública n ; 9 

Que no se trataba de quitar terreno para hacer una calle, siuó 
d" que el demandante dejase lo que pertenecía al público y que 
indebidamente había ocupado ron edificios, sin pedir el permiso 
necesario para esa construcción, y por último, que el terreno 
de la cuestión, como de calle pública, no pudía ser poseído ni 
proscripto por ta empresa actora. 

La prueba que se produce la constituyen los planos de fojas 
1,2, 64, 74, 122 y 126, el diario de foja 14, los documentos 
de foja- 05 á 73, y foja 129, la inspección ocular de que infor- 
ma el acta corriente á foja 135, y los informes periciales de fo- 
jas 123 y 127. 

T considerando: 1" Que el artículo 327 de la ley nacional de 
procedimientos establecí 1 : «que para que tenga lugar el inter- 
dicto de retener la posesión, se requiere : I o que el demandante 
se halle en actual posesión; y 2* que se haya tratado de inquie- 
tarlo por actos que deberán expresarse en la demanda», debien- 
do entóncea estudiarse al presente, si conrurren ambas circuns- 
tancias en el caso sub-judice. 

2 o Que la posesión del actor se comprueba por los planos pre- 
sentados por ambas partes, que corren en autos, y por la confe- 
sión que se hace en la exposición dé foja 46, cuando en ella se 
dice que « los Ututos de la empresa de T as abarcan basta la ca- 
lle I o de Mayo, habiendo ta misma municipalidad tTasferido 
esos terrenos a la empresa aclara hace más de 25 años » ; com- 
probándose asimismo por el hecho público y notorio no neg i- 
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do. y por el contrario más bien aceptado por la parte de la 
Municipalidad, de que las construcciones ú edificios de la em- 
presa delgas se verificaron desde el año 1868, siendo asf apli- 
cable al caso, el principio legal de que « no es necesario para 
tener Ja posesión, ejercerla en todas las partes de un predio, bas- 
tando haberlo ejeroitado en una porción principal del mismo », 
ó como dice el artículo 2408 del Código Civil tía posesión de 
una parte importa la posesión del todo * t agregando el artículo 
241 i del mismo que < la posesión fundada sobre un título com- 
prende la extensión de éste ». 

3° Que si bien es cierto que e n la inspección ocular, á que se 
refiere el acta de foja 135, resultó encontrarse construido el 
edificio del gas que motiva esta cuestión en el centro déla callo 
!° do Mayo, seiíun las guía* colocadas por los peritos antes 
de haberse constituido el juei en el sitio de la inspección ; tam- 
bién lo es que el trayecto sobre el cual las indicadas guías se 
encontraban puestas no constituía una calle verdadera pyr ca- 
recer do los edificios necesarios para formarla, ¿sea, t un es- 
pacio entre dos liileras de edificios que ea la definición que el 
diccionario de ta lengua da á la voz calle ; encontrándose ese 
trayecto, desprovisto de construcciones, existiendo sólo algnnps 
aislados bacia el rumbo Norte de aquel en que ubica el del gas, 
ó sea en el extremo contrario de e-ita última construcción ; sien- 
do de advertir que los mismos que existían, se encontraban así 
mismo Hiera de toda línea regular, entrando unos á la calle, 
otro* fuera de ella, eoino se demuestra gráficamente por los pla- 
nos corrienies á fojas 122 y t26, levantados cou ocasión de la 
dicha inspección ocular; de todo lo cual resulta que Ja calle que 
se "lenomina i° de Mayo, á la altura en que se encuenda 
ubicado cUdificio que motiva esta cuestión, lo es sólo en el 
iiumhre t ócomo proyecto, sin que exista amojonamiento ni traza 
que le confiera una situación de trayeccion estable y conocida; 
circunstancia que ae explica fácilmente á cualquiera perdona 
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que conotca de visu esos terrenos, cercanos al rio Paraná y li- 
mitados por una barranca en extremo quebrada y angulosa. 

4 a Que la irregularidad en la colocación délos edificios exis- 
tentes, el mismo perito de la parte de la Municipalidad en su 
informe d foja 127, la atribuye no sólo á loa constructoras de 
aquellos, amó basta los mismos ingenieros municipales, l>> que 
prueba la exactitud d«- la t jn&ideraeion anterior referente á la 
no existencia del tratado «¡atable de esa vía pública, tabre todo 
á )u altura de la calle de Córdoba y á partir desde la calle Rioja, 
dorante cuyo trayecto, ^egun el mismo plano de la oficiua de 
ingenieros municipales (foja 126), ningún utroedifi. ioque el del 
gas, se encuentra construido, trayendo su existencia desde más 
d# 35 anos atrás, según también lo expresa á foja 128 el mismo 
ingeniero m un ici pal señor Almeida; viniendo así, uBaTe2n>ús, a 
confesarse la larga posesión de parte de lu empresa del gas en el 
terrea» disputado. 

5" Que la misma Municipalidad, á fojas 57 y 57 vuelta, con- 
firma que nunca adquirió eí terreno de calle que hoy disputa á 
la empresa del gas ; y sí, pues, esto es así, ningún derecho le 
asiste en esta controversia; porque si es verdad que la Munici- 
palidad tiene facultades para ordenar la apertura de calles, y 
<kr á éstas la traza que más convenga á los intereses de la co- 
munidad, también lo es que para verificar los proyectos de ese 
género, y adquirir el derecho de llevarlos á cabo, debe primero 
sujetarse n las prescripciones que contiene el artículo 2511 del 
Código Civil, que enseña que t nadie puede ser privado de su 
propiedad, sinó por causas de utilidad pública, previa la despo- 
sesion y una justa indemnización», requisito que no ha probado 
haber cumplido y de autos resulta más bien que ni siquiera ha 

■ 

intentado cumplir por su parte. 

6* Que el segundo extremo exigido por el articulo 327 de la 
ley de procedimientos nacionales para hacer viable la acción 
instaurada, surge evidente de estos autos, mediante la confe- 
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ilion del demandado, cuando manifiesta que efectivamente t la 
Intendencia resolvió intimar la órden de demolición que se so- 
licita sea dejada sin efecto » (foja 58). 

Por satos fundamentos j los c< acordantes deJ escrito de foja 
16, se resuelve hacer lugar á la a eion deducida por la Empresa 
del gas, y en consecuencia, amparándoselo en su posesionase 
declara que la Intendencia municipal ao tiene d.-reclm á ohuta- 
cnlitar a la Empresa del gas, proseguir en la construcción de 
su edificio en el ángulo de las calles Córdoba y 1° de Mayo que 
ua motivado esta cuestión, respetándose su posesión, bajo aper- 
cibimiento de responder á los daños, perjuicios y menoscabos 
que se le originen, con costas ; debiendo á su vei, la Empresa del 
gas abonar á la corporación municipal el derecho correspon- 
diente al permiso de regla, qne dicha corporación tiene estable- 
cido en las ordenanzas respecto á las construcciones. Notiffquese 
con el original, repónganse los sellos. 

i». Escalera y Zuvirta, 



t de l« Suprema Cmrt* 



Bnenos Aires, Siembre I a de I85W. 

Vistos y considerando : Que es un hecho plenamente averi- 
guado que el demandante ocupa y ha ocupado el terreno ú que 
la cuestión se refiere ; ocupación demostrada por hechos mate- 
riales, públicos y do carácter permanente. 

Que está igualmente averiguado que el actor ocupaba la cosa 
cou la intención de someterla al ejercicio de un derecho de pro- 
piedad, así como que él hecho venía realizándose desde mucho 
mas de Un af.o antes de los actos producidos por el demandado 
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que han dado origen al juicio,* lo que se prueba hasta por tus 
documentos presentados por esta última parte, según se ve en 
los informes que en testimonio corren á foja* setenta y siete 
vuelta j setenta y nueve. 

Que, en consecuencia, el demandante es y debe ser reputado 
poseedor en el concepto legal, cou arreglo al artículo dos mil 
trescientos cincuenta y siete dei Código Civil, y con facultad de 
ejercer los derechos que confiere la posesión anual y u*ar, en su 
mérito, de las accione* posesorias respectivas, «uguu el artículo 
dos mil cuatrocientos setenta y tres del citado código. 

Que la Municipalidad demandada no se ha limitado á impar- 
tir lírdeues pura la demolición del edificio del demandante, sino 
que ha impi-dido que éste continúe y complete la construcción 
de dicho editicio, produciendo así hechos que redundan en de- 
trimento directo é inmediato de los derechos que la posesión da. 

Que al adoptar ln Municipalidad las medidas expresadas, 
turbando al poseedor en el goce de su posesión, lia obrado atri- 
buyéndose el derecho de poseer, con los que concurren los ele- 
mentos que sirven de baso á la acción de manutención ú favur 
del poseedor en virtud de lo dispuesto en loa artículos dos un 
cuatrocientos noventa y cinco, dos mí) cuatrocientos noventa y 
seis y dos mil cuatrocientos noventa y siete del Código Civil. 

Que habiendo ac reditado el demandante tanto su posesión 
anual á título de dueño, pública y sin vicio de violencia, como 
los actos pertnrbatorios de osa posesión ejecutados por el de- 
mandado, con el agregado de que éste continúa insistiendo en 
sostenerla legalidad de sos medidas y sigue privando al deman- 
dante d e l ejercicio de sus derechos de poseedor, el actor ha pro- 
bado los extremos requeridos por el artículo trescientos veinte 
y siete de la ley de procedimientos para que prospere su acción. 

Que cualquiera que sea la naturaleza de la posesión, nadie 
puede turbarla por su propia autoridad (artículo d»s mil cuatro- 
cientos sesenta y nueve, Código Civil), siendo indudable que en 
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el presente juicio do corresponde discutir el derecha de poseer 
sí uó la posesión tan solamente, desde que el último estado de ésta 
no es dudosa y puesto que, en tal caso, es inútil la prueba del 
derechode poseer piir parte leí demandante ó demandado, según 
lo prescribe el artículo dos mil cuatrocientos setenta y dos del 
citado código. 

Que, portunto, no es per* i m.- rite pronunciar resolución decla- 
rando si el terreno de que está en posesión el demandante y en 
el que existe el edificio de la cuestión, forma 6 no parte de la 
calle pública como contradictoriamente lo pretenden los intere- 
sado», ni cuáles serían las respectivas responsabilidades consi- 
guientes At-s ta declaración. 

Por esto, fundamentos Concordantes de la sentencia apelndu 
de foja doscientas diez y ocho, y de conformidad con la juris- 
prudencia té esta Suprema Corte en casos análogos, como pue- 
de verse» entre otros, en el que se registra en el tomo cincuenta y 
dos, página trescientas setenta | una desús fallos: se confirma, 
con costas, dicha sentencia. Xotiffquese con el original y, ie- 
pu estos los sellos, devuélvanse 

BENJAMIN |»AZ. — ABLLBAZAK. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN. 
Y. TOHHENT. 
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Don Adolfo llom t por habeos corpus; sobre competencia 

Sumaria. — La Suprema Corte carece de jurisdicción para 
conocer originariamente en los recursos de hnbeas corpus. 

Caso. — Interpuesto por don Adolfo Hom, recurso de amparo 
de libertad, se dictó el siguiente 



r*ll* de 1» MipftM Cmrim 

lluepo* Airua, Setiembre L* de ltiütí. 

Autos y fistos: No correspondiendo ¿ la Suprema Cor tí el 
conocimiento originario del recurso interpuesto, di" acuerdo con 
lo establecido en el articulo seiscientos diei y orno del Código 
de Procedimientos en lo Criminal, y veintiuno del mismo. No 
ha lugar á lo solicitado. 

BENJAMIN PAl. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUS - 
GK. — JUAN E. TORRENT. 
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Criminal sobre extradición de Luis de titanio, condenado en 
rebeldía, por homicidio, solicitada por las autoridades 
italianas. 

Sumario. — Deb« otorgarse la extradición pedida con arre- 
glo al artículo 661 del Código de Procedí míen tos en lo Crimi- 
nal, perú clin la condición deque Lo* tribunales del país requi- 
rente no podran aplicar al encausado una pena mayor de la que 
las leyes de la República imponen al delito que se Je atribuye. 

Cano. — K.-sulla lie la 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

L , _ . liuerioí Aires, Oclubro di: 18ÍI7. 

benur juez ; 

No existiendo tratado de extradición con Italia» el presente 
caso se rige por el Código de Procedimientos Penal, de acuerdo 
con su artículo 648 y por la ley de 1886. 

Dudo el texto expreso del artículo 651 del mismo Código, los 
recaudos acompañados para la extradición de de Blasio, por el 
señoi ministro de Italia, son bastantes, y bajo este punto de 
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vista, la procedencia del requerimiento es indi utible, asi la 
expresa el mismo defensor del reclamado. 

Sólo queda un punto en que et defensor de de U sio hace hin- 
capié, y donde asienta la base de su defensa y ue la oposición 
que hace á que se conceda la extradición solicitada. Ese punto 
consiste en observar que la sentencia condenatoria de de Blasio 
balido dictada en su rebeldía, razón por la cual considera que 
el ■■■clamado no debe ser entregado, para sufrir una pena que 
ha sido dictada contra el, sin ser ofdo. 

Con una larga disquisición apoya el defensor de de Blasio esta 
oposición, apoyándose en el comentario de las garantías cons- 
titucionales que estatuyen la defensa en juicio, su eiistenciti 
indispensable para resolver, así como su amplitud para todos las 
que habiten el territorio de la naciun argentina. 

De tomar en cuenta sería lo que el mencionado defensor ex- 
pone sí no fuera que todo ello carece de base, ante el mérito 
legal que la sentencia dictada costra de Blasio por los tribu- 
nales italianos tiene, según su propia legislación, por el hecho 
de ser una sentencia dictada contra un procesado rebelde 6 
contumaz. 

Según el artículo 543 del Código de Procedimientos Penal 
Italiano, li sentencia dictada en contumacia (que es el caso de 
de Blasio) no produce efecto contra el condenado, cuando se pre- 
sente ya sea por sí ó por las autoridades, aun cuando queden en 
pié todos los actos, autos y sentencias anteriores incluso la acu- 
sación y auto de prisión, lo que rale decir, que el juicio tiene 
que renovarse y el condenada es admitido A hacer su defensa. 

Se re, pues, que si de Blasio ha sido ooudenado en contuma- 
cia, al ser extraído y presentado ante las autoridades italianas 
que han de juzgarle, irá allí como acusado ó procesado y na 
como condenada que deba sin mas trámite sufrir la pena que se 
le tiene impuesta. 

En este concepto !a extradición es perfectamente procedente, 
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pues si se hallan vulneradas las garantías constitucionales á 
que se refiero el defensor, ni el gobierno argentino tiene por qué 
temer que las autoridades italianas procedan de otra manera, 
que aquella que sus mismas leyes prescriben, las que, como se 
ve, se ajustan perfectamente n las garantías que la constitución 
argentina acuerda á todos los que habitan so territorio, 

Esto mismo reconoce el mención ¡ido defensor cuando en su 
defensa dice: • Si a mi defendido se le batiera requerido para 
ser juzgado ó para que cumpliera una pena impuesta después 
de haber sido oído, y á la que se bahía sustraído por fuga i re- 
fugio en nuestro país, entonces, señor juez, bastarla que estu- 
riesen llenados loe reqaisitos establecidos por la ley citada de 
1885 y disposiciones pertinentes del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, para que se accediera inmediatamente a! pedido 
'Je extradición. » 

Creo que con Id dicho basta para establecer la inconsistencia 
de la oposición levantada, en mérito de las consideraciones que 
se han mencionado. 

En obsequio á Ja justicia y al fie' cumplimiento de nuestras 
leyes, sitbre cuya aplicación este ministerio esta encargado de 
relar, debo hacer notar áV.S. una circunstancia, que si bien 
no modifica la procedencia de la extradición de de Blasio, la 
altera en la forma que debe ser acordada. 

Examinando el hecho en que el reclamado fué actor y tomán- 
dolo en la manera que lo relaciona la sentencia del tribunal ita- 
liano, foja.,., se percibe fácilmente que el detito de de Blasio es 
un ti -nucid io , resultante de uua disputa ó riña, sin que ■ aya 
concurrido circunstancia agravante alguna, como ser ensaña- 
miento, precio ó alevosía, h, que, segnn nuestro Código Penal 
(inciso 2°, artículo 95) tiene una pena entre seis y diei años de 
presidio, y según nuestra jurisprudencia de ocho años como 
término medio entre ambos extremos. 
Ahora bien, de acuerdo con el artículo 667 del Código de 
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Procedimientos Penal rigente, la extradición solicitada deoe 
sólo acordarse á condición de que los tribunales italianos apli- 
quen a de Blusio la pena menor, que en este caso es la de oobo 
años que establece nuestro Código y nuestra jurisprudencia 
para su delito. 

Naturalmente que esta condición es para el caso en que juz- 
gada nuevamente el reclamado, resultare culpable del hecho 
que se le imputa, y por el cual se solicita su extradición. 

Modificada en tai manera la extradición solicitada, no veo in- 
conveniente en que V. S. la acuerde, 

./. ttotet. 

t «II* del Juei redml 

Buenos Aires, Mayo U de 1*88. 

V vistos : estos autos seguidos á solicitud de la legación de 
Italia, para la extradición del requerido Luis de Blasio, senten- 
ciado en rebeldía & la pena do diez y siete anos veinte dias de 
presidio por homicidio en la persona de Silvestre Alesio, oído el 
requerido, su defensor y el procurador fiscal. 

T considerando: Que no existiendo tratado de extradición 
entre la República Argentina y el reino de Italia, e! presente 
caso debe regirse por el Código de Procedimientos en materia 
penal, de acuerdo con lo dispuesto en su artículo 648 y por la 
ley de 1885. 

Que pasada la solicitud de extradición á este tribunal y to- 
mada declaración al dv ten ido de Blasio, de ella resulta com- 
pra bada su identidad persona \ dejando así llenado el requisito 
que establece el artículo 653 del Código citado. 

Que examinados los recaudos que se acompañan at pedido de 
extradición, ellos llenan las exigencias del artículo 651 del re- 
ferido Código. 
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Que la causal alegada por ta defendí para oponerse á la ex- 
tradición de su defendido, de que éste ha sido condenado sin ser 
oído, violándose lo dispuesto en el artículo ÍH de nuestra cons- 
titución nacional, carecu de todo fundameuto, desde que por el 
artículo 543 del Código de Procedimientos penales de Italia, la 
sentencia dictada en contumacia no product efectos contra el 
condenado cuando se presenta, yu sea voluntar i amen te ó por 
intermedio de la autoridad. 

Que aparto di- esta* consideraciones que alejan toda posibi- 
lidad deque el requerido pueda ser condenado sin defensa, la 
causal opuesta á la extradición no es di- aquellas que permite el 
a r líenlo 655 dftl Código de la materia. 

Que de los antecedentes que suministra el gobierno italiano 
resulta, que el delito de que se acusa á de Blasio es de homici- 
dio producido en disputa y riña, sin que se note ninguna cir- 
cunstancia agravante, hecho que si ria penado por nuestras le- 
yes cuando más cun ocho anos de presidio (art ículo 95, inciso 
2 d , y artículo 52 del Código Penal), cuyo castigo es menor que 
el que señalan las leyes italianas ; y por - onsignieuto es de apli- 
cara la disposición del artículo 667 del Código de Procedimien- 
tos en materia criminal. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo dictamina- 
do poreí señor procurador fiscal, fallo: haciendo lugar al pedi- 
do Ue extradición, á condición de que los tribunales italianos 
apliquen a Luis de lilas ¡o la p>>na de ocho años de presidio que 
nuestras leyes establecen. 'Notiffqoeae t on el original, y en 
oportunidad remítanse estas actuaciones al ministerio de rela- 
ciones exteriores; póngase el requerido a disposición del señor 
ministro, librándose los oficios necesarios y hágase saber al se- 
ñor jefe dt policía de la Capital, 

Gervasio F. Granel. 
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Ráenos Aires, Junio 1H dt; 1K < 

Suprema Corte; 

Las consideraciones déla viati liscal de foja 38 y los futida- 
inintus lie la sentencia recurrida de foja 44, se ajustan á las 
constancias «I autos y á las prescripciones legales que rigen la 
mataría. Nuda encuentro que observar á lag conclusiones de 
osa sentencia autnritativa de la extradición del procesada Luis 
de Blasio, que pido:» V. K, se sirva confirmar por sus funda- 
mentos. 

Sabiniano túer. 



Fallo «Ib I i* Supi-eu» f orle 

Buenos Aire?. Setknibn* 1* tic 

Vjstos y considerando: Que la extradición, en el caao pre- 
sente, está introducida t-n la forma y con los requisitos esta- 
blecidoa pur la ley, como lo demuestran las consideraciones de 
la sentencia apelada. 

Que es condición con que debí* acordarse la extradición seguu 
Ui dispuesto en el artículo seiscientos sesenta y siete del Códi- 
go de Procedimientos en lo Criminal, la de que al encausado, 
en caso de ser condenado por razón del delito que la motiva, se 
le ha de aplicar, en lo que a la penalidad se refiere, la de mu s- 
tras leyes si fuera más benigna qne la establecida por las del 
país requirente. 

r. hit t . 



82 FALLOS DE LA SUPRIMA CORTE 

Por estos y los fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada de foja cuarenta y castro, y de acuerdo con lo expues- 
to y pedido por el señor Procnrador genera), se confirma dicha 
aenteaoia en cuanto concede ]a extradición con la condición 
cuatenidaeo el precedente considerando, declarándose el dere- 
cho del encangado para hacer valer en concreto dicha condición 
en el juicio correspondiente. 

Notiflquese con el original y devuélvase. 

BENJAMIN PAZ. ■ — LUIS V. VARELA.— 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO BORGE. — 
JUAR E. TORREHT. 
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Criminal contra fíana, Cerro y Avenía fío, por defraudación 
á la renta nacional ; y contra don Alfredo Raiz por culpa 
f/rave en el desempeño de sus funciones de empleado de 
aduana. 

é 

Sumario. — I a Debe aplicarse la pena estahleotda en el artí- 
culo 974 de las Ordenanzas de aduana, si se prueba que las mer- 
caderías pedidas á reembarco no fueron embarcadas en el 
puerta donde debían serlo. 

2" La Supremi Corte no puede pronunciarse sobre la senten- 
cia que no ha sido notificad.» al procesado. 
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Cctso. — Hsaulta del 



rallo» del lúes Federal 

Kosnrio. Mayo 15 de 189: . 

T vistos: El presente proceso seguido por el señor Procura- 
dor fiscal contra los señorea Gana, Cerro y Avendaño, por de- 
fraudación á la renta nacional, y contra el señor Alfredo Ruis, 
rasado, argentino, empleado en la aduana de esta ciudad y aquí 
domiciliado, acusado de culpa grave en el desempeño de sus fun- 
ciones, de las que resulta : 

1' Que por lasdiligencias administrativas corrientes de fojas 
1 a 27, se denuncia al juzgado una defraudación 4 la renta na- 
cional efectuada oou 10 cajones de mercaderías que llegaron al 
Rosario por el vapor alemán « Corona * y í la consignación de 
los señores Gana, Cerro y A venda ño, entrado en ese puerto en 
Cuero 21 de 1895, registro número 57, con procedencia de Ham- 
Uurgo. 

Por las mercaderías mencionadas, tos señores Gana, Cerro y 
Avendaño, presentaron á la aduana del Rosario en Junio 3 del 
mismo año la solicitad número 75 de foja 1, para reembarcarlas 
un et vapor nacional € Urano • con destino á Montevideo; que 
tales bultos se entregaron en el depósito número 1, el b de Ju- 
nio, según nota del guarda almacén Hormaeche, y en 6 de Junio, 
tiene la nota de t reembarcado conforme » escrita por el guarda 
del Resguardo, don Alfredo Ruiz, que el día 5 de Junio, el mis- 
mo día que salid la carga del depósito numero i, partió el refe- 
rido vapor € Urano », llegando á Buenos Aires en Junio 6. 

Que allí no manifestó más transito para Montevideo, que seis 
lotes de plantas procedentes de la Asunción ; que salió de Bue- 
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no- Aires en lastre y d tú su entrada á Montevideo en la misma 
formu, el día 10; según instruye la nota de foja 9, 

Que según estos antecedentes, los 10 cajones, sostiene la acu- 
sación del tiscal, han sido contrabandeados en territorio argen- 
tino y con toda probabilidad en esta ciudad, donde tienen su 
casa de comercio los señores Gana, Cerro y Avendaño. 

Que según et contenido de los 10 cajones de mercaderías que 
se detallan a foja 5 vuelta, el valor dt> esta tan cudria y los de- 
rechos de aduana cun que aquella ba sido gravada, los que no 
se han abonado, resulta : que el fisco lia sido defraudado en la 
suma de 2276 pesos 64 centavos oro sellado. 

Que á leja t4 se denuncia otra defraudación efectuada en la 
misma aduana consistente en mercaderías eitruídas del depó- 
sito número 1 , á solicitud de los mismos comerciantes á fojas 12 
y 13 para ser reembarcadas para la Asunción en el mismo va- 
por «Urano ». 

Que esos bultos se entregaron el 12 de Junie de 1895 per el 
guarda almacén Horm¡ie>lie y también suscritas por «•) guarda 
del Resguardo señor Alfredo Rui?,, las anotaciones « cumpli- 
do, embarcado, conforme « en Junio 14 de 1895. 

Que esos cajoues no llegaron al puerto de su destino (Asun* 
ciou), según el inform? del Cónsul argentino en el Paraguay, á 
foja 20, habiendo sido defraudado el fisco, según la sensación, 
en la cantidad de 1028 pesos 50 centavos oro sellado, importe 
del derecho especifico y del valor adicional de las mercaderías. 

Que tanto en la primera como en la segunda operación, no 
consta en la relación de la carga embarcada en el « Urano », la 
existencia á bordo de esas mercaderías, según lo* documentos de 
fojas 18, 1ü y 22, ni tienen el • conforme * del agente del vapor 
los permisos de fojas 1, 12 y 43. 

Que citado á declarar ante este tribunal el «eñor Saturnino 
Avendaüo, de la razón social Gana, Cerro y Avendaño, reconoce 
á foja 36, las firmas sociales puestas en los documentos de fojas 
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4 ,18 y 13, suscritas por el declarante ; pero ignora si las mer- 
caderías han llegado á su destino, porque la oueraciun ¿a sido 
encomendada i un dependiente, y ellos vendieron ta mercadería 
al contado en los depósitos de aduana. 

Que á foja 30 declara el acusado señor Alfredo Ruiz: Qué 
reconoce la firma puesta en los documentos de fojas 12 y 13 es 
suya y de su pono y letra. 

Que la operación de reembarco se efectuó, no recordando si 
la presenció directamente el declarante ó en unión de otros 
guaní as r .porque se acostumbraba mandar dos de éstos. 

Que en la operación de reembarco, al declarante no lo acom- 
pañó ninguna persona de la casa de comercio Gana, Cerro y 
Arándano. 

Que áél le entregaban las autorizaciones de reembarco en la 
oficios respectiva, y vid que se sacaron en carros mercaderías 
para Iterarlas al muelle, y no se recordaba el nombre del carrero 
que hilo el trasporte. 

Que no conocía al dependiente Laborde, ni al socio señor 
Avendaño, de La casa de cuya firma forma parte éste. 

Que no lia autorizado* lirmar por él á nadie el documento de 
foja 18 í y no conoce la persona que aparece firmarlo y que la 
firma del de foja 19 es suya. 

Que no consta en esos documentos el conforme y firmada los 
agentes de los vapores porque no era costumbre hacerlos firmar, 
ni nunca eligió esa formalidad de aquéllos. 

Que á foja 44 declaro nuevamente el procesado señor Alfredo 
Ruiz ampliando U indagatoria de foja 39, 

Que el reembarco se efectuó del modo siguiente : el empleado 
del Resguardo, dou Luis Domen ir i, le diú loa documentos para 
que fuera á hacer cumplir el reembarco de las mercaderías, y el 
declarante fué* y encontró que los cajones ya estaban en el mue- 
lle, habiendo salido probablemente de los depósitos de aduana. 

Que estando en el muelle, el inspector de almacenes Rosque- 
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Has, le dijo que fuera á borde y te pusiera a Jos documentes 
' « embarcado y cumplido * y que se retirase, porque las merca- 
derías estaban embarcadas ya, qtie cuando bajó de ú bordo, notó 
que faltaban los cajones y le preguntó á líosquellas dónde es- 
taban, contestándole éste que se habían embarcado, rason por 
loque dijo en la declaración anterior que babfa visto embarcar 
los cajones, cuando en realidad no los vió, ainó que confio en las 
palabras de Rosquellas. 

Que el motivo porque obedeció á Rosquellas, fué porqne ya 
estaba despachado la removida, pues cuando el de*laraut3 bajo 
drá bordo ya no encontró en el muelle las mercaderías de reem- 
barco. 

Que como hacia poco tiempo que había tomado posesión del 
cargo de guarda, no conoció mas empleados que su superior in- 
mediato Luis Oominici t á quien obedeció lu órden de atender 
ui reembarco. 

Qut' como Hosquellas invocara el título de inspector de al- 
macenes, creyó que era.empleado de categoría superior al auxi- 
liar Domiuici y por esto le obedeció, pues el declarante nunca fué 
empleado de aduana. 

Que en el momento de la operación de reembarco no intervi- 
nieron sinó los empleados nombrados. 

Que han intervenido fía despachos de reembarcos anteriores y 
nunca les ha exigido á los comisarios del vapor el conforme ni 
nadie le ha dichoque fuesen necesarios. 

2" Que corrido vista al señor procurador üscat, éstese expi- 
de 6 foja 78 produciendo su acusación. 

Que por las constancias de autos, dice, está probado que las 
mercaderías no se han reembarcado: que aleudo los señores Ga- 
na, Cerro y Arendaño, los dueños ó consignatarios de ta merca- 
derías, lo cierto.es que aun cuando conste de los libros de Ja 
casa la venta délas mercaderías, para la aduana, los dueños 
eran ellos y no el señor Coruelli, desde que no habían solicita- 
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do ante ella la transferencia de tas mismas; y si el dependiente 
Laborde turo alguna parte en la defraudación, son loa patrones 
los responsables según el articulo 1027. Por tanto pide de acuer- 
do con loa artículos 974, 1027 y 1026 que se condene en defini- 
tiva á los señores Gana, Cerro y Avendañoa) pago de una mulía 
igual al valor de los mercaderías, incluso loa derechos y con 
costas. 

Que en cuanto á la responsabilidad criminal de los empleados 
Ruis y Rosquellas, cree, en cuanto al primero : que por el 
reconocimiento de la firma puesta por él en los documentos de 
fojas 1 , 14 y 14, dando fe* de que se taau cumplido loa reembar- 
cos, resultando de autos que estos do se Turificaron, por su con- 
fesión de foja 44, donde declara que los cajones no se embar- 
caron; por la negación de los cargos que Rosquellaa le ha 
hecho al mismo en su declaración de fojas 54 y 57 ; porque los 
documentos de fojas I, Í| y 13 se tramitaron si» el conforme 
del agente del íapor, requisito que exigen los artículos 855 y 
856 de las Ordenanzas de aduana ■ por la omisión de la relación 
de los bultos cargados sin hacerla Tisar por «1 comisario del 
vapor y el resguardo confrontar esta relación visada con los per- 
misos originales, debe condenarse al exguarda Buiz como reo 
de culpa grave, al máximum de la pena que corresponde A ese 
delito, 6 sea á un año de arresto. 

Que en cuanto al segundo i ree que las declaraciones de 
Gómez y Rail, con motivo de ser el ano denunciante y el otro 
procesado respectivamente, y qne los cargos afectan á ellos tam- 
bién directamente, no pueden considerarse Binó como simples 
indicios (artículo 276, incisos 2" y 10°, Código de procedimien- 
to criminal). 

Que no apareciendo este procesado ciento de responsabilidad, 
cree debe sobreseerse provisionalmente al procesado Luis Ros- 
quellas. 

3* Que de fojas 99 & ISO, el defensor de los señores Gana, 
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Cerro y Avendaño, coatesta la acusación, negando todos los he- 
chos que ella invoca para fundarla, que sos representados han 
pagado á la aduana los derechos que A éstos corresponden según 
las liquidaciones efectuadas por ella conforme á la ley . 

Que ellos no han disminuido la reata, ni han defraudado ni 
tampoco contrabandeado y que han cumplido con Jos requisitos 
eligidos por las Ordenanzas, 

Que la acusación fiscal desde que niega el reembarco, tiene la 
obligación de probar que él no se ha efectuado. 

Que los informes expedido* por las administraciones de adua- 
na de Montevideo y la Asunción no aíirinau que el reembarco no 
se haya efectuado. 

Que niega e] otro elemento de prueba consistente en el deta- 
lle de la carga embarcada en la primera quincena de Junto en 
el vapor * Urano * en diversos puertos de la República, según 
dice consta en e! libro de sobordo número 2, como asimismo nie- 
ga que esté llevado en forma ese libro que contiene la relación 
de carga; mientras no se pruebe lo contrario no hay motivo 
para condenaciun. 

Qua aun representados no incurren en responsabilidad por el 
hecho de que los agentes marítimos no hayan presentado las dos 
relaciones de la car^a, y el guarda, Con el « visto buen» » del 
comisario del vapor, porque las obligaciones que incumben a los 
agentes de vapores no corresponden á los comerciantes, ni cons- 
tituyen tampoco actos de reembarco, y por otra parte, ni la Ley 
ni (acostumbre establecida han exigido esos requisito» (decla- 
raciones de üominici y Ruiz á fojas 41 y 45). 

Que la declarad que presté et guarda Ruii A fojas 39 y 44 
á la par de ser única, no expresa que el reembarco no se haya 
efectuado desde que él declara que ion suyas las firmas puestas 
en los permisos de fojas t y 12, donde consta que los dos reem- 
barcos se hicieron. 

Que la acusación íjscjI invoca disposiciones Legales que no 
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son aplicables al presente caso, y no formula ningún cargo con- 
tra suB mandantes, ni contra su dependiente Laborde. 

Que por las razones aducidas, pide que se rechace la acusación 
fiscal y que no se haga lugar á ella, con costas, daños y perjui- 
cios á los denunciantes. 

4 o Quede fojas 137 á 160 el defensor del procesado, señor 
Arturo Ruis, contestando la acusación fiscal, expusu : Que por 
las constancias de los autos se ha comprobado que ha existido 
defraudación de la renta fiscal, porque las mercaderías consig- 
nadas á los señorea Gana, Cerro y Avendaño, no han pagado los 
derechos de importación y en vi reembarco que se solicitó, aque- 
llos no llegaron al puerto de su destino. 

Que el delito de que se le acusa á su defendido, dejarla de 
serlo, si los hechos que motivan este proceso no se hubieran 
producido por terceros con el proposito de violar la legislación 
aduanera. 

Que la culpa que se impata á su defendido, señor Alfredo 
Ruis, es inaplicable en el presente caso, porque ignoraba p >r 
completo el trámite de las operaciones adunneras, pues hacia 
sólo dos meses que ocupaba el puesto de guarda, y también 
porque él ha procedido por mandato del inspector de almacenes, 
Luis Rosquillas, á quien creía su superior jerárquico en el pues- 
to que desempeñaba, no existiendo en el proceso ninguna pre- 
sunción de connivencia culpable 6 criminal con ninguna persona 
en los hechos que se bao producido. 

Que desde que existía una defraudación, los que la cometie- 
ron deben cubrir el daño cansado por ella. 

Que por eatas ratones pide que se absuelva de culpa y cargo 
á su defendido, don Alfredo Ruiz, por no ser el autor del delito 
de que se le hace responsable. 

T considerando: En cuanto á la responsabilidad de los seño- 
res Gana, Cerro y Avendaño : I o Que segnn resulta de los antos t 
loa señores mencionados son los que personalmente han so lie i- 
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tado el reembarco de las mercaderías expresadas más acriba, y 
por lo tanto lo» responsables de las contra venciones á las leyes 
- de aduana, sin que les sea legalmente permitido excusarle con 
que sus dependientes ó encargados son Los autores del hecho 
punible (artículos 1027 y 1038 de las Ordenanzas de aduana). 

2 o Que Iba permisos de embarco de las mercaderías, fojas 1, 
12 y 13, adolecen visiblemente del defecto del conforme de los 
agentes del vapor que acredite trasportaron la carga de reem- 
barco ; y tampoco expresan el viaje en que han de cargarse (ar- 
tículo 856). La omisión del requisito del conforme en las solici- 
tudes de reembarco que debieron Jos cargadores exigir de los 
agentes del vapor, buce presumir fraudulenta la operación de 
reembarco, en los términos del artículo 1025 de las Ordenanzas, 
pues «i hubíérase realizado y llevado á efecto el reembarco de las 
mercaderías, habrjause procurado seguramente lo* cargadores 
el cuidado de exigir a los agentes la manifestación de « confor- 
midad para hacerlos responsables de todas las consecuencias 
á qu» hubiera lugar, según lo dispone el artículo 857, 

3 tt Que la prueba que pueden arrojar los libros de los señores 
Gana, Cerro y Aveudaño, no pueden favorecerles en ningon sen- 
tido; porque en materia de juicios por violación a las leyes de 
adu:in:i, no tienen valor para justificar la cansa ó inocencia de 
ta infracción. 

4 o Qutf no habiendo pue^o el conforme los agentes del vapor 
c Urano » eu Jos docnmeutos de reembarco, es de presumir que 
la operación no se ha realizado hasta hacer cargar A bordo la ex- . 
presada mercadería, corroborando esta presunción la prueba 
resoltante de la relaoionde la carga elevada por el vapor en loa 
viajes que correspondían al reembarque, en las que consta no 
se ha conducido esa mercadería; como también consta que el 
vapor salió en lastre de Buenos Airea y llegó en el mismo estado 
á Montevideo. Falta igualmente la relación jurada de los agentes 
del vapor que haya conducido esa carga (artículo 850). 



I>E JUSTICIA NACIONAL 



91 



La confesión del procesado Alfredo Ruiz J de faja 44, confirma 
Iti presunción de que la mercadería no se ua reembarcado, bídú 
que ha quedado eu tierra. Ksta presunción hace pruebj porque 
está de acuerdo con el artículo 358 del Código de Procedimientos' 
Criminal. 

5° Que el dueño de los bultos sacados de los depósitos de 
aduana para reembarco ¿no embarcados, está sujeto á una mul- 
ta igual aldobledel valor de las mercancía», partí irle la respon- 
sabilidad por mitad con el carrero que condujo los bultos, se- 
gun el artículo 974 de las Ordenanzas ríe .... uia, más como la 
multa no es solidaria sinó divisible, cor respóndele al dueño déla 
mercadería, multa igual al valor ríe ésta. 

fl° Que es nn hecho comprobado por los informes de S. E. el 
ministro argentino en la república del Uruguay, y por los infor- 
mes del señor cónsul argentino en el Paraguay, que las mercan- 
cías destinadas á Montevideo y Asunción en calidad de « reem- 
barcadas >, do han llegado á su destino. Esta sóla circunstan- 
cia de no haber llegado las mercaderías á su destino, hace pasible 
de una multa igual al valor de las mercancías, al dueño de ellas, 
que en este caso son los señores Gana, Cerro y Avendaño, únicos 
dueños que reconoce la aduana, en virtud de los documentos de 
fojas 1,2, i 2 y i 3 (articulo 975 de las Ordenanzas de aduana). 

T Que según la disposición citada, corresponde á los dueños 
de las mercancías extraviadas y no al fiscal justificar con docu- 
mentos procedentes de aduana, que el cambio de destino de las 
mercancías procede de operación autorizada por la aduana con 
posterioridad a la solicitud de comercio. 

Considerando: fin cuanto á la acusación contra el procesado 
Alvarei Ruiz . 

8° Que el fundamento principal de la de: osa estriba en la 
ignoraucía» por parte del reo, de los requisitos qne debiera lle- 
nar al efectuar la operación material de hacer embarcar los bul- 
tos en el vapor « Urano * . 
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9 a Que estando señalado minuciosamente eo la« Ordenanzas 
de adama el procedimiento a seguir en los casos de embargue, 
la ignorancia deesas disposiciones legales no pueden excusar la 
responsabilidad del autor de la culpa en haber dado por verili- 
csdo un embarque aun no realizado. 

10* Que por ratón de las mismas funciones que desempeñaba, 
tenía el ex-emplead» Butz la obligación de proceder con mn* 
yor prudencia y diligencia, y no afirmar un heclio falso en 
documento aduanero. 

11° Que por su propia confesión y por la relación de la carga 
que llevara el ra por en las fechas que debieron cumplirse los 
reembarcos, esta comprobado que no se ba cargado la merca- 
dería en el vapor «Urano », razón por la cual no ha llegado á 
su destino remitido por la aduana. 

12° Que esta falta en el empleado ha sido la causa determi- 
nante para que ¡te realizara la infracción a las Ordenanzas de 
aduana. 

Por estas consideraciones concordantes conloa fallos de la 
Suprema Corto en la surte 1*, tomo \ '\ página 470, y sene 2*, 
tomo 12, páginas 141 y 150, y de acuerdo con el dictamen fiscal, 
definitivamente fallo en esta sala de audiencias, condenando i 
los señores Gana, Cerro y Avendaño a la pena de pagar una mul- 
ta igual al valor, según aforo, de las mercaderías que solicita- . 
ron reembarcar, adjndicable ese valor al descubridor, según el 
artículo 975 de las Ordenantes, con costas. 

Al procesado Alfredo Rniz, por culpa grave cometida en el 
desempeño de sus funciones, á la pena de arresto por un año, 
con descuento del tiempo de prisión sufrida, de acuerdo con los 
artículos 16, inciso 5 a , y 18, inciso 2 o , y artículo 49 del Código 
Penal, con costas. Notifiquen con el original y repónganse los 
sellos. 

Daniel Goytia. 
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Bunios Aires. Sombre 1- de 1897. 

Suprema Corte; 

Contra lo expuesto en ta expresión de agrarios para desvirtuar 
las responsabilidades declaradas, su riera un hecho evidente in- 
tergiveraable; este es, que 1¡ib oiercaderías objeto del permiso 
de reembarque, do fueron reembarcadas, ni los interesados lian 
podido establecer f ni su existencia á bordo del vapor « Urano > ( 
ni su arribo al puerto del destino. 

Toda la extensa argumentación hecha alrededor de las Or- 
denanzas de aduana se estrella contra aquel hecho ineontesta- 
ble, y contra la expresión clara y categórica que surge de los 
textos en que se fúndala sentencia, 

T no es que se pretenda que la omisión de alguna de las con- 
diciones requeridas para los permisos de reembarque, consti* 
tuya por sí y aisladamente la responsabilidad de los procesados. 
Es que una serie de hechos precisos, directos y concordantes 
traen la prueba más decisiva y conveniente de la falla de reem- 
barque. 

Kito no se ha verificado según resulta de las mismas declara- 
ciones del guarda Ruii, que culpable 6 engañado, puso falsa 6 
equivocadamente el cumplido, al permiso de reembarque, 7 
según los informes del señor ministro argentino en Montevideo 
y cónsul general en la Asunción, que niegan hayan llegado & 
aquellos puntos las mercaderías aludidas. 

Con estos antecedentes, puede afirmarse sin vacilación de es- 
píritu, que no hubo reembarco, correspondiendo á los procesa- 
do», la prueba del hecho por ellos afirmado en contradicción, 

Y como esa prueba no se ha dado, ni por el conforme de los 
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agentes ó capitán del vapor, ni por ninguna otra t como no se 
ha demostrado que las mercadería! hayan estado á bordo, ni que 
se hayan desembarcado en ninguno de los puntos de destino, 
la responsabilidad de los procesado» por la falta de reembarco, 
es evidente, con sujeción i la» presc ripciones de las ordénenlas. 

£1 capitulo 3*, que en in párrafo ft* se refiero expresamente 
A operaciones de exportación, prescribe en su articulo 866 «que 
los permisos para cargar en buques á vapor, se pedirán en la 
misma forma que los per míaos para embarcar, reembarcar y 
trasbordaren los buques devela, con más el conforme del agen- 
te del vapor de que habla el artículo anterior », 

El artículo 974 de la misma ordenante es más esplfcita aun, 
al proscibir < que si los bultos sacados del depósito para em- 
barco, no llegan al punto de embarque, el dueño 6 consignata- 
rio de las mercaderías, y el del carro que hixoel trasporte, aba- 
narán por mitad igual al valor de las mercadería conducidas a. 
Y el artículo siguiente, refiriéndose aún á los bultos ya embar- 
cados, prescribe que « si no se justifica la falta de ellos á bordo» 
crin permiso de !a aduana, para otra operación posterior, el due- 
ño de las mercaderías cae en la misma responsabilidad antes 
proscripta », 

No es posible limitar el sentido de tan claras disposiciones. 
Invocando por ello, los fundamentos de la sentencia recurrida de 
f> ja 107, q .e no han sido desvirtuados no obstante el esfuerzo 
de la expresión de agrarios, pido á V. E. se sirva confirmarla 
en cuanto á los procesados señores Gana, Cerro y Avendaño. Y 
observando que esa sentencia no consta haya sido apelada en 
cuanto ul procesado Alfredo Ruis, y que éste no ha sido inclui- 
do en el recurso de foja 184, ni en las actuaciones posteriores, 
declarar consentido el fallo á su respecto. 



Sabiniano Kier 
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Buidos Airea, Setiembre 10 de 1898. 

Vistos y considerando: I" Que de autos resulta que el pro- 
ceso tiene por origen tos partes de foja primera y foj* catorce, 
en los que se denuncia que mercaderías cuyo despacho se ha- 
bla pedido para reembarcarlas , eo ? aporca determinados, no ha* 
oían sido llevadas á bordo, á pesar de aparecer toda la docu- 
mentación da aduana como cumplida con las formalidades exi- 
gidas por las Ordenantes , 

2° Que el principal punta de divergeuaiaentre U aduana y el 
apelante, eo este juicio, ha sido el valor que debe atribuirse i 
esos documentos, en los que aparece evidentemente adulterada 
la verdad de los hechos, según resulta de toda la prueba acumu- 
lada en los autos. 

3" Que eti esos mismos documentos no figura el conforme del 
reembarco lirmado por la agencia de los vapores, no bastando 
que se alegue la falta de costumbre al respecto, puesto que las 
disposiciones de loa artículos ochocientos cincuenta y cinco» 
ochooíentosoincaenta y seis y ochocientos cincuenta y siete no 
pueden ser eludidas, invocando un desosó. 

4° Que probado, como se encuentra, el hecho de que las mer- 
caderías en cuestión no fueron reembarcadas en el puerto del 
Rosario, es el caso de aplicación del articulo novecientos setenta 
y cuatro de las Ordenanzas de Aduana que establece que < si Jos 
bultos sacados de los depósitos para reembarco, no llegan al 
punto de embarque, el dueño ó coasignatario de las mercaderías, 
y el del carro qna hilo al trasporte, abonará por mitad una multa 
igual al dobla del valor de las mercaderías conducidas ». 

5* Que no habiéndose embarcado las mercadería» en el puer- 
to del Rosario, no es de aplicación la doctrina sentada por eata 
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Suprema Corte en el caso que se registra en el tomo sesenta y 
cuatro, p Agina veinticinco de «na fallos, invocado por el apelan- 
te, por cuanto en ese cuso, i diferencia del preBente, el reem- 
barco fué efectuado. 

6" Que no habiendo salido las mercaderías en cuestión del 
puerto del Rosario, ni habiendo ellas ret inado á la aduana, ni 
pagado los derechos correspondientes, ni seguido la tramitación 
establecida para el despacho A plata, es indudable que, ellas 
han caído en las penas impuestas por las Ordenantes á esta cla- 
se de infracciones, 

7' Que en cnanto se refiere al empleado procesado, Alfredo 
Ruiz, no habiendo sido notificada la sentenciado foja ciento se- 
senta y *iete, y por tanto, no habiendo podido apelarla, esta Cor- 
te no puede pronunciarse á su respecto, par cuanto se ignora si 
aquélse conformará 6 nocou el füllo pronunciado á su respecto. 

Por esto- fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelüda de foja ciento sesenta y siete, y de acuerdo con lo pedi- 
rlo por el señor Procurador general ; se confirma aquella, con 
costas, en cuanto condena i los señores Gana, Cerro y ¿renda- 
rlo á la pena de una multa igual al valor de las mercaderías con • 
trabandeada», deHieHo observarse en su adjudicación Indis- 
puesto en el artículo mil veinte y nueve de las Ordenanzas de 
aduana para el año mil ochocientos noventa y cinco; y ae de- 
clara en cuanto al procesado Alfredo Rui», que la citada senten- 
cia debe serle notificada con arreglo & derecho, apercibiéndose 
ti secretario don José F. Ba*ualdo, del juzgado federal de San- 
ta Fé por esta omisión, que demora, en perjuicio del procesado, 
ta terminación de esta causa. Repuestos los sellos devuélvanse. 
¡Midiendo notificarse con el original. 

BEHMMtN PAZ, —LUIS V, VA RILA. 
ABKL BAZAR, — OCTAVIO MU- 
GÍ. — JDAK I. TOMEKT. 
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CAUSA CrXLVIII 



La municipalidad de La Plata contra doña Feliciana Semper 
de Sánchez, por cobro ejecutivo de pesos; sobre novación y 
espera. 

Sumario. — Resaltando inexacta li novación y espera opues- 
tas Ala ejecución, debe ésta ser Iterada adelante. 

Caso. — Lo explica el 
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U Pista. Abril de 1896. 

í fistos : para reBolrer las eicepcíones de novación y espera 
opuestas por la ejecutada doña Feliciana Semper de Sanche*. 

T resaltando: f* Que citada de Témate, la ejecutada opuso 
las excepciones mencionadas fundándolas en que por ante el 
señor intendente municipal había propuesto arreglo para el pa- 
go del crédito que se reclamaba, tos que constaban del expe* 
diante prometido con ese motiro ante la municipalidad, 

2* Que corrido traslado al ejecutan te fué evacuado i foja 36, 
por el procurador Brie pidiendo al Techa» de las excepciones 
opuestas, coa costas, por ser completo y absolutamente falso 

t. LIXT ? 
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que la municipulidad hubiese concedido espera alguna á U eje- 
cutada} y meaos aún que hubiese hecho acto que importara una 
novación de I» deuda. 

3* Que recibida la causa á prueba por el auto de foja 42 vuel- 
ta, se ha producido por las partea únicamente el expediente pro- 
movido ante la municipalidad de la Capital, por don Antonio 
García Meca» proponiendo arreglar la deuda á cargo de doña 
Feliciana Semper de Sánchez. 

T considerando : 1° Que la excepción de novación sólo existe 
cuando por consentimiento de las partes se orea una nuera 
obligación en sustitución de la antigua, que queda extinguida 
(artículo 801 del Código Civil). 

2 o Que la lectura del expediente traído ad effectum videndi t 
demuestra canel urentemente que la municipalidad uo ha nova- 
do la obligación primitiva, pues, no obstante tas proposiciones 
de García Muca, no aceptó en ningún tiempo la subrogación de 
deudor que se le ofrecía. Que la notación es un acto bilateral, 
que no puede ser formado sinó por el acuerdo común de las par- 
tes, por manera que no basta que Mecu, ó el mismo Sánchez, 
hubiesen propuesto modificar la obligación primitiva, para que 
exista novación, pueB no se ha comprobado que la municipalidad 
aceptase modificar la obligación primitiva, ni en cuanto í Ja 
forma del pago, ni en cuanto á la persona responsable. 

3° Que estas mismas consideraciones son aplicables á la ex- 
cepción de espera, que también se oponen, pues del expediente 
administrativo no resulta en modo alguno que la municipali- 
dad aceptase ninguna de las propuestas hechas por Meca y por 
Sánchez, las que al contrario fueron terminantemente desesti- 
madas por la providencia de foja 27 del expediento agregado. 

4* Que aparte de esto, es ridiculo pretender que pura quepue- 
da invocarse las excepciones de espera basta el hecho de que el 
deudor haga proposiciones al acreedor, aunque éstas sean recha- 
zadas, para que exista una espera propiamente dicha. 
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5° Que siendo inexacto que la municipalidad aceptase nin- 
guna de las proposiciones hechas por Meca, es incuestionable 
que las excepciones opuestas son legalmente improcedentes. 

Por esto, y por las consideraciones del escrito de foja 35, 
fallo; no haciendo Jugar a las excepciones opuestas, con costas, 
y en su consecuencia mando se lleve adelántela ejecución hasta 
ta realiiaoion de los bienes embargados, Nutifiquese con el 
original, regístrese y repóngase las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 

Falte de I» luprcHR Vmrtm 

Buenos Aires, Setiembre 3 de 1898. 

Vistos y considerando; Que la resolución de foja cinco j la 
final de foja veintisiete del expediente acompañado, demuestran 
hasta la evidencia que la municipalidad desechó las propuestas 
que le hiciera el deudor Sánchez, relativas al pago de la deuda* 
que se cobra, 

Que en consecuencia, ea indudable que no ha concurrido el 
consentimiento de ambas partes para la formación de una con- 
vención que modifique la interior, á que estaban sometidos los 
interesados, porque, como lo dice el artículo mil ciento cuarenta y 
cuatro del Código Civil, el consentimiento debe manífestirse por 
ofertas 6 propuestas de una de las partes, 7 aceptarse por la otra. 

Por oato, y por sus fundamentos se coafirma con costas, la 
sentencia apelada de foja setenta y una. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. Notifíquese con el original. 

BENJAMIN PAZ. — LU1B V. VA ALLA. — 
ABEL B*IAN. — OCTAVIO «URGE» 
— JUAN 1, TOBBBNT. 
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* AUNA CCXIíIX 

/)ou Jos'**' 0. fereym ecí.irfi'tort «eíiiío sobre desalojo 

y cobro de alquileres 

Sumario.— i* Habiéndose hecho oooetar por el contrato de 
locación y presumiendo la ley que la casa alquila se halla en 
buen calado, la prueba de que se llovía no importa la del de- 
fecto que autoriza la rescisión del contrato 6 la disminución de 
alquileres, si resulta que el inquilino lia continuado eu la ocu- 
pación de la casa. 

2» El locatario no puede dar por terminado por su propia vo- 
luntad el contrato de locación antes del plazo establecido, y de- 
be abonar lo* alquileres convenidos hasta el Tencimiento de él. 

3* So procede la condenación del inquilino á la entrega de la 
casa, si resulta que después del vencimiento del contrato ha ce- 
sado en su tenencia, y el locador ha dispuesto de su uso. 

C as0t — Lo explica el 

rail» del Jura Federal 

Córdoba, Agosto 9 de 1893. 

Y vistos: la anterior demanda entablada por don José O. Pe- 
reyra contra don Benito Filloy, por pago de alquiler y entrega 
de la casa alquilada, de los que resulta: 



P£ JUSTICIA HACIORAL 1UI 

I o Que según el contrato de foja.,. U casa Pueblo General Pai 
números 42, 44 y 46, fué alquilada áFil ley el 15 de Forero de 
189a, por 27 meses y medio, al precio de 75 pesos nacionales. 
Vencido el término del contrato en Mayo del 9S, Pereyra pide 
se le entregue la casa y pague loa alquileres devengados 

2 o Pilloy dice que desocupó su casa en Mayo del año 91 
porque se llovía y estaba en mal estado, y que depositó judi- 
cialmente las llaves. 

Vista la prueba producida y considerando : i° Que la ley pre- 
sume que la casa alquilada fué entregada en buen estado, desde 
que el locatario no exigió reparaciones, y por consiguiente, ha 
cumplido al entregar la casa en buen estado, y puede pedir el 
pago délos alquileres por el tiempn del contrato (artícnlo 1514, 
Código Civil). 

2 o Que sí bien es cierto que la parte de Filloy ha comprobado 
plenamente que la casa se lloví* hasta el eitreino de perjudi- 
car bu negocio, esto no le automaba para abandonar la casa, 
sino sólo para eligir su reparación, ó para hacerioel mismo por 
cuenta de alquileres, desde que no aparece de autos, que la cau- 
sa de las goteras fuese fácilmente reparable, sin una obra de 
considerable molestia para él (artículo 15t8, Código Civil). 

3° Que el propósito de las leyes es siempre que sea posible, 
garantir la estabilidad de los contratos, y el contrato de arrien- 
do en que generalmente está garantido el arrendatario con el 
preoio que paga periódicamente, no se resuelve 6 deja sin efec- 
to sinó en casos determinados y graves, reparando los incon- 
venientes que sean indispensables con medidas justas que no 
sean la cesación del contrato. £1 articulo 1521 dice : * Si du- 
rante el contrato la casa arrendada fuese destruMa en su tota- 
lidad por caso fortuito, el contrato queda rescindido ». « Si lo 
fuese sólo en parte, puede el locatario pedir la disminución q>l 
precio, ó la rescisión del contrato, segnn fuese la importancia 
de la parte destruida. Si la cosa estoriese solamente deteriora- 
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da el contrato subsistirá, pero el locador está obligado a pagar 
el deterioro, hasta poner la casa en buen osudo * . 

4 a Que la teoría consagrada por los artículo» 1514. 1525 y 
1536 del Código Civil, citada por Filloy no es contraria á lo 
anteriormente expuesto. Es cierto, que el locador debe entregar 
la casa en buen estado, y en el caso sub-judice, una mismas 
disposiciones suponen que asi fué" entregada. Ka cierto, que el 
artículo 1545 da acción al locatario para pedir la rescisión del 
contrato, pero cuando el defecto de la cosa arrendada es grave 
é impide el uso de ella, y el artículo sopona que no puede re- 
pararlo e) locatario con los medios de que diapone. 

5° Que aún cuando la ley no autorixa a Filloy para abandonar 
la casa por la causa antes dicha, le ajtorixÓ, ain embargo, para 
hacer practicar las reparaciones por Pereyra, ó practicarlas él 
por su cuenta, cuyo derecho ha renunciado, tomaudo el camino 
erróneo de abandonarla. 

6* Que, por consiguiente, Filloy, está obligado á entregar la 
casa y pagar el precio a Pereyra en los términos de la ley (ar- 
tículo 1556, Código Civil). 

7° Que por una razón de eqttidad implícitamente basada en 
la leve», sólo debe pagar Filloy 50 pesos mensuales; por alqui- 
leres, desde que Pereyra le propuso en Abril que se quedara en 
la casa por ese precio, como se vé «n la tercera pregunta de po- 
siciones (foja 18), y desde que ésta proposición debe supunerse 
aceptada una veique se le declare obligado á pagar los arren- 
damientos por todo el tiempo del contrato. 

8° Qui' no habiendo exhibido Filloy el último recibo de al- 
quileres, como eat;iba manrtndo, debe pagar los alquileres por 
los 12 meses que cobra la demanda los que coinciden con el 
tiempo en que el demandado dice que desocupó I* casa. 

En su mérito, y de otras consideraciones que ae omiten, de- 
finitivamente juzgando, rallo: condenando á don Benito Filloy 
a la entrega de la casa arrendada á don José O. Pereyra, y al 
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pago de 12 meses do alquiler á razón de 50 pesos mensuales. 
Sin especial condenación, en razón de que la legislación del Có- 
digo Civil sobre las obligaciune¿ y derechos del locador, á con- 
secuencia de la compíicacion y variedad de sos disposiciones, 
ha decretado toda temeridad en la oposición del demandado. 
Hágase saber con al original, y previa transcripción en el libro 
de resoluciones, y reposición de sellos, archívese no siendo re- 
currida. 

C. Mnyano Gaeiiúa. 

!-'*§«« 4* I* Nawn Carie 

Itueno» Aires, Setiembre 6 de 1898. 

Vistos y considerando : Que, según el articulo segnndo 
del contrato do foja primera, lus interesados, al celebrar el con- 
trato de locación, han hecho constar que el locador en t regó la 
casa alquilada, hallándose ella en buen estado. 

Que, por consiguiente, no puede haber cuestión sobre el es- 
tado de la casa al tiempo del contrato, tanto en virtud del reco- 
nocimiento explícito de las partes ra mencionado, como en mé- 
rito de lo dispuesto en el artículo mil seiscientos diez y seis del 
Código Civil, desde que el demandado no ha producido prueba, 
con referencia a ese tiempo, que sirva á demostrar lo contrario. 

Que, aunque es verdad que el locatario ha acreditado que 
estando ya en la ocupación de lacnsa locada y en el ejercicio de 
los derechos que el contrato confiere, la casa se llovía, no ha 
comprobado, como lo observa la sentencia apelada, que tal he- 
cho debiera calificarse de vicio ó defeoto grave que impidiere el 
qso de la casa y que pusiera, por tanto el caso en la situación 
prevenida por el articulo mil quinientos veinticinco del citado 
Código. 
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Que no sólo do se ha producido esa prueba, amé que hay n- 
ion pira Jeducirque sólo se trataba de un defecto fácilmente 
reparable j de poca importancia del hecho aseverado por el de- 
mandado de haber él requerido las reparaciones desde Noviem- 
bre de mil ochocientos noventa, y haber continuado en la oou- 
pacion hasta Majo de mil ochocientos noventa y uno, lo que no 
se explicaría si la casa se hubiera encontrado en estado inhabi- 
table en el tiempo intermedio, y lo qoe convence además que, 
si las reparaciones se hubieran hecho de una manera sucesiva 
y á medida que eran requeridas por los desperfectos ocurridos, * 
se hubiera puesto rápido remedio al mal y sin que ello causara 
inconvenientes a preciables. 

Que el inferior ha podido y debido, por tanto, resolver la 
cuestión, iiplicando como lo ha hecho la disposición especial con- 
tenidas el artículo mil quinientos diet y ocho del Código Ci- 
vil, máxime cnando obrando así se ha ajustado también al 
principio general establecido en el articulo mil doscientos cua- 
tro del citado Código. 

Que habiéndose estipulado un plazo para la duración del 
contrato de locación, según se ve en el artículo primero del do- 
cumento de foja primera, el locatario no ha podido darlo por 
terminado por su propia voluntad antes del vencimiento de di- 
cho plazo, porque las convenciones hechas en los contratos, for- 
man para las partes una regla á la cual deben someterse como á 
la ley misma (artículo mil ciento noventa y siete), y puesto que 
es necesario el mutuo consentimiento para extinguir las obli- 
gaciones creadas por los contratos .(artículo mil doscientos). 

Que el demandado reconoce que no ha pagado el precio del 
arrendamiento desde el mes de Mayo inclusive, de mil ochocien- 
tos noventa y uno, con lo que queda averiguado qne no los ha 
pagado durante el lapso de doce meses que se le demanda, en el 
queaúu subsistía la duración estipulada en el contrato. ¡ 

Que el demandante reconoce 4 su ves, que después de venci- 
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do el contrato de locución con el demandado éste ha cesado en 
la tenencia do la cosa de cuyo uso ha dispuesto aquel t quedan- 
do así establecido que el actor no ha podido pedir la entrega de 
la casa que ya tenía en an poder, ni el juez condenar al deman- 
dado á verificarla, imponiéndole la ejecución de un hecho ya 
cumnhdo en su a efectos. 

Que la redacción de alquileres de setenta y cinco pesos men- 
suales, que determina el contrato, á cincuenta pesos, que hace 
la sentencia, no ha sido apelada por el actor. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
da de foja veintiséis, se confirma é-u en cuanto condena al de- 
mandado al pago de doce meses de alquiler á razón de cincuenta 
peso* mensuales* y se t-voca en cuanto, también condena al 
mismo demandado á la entrega de la casa. Notifíquese con el 
original y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. V A HELA. 
— ABEL BAZAft. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TOBRENT. 



Don Antonio Franchi contra don Joselin iluergo y compañía; 
sobre contrato de venta y cobro de pesos 

Sainarlo. — La permanencia de las mercaderías en poder del 
comprador por más do un año. y la declaración de testigos de 
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haber aquel prometido el pago del precio autorizan ¿ conside- 
rar que ha habido «obre ellas un contrato de venta y excluyen 
la presunción de que el comprador las baya tenido al sólo obje- 
to de ensayarlas. 



Caso. — Resalta del 
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Buenos Aires, Junio lá de 1896. 

Y ?istos: estos autos promovidos por don Antonio Francni, 
extranjero, contra los señores Josolin Huergo y compañía, ar- 
gentinos, por i obro de pesos, procedentes de la venta que el 
primero dice haber hecho á tos segundos de las mercaderías 
que se mencionan en la cuenla de foja I . 

Resulta: I o El demandante afirma que después de transcu- 
rrir m s de un año desde que efectuó la renta á los señores 
Huergo y compañía de las referidas mercaderías que consisten 
en dos máquinas, una de coser y otra de ojalar, dichos señores 
se niegan á pagar su importe y las rechazan por las razones que 
dan en la carta con que se instruye la demanda. 

Que la venta quedó completamente concluida con la tradición 
de la cosa vendida (artículo 463, inciso 3*, de! Código de Comer- 
cio) y es inadmisible la excusa de los deudores. 

Que estos asían en la obligación de pagar el precio desde que 
recibieron las mercaderías, y que siendo la venta al contado en 
esa forma debió hacerse el p¡igo (artículo 465 del Código citado). 

2° Los señores Joselín Huergo y compañía al contestar la de- 
manda, examinan las distintas partidas que forman la cuenta 
de foja 1 , y llegan á tas siguientes conclusiones : 
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Reconocen las que su refieren & la compra de un reloj y á ta 
compostura de una máquina c remallosa », sólo por la sama de 
diez pesos, pues fué ese el precio convenido. 

Becbazan las demás partidas por las razones expuestas en su 
escrito da foja 13. 

3° A foja 30, recibióse el juicio á prueba, para la jostiOca- 
cion de los hechos alegados por ambas partes, habiéndose pro- 
ducido la que expresa el certificado del actuario, corriente á 
foja 98. 

Y considerando: !• Que en el presente caso se trata de una 
operación comercial regida por las disposiciones expresas del 
Código en sus artículos 463. incito 3° y 465. » 

2' Que la carta corriente á foja % reconocida por los deman- 
dados es el principio de prueba por escrito que elige la ley para 
admitir la prueba testimonial cuando se trata de asuntos de 
mayor cuantía. 

3* Que en todas las compras que se hacen de efectos que no 
se tienen á la vista, ni pueden clasificarse por una calidad de- 
terminada y conocida en el comercio, se presume en el compra- 
dor la reserva de examinarlos y de rescindir libremente el con- 
trato silos géneros no 1c convinieren. 

La misma facultad tendrá, si por cláusula expresa, se hubie- 
re reservado probar el género contratado. Asi, en uno como en 
otro caso, retardándose por el comprador el acto del examen ó 
la prueba, más de tres dias después de la interpelación becba 
por el vendedor, se considerará el acto sin efecto (artículo 455 
del Código de Comercio. 

4 a Que en el presente caso y atento el tiempo transcurrido 
desde que las mercaderías fueron á poder de loa compradores 
•in que se baya justificado por éstos que la resistencia á reci- 
birlas proviniere de sus malas condiciones, debe reputarte con- 
sumada la operación de la venta de acuerdo con lo dispuesto en 
el articulo 456 del Código citado. 
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5 a Que el actor ha probado endenté mente los hechos en que 
fonda la demanda, mientras que los demandados no han preda- 
cido praebi alguna fehaciente sobre aquellos en que fundan el 
rechaio de la acción instaurada, inoumbiéndoles sobre t odo lo 
que se refiere á la condición estipulada para recibirse de Itis 
maquinas, lo que autoriza á presumir que la renta se hizo en 
las condiciones usuales del comercio, de acuerdo con lo dispues- 
to en el artículo 474 del Código citado. 

Por estos fundamentos y concordantes del alegato del actor, 
corriente i foja,.., fallo; condenando a los señores Joselin 
Haergo y compañía, al pago dentro de diez días de la suma de 
ciento cincuenta pesos moneda nacional, y al de la de ciento 
reinte pesos oro sellado ó sn equivalente en moneda legal al 
tipo del día con sus intereses á estilo de Banco desde la inter- 
pelación judicial y las costas del juicio. 

Notifiquen con el original y repónganse las fojas. 

Juan del Campillo. 




Hit nos Aires, Setiembre 10 de 1898. 

Vistos y considerando: Que por reconocimiento de ambas 
partes está fuera de cuestión que el demandante entregó y el 
demandado recibió en Setiembre de mil ochocientos noventa y 
dos las máquinas de coser y ojalar, á que so refiero la parti- 
da segunda, por pesos moneda nacional sesenta y ocho, y ulti- 
ma por poso* ciento veinte oro do la cuenta de foja primera, 
versando la divergencia sobre el alcance de ese hecho, qae el 
uno lo atribuye ¿1 cumplimiento de un contrato de compra- 
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veuta concluido, mientras que el otro, afirmando la existencia 
de un contrato en proyecto tan solo, dice que la entrega se ha- 
bía hecho con el objeto de que el demandado probase las má- 
quinas para comprarlas después si le conviniera, según lo ex» 
presa en la contestación á la demanda. 

Que siendo la carta de foja dos, de fecha veintiocho de Oc- 
tubre de mil ochocientos noventa y tres, posterior en más de un 
año al recibo de las máquinas expresadas, resulta qne durante 
ese largo tiempo las máquinas permanecieron en poder del de* 
mandado, y que es á esa fecha la que debe referirse la primera 
manifestación comprobada de voluntad en el sentido de estar 
ellas á la disposición del demandante y de no teiier por celebra- 
do el contrato (curta de foja dos). 

Que, según lo declara don José 31. Martínez (foja cuarenta 
y siete) y don José L. López (foja cuarenta y ocho), contestan* 
do respectivamente las preguntas séptima y octava delinterro* 
gatorio de foja cuarenta y tres, el demandado prometió pagarla 
cuenta luego que el demandante realizase la compostura qne se 
hizo, lo que se prueba por el mérito del recibo reconocido de foja 
treinta y ano, y por la declaración del testigo don Manuel Fe* 
r raudo respondiendo áfoja cuarenta y seisá la cuarta pregunta 
del citado interrogatorio. 

Que tanto en virtud del hecho mencionado do haber perma- 
necido las máquinas por más de un año en pyder del demanda* 
rio, lo que no permite presumir que las tuviera al sólo objeto 
de ensayarlas, como por el mérito de las declaraciones analiaa- 
das que pueden hacerse valer con arreglo 4 los artfcnlos dos 
mil nueve del Código de Comercio y mil ciento noventa y siete 
del Código Civil, hay raion suficiente para dar por comproba- 
do que ba habido entre el demandante y el demandado nn con- 
trato de venta concluido sobre las referidas máquinas. 

Qne debe decirse otro tanto de ta tercera partida, por pesos 
seis moneda nacional ; cuarta, por pesos nno con veinte centavos 
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moneda nacional, y quinfa por pesos veinte moneda nacional, 
en vea de los pesos dies monada naoional que reconoce en la de- 
manda, pues todas ellas, por figurar en la «menta de foja prime- 
ra se hallan comprendidas, en la promesa de pago afirmada por 
los testigos Martínez y López. 

Por esto y sus fundamentos concordantes : se [confirma con 
costas la sentencia apelada de foja ciento ocho. Notifiquen- 
con el original y repuestos los. sellos devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAS . — OCTAVIO 
BtfflGE, 
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tfon Joaquín abejero deduciendo tercería de dominio en el jui- 
ció seguido por don Martin Molina contrael Banco Hipoteca- 
rio Nacional; sobre escrituración de compra. 

Sumario, — £1 Banco Hipotecario Nacional que ha hecho la 
enajenación del inmueble hipotecado mediante nn contrato 
concluido, no puede por actos suyos ulteriores celebrados con 
su antiguo deudor menoscabar los derechos adquiridos por el 
compraéor, y sustraerle á las obligaciones contraídas con este. 

Caso. — Resulta del 



t>K JUSTICIA NACIONAL 



111 



l *n* áel J««a Federal 

Buenos Vires, Julio 17 de 1897. 

Y vistos: los presantes autos do los que resulta: Que don 
Joaquín Obejero se presentó* judicialmente deduciendo tercería 
de doiniuio en el juicio seguido por don Martin Molina contra 
el Banco Hipotecario Nacional, sobre escrituración, fundado en 
los siguientes antecedentes : 

Que si bien la Suprema Corte tiene resuelto que el Banco 
Hipotecario Nució nal esta obligado á escriturar á Mu lina el 
campo sito en la Pampa Central, de su propiedad, cuyo bien fué 
vendido en público remate por dicho establecimiento, posterior 
á esto, so le ha permitido poner al dia loa servicios de su hipo- 
teca, y con ello la situación de las cosas ha cambiado, pues que 
el Banco se encuentra en la imposibilidad jurídica de escriturar 
un bien que por ningún coucepto le pertenece, y que por conse- 
cueneia se halla fuera de su alcauce con arreglo á las disposi- 
ciones de su carta orgánica. 

Que con la resolución de la Suprema Corte, no se sigue que 
implícitamente se haya ordenado la escrituración forzada, ni 
menos la entrega de l,i cosa, dado caso de que el vendedor no 
be encontrara en actitud de escriturar 6 se resistiera á hacerlo, 
pues, para estos casos tratándose de una obligación de hacer, la 
parte que la resistiere podrá ser demandada para qu la otorgue, 
bajo pena de resolverse la obligación en el pago de pérdidas é 
intereses y mus que todo, que se tratado una sentencia dicta- 
da en un juicio en el que no ha intervenido y que es para el 
res inter alio» acta, que no puede desde luego perjudicarlo. 

Corrido trasladu de la demanda, fué 4 foja 10 evacuada 
por don Abdou Zabala, invocando la representación legal de don 
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Martin Molina, á mérito del poder que le tiene conferido, pi- 
diendo el rechazo de la acción instaurada eon costas; y á su reí 
entabla contrademanda contra Obejero y el Banco Hipotecario 
Nacional, por daños y perjuicios, resultantes de la oposición que 
ambos hacen á iin de que no se cumpla el fallo de la Suprema 
Corte, cuyos perjuicios consisten en los alquileres que deven- 
gui n ha^ta la efectira entrega del campo ; y si por causa de 
ello» fracasara el contrato de arrendamiento que tiene celebra- 
do con don José Arana del campo en cuestión, el pago de todos 
ios danos y perjuicios resultantes deese fracaso. 

El Banco Hipotecaria Nacional contestando A su vez el tras- 
lado de la tercería, manifiesta que aunque era su voluntad 
oumplir la sentencia de la Corte, la deducción de esta tercería 
hace suspender los procedimientos del juicio principal, por lo 
que esperara y cumplirá la resolución definitiva de este asunto 
bajo la nueva faz que se presenta. 

Corrido traslado de la reconvención, fué evacuado por el 
Banco sosteniendo, que él no puede ser pasible de los daños y 
perjuicios que se reclaman, pues, que como ha dicho, la suspen- 
sión déla ejecución de la sentencia de la Suprema Corte se ha 
operado á petición del tercerista Obejero y como un trámite es- 
pecial del juicio, sin que para eso baya mediado bu voluntad. 

Obejero, á su vez, pide el rechazo de la reconvención por im- 
procedente. 

Recibida la causa á prueba, por auto de foja 53, se produjo la 
que establece el certificado de foja 104 vuelta, habiéndose agre- 
gado á los auto* los alegatos presentados, y llamándose autos, 
con todo Jo que este expediente hu quedado en estado de sen- 
tencia. 

Y considerando : 1° Las tercerías como su mismo nombre lo 
indica, y lo enseña Bens, tomo 3", es la intervención de un li- 
tigante en las cuestiones que siguen dos ó más; ó como dice, 
Catatantes, tomo 3% página 365, es la acción ó pretensión que 
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opone ana persona en un joioio entablado por dos ó más liti- 
gantes, diferentes de las pretensiones de estos. 

Para juxgar aoerca de la legitimidad de la acción, debe ante 
todo inquirirse la nata ralea* del derecho alegado por Obejero, 
en ana palabra, oooocer loa vínculos que unen á éste con los 
otros litigantes. 

La acción deducida por Obejero está fundada en que inter- 
pretándose erróneamente la sentenciado la Suprema Corte pro- 
na nciad a en el juicin seguido por don Martin Molina contra el 
Banco Hipotecario Nacional, Molina pretende se le escriture y 
dé posesión feriada de un campo que le pertenece en plena y 
absoluta propiedad . 

El bien rendido por el Banco era el hipotecado bajo el nú- 
mero noventa y nueve, según lo demuestran los documentes de 
foja % y foja 4 del expediente agregado» bien que según la li- 
breta acompasada por el tercerista y su propia manifestación 
hecha en el escrito de demanda, á ál le pertenece. 

El Banco efectuó desdo luego la operación á nombre y repre- 
sentación de Obejero, por haberse hallado en mora en loa ser- 
vicios de so deuda hipotecaria de acuerdo en todo con el ar- 
tículo 46 de la ley orgánica de dicho establecimiento, que ex- 
presamente dispone: « que el Banco puede proceder por sí solo 
y sin forma de juicio i la venta de los bienes hipotecados en 
caso de falta de pago » , 

El Banco obraba, pues, en representación del deudor Obeje- 
ro, y subrogado en todos sus derechos» de acuerdo con el ar- 
ticulo invocado de su carta orgánica. Si bien, paos, ea la for- 
ma era contra el Banco la demanda instaurada sobre escritura- 
ción, el verdadero interesado en el juicio era Obejero como 
dueño del bien vendido y cuya escrituración se reclama, desde 
que es prinoipio inconcuso de derecho que los actos de los man- 
datarios obligan al mandante (articulo 1941 del Código Civil). 

Al deducir Obejero la acción, no ataca la venta ni le opone 

T. WTT n 
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efecto ó vicio alguno de nulidad, que sería el único naso por el 
eual hubiera podido levantarse y desconocer los actos de sus 
mandatarios : el Banco Hipotecario Nacional, de acuerdo con Ja 
disposición del artículo 1031 del mismo Código, que declara 
nulo los actos celebrados por un mandatario que hubiere ultra- 
pasado los límites de so poder y el mandante, no ratifica lo 
obrado; y por el contrario de las pruebas ofrecidas consta que 
según propia solicitud, cuyo testimonio corre á foja 67, Obeje- 
ro se dirigió al Banco pidiéndole desistiera de la venta del 
campo de su propiedad, y para salvar cualquiera observación 
que pudiera hacerse en caso que el directorio resol fiera según 
sus pretensiones, hacía presente que e»to sería sin responsabi- 
lidad para el establecimiento, pnea él la tomaba sobre sf. Lo 
evidencia y confirma un í vez más, que lejos de desconocer el 
tercerista los actos del Banco, los acataba y se responsabiliza- 
ba por sus consecuencias. 

La observación de Onejero de que no pudiendo escriturar el 
Banco debe resolverse la obligación en el pago de pérdidas é 
intereses, es otra consideración y prueba concluyante de que 
lejos de desconocer la venta que hizo el Banco á Molina, la 
acepta. 

2 o De lo expuesto, fluye lógicamente que Ovejero no ba po- 
dido legalmente hacer uso do la acción instaurada por ser su 
derecho con el del Banco uno, y desde luego, opuesto y contra* 
rio a los de un tercerista que supone necesariamente intereses 
diversos y encontrados á los del acreedor y deudor, Las terce- 
rías se sustancian con al demandante y demandado, pues, se su- 
ponen tener intereses encontrados á las pretensiones del oposi- 
tor; al primero, como lo dice Reus, dispata el derecho prefe- 
rente que tiene 4 la cosa, y al segundo, la propiedad de ella. 

Obejero como queda demostrado, representa un solo y mismo 
derecho con el Banco Hipotecario Nacional, como que es su 
propio mandatario legal, en el cual lia subrogado sos derechos 
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para la operación de la venta y bu escrito ración, según lo esta- 
blecen sos estatutos. 

La discusión que ae plantea como fundamento de la tercería, 
de que no pudieudo el Banoo escriturar, debe resolverse la 
obligación en el pago de daños y perjuicios de acuerdo con la 
ley civil que se invoca, el juzgado no lo conceptúa de oportu- 
nidad, por no ser éste el lugar donde ella debe ser resuelto. Es 
en el expediente principal sobre escrituración, donde debe re- 
caer el fallo, pues, que allí se trata de hacer cumplir la sen- 
tencia de la Suprema Corte que manda al Banco escriturar á 
Molina el bien vendido. La discusión es desde luego por hoy 
estemporánea, por deber hacerse allí para establecer la foima 
en que debe cumplimentarse el fallo del superior ; y procedien- 
do de otra manera, el juigado prejuzgaría sobre aquel juicio ; 
y por otra parte, dada la naturaleza de la tercería no corres- 
ponde tal pronunciamiento desde que ellas sólo pueden versar 
acerca del dominio ó mejor derecho al bien en cuestión. 

Nadie, como se expresa, discute ó desconoce á Obejero su de- 
recho de dominio «obre el bien que reclama, pues Molina, al 
gestionar la escrituración del campo, lo hace simplemente á 
causa del derecho que como comprador de dicho bien le aliste 
compra que ha efectuado ¡»1 Banco Hipotecario Nacional» sobro- 
gado en los derechos de aquel, y cuya escrituración el superior 
la ha decretado. 

No es por consiguiente dicha operación» como se dice, un 
res inier altos acta, entre el Banco y Molina. No, es nna opera- 
ción que i él le obliga, por haber sido ejecutada por au manda- 
tario irrevocable y legal, subrogado en sos derechos, de acuerdo 
con el artículo 46 de la ley orgánica recordada, operación que 
se ha efectuado en loa limites del mandato, ó por lo meóos sus 
actos oo han sido disentidos ó desconocidos eo los términos del 
artículo 1031 del Código Civil. 

3* El hecho alegado por el tercerista de que los servicios de 
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su deuda se encuentran al día, y quédele Luego no puede ha- 
ber ley alguna que lo prire del dominio que tiene, nada signifi- 
ca en el sentido de alterar ó modificar los hechos sucedidos y los 
fíncalos de derechos creados en ocasión de ellos. 

Cuando el Banco sacó i remate el bien, el deudor Obejero es- 
taba en mora en el servicio de su deuda, pues recién lo puso al 
din, después que e) campo afectado con la hipotoca fué adjudi- 
cado en remato ¿don Martin Molina, como consta de su propia 
confesión absolviendo las preguntas 4* y 5* del pliego de posi- 
ciones de foja 75. 

El contenió celebrado entre Obejero y el Banco, por el cual 
le permitía poner los servicios do su denda al día, es un hecho 
que no puede jam is perjudicar á terceros que tienen uu derecho 
adquirido; ese convenio es desde luego un verdadero resinter 
altos acta, que sólo produce efectos entre los contratantes, pero 
que no afectan derechos de terceros de buena fe y que han sido 
adquiridos irrevocablemente. 

4* En su alegato de bien probado la parle de Obejero hace 
presente que Molina no ha tenido personería para iniciar la 
acción entra el Banco, porque según su propia confesión, la 
compra hecha á «se establecimiento no la efectué á su nombre. 
Cualquiera que pueda ser el alcance é importancia de esta ma- 
nifestación, en presencia de los documentos de foja 2 y foja 4 
del espediente principal, ella no podría nunca tañer el efecto de 
anular los procedimientos allí seguidos. En primer lugar por- 
que esa defensa pudo alegarse por los interesados en el mismo 
juicio, y no por un tercero, como Lo es el tercerista, ajeno por 
consiguiente a loi procedimientos del juicio principal en el que 
nada tiene que hacer, y en segundo término, porque esa defen- 
sa debió invocarse antes de haberse trabado la litis contestación 
en razón de que el cuasi contrato operado por la contestación 
de la de man 'ta hacia á Molina dueño del pleito y obligado por 
lo tanto á todas sus consecuencias, aún en la suposición de que 
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los derechos que ejercitaba no fuesen propios, porque es ele- 
mental que ona res trabado el juicio por demanda y contesta- 
ción, produce efectos irrevocable, y desde luego el actor no 
puede dejar de proseguirlo ni mudar la acción contra la volun- 
tad del otro litigante. (Zúniga, Práctica Forence, tomo I a , pá- 
gina 534.) 

La falta de personería que también se invoca, carece Molina 
para sostener el presente juicio, por la misma causa no tiene 
tampoco raion de ser, pues que desde que las tercerías deben 
sustanciarse con las personas que litigan en el juicio principal, 
son parte esencial en ellas, fuera del tercerista, el demandante 
y demandado, 7 puesto que en el principal Molina figura en tal 
carácter, su intervención en la tercería es fonosa 6 ineludible, 
mayormente que el mismo Obejero ha reconocido su personería 
al instaurar su acción. 

5° Habiéndose deducido por Molina reconvención contra Obe- 
jero y el Banco Hipotecario Nacional, se hace necesario conoce' 
la situación legal de ambos litigantes, para jnigar de la acción 
y poder apreciar las respectivas responsabilidades que sobre 
cada uno de ellos pesa. 

Los perjuicios se gestionan por Molina, á causa de tropiezos 
que se le ponen para la escritor ación del bien por el adquirido. 
El Banco demandado desde que vino á juicio ha hecho protestas 
de acatamiento de la sentencia que le mandó escriturar, no 
hay en autos por otra parte, hecho 6 acto alguno que demues- 
tre en él intención ni menos voluntad 'de paralitar los procedi- 
mientos. 

La suspensión del juicio principal es un trámite necesario 
que se opera ipso fació, ahí que la tercería de dominio se ha de- 
ducido (articulo 302 de la ley procesal de 14 de Setiembre de 
1863), y desde luego esa suspensión, se efectúa por el ministe- 
rio de la ley y con independencia absoluta de la voluntad de las 
partes, acreedor y deudor. 



m 



FALLOS I>R LA SUPkfcMA CORTK 



U demora en la escrituración, en el juicio principal, noau- 
toriia al juagado para pronunciarse aceroa de loa perjuicio» que 
ese acto pnede irrogar; es el juei de la causa y en ei mismo jui- 
cio, quien está llamado á resolverlo, pronunciamiento que debe- 
rá hacerse una ver terminado el expedíante, ya por la escritn- 
raeiou ordenada, ra en su defecto, como lo insinúa el tercerista, 
resolviendo ta obligación en el pago de pérdidas é intereses, re- 
soluciones éstas que necesariamente harían variar A modificar 
los perjuicios á reclamarse. 

Et juagado no encuentra, además, que el Banco haya ejecuta- 
do en este juirio hecho ó acto quu lo haga pasible de loa daños 
y perjuicios reclamados, ni menos que la obligación que se car- 
gue sea solidaria, pues, como lo determina el artículo 699 del 
Código Civil, c la obligación mancomunada es solidaria cuando 
la totalidad del objeto puede, en virtud del títnlo constitutivo 
6 de una disposición de la ley, ser demandada por cualquiera de 
los deudores »; y pura que adquiera ese carácter, ea necesario 
que en ella esté «presa la solidaridad por términos inequívocos, 
ya obligándose in solidum, 6 cada uno por el todo, 6 el uno por 
los otros, eto. (artículo 701 del mismo Código), y en el casoswó - 
judice, ninguno de esos extremos aparece visible, ni menos los 
ha justificado el demandante, rason por laque procede so abso- 
lución. 

En cuanto á Ouejero, los perjuicios que Be le reclaman en la 
contraoVmanda, consisten : en todos los alquileres que le pro- 
ducá hasta qae se le entregue el campo, á razo*, de diez y seis 
mil pesos anuales que es el pi ocio del arrendamiento de todo el 
área comprada, que según contrato tiene que abonarle don José 
Ebrana, y A todos los perjuicios que pueda resultarle del desis- 
timiento que se hiciere de dicho contrato. 

Son sobre estas causa» de perjuicios que se trabé la litis con- 
testación, y sobre las que el juzgado está llamado á pronun- 
ciarse. 
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Consta de) escrito corriente i foja 58, que Mulina rescindió 
el precitado contrato de arrendamiento, el cnal servía de funda- 
mento á su contrademanda, manifestando á la res que dicho 
contrato no debía tomarse en consideración como precedente de 
prueba. Esta manifestación deja sin efecto su reclamo de per - 
juicios, por cnanto* estando estos limitados á hechos determina- 
dos, no pueden sufrir mas tarde alteración, en virtud de los 
afectos de la litis contestación. 

La prueba por él ofrecida para comprobar que en la Pampa 
Centra] se arriendan campos a precios que vacian entre mil 
quinientos y dos mil quinientos pesos por legua, do tiene méri- 
to ni valor alguno jurídico, desde el momento que los hecho» 
que sirvieron de fundamento á su demanda han sido apartados 
6 dejados sin efecto por el misino interesado; es pues, un hecho 
extraño y ajeno al juicio el alegado que el jnzgado no puede 
tomarlo en cuenta. 

La acción puesta en uso por Obejero no puede, por otra parte, 
haoerlo pasible de tales perjuicios, desde el instante que se ha 
limitado á ejercitar na derecho que ha considerado legal, j de 
acuerdo con el artículo 1071 del Código Civil, el ejercicio de un 
derecho no puede constituir como ilícito ningún acto, y ningún 
acto voluntario tiene este carácter sin ó está expresamente pro- 
hibido por las leyes (artículo 1076 del mismo Código); tanto 
más, cuanto que la cau-a generadora del perjuicio reclamado es 
insubsistente é inadmisible, desde que Molina nunca tomó po- 
sesión del campo comprado, y por consecuencia no puede le- 
galmente anticiparse ¿ hacer lo que dice hizo, cato es, á cele- 
brar contrato de arrendamiento aobre dicho campo, siendo así 
que tal facultad ea propia del verdadero dueño, y Molina aún 
no había adquirido definitivamente tal carácter (artículos 9600 
y 2513, Código Civil). 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo: no 
haciendo lugar i la tercería de dominio interpuesta por don 
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Joaquín Obejero, ni a 1» oontrademanda deducida por don Mar. 
tin Molina, sobre daños j perjuicios, á quienes impongo rn- 
pectiramente perpetuo silencio al respecto, sin especial eonde- 
nacion en sosias, por haberse desestimado las pretensiones de 
cada litigante. Repónganse las fojas. 

Agustín Urdinarram. 



r*Ue> #€> te fcp r wn c»rf© 

BueDOi Aires, Seüembre 10 de 18Ü8. 

Vistos y considerando: Que el Banco Hipotecario Nacional 
al hacer la enajenación del bien que le tenía hipotecado don 
Joaquín Obejero, usó de la facultad que se le acordó por la con- 
tención celebrada con éste, quedando en consecuencia, ampa- 
rado el acto por la disposición del artículo mil ciento noten ta 
y siete del Código CítíI, en su» efectúa para con el mencionado 
Obejero. 

Que hecU la enajenación por el Banco, mediante un contra- 
to concluido, según lo hadeclarado la sentencia fina] recaída en 
el juicio seguido por don Martín Molina co tra el Banco, este 
no ha podido por actos soyoa ulteriores menoscabar los dere- 
chos adquiridos por el citado Molina, ai sustraerse & laa obli- 
gaciones que contrajo y qne lo pusieron en relación directa con 
el mismo. 

Que por tanto, los arreglos ó contenciones que posteriormen- 
te haya celebrado el Banco con su antiguo deudor, son res Ín- 
ter ailios en relación al mencionado Molina, á quién no pueden 
oponerse en su perjuicio (artículo mil ciento noventa y cinco 
del Código CítíI). 
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Que la personería de Molina está fuer» de cuestión, tanto 
por haberle sido reconocida en el mencionado juicio que seguía 
contra «l Banco, j estar también raeonoeído en la demanda de 
tercería que motiva el presente, según lo demuestra la senten- 
cia apelada, como en mérito de lo dispuesta en el artículo mil 
novecientos veintinueve del citado Código. 

Por estos fundamentos, los de la sentencia apelada, en loque 
se refiere á la materia recurrida, j de acuerdo, además, con la 
jurisprudencia de esta Suprema Corte en casos análogo», como 
puede verse entre otros, en los fallos de Julio primero j Julio 
veintinueve de mil ochocientos noventa y siete, dictados res- 
pectivamente en las causas de Gascón contra el Banco Hipo- 
tecario de la Provincia j Bohmer contra el mismo; se confirma 
con costas, di ha sentencia, corriente a foja ciento veintisiete, 
en la parte recorrida por don Joaquín Obejero, no haciéndose 
lugar al recurso de nulidad por no haber mérito para ello, y 
aparecer abandonado por et recurrente en su escrito de agra- 
vios. Notifiquen con el original y repuestos los sellos devuél- 
vase. 

BIFUAMIK FAI. — OCTAVIO BIÍN- 
OF. — JDA1I I. TOfttBHT. 




Criminal contra Dante Carboneáis por homicidio á bordo de la 

balandra * Ángel Eiía * 



Sumario. — 1° El no haber llevado consigo ti arma con que 
se cometió el homicidio excluye la premeditación, y el haberlo 
cometido en pelea excluye la alevosía. 

2 o El homicidio simple sin circunstancias atenuantes ni agra- 
vantes debe ser castigado con tu pena de ocho años de peniten- 
ciaria. 

Caso. — Resulta del 



rail* «el Jura Wmémrmi 

Paraná, Agosto 18 de 1897. 

Y vistos : La causa seguid t ira Dante Ctrbonetti, de 32 
añ\>s, italiano, soltero, marine o a* profesión» por homicidio 
ejecutado en la persona de Emilio Petrouelli á bordo de la ba- 
landra «Angel Elias, de^ue era patrón éste último, y reini- 
ta: Qoe J día 6 de Febrero del corriente año, siendo 1m 10y 
mediadela mañana, el oficia) empica Jo en el resguardo de Vic- 
toria, don Fausto F. Robledo y el guarda Rendou, *e apercibie- 
ron de voees de auxilio que partían de la balandra * Angel Ella», 
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(puerto Belgrano). lamed latamente se dirigieron allí y encon- 
traron al patrón de la balandra casi exámine entre el agua, de 
donde lo anearon y condujeron á la ribera, observando que tenia 
varias heridas, inferidas por Dante Carbonetti, ex-mariuo de la 
misma balandra, al que vieron esgrimía la cuchilla con que in- 
firió las heridai al extinto (acta de foja 6 con que se encábela el 
sumario). 

La víctima Emilio Petronelli, presentaba, segun el informe 
médico de foja 16, dos heridas en la región parietal, ana á la 
derecha j otra á la izquierda, producidas por instrumento cor- 
tante, y de seis centímetros de longitud por uno de profundidad 
mis ó menos; otra más de igual forma y magnitud en la región 
occipital y una coarta situada en la fosa sub-clavicular en senti- 
do horizontal, profunda y como de ocho centímetros de longi- 
tud; siendo esta última la que produjo la muerte instantánea 
de Petronelli, por haber cortado en su trayecto el tronco arte- 
rial bronquio cefálico, 

£1 testigo Pablo Martínez, á fojas 13 vuelta y i 4 declara, que 
encontrándose en una lancha inmediata i la balandra * Angel 
Ella », vió que el patrón de ¿ata salid del buque j detrás de él el 
marinero, y vió qu« éste ultimo aproximándosele precipitada- 
mente, haofa movimientos como que le pegaba, oyendo en se- 
guida gritos lastimosos del patrón ; y prestando atención, pudo 
ver que el marinero le sacaba «n cuchillo del cuerpo, que le ha- 
bla introducido al patrón, y agarrándolo siguió dándole puña- 
ladas hasta que fueron al agua. 

Bonifacio Sosa, marinero de la balandra « Angel Elfa », foja 
14 vuelta, declara, que se encontraba trabajando en la bodega 
del buque, y 4 la alarma que se produjo, salió y vió que el ma- 
rinero Carbonetti lo tenía abrazado al patrón Petronelli, y sin 
esperar más corrió á dar parte i la Capitanía, y cuando regresé 
vió que al patrón lo habían sacado muerto del agua. 

Francisco Facaro, foja 12 vuelta, dice : que encontrándose él 
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estibando en ta bodega déla c Angel Ella», vino e) marinero 
Carbonato ¿bordo y trató de arreglar cuentas oon el patrón Fe - 
tronelli, en taparte de popa: qne un momento después ojó un 
grito de i ay ! y acudió, riendo entonces que Carbonetti con el 
cochillo de la cocina de á bordo le daba de puñaladas i Potro- 
nellí, á quien tenía apretado al costado de la borda del buque, 
y aproximándose & ellos, se persuadió de que toda defensa del 
herido era (imposible) ya inútil y se apresuró á dar parte. Coan- 
do regresó tióá Petrouelli que nadaba y lo secó del agua hacia 
la ribera, muriendo en ese mismo acto, Ampliada i foja 20 la 
declaración de este testigo, declara que Fetronelli no dirigió á 
Carbonetti ninguna palabra ofensira ; que en el arreglo de cuen- 
tas, le dijo á Carbonetti qoe tenia cinco pesos y éste le contesto 
que le diera lo que quisiera, y en seguida oyó los gritos de au- 
xilio de Fetronelli. 

Bonifacio Sosa que estibaba juntamente con Facaro en la am- 
piaron de su declaración de foja ti , dice lo mismo queet ante- 
rior y tampoco oyó que Petronellí ofendiese de palabras a Car- 
bonetti, ■ 

£1 imputado Dante Carbonetti, á fojas 10 vuelta y 1 1, declara, 
que habiéndole pedido I Fetronelli, patrón de la balandra « An- 
gel l£Ua >, que le arreglase su cuenta de servicios en el boque, 
pues era marinero de él y pensaba salir, le contestó que él era 
un aloabuete del dueño del barco. Qne en ese momento él se 
encontraba en el bote y Fetronelli en el buque haciendo la co- 
cina, y acto seguido lo acometió con una cuchilla. £1, entóneos, 
tomó la mano armada de Petronelli sosteniendo con él una lu- 
cha por quitarle la cuchilla, y fué de esa lucha que saltó herido 
éste y cayó al agua por efecto del eafuersoque hisopara des- 
prendérselo, pues lo tenia fuertemente agarrado al declarante. 
A foja 25 se ratifica en esta exposición. 

El fiscal acosa á Dante Carbonetti por el crimen de homici- 
dio premeditado y alevoso, y pide se le aplique la pena de pre- 
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sidio por tiempo indeterminado, de acuerdo con loque dispone 
el articulo 95, incito I o del Coligo Penal (fojas 4» y 34). 

El defensor del procesado dice, que todos los testigos declaran 
que hubo pelea entre Carbonetti y la slctima, pero ninguno sabe 
cómo se origino ui quién fué el que provocó. 

Que en esta falta de prueba hay que estar á la confesión del 
procesado, según el cnal Petronelli fué quien lo agredió cuchilla 
en mano. 

Que esto sólo basta para desvirtuar la acusación en cuanto 
caliñca el detitode premeditado y aleroso, que no retiste estas 
caracteres. 

Que el hecho cae bajo la sanción del articulo 97, Código Pe- 
nal, y por lo tanto, debe desestimarse el pedido del fiscal de que 
■e aplique 4 Carbonetti la pena de presidio por tiempo indeter- 
minado* 

Y considerando: I o Que el cuerpo del delito se encuentra ple- 
namente comprobado con la partida de defunción de Emito Pe- 
tronelü, corriente á foja 5, y el informe del medico que inspec- 
cionó su oadárer y constató lus heridas que le causáronla muerte. 

2* Que está asimismo probado con arreglo 4 derecho que 
Dante Carbonetti fuó el autor de las heridas que presentaba ti 
cadáver de Fietronelli, tanto por la confesión del mismo proce- 
sado foja... revestida de los requisito» que exige el articulo 316 
del Código de Procedimientos, como por los testimonios de Pa- 
blo Martines, foja 43 ; Bonifacio Sosa, foja SI ; y Francisco Pa- 
oaro, foja 12. 

3° Qne esas heridas, y especialmente la situada en la región 
sub-clavicnlar qne cortó el tronco arterial bronco-cefélico, han 
sido la única causa de la muerte instantánea de Emilio Petro- 
nelü (informe médico de foja 16). 

i° Quede la misma exposición de Carbonetti, foja 6 y suelta, 
según la cnal, su víctima, el patrou del • Angel Elia >¡ le había 
prometido hada tiempo mejorar su condición en el buque, sin 
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cumplirle, y por eso había resuelto salir, te desprende que aquel 
fué el arreglo de ouentat animado de un sentimiento de Ten- 
gañía para con Petronelli, y su respuesta de que le diese lo que 
quisiese, cuando éste le dijo que su haber era de cinco pesos, 
oída por Francisco Pacaro, á la que se siguió el grito lastimar t» 
■ de Petronelli, convencen fácilmente que en eie momento no te 
interesaba el salario que debía recibir sino ta ejecución de un 
propósito precniicebido : dar muerte ú Petrouelli como lo hizo. 

Qu« lu declaración del testigo Pablo Martines, que presenció 
la escena desde un bote inmediato, en que dice haber Tiste que 
el patrou del « Angel Elfa » salía del buque y detrás de él el 
marinero, y que éste acercándose precipitadamente á aquél ha- 
cía moTimientoscomo que le pecaba, oyendo en seguida los gri- 
tos lastimosos del patrón, Tiene a completar tu prueba de la 
premeditación de parte del agresor, pues según Facaro, pudn 
oir desde la bodega claramente cuando Petronelli le dijo to que 
tenía de su salario á Carbonetti , y la respuesta que éste le diera, 
no oyó sin embargo que Petronelli pronunciase palabra algún* 
que pudiere ofender a su interlocutor. De modo que ni hubo 
provocación ni agresión que precediese al homicidio y pudiese 
Atenuar la criminalidad de Carbonetti. 

Que tampoco hubo pelea, como dice éste en su confesión porque 
todos los testigos presenciales, Pacaro, Sosa y Martines, dicen 
que Carbonetti tenía á Petronelli asido con una mano y estre- 
chado contra la borda del buque, mientras le daba de puñaladas 
cun ta otra, y si hubo alguna lucha, ella la constituía para li- 
brarse de su agresor. 

Que si bien el homicidio premeditado y alevoso debe ser cas- 
tigado con la última pena, según el artículo 95, inciso i" del 
06 ligo Penal, como en este caso no hay una sola circunstan- 
cia que atenué la criminalidaThoniicidaf con todo, la premedi- 
fcicion y aún la calidad de aleve sólo resultan probadas por fuer- 
tes presunciones, y según el artículo 55 del código citado, ta 
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pena de muerte 119 debe aplicarse cuando sólo haya prueba de 
presunciones, por vehementes qae sean, doctrina que debe re- 
gir uo sólo respecto de la prueb* del hecho principal, sino tam- 
bién respecto de tas circunstancias agravantes que determinan 
el castigo qae corresponde aplicarse. 

Que, por consiguiente, debe aplicarse ¿Carbonetti la pena de 
presidio por tiempo indeterminado, de acuerdo con lo que dis- 
pone el articulo 96, inciso \\ del Cód igo Penal citado. 

Por estas consideraciones; declaro á Dante Carbonetti autor 
del delito de homicidio voluntaria ejecutado en la persona de 
Emilio PctroneJlí, con las circunstancias agravantes de ser la 
víctima patrón del buque en que, hasta el momento del crimen, 
habla servido como marinero Carbonetti, y ¡de haberse cometi- 
do el hecho con alevosía ; y lo condeno á sufrirla pena de presi- 
diopor tiempo indeterminado y á pagar las costas de este juicio. 
Notifiques* con el original y repóngase el papel con los sellos 
cor respondientes. 

Y por lo qae respecta á los 39 pesos con setenta centavos 
moneda nacional encontrados en las ropas del extinto Emilio 
Petronelli, oficíese al subprefecto marítimo de Victoria, para 
que informe si existen rinda, hijos ú otros inmediato* herede- 
roa del fallecido, para que le sean entregados. 

IT. de T. Pintos, 



VISTA DEL SEltOH PftOCUHAUOK GENERAL 

Bueno* Aire*, Febrero 10 de 1898. 

Suprema Corle : 

La sentencia recurrida declara á Dante Carbonetti autor del 
delito de homicidio voluntario, ejecutado en la persona de Emi- 
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lia Pe troné II i, condenándole, en consecuencia, á la nena de 
presidio por tiempo indeterminado. 

Esa sentencia, ha sido recurrida por el defensor del procesado, 
f nadando el derecho á la redoooion de la pena impuesta, en la 
prescripción del articulo 97 del Código Penal, 

Para ello sostiene I* defensa, que no eiístiendo testigos pre- 
senciales de los preliminares del acto homicida, y siendo la confe- 
sión indivisible en derecho, debe aceptarse la delproeesado de 
foja 11 vuelta, según la casi larfctinu misma proroco el he- 
oho homicida atacándolo con una cuchilla. 

Pero ninguna de las constancias del proceso apoya tal pre* 
tensión, resultando de su conjunto, hechos y presunciones que 
contradicen abiertamente aquella declaración. 

Resulta qae Petronelli murió inmediatamente 4 cansa ¡de las 
heridas recibidas, qae describe el informe médico de foja 16 y 
de las declaraciones de los testigos ú fojas 43, 13 y 14; que hubo 
ensañamiento de parte del victimario. 

DesTirtnada por esos hechos, la calificación de la confesión 
que constituye la defensa del reo, es aplicable al caso la ju- 
risprudencia establecida en lus fallos de V. E., según la cual, 
cuando la muerte signe inmediatamente á las heridas, la ley 
presume la intensión de matar, i menos que resalte lo contrario 
de las circunstancias coya prueba corresponde al reo. 

En mérito de estas consideraciones, é invocando para evitar 
repeticiones los fundamentos de la sentencia recurrida de foja 
50, pido I V. E. se sirva confirmarla en sus eoneluiionss. 



Sabiniano Kier 
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únenos Aira». Setiembre 10 de 1898 

Vistos y considerando: De autos resulta'queel procesado Dan- 
te Carbonetti, italiano, de treinta y dos años, marinero, está 
convicto y confeso de haber perpetrado eji I» mañana del seis 
de Febrero de mil ochocientos noventa y siete, el delito de 
homicidio en la persona de don Emilio Petronelli de la balan- 
dra t Angel Elía *, fondeada & la sason en el puerto de Victo- 
ria, en la provincia de Entre Ríos. 

Comprobada la exístenoia del delito y la persona del culpa- 
lie, y siendo distinta la pena impuesta por la ley al homicidio, 
según fuesen las condiciones y circunstancias en que él hubiese 
sido cometido, es menester, ante todo, tratar de conocer aquellas 
condiciones y circunstancias que puedan servir para determinar 
el grado de responsabilidad criminal en quv ha incurrido el pro- 
cesado. 

La prueba reunida en los auto* no es bastante completa, ni 
conforme como para que, por sí sola sirva para reconstruir los 
hechos, desde su iniciación hasta su término. 

Los testigos que han declarado en el proceso, ó no han po- 
dido hacerlo respecto de ciertos puntos capitales por no haber- 
los podido presenciar, ó sus declaraciones respecto á un mismo 
hrcho no guardan la conformidad y armonía necesarias para 
formar nna prueba plena, en el sentido legal de esta palabra. 

Con exclusión délas propias declaraciones del procesado, sólo 
tres son los testigos que han sido interrogados en los tres su- 
marios que forman loa autos, el primero ante la Prefectura ma- 
rítima de Victoria, el segundo ante el juex de pai local del mis* 
mo distrito, y el tercero ante el jsei federal de la sección de En- 
r. hit o 
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tre Ríos, sin que ninguna de aquellos tres testigos hayan pro- 
ducido sus testimonios ante este último magistrado, que es el 
juez que ha fallado la causa. 

De esos testigos, dos son los principales, por cuanto se en* 
centraban á bordo de la balandra « Angel Elía » en el momento 
en que el crimen se cometió ; y sus declaraciones, que habrían 
bastado para formar prueba plena si fuesen conformes y libres 
de toda tacha, pierden mucho de su importancia por cuanto se 
contradicen en heclius capitales, y* por consiguiente, Tienen á 
ser simples declaraciones singulares y sin fuerza decisiva. 

X aún en ese mismo carácter de testigo único respecto de 
ciertos hechos, una de tas declaraciones, la del testigo Francis- 
co Tacuro principalmente se destruye por las contradicciones en 
que ese testigo ha incurrido en las distintas veces qne ha sido 
llamado por las autoridades á dar testimonio de lo que supiese 
ú hubiese visto. 

En esta causa, por las circunstancias peculiares qne rodean 
al caso, tienen mucha importancia los antecedentes ; es decir, 
los hechos que precedieron al momento en que todos los testi- 
gos están conformes en haber visto á Carbouetti dar varias pu- 
ñaladas a Petroiielli. 

De la manera como la justicia aprecie esos antecedentes, de- 
pende la calilicacion del delito, y, por consiguiente, la determi- 
nación de ta pena que corresponde imponerse al procesado, 

Este refiere los üech »s diciendo, qne el cinco de Febrero de 
mil ochocientos noventa y siete, víspera del suceso, él, Carbo- 
uetti, tuvo diferencias con el patrón déla balandra «Angel 
Elía», porque éste no le había cumplido las promesas que te 
tenía hechas de mejorarlo en los negocios que hacía el buque ; 
y que no habiéndolo hecho Fetronelli en los ocha meses trans- 
curridos, f resolvió arreglar sus cuentas y retirarse, como así lo 
hizo, pero sin percibir su i sueldos devengados de un mes y veinte 
dias por servicios prestados como marinero, lo que importa la 
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soma de sesenta y seis pesos oon sesenta y seis centavos », reti- 
rándose ese día en esas condiciones « en vista de ver tan exas- 
perado > i Petrohelli (foja seis vudta.) 

El procesado agrega que, con ese motivo, esperó al día 
siguiente (el día del crimen) « para exigir su pago, asimismo 
como para sacar su ropa, que la tenía á bordo > (foja seis vuel- 
ta). * A la hora indicada (ocho y media de la mañana) se presen- 
tó con el propósito de sacar su ropa y cobrar su haberes, pero 
el extinto le provocó de obras y de palabras, y como viera su ac- 
titud agresiva, procuró contenerle, lo que le fué imposible, pues 
armado de un cuchillo y encontrándose en la cubierta del buque, 
y el procesado en un bote, se precipitó á fin de pararle los gol* 
pes que le dirigía con el cuchillo (loco citado). 

Termina el procesado su relato diciendo que c no pudiendo 
dominar la ira al verse acometido por Petroaelli, le quitó el 
cuchillo y se trabó una lucha cuerpo á cuerpo en la cual recibió 
Petronelli una herida mortal que le derribó al agua • (foja 
seis vuelta). 

Esta relación de Iob hecho*, narrada por Carbonetti casi in- 
mediatamente después de producirse, la ha repetido en sus de- 
más declaraciones, sin más ampliación importante que la que 
consignó en su indagatoria ante el juex federal de Entre Rios, 
cuando afirma que, no habla nadie cuando se inicié ta contienda 
porque ios marineros estaban en la bodega estibando y el he- 
cho ocurrió de ocho y medía á nueve de la mañana • (foja vein - 
ticineo vuelta j declaraciones de foja 10 vuelta y foja seis). 

Como se vé, el procesado arranca los antecedentes del suceso 
desde la víspera del crimen. 

Las declaraciones del proceso, en cnanto se pueden referir á 
esqi antecedentes, ni los ratifican, ni ios rectifican, porque nin- 
guno de los testigos los han conocido ni los han presenciado. 
Todos ellos hacen arrancar sus testimonios del momento en que 
Carbonetti daba de puñaladas á Petronelli, pues hasta en lo refe- 
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rente á la llegada del procesado á bordo de ta balandra, la 
declaración que la menciona, que es la de Facaro, Ir hace en 
términos vagos. 

La sentencia apelada califica el delito perpetrado por Carbo- 
netti como asea hiato con premeditación y alevosín, no aplican- 
do al procesado la pena «le muerte, por cuanto en el criterio del 
juez, Ja premeditación sólo se deduce de las presunciones que el 
proceso arroja. 

En cuanto á la premeditación, basta nacer notar que, todos 
lus testigos y el procesado, están conformes en que el arma que 
bu ser v ido para el homicidio ha sido el cuchillo de la cocina de á 
bordo (véase fojas siete, veintiuna, y cuarenta y siete voelta), y 
todos los testigos están también de acuerdo en que ninguno de 
ellos vió & Carbonetti en el momento en que se apoderaba de 
esa arma. 

Ahora bien, si Carbonetti hubiese tenido propósitos hostiles 
contra PetroneHi al ir á la balandra « Angel Elia », no se eipli- 
caria el hecho de haber ido completamente desarmado : y mu* 
cbo menos puede admití»? que contase para cometer un crimen 
. premeditado con un cuchillo del servicio de a bordo, usado en 
Jos quehaceres de la cocina, precisamente á la hora en que él fué 
á bordo. 

For otm parte, como de autos consta que el instador y la 
victima no se separaron desde que aquél pisó la cubierta del 
buque; como ningún testigo dice que le viera entrar en la co- 
cina para tomar el cuchillo, como todos declaran que no saben 
cuando ni cómo Carbonetti se apoderó de esa arma porque en el 
único momento en que se apercibieron de la pelea, e) procesa- 
do tenia en su muño el cuchillo, es forzoso reconocer que el ho- 
micidio no había sido perpetrad» ni premeditado de antemano, 
que no ae concibe que se premedite un crimen sin llevar armas 
p ira realizarlo? contando sólo con las mismas que su vícti- 
ma tuviese en su poder, que »un cuando conocidas del matador, 
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podrían ó no estar en ese momento en el punto de su coloca- 
ción ordinaria. 

En cuanto á la alevosía pueoV hacerse una observación an ilo- 
gu. La alevosía consisto en la traici on, en el acocho, en la segu- 
ridad de dar la muerte sin peligro paruel matador y *io defensa 
pura la víctima, y til cal i Reacio n no cabe eu un hecho en que, 
todos lo* testigos f sin una sola excepción hablan de lucha y de 
pelea entre el matador y la víctima. 

Fuera de ésto, Carbonetti no podía saber ai Petronellí tenia 
ó no armas, ni de autos resulta que éste fuese inferior en fuer- 
za física & su matador, ni que estuviese desarmado, ni qoe hu- 
biese carecido de medios al alcance de su mano, para defenderse. 

Por otra parte, Carbonetti llegó á bordo en pleno día, cuando 
sabía que en la balandra había gente trabajando y cuando en 
las inmediaciones del buque < Angel Elía», habían otras embar- 
caciones, desde las que testigos que figuran en los autos podían 
ver lo que pasaba. 

En tales conJíe iones, no puede pretenderse que existe la ale- 
vosía qoe el derecho exige para agravar la pena. 

El ensañamiento, que indudablemente ha existido, no es la 
alevosía, y esa crueldad innecesaria del matador, puede acaso 
servir para comprobar el estado de ira por él invocado, estado 
fisiológico que limita el ejercicio de La voluntad, y que servirla 
más para atenuar la culpa que para magnificarla. 

Esta Suprema Corte, en un caso en que el criminal mato á 
dos personas, disparándoles tiros de revólver a la distancia, sin 
siquiera haber hablad» con ellos, y siendo una de las víctimas un 
desconocido para el matador, reformando la sentencia del juez 
Metal de Entre Bios, que había impuesto la pena de presidio 
por tiempo indeterminado, por calificar el homicidio como ale- 
ve, precisó en términos claros la interpretación que debe darse 
al articulo ochenta y cuatro del Código Penal. 

i No puede admitirse que ei procesado obrú con alevosía, de- 
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cía la Corte, pues, según el artículo ochenta y cuatro, inciso dos, 
del Código Penal, ésta sólo comiste en obrar d traición y sin pe- 
Ubropara elayresor, lo que no ha sucedido en et presente caso, 
en que el procesado no ha procedido con engaño 6 dolu, ó sorpren- 
diendo á Bu; 'iV timas por la espalda *. 

« Si hubiera existido alevosía, continúa diciendo el fallo, el 
procesado faoi »•#*' buscado herir á sus víctimas acechándolas y 
procurando elegir él mismo el momento en que pudiera hnierlo 
con mayor seguridad y más impunidad, loque tampoco ha su- 
cedido en el caso sub-jwlice, en que el hecho se ha producido 
de improviso para el procesado, en paraje público y delante de 
testigos » (Fallos de la Suprema Corte, tomo cuarenta y tres, 
página veintidós). 

Todas las consideraciones de ese fallo son de estricta aplica- 
ción al que está pendiente de esta resolución. 

En ios actos de Carboaetti no ha habido traición, ni engaño, 
ni dolo, ni ha sorprendido á su víctima por la espalda, pues aun 
cuando entre las heridas aparecen dos en la rtgion egcapular 
(informes médicos de foja diez y siete y foja veintinueve) ni 
fueron esas las que oia&ionaron la muerte, sinó la del pecho, 
que tronchó unaarterin, ni hay siquiera indicio de que ellas fue- 
ran las primeras lesiones inferidas por el procesadoá su víctima. 

Lo mismo sucede respecto del paraje y la h-jra en que tuvo 
lugar el suceso, que, como se ha visto, fué en el put to de Vic- 
toria s.»bre la cubierta de la balandra c Angel Ella », presen- 
ciándolo testigos que estaban dentro y fuera del buque, tales 
como Pablo Mirfclneiy el oficial de la prefectura Robledo, y el 
guarda Benddn (fojas seis y siete vuelta). 

Es inadmisible la declaración del procesado que pretende ha- 
ber sido atacada, hallándose él en el bote y Petronelli en la 
balandra, por cnanto los testigos declaran que los hechos sepro- 
dujeron sobre la cubierta de ésta, desde donde la víctima he- 
rida cayó al agua, 

■ 
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Pero tío sucede lo mismo respecto á los hechos que se han 
producido ante» del momento en que los testigos oyeron loa gri- 
tos, que son el punto de partida de sus testimonios según ellos 
mismos lo repiten con insistencia. 

Preguntado el testigo Francisco Faearo, ¿qué causas me- 
diaron en la perpetración del crimen? contestó : < que estaba 
completamente ajeno por cuanto él y el mencionado Sosa (otro 
testigo) se ocupabau en su trabajo, y no sospecha que hubiese 
contrariedad alguna entre Petronelli y Carbonetti » (foja Beis 
vuelta). 

Bonifacio Sosa, el compañero de Facaro, y que setjun éste 
dice * le ayudaba á atibar y era la sola ntra persona qne se 
encontraba á bordo en el momento del crimen, lejos de desmen- 
tir al procesado con respecto al principio del incidente, ha de- 
clarado categórica mente que en cuanto á él u« lo eonoce, dando 
poderosa razón para ignorarlo, puesto que se funda en la im- 
posibilidad material para conocerlo. 

Ese testigo reinterrogado de "ficio por orden del juei de sec- 
ción, sobre ¿si oyó que Petronelli insultara al marinero Carbo- 
netti? ha contestado « que no ha oid o que Petronelli hoy a profe- 
rid o insulto alguno al marinero Carbonetti, ñique haya mediado 
disputa eiitre ellos, pues cuando corrió áver lo que habfa desde 
la bodega del buque, lo hilo atrnidu por los gritos de auxilio de 
Petronelli » (foja veintiuno vuelta). 

EsU decoración es una de aquella* que más luz pueden arro- 
jar en el proceso, pues viene tí revelar la imposibilidad en que 
loa .testigos se encuentran de producir testimonio sobre los he- 
chos qne pasaron antes de que las roces de auxilio les distra- 
jeran de su trabajo. 

Si como parece indudable, los testigos trabajaban juntos y 
en el mismo punto, lo que no pudo ver ni oír Sosa, por razón de 
la distancia y del lugar del buque en que ambos trabajaban, 
tampoco pudo verlo Facaro, y asi se explica qne éste, interro- 



196 r ai los oe u sumiau cor» 

gado inmediatamente después del suceso, dijese que «estaba 
completamente ajeno iie las causas que mediaron en la perpe- 
tración del crimen, porque él y Sosa de ocupaban de su trabajo > 
(foja seis vuelta). 

Ka verdad que, posteriormente, cuando amplía su declaración, 
dice que Petronellí no profirió smó palabras do auxilio sin que 
insultara éCarbonetti, pero esta contradicción solo sirve para 
desvirtuar si iió invalidar su declaración. 

Por otra parte, dada la actitud que respectivamente se atri- 
buyen los do* testigos Facaro y Sosa en el momento del suceso 
es absolutamente imposible que puedan rectificar sus primeras 
declaraciones. 

Ambos están conformes en que fueron las voces de auxilia 
dadas por Petronellí las que les arrancaron de su trnb.ijo y les 
llevaron al lugar del suceso. 

De lo que antes babla pasado sólo saben que Garbonetti había 
llegado á bordo con el objeto de oobrar sus haberes devengados. 

¿Qué hicieron los testigos al mentir las voces dadas por Pe- 
tronellí ? 

Facaro dice que t sintiendo gritos de ¿y! acudió, y entóneos 
vio que Garbonetti con el cuchillo de la cocina de á bord'», le 
daba puñaladas á Petronellí que lo tenía apretado al costado 
de la borda del barco, y que entonces... corrió d dar aviso y 
parte á la capitanía * (foja doce vuelta). 

Sosa dice < que estando el declarante trabajando en la bode- 
ga, saltón !a alarma y viÓ que el marinero Garbonetti lo tenía 
abruzado al patrón Petronellí» . 

Di> ambas declaraciones resulla qne ninguno de los testigos 
puede declarar si es ó no cierto que el patrón Petronellí inju- 
riara *l marinen* Garbonetti ; y cuando quieren declarar sobre 
este pnnto ( w t: litan á decir que no oyeron los insultos, cosa 
perfectamente veros i mil desde que no han presenciado los hechos 
desde su principio. 
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Ambas rostís pueden ser eiertas, desde que las declaraciones 
se refi'-ren á distintos momentos. Carbonetti dice que los in- 
sultos precedieron A las heridas, y los testigos sólo han presen- 
ciado los hechos desde el instante en que Petronelli herido daba 
voces de auxilio. 

Los insultos pililo proferirlos Petronelli antes de que los tes- 
tigos se dieran cuenta de lo que pasaba, así romo es verosímil 
y probable de que Petronclli no insultase á Carbonetti después 
de estar herid», viniendo usí los ríos testimonios á armonizarse 
por referirse A d ¡atiuUs circunstancias y distintos instantes. 

Por otra parte, es innegable que «iitreel matador y su víctima 
tm habido de^inteligenoia '¿ue precedió á las heridas inferidas 
por Carbonetti á Petronelli. 

£1 procesado dice que* no pudiendo dominar su ira si verse 
acometido por Petronelli le quitó «I cuchillo y se trabó mía lu- 
cha cuerpo ti cuerpo, etc. * (foja seis vuelta). 

El testigo Pedro Martínez, a foja siete vuelta dice : «Que en- 
contrándole al ludo de ta balandra... noté en ese memento que 
Emitió Petronelli y Dante Carbonetti sostenían una lucha á 
brazo partido, pero sin observar que uno de ellos se encontraba 
armado de un cuchillo * (foja siete vuelta). 

El testigo Facarodice que cuantío vió que peleaban, el re- 
ferido Carbonetti ya teñí» la cuchilla en la mano (foja diez y 
nueve vuelta), agregando que « el declarante atendiendo lo que 
bacía á bordo, di6 vuelta á los gritos de Petronelli, y se encon- 
tró con la lucha de éste en la forma qne ya lo ha narrado » (foja 
veinte). 

El testigo Sosa dice « que cuando el declarante vió la pelea , 
ya Carbonetti tenía la cuchilla en la mano » (foja veinte y una), 
repitiendo en la misma declaración la misma frase, como para 
que no qnede duda de que hubo lucha, diciendo que € cuando 
el declarante vió la pelea, Carbonetti tenía apretado contra la 
borda á Petronelli > (foja veintiuna vuelta). 
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Fuer» de otras declaraciones nada hay en los autos que de- 
termine e! carácter del encuentro entre el matador y su víctima, 
y ai todos Ids testigos, sin excepción alguna, hablan de lucha 
y de pelen, si bien no está probado que esa pelea basta par t ad- 
mitir la circunstancia atenuante de la muerte dada en riña, sirve 
al menos para alejar lo agravante de la alevosía, puesto que 
ésta no puede existir desde el momento en que el matador y Ja 
victima se tomaron cuerpo á cuerpo 6 ¿ brazo partido, según 
los términos empleados por los testigos. 

Las consideraciones expuestas sin tomar en cuenta las con- 
tradicciones é inexactitudes en que han incurrido los testigos 
de cargo, llevan forzosamente á la conclusión de que p! ho- 
micidio que sirve de base á este proceso ha sido un homicidio 
simple, sin circunstancias atenuante* ni agravantes. 

En tales condiciones es de estricta aplicación el inciso dos del 
articulo veintiséis del Código Penal equitativamente aplicado 
en termino medio de la pena que eu él se determina, 

Forestes fundamentos : Se confirma la sentencia apelada en 
cuanto conJena ¿ Dante Carbonet ti por homicidio, reformándose 
en cuanto á la calificación de) delito y á la intensidad de ta pena, 
que se declara ser la de ocho años de penitenciaría ,que corresponde 
al homicidio simple. Notifíquese coi; el original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. VARELA. - 
OCTAVIO BUKCE. — ABEL B AI A El (eO 

disidencia). — iban e. toreen T 

(en deaídencia). 
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Vistos: Está plenamente comprobado el delito cometido en 
la persona de E. IVtron-lli por Dante Carbonet ti, en el puerto 
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Victoria «1 día diex y seis de Febrero de mil ochocientos no- 
venta y siete, como lo está igualmente que Petronelli era á la 
saion patrón de la balandra « Angel Elía i, y marinero de ella 
su agresor CarbonettL 

El procesado, confesándose autor de la muerte de Petronelli, 
explica el herbó y las causas que lo motivaron en loa términos 
de sus declaraciones; según las cuales fué él insultndo y ata- 
cado á mano armada por el patrón de la balandra, cuando se 
encontraba al lado de ella en el bote, viéndose forzado á defen- 
derse y consiguiendo arrebatarle la cuchilla, con la qu. se hirió 
á >í mismo Petronelli cuando luchaban pura arrancársela» 

Como origen del resé mi miento de ambos, señala el reo el des- 
acuerdo surgido en el arreglo de sus mentas, después de dife- 
rencias suscitadas por promesas que Petronelli le había hecho 
de mejorarle en los negocios que hacía el hoque (declaracio- 
nes de fojas seis y diez y nueve, ratificadas A foja veinticinco), 

Los informes facultativos de fojas diez y seis y veintinueve, 
consignan el número y carácter de las heridas encontradas en 
el cadáver; las que fueron seis, producidas por instrumento 
cúrtante habiendo cansado la muerte instantánea la puñalada 
* subclavicular izquierda que penetró éntrela primer» y segun- 
da costil 1 a de arriba abajo, cortando el tronco arterial braquio- 
cefálico». Establece también el informe médico legal citado, 
que á no existir dicha herida, hubiesen causado la muerte en 
tres ó cuatro días más, las dos penetrantes de la espalda que 
afectaban los pulmones. 

El reo no ha probado, ni intentado probar, las excusas ó ex- 
cepciones que alegó desde el primer momento y que sostiene en 
el juicio; á tal extremo, que la defensa, fundada solamente en 
el principio de la divisibilidad de la confesión, no puede ser to- 
mada en cuenta, pues no es posible admitir que pueda ser divi- 
dida ni aceptada íntegramente nna confesión que resulta com- 
pletamente falsa, por liisi constancias del proceso. 
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Los testigos presenciales del hecho, concuerdan en sos decla- 
raciones sobre los extremos principales de sus respectivos aser- 
tos, pues todos ellos afirman que el homicidio fué perpetrado 
sobre la cubierta de la balsndra : que Carbonetti toro oprimido 
á la víctima contra la borda del boque, en cuya situación le la- 
tinó varias heridas y que la cuchilla homicida estuvo siempre 
eu sus manos esgrimiéndola libremente, sin decir que la hubie- 
ran visto en ningún momento en las de PetronellL Esos 
testigos están coatestes en afirmar también que Petroue- 

111 no dirigió insultos á Carbonetti, ni dié otros gritos que de 
auxilio al sentirse herido ; siendo de notar que los tres testigos 
declarantes se hallaban muy próximos, pues Francisco Facaro 
y Bonifacio Sosa estaban en el misarn buque y Pablo Mar ti su z 
al lado del mismo en un bote, de donde presenció el hecho des- 
de Btt principio ; todo lo cual destruye completamente la confe- 
sión del procesado, quedebu ser rechazada por falsa, desde que 
es imposible admitirla, de conformidad con la doctrina de esta 
Suprema Corte (fallo, tomo nueve, página doscientas noventa). 

Aunque no harén los autos un dibujo que represente el lugar 
del hecho, no se puede prescindir, para ta mejor estimación de 
él y correcta inteligencia de las mismas declaraciones testifica- 
les, de recordar que una balandra es un buque generalmente 
pequeño, de nn sólo palo, en cuya base suele colocarse la estre- 
cha cocina portátil, que tiene por lo común, algunos de susúti- 
les pendientes de clavos en las paredes exteriores del cajón que 
la resguarda, de modo que es fácil apoderarse de cualquiera de 
ellos hallándose cerca sin ser notado, por loque pndo Carbonetti 
hacerse del cuchillo sin dificultad alguna, con especialidad 
cuando la víctima no podía verosímilmente advertir ese mo- 
viinento. 

P.iblo Martínez, ratificando y ampliando, por dit posición del 
juzgado federal, su primera declaración dice á foja cuarenta y 
ocho : « que rió cuando el matador asió por la espalda á Petro- 
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nelli y veía que aquel entraba y sacaba el cuchillo del citerpo 
de Petronelti, oyéndole á éste las palabras siguientes : A y 
mama !■ 

Esta declaración es continuada por un hecho que el informe 
pericial establece : la existencia de dos heridas mortales por la 
espalda que afectaban los pulmones y hubiera bastado á causar 
la muerte. 

Estos dos antecedentes concordantes, constituyen prueba 
bastante de la alevosía, á más de otros que el proceso ofrece ; 
Martínez rió que el matador asía de atrás y hería por la espalda 
á la víctima, 5 el exámen facultativo encuentra y señala dos 
heridas mortales situadas en esa parte del cuerpo. Esto disipa 
también toda duda sobre la posibilidad de una lucha previa 
entre la victima y el matador, disputándose la posesión del ar- 
ma, pues en tal caso Pe troné! I i no hubiera presentado inerme su 
espalda á los golpes del agresor. 

Se explica igualmente, por el mismo hecho, que Petronellí 
se volviese hacia aquél al recibir los dos golpes por la espalda y 
que herido ya mortal raen te y quebrantado, opusiera débil re- 
sistencia, siéndole fácil á Carbonetti oprimirle contra la borda 
y ultimarlo, como se lo vieron ejecutar los tres testigos presen- 
ciales que no han sido tachados. Si bien dichos testigos llaman 
lucha y pelea a los movimientos del beridor y de la victima, 
ellos explican detalladamente en lo que consiste esa lucha, ex- 
Huyendo toda idea de una defensa eOcat, ó siquiera en condi- 
ciones iguales, armado el uno, desarmado y herido el otro por 
detrás. Además, si esa lucha preliminar, disputándose la pose- 
sión del ;.rma hubiera tenido lugar, es evidente que hubiese 
ido acompañada de gritos y denuestos clamorosos , llamando la 
atención de los circunstantes qne la hubieran notado desde el 
primer momento, encontrándose tan inmediatos á tos actores 
que la produjeron ; pero muy léjos de esto, todos ellos afirman, 
como queda dicho, que PetronetU no dirigió insulto ninguno á 
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su matador, ti i oyeron otras roces que las de auxilio dadas por 
la víctima. 

La alevosía queda pie ñámenla demostrada en las considera- 
ciones precedentes y por la circunstancia de haber atacado Car- 
bonetti & su víctima sin peligro para él, desde que se encontra- 
ba armado de un puñal , no teniendo Pefcronelli arma ningona 
(artículo ochenta y cuatro, inciso segundo) y no pudiendo éste, 
por otra parte, esperar la sangrienta agresión desde que no ha- 
bía mediado enojo ni reyerta entre ellos, al menos en ese instante 
como lo afirman uniformemente los testigos, sin otra contra- 
dicción de sus asertos en todo el proceso, que la declaración 
falsa y desautorizada del reo. 

El ensañamiento revelado en el número y gravedad de todas 
las herid -la, es una circunstancia que el código permite tener 
en cuenta, conforme al concepto del artículo tercero del citado 
artículo; á loque debe agregarse la le ser la víctima, como pa- 
trón del buque, superior del marinero Carbonetti, quien reco- 
noce y confiesa en su declaración a foja diez vuelta ese carácter 
y que su domicilio era á bordo de la balandra « Angel Elía », 
no habiendo dejado todavía su empleo, ni arreglado su cuenta 
de ron-chavo, cuando ejecutó el crimen (artículo ochenta y cua- 
tro, inciso primero). 

El procesado faltando notoriamente á la verdad en cuanto ha 
expuesto en descargo suyo en sus declaraciones, no ha inten- 
tado siquiera comprobar el crédito de más de sesenta pesos que 
dice tenia contra el buque por salarios devengados, para coho- 
nestar la causa alegada de su desacuerdo con el patrón, cosa 
que le convenía justifi rar y no le hubiera sido difícil probarla , 
si hubiera sido cierta. Es también evidente, que el reo no ha 
tenido otras elCUBCS que ofrecer, en atención del crimen, qne 
las contenidas en sus declaraciones; y desechadas éstas» como 
corresponde, por su notoria falsedad, no queda en el proceso ni 
¿¡quiera un indicio de atenuación, qne disminuya sn responsa- 
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1) i lid a ti y permita reducir la pena impuesta en la sentencia re- 
currida sólo por el reo, no procediendo por to misino su agrava- 
ción. 

Es conforme á nuestro derecho, y asi se ha declarado por 
nuestros tribunales, que cuando el código penal hablado las cir- 
cunstancias particulares de una causa, ha querido seguramente 
referirse a hechos que consten en ella y demuestren la ausencia 
ó el carácter de la intención criminal, pero no a las simples 
aseveraciones del reo con que trata de eludir su responsabili- 
dad, inventando una circunstancia á pretesto cualquiera para 
dar apariencias de verdad á su dicho. La sola posibilidad de un 
hecho ó circunstancia, no equivale ni es lo mismo que su exis- 
tencia, ni la ley ha podido contentarse con aquella, porque re- 
sultaría completamente ilusoria, la prebunoitaytim, desde quu 
nunca dejarla de alejarse la posibilidad de un hecho cualquiera 
liara destruirla. 

Por estos fundamentos: los concordantes de la sentencia 
apelada y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador ge- 
neral, se confirma ésta, con costas. Devuélvanse, pudiendo no- 
tificarse original. 

ABEL BAlAfl. — 10AN K. TOtKBNT. 



CAUMA «CXIII 

§ 

Itecurso de habeos eorpus interpuesto por Juan l*eraszo 

Sumario. — La Suprema Corte no ejerce jurisdicción origi- 
naria en los recursos de haheas corpm. 
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Coso. — Ju¿u Pvniiio se presentó ante la Suprema Corte, 
exponiendo: Que el día 3 de Mayo de 1897, ha sido detenido 
por mu agente rte la comisaría de instigaciones y conducido al 
departamento de policía, donde le hicieron saber que quedaba 
ar reatado por órden del juez federal de L¡i Plata. 

Que fué trasladado después ñ la cárcel, donde se encuentra 
desilr haré más de 16 meses, sin que se le haya tomado decla- 
ración alguna, sin saber por qué delito, sin conocer cuál es el 
juez que ha de juzgarle, sin que fiscal alguno liayu formulado 
acusación. 

Qu« ron esto se han violado los principio* fundamentales de 
justicia, por lo que interpone el recurso de ftahetts corpus que 
la cnnstituoio» prescribe m lales casos. 



rallo de I» RuprrMia C*M« 

lioeoo* Aires. Setiemlnv 13 de 1898. 

No tratándose de un « aso en que esta Suprema Corte ejerza 
jurisdicción originaria de acuerdo con lo dispuesto en los ar- 
tirulos 21 y 118 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
no ha lugar al recurso interpuesto y ocurra al juez de la causa. 

BfiMJAMIfl PAZ, — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAR. — OCTAVIO 
BtKGE. 
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Criminal, de contrabando ; sobre apelación denegada 

Sumario. — No es apelable ía providencia que s<? ajusta á lo 
resuelto por la cosa juigada. 



Caso. — Resulta del 

IftFORNE DEL FEDERAL 

La Plata, Octubre 96 de 1896. 

Suprema Corte: 

fin el recurso de hecho deducido ante ese tribunal por el pro- 
curador fiscal de etste j Migado en loa autos sobre contrabando, 
tengo el honor de informar X V, E. lo que de autos resulta : 

I 4 Gou fecha 33 de Julio del 94, fué fallada esta causa en la 
cual un su parte dispositiva y párrafo quinto, dice asi: 

c Que no ie ha j unificado de una manera cwicluyente & quie- 
nes de los denunciantes ó aprehendes, corresponda el comiso 
en la parte que la ley les aouerda, sosteniendo cada uno de ellos 
distintas pretensiones; j i fin de que una sentencia justa en 
juicio contradictorio acuerde á cada uno lo suyo, saqúese testi- 
monio de las pinas pertinentes y fórmese incidente por sepa- 
rado en qne puedan alegar, discutir j justificar sus derechos, y 
finalmente, qne de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 

t. HIT 10 
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43 1, inciso 3», del Código de Procedimientos Criminales, se so- 
bresee definitivamente con respecto a Adolfo TreMes, Miguel 
Garbiso, Casto Nieto, José Abasólo, Pedro Cfaiego, Pedro Na- 
talucci y Tomás Sánchez ». 

t> Con Techa 28 de Julia del mismo año, el referido señor 
fiscal, se presentó deduciendo ante este juagado el recurso >ie 
apelación para ante V. E., expresando que discrepaba con «1 
infrascripto en la parte dispositiva de la sentencia en los pon- 
tos 2*, 4°, 5° y 6\ solamente en el sobreseimiento respecto de 
José Abásalo j Pedro Chieno i quienes consideraba cómplices 
en el contrabando, cuyo recurso le fué concedido, elevándose 
estos autos en consecuencia ñute esa Suprema Corte, préria 
yhu del señor procurador fiscal de ese alto tribunal, V, E, 
dictó con fecha 17 de Octubre del 05 la resolución siguiente : 

c Vistos: De conformidad con Lo expuesto y pedido por el se- 
ñor procurador general se confirma la sentencia apelada de foja 
doscientos doce, en cuanto ordena el sobreseimiento respecto 
de José Abásalo y Pedro Chieno. 

«Devuélvanse, 

< LUI» V. VA HELA. — ABEL RAÍAN. 

— octavio aun ge. — man E. 

TOKRENT- » 

3 a Devuelto el expediente á este juzgado, el señar liscal so- 
licita que oou arreglo al artículo 1072 de las Ordenanzas de 
aduana se devuelvan estos á la de la Capital dios efectos que 
hubiere lugar, á lo que el juigado proveyó: 

« La Piala, Díc iembre 2 de 1896. 

* Sin perjuicio de proveer en oportunidad lo que correiponda 
á lo solicitado en la precedente vista, vuelva al procura lor Bi- 
cal [«ara que con arreglo á la parte dispositiva de foja SIS, so- 
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licite lo que hubiese lugar á los efectos de la ejecución de la 
misma. 

« Aurrecaechea*. 

El señor iiscal solicitó como consecuencia de este decreto la 
extracción de la* piezas que creyó pertinentes, y que se remi- 
tiese este expediente á la Dirección general de rentas para que 
ordenase la liquidación y pago de Lo* derechos fiscales, distri- 
bución y adjudicación délo que correspondiera á denti ociantes 
y aprehensores, de acuerdo todo con el artículo número 1072 de 
Lis Ordenanzas de aduanas. 

Estejuigado ordené se sacaran los testimonios indicados y 
se remitiese este expediente á ta Dirección general de rentas 
v al solo efecto de que se liquidaran los derechos fiscales, no 
haciendo lugar i lo demás, de conformidad á Eo mandado en el 
quinto punto de la parte dispositiva de la sentencia de foja 212 
y que queda trascripta anteriormente. 

4 6 No estando de acuerdo el señor focal con esta resolución, 
pues entiende que la aduana no sólo debe practicar la liquida- 
ción de lo que se adeuda al Asco, sino también hacer las adju- 
dicaciones de lo que corresponda ¿denunciantes y aprehens^- 
res, interpuso recurro de apelación para ante esa Suprema Cor- 
te, á lo que el juzgado proveyó lo siguiere : 

* La Plata, Setiembre 22 de 1896, 

t Autos y fistos : y considerando: Que la providencia recu- 
rrida por el ministerio público, sólo dispone una medida de Ar- 
den interno, cual es la forma en que deba ser aglosado el inci- 
dente, á que se refiere el párrafo quinto de la parte dispositiva 
de Ja sentencia en esta causa. 

« Que después de ser aquella, una medida de órden interno, 
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privativa del tribonal, alterar el «atado de cosas, producido 
por esa sentencia confirmada por la Suprema Corte, importaría 
novar la cosa juzgada, lo que es sencillamente inadmisible. 

< Que respecto a la aplicación del artículo 1071 de las Orde- 
namos de aduana, ei indudable que no ha llegado la oportuni- 
dad todavía, sobre el punto que motiva la oposición fiscal desde 
qut? 61 ha sido eipresametite reservado para ser resuelto enjui- 
cio contradictorio, y pur e*ta razón, de un estar resuelto ese in- 
cidente, no procede la justicia fiscal, como lo manda ese mismo 
artículo. Por esto no se hace lugar á la apelación interpuesta, 
y ( oveyéndose a lo |-edida en et escrita de foja 308 del señor 
procurador, intímese al rematador, haga el depósito pedido den- 
tro de tercero dia y bajo aperciniinii-nto de embargo. Repón- 
ganse los aúllos. 

« M.S. de Aurrecoechea ». 

Dios guarde ú V. E. muchos años. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



r«ll« ** I* saprfMit Corte 

Buenos Aires, Sotioinhrtí 13 de 1H9& 

Autos j vistos: En mérito del precedente informe y dada 
la conformidad del procurador liscat, con la resolución a que 
se alude en dicho informe y de cuyo cumplimiento se trata, 
en lo que se reüere á la adjudicación del comiso ú denunciantes 
6 aprebensores, pues que, en esa parte la sentencia del inferior 
no fué recurrida por el citado funcionario, se declara bien dene- 
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gado el recurro interpuesto per é&te. Remítanse estas actua- 
ciones ai juez de la cansa para la agregación á sos antece- 
dentes. 

HENJAYIN PAZ. — LUIS V. Va HE LA. 
— ABEL BAlAN. — OCTAVIO BUfl- 
GE, — JUAN E. TOHRETT. 



(11711 mmWkW 

Don f rancisco Sumirían, contra Santos Manfredi y compañía 
pur cobro de pesas ; sobre prueba de testigos 

■ 

Sumario, — Aunque en el auto de prueba se baya hecho ex- 
clusión de la de testigos, puede y debe admitirle la testimonial 
que se solicita dentro del término, dejando su apreciación para 
la sentencia dettnitin. 



Caso, — Estando recibida la causa á prueba, la parte de Sa- 
ín i ñan solicitó se señalara dia para que presten declaración los 
testigos que indicó. til juea proveyó de conformidad. La parte 
contraría dedujo los recursos de reposición y apelación en sub- 
sidio, fundada en que por «0 auto de prueba se babfa excluido la 
testimonial. 

Atate d*l Jwfi Federal 

Rosario, Noviembre 4 de 1896. 

Vistos y considerando: i i'ue la presente contienda versa 
sobre cobro de pesos al demandiido, proveniente la deuda del 
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cumplimiento de un mandato que se le había cumplid o a) actor 
pura administrar una tegua de campo. 

2 o Que la demandase hace ascender á un valor superior á 200 
pesos monada nacional, y además se alega por el actor que en el 
mandato tenía la facultad de vender iraccinnes Jel campo ad- 
ministrado. 

3 o Que la prueba de \m contratos que tengan por objeto una 
cantidad de más de 200 pes<»s, deben ser hechos por escrito, y 
no pueden ser probados por testigos (véase artículo 1009 del Có- 
digo Civil). El codificador en la nota á Eos artículos 1873 y 1874, 
diré que la prueba del mandato entre partes está sujeta á la 
prueba de las obligaciones, admitiendo ó excluyendo la prueba 
de testigos, según la importancia y la naturaleza del mandato, 

4 o Que el auto abriendo la causa á prueba se ha dictado de 
acuerdo con estas regias, expresándose con toda claridad, que 
en La prueba queda ex- luida la de testigo*, estando, por o f ra 
parte consentido dicho auto y pasado en autoridad de cosa juz- 
gada. 

Por estas consideraciones, déjase sin efecto las providencias 
de fojas 26 y 31 y admítase loa testigo* ofrecidos. Con costas , 
repóngase. 

Daniel Goytia. 



Falto 4# I» Suprema Vmwtm 

Buenos Aires, Setiembre 13 de 18&. 

Vistos y considerando: Que no obstante la restricción con- 
tenida en el auto de foja veintitrés vuelta, el juei de la causa 
ha pudido admitir la prueba testimonial ofrecida por el actor 
dentro del término legal, porque dicha restricciun no puede 
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afectar á lai fatoltades que la ley le concede á los fines de la 
producción de la prueba eu la estación correspondiente. 

Que en el estado del juicio, no es oportuno apreciar el mérito 
de la prueba de testigos en ñata de loa hechos respectivamente 
alegados por la» partes, debiendo dejarse para la sentencia de- 
lictiva esa apreciación. 

Que hiendo útil & los fines del procedimiento la amplitud de 
los medios de prueba, cuya limitación puede traer perjuicios 
para la definitiva, por esto se revoca el auto apelado de foja 
cuarenta, quedando en consecuencia subsistentes las providen- 
cias que por esos autoa se dejan sin efecto. Repónganse los 
sellos y devuélvante, 

BBUAJJ1N PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— A UL BAZAS. — OCTAVIO Büfl- 
GI. — JUAN I. TORREHT. 



Don Eduardo Aprile contra la empresa del Ferrocarril del 
Oeste; sobre daños tj perjuicios 

Sumario. — Debe absolverse al demandado de la acción de 
daños y perjuicios, si el actor no ha probado los hechos que 
poifan poner en cuestión la responsabilidad de aquél por el daño 
causado. 

Cato. — Resulta del 
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Valle del Jikk Fcitnl 



Buenos Aires, Octubre 13 de 189R, 

Vistos: Estos autos seguidos por don Eduardo Aprile contra 
el Ferrocarril del Oeste, por indemnización de daños y perjui- 
cios, resulta : I* Que i foja 3 se presenta don Alberto Vamina 
en representación de Aprile exponiendo : Que el día 23 de Se- 
tiembre del año próximo pasad u el niño José Aprile de 12 años 
de edad, hijo de su representado penetró ni recinto de ta esta- 
ción de La I'lat i p ir la oficina de encomiendas sin encontrar 
dilicultad alguna por parte de los empleados, y una reí allí su- 
bió, acompañado de otro menor, á un tren que maniobraba, en 
el que se pusieron á jugar, pasándose de un coche á otro, sin 
que tampoco ningún empleado tomara medidas para hacer cesar 
el juego. 

Que una de tantas veces que pasaba de un coebe á otro se 
le escapó de las mano*- un lihro, el que al querer bajar á reco- 
gerlo, perdió pié y cayó en la vía, siéndole despedazado el bra*u 
derecho por uno de los coches, el que fué necesario amputárselo 
en seguida. 

Que de este accidente es responsable la empresa del Ferroca- 
rril del Oeste, pues él sucedió á causa de nu haber la vigilancia 
necesaria para la seguridad de tas personas que las leyes y re- 
¿lamentos sobre ferrocarriles tunto nacionales como provincia- 
les exigen de las empresas, per falta de empleados que hagan 
posible el cumplimiento de las disposiciones referentes así á la 
seguridad personal como las relativas á la prohibición de pene- 
trar aí recinto de !a estación y estacionarse en la vía á toda 
persona estraña al servicio, especialmente en las estaciones do 
tan grande movimiento como es la de La Plata. 
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Que fundado en estos hechor y consideraciones demanda al 
Ferrocarril del Ousto por el pago de la suma de 30.000 pesos 
moneda nacional en que estima los perjuicios sufridos por el 
mi> ñor en atención a la posición social de ta familia á que perte- 
nece. 

2 o Que corrido traslado, don Nicandro Dorr. en representa- 
ción de la empresa demandada, contesta que efectivamente es 
cierto que el niño Aprile fué víctima del accidente que motiva 
este juicio, pero del que de ninguna manera es responsable 
la empresa que representa , pues que además du tener ella el per- 
sonal bastante y uecesarin para el mejor servicio público, el he- 
cho mismo de haber penetrado el menor ú la estación por la ofi- 
cina de encomiendas demuestra que lo hizo clandestinamente 
para contravenir Indisposición del artículo 47 de Ja ley provin- 
cial de ferrocarriles aplicable al c¿*Qsub-jHdice, por haber ocu- 
rrido el accidente en jurisdicción de la provincia, que prohibe 
estacionarse en 1 1 vía, sin exceptuar á los que están er. el re- 
cinto, por lo que es de aplicación el articulo 48 de la misma ley 
que establece que « los que sufran perjuicios ocasionados por 
los ferrocarriles á consecuencia de las infracciones del articulo 
anterior rio tendrán derecho á obtener indemnización de la em- 
presa, ámenos que justifiquen que á pesar de su negligencia el 
hecho de que se quejan pueda ser evitado; agregando que igual- 
mente favorable son para su representado las disposiciones y 
decreto reglamentario de la ley nacional de ferrocarriles, una 
de las cuales, la del artículo 125 del decreto de 10 de Setiembre 
de 1894, prohibe subir ó bajar de los trenes estando éstos en 
movimiento ; en mérito de todo l<> cual pide al juzgado absuel- 
va á la empresa de la demanda instaurada. 

3 ' Que abierta la causa á prueba, se ha producido la que ex- 
presa el certificado corriente á foja 64. 

Y considerando: I" Que para el actor la responsabilidad de ta 
empresa deriva A hiende la complacencia culpable délos eni- 
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pleados de la oficina de encomiendas en permitir a) menor pe- 
netrar al recinto de la estación y en la falta de njilincia que 
impidiera i aquel subir á los t agones y jugar en ellos, ó de 
la falta de vijilancia que permitió al menor hacer una y otra 
cosa, casos ambos en que la empresa es culpable por no dispo- 
ner del perennal suficiente para evitar estos hechos, 

2 o Que ta prueba de la demanda se reduce i las declaraciones 
de tos testigos Federico Alcoba j Alfredo Bello, quienes de- 
claran no haber visto empleado alguno en el momento del acci- 
dente, lo que si bien puede ser una prueba concluyente de que 
no hubieran empleador, no lo es deque la empresa caresoade 
personal necesario y bastante, respecto de lo cual el informe 
del departamento de ingenieros de la Provincia y la compulsa 
de foja 56 prueban acabadamente que el cargo que el actor na- 
ce á la empresa no tiene fundamento alguno, sobre ludo el in- 
forme que por so origen, cuál es el departamento de ingenieros, 
repartición que tiene entre otras atribuciones la de hacer cum- 
plir las disposiciones legales de la provincia sobre la materia, 
no pui'de ser más concluyente» Además la misma aserción de la 
demanda y estas declaraciones de los testigos Alcoba y Bello, 
eximen de responsabilidad 11 la empresa sobre este punto, desde 
que ellas importitn la conclusión du que ningún empleado rió 
al menor, ni cuando entró al recinto de la estación, ni cuando 
jugaba en los wagones estando estos en movimiento, no ha- 
biéndose probado pur el actor, |üe es á quien le correspondía 
hacerlo, que el menor hubiera penetrado por la oficina de enco- 
miendas con el permiso de los empleados de la misma : circuns- 
tancia ésta, la de haber entrado por esa oficina, que hace pre- 
sumir que lo hizo burlando la vigilancia de aquéllos, dado la 
prohibición confesada por el actor, de entrar al recinto déla 
estación sin el boleto correspondiente. 

3 o Que ya ae apliquen al caso sub-judice las disposiciones 
nación: , sobre la materia 6 las provinciales, el haher entrado 
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por la oficina de tneomiendas, sitio no destinado al pasaje del 
público, el haber .subido á tos vagones de un tren que estaba en 
maniobra, el pasarse de un coche i otro estando éstos en movi- 
miento, para lo que era necesario pararse en loa balcones, el 
subir y bajar, en fin, siempre el tren en marcha, son otros tan- 
tos faechoa expresamente prohibido!* por las leyes y decretos re- 
glamentarios sobre la materia y por los reglamentos y disposi- 
ciones de carácter interno y privado de cada uno de los ferro- 
carriles, dictados con el fia de garantir e] orden, seguridad y 
mejor servicio público. Que de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 1086 del Código Civil, constituyen actos ilícitos de 
cuya comisión es responsable e) menor en virtud de lo estable- 
cido por loa artículos 021 y 908 del mismo código. 

Por estas consideraciones, las concordantes de los escritos 
de fojas 14 y 84 y de acuerdo con lo establecido por el artículo 
Hit del citado código, definitivamente juzgando, fallo absol- 
viendo al Ferrocarril del Oeste, sin especial condenación en 
costas. 

Hágase saber original y repuestos los sellos archívese el ex- 
pediente si no fuese apelada esta sentencia. Asi lo resuelvo en 
Buenos Aires, capital de la República Argentina, fecha ut supra. 

R Otaecftea y Alcor ta. 
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Buenos Aires, Setiembre 13 de 189». 

Vitos y considerando : Que el actor no ha probado ninguno 
de los extremos de la demanda, puesto que Ins dos únicos testi- 
gos por él presentados no están conformes en los hechos capí- 



tBfi I' AL LOS DE LA SUPREMA CORTE 

tales que, a baber nido ciertos, habrían podido poner en cues- 
tión la responsabilidad de la empresa del ferrocarril deman- 
dado. 

Que cualquiera que sea la condición a que debiera arribarse 
respecto á la aplicación de tas legislaciones invocadas, asi como 
á los decretos del poder ejecutivo que se han recordado, no es 
del caso pronunciarse á su resoicto, por cuanto los hechos invo- 
cados en la demanda no han sido probados, y, por tanto, ett..s 
no tienen aplicación al caso sub-judice. 

Que, para establecer la responsabilidad de la empresa, en el 
accidente quu produjo la herida del menor Aprile, no basta ha- 
ber probado que la herida ha existido, lo que se ha evidenciado, 
pues ha debido comprobarse igualmente que ella se produjo por 
negligencia ú omisión de la empresa, cuyos empleados pudieron 
ver y evitar el accidente. 

Por estos fundamuuUs y los concordantes de la sentencia 
apelada ¡ se confirma ésta con cjsU*. Repuestas los sellos de- 
vuélvanse, 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARE* 
LA. — - ABEL BAZAR . — OCTAVIO 
BÜJiCE. - JUAN E. TORRERT. 



t AINA 4 < |\VU 

Don Enrique H, Woodgate, contra don Octavio Herrante, por 
reivindicación ; sobre recurso de nulidad 

Sumario. — Debe desecharse el recurso de nulidad fundadoen 
la ilegalidad de las notificaciones, si estas revisten las formas 
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externas establecidas por la ley, y no bao sido argüidas de 
falsas en los términos del ai tic u Jo 993 del Código Civil. , 

Coso. — Don Héctor Peí reirá, cun poder de don Octavio He- 
rrante, se presentó pidideudo se declaren nulas las notificacio- 
nes hechas iWu parte, porque lo fueron en contravención á las 
dísposioiuues de la ley, pues el secretario jamás se constituyó 
al domicilio constituido, siendo así inetaetas las diligencias 
sentadas á este respecto. 



Rosario, Mario 20 de 1899. 

Vistos: Los autos llamados & foja 148 de fecha 8 de Junio 
de 1894, para resolver el incidente promovido en el escrito de 
foja 123. 

Y considerando: I o Que las notificaciones de foja 102 y siguien- 
tes se han hecho en su forma de acuerdo con los artículos 68 y 
53 de la ley de enjuiciamiento nacional. 

T Que sí la parte sostiene que las afirmaciones del secretario 
y testigos deesas notificaciones son inexactas, no es por un in- 
cidente de nulidad que se ha de comprobar binó haciendo aso de 
las acciones que la ley acuerda. 

Por estas consideraciones, fallo : no haciendo lugar al inci- 
dente. Con costas. 

Daniel doytia . 
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FiUf* de te iNifem Crie 



Bueno¿ Airea, Setiembre 15 de 1898. 

Vistos y considerando ¡ Que las notificaciones en cuestión r<H 
mton las formas eiternas establecidas por la ley de procedi- 
miento». 

Que en consecuencia, la nulidad qne se le opone n.> *• hilla 
bajo el amparo de lo dispuesto en el artícnU doscientos treinta 
y tres de di. ha ley y artículo setenta y uno de la misma, va que 
por otra parte, las notificaciones aludidas no son ardidas de 
falsas en los términos de! artículo norecientos noventa? tres 
del Código 014% 

Por estoy por sus fundamentas, se conlirma con cortas el auto 
apelado de foja c i ento cincuenta y tres. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN MI, — misv. VARELA. 
ABE L BAlAK. — OCTAVIO BUCI- 
— 01.— JUAN K. TORAENT. 



«ALMA CCXV1II 

D.Juan H.París contra Casimiro t iütnez y compañía, por de- 
fraudación de int ento sobre ateyato de bien probado y av- 
iación. 

Sumario, -Xo ú apelable el auto que no trae grarámen, y 
se limitad ponerá laá parte, en el pié de igualdad que la justicia 
demanda. 
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Caso. — El apoderado de París pidió que se dejara sin efecto 
na auto dictado por el juez, por el que manda agregar un 
escrito de la parte cont raría, que á su juicio importaba un ale- 
gato de bien probado, escrito que no correspondía dada la .na- 
turaleza de la causa, cuyo procedimientc es sumario según el 
artículo 5t de la ley de patentes de invención. Dedujo también 
«J recurso de apelación en subsidio. 

Vmiim del Ju«a t'edeeat 

Buenos Airt*s t Agosto 6 de 1898 

Autos y vistos : Pudiendo la parte de París hacer uso del 
mismo derecho que su contraparte, de acuerdo con la disposi- 
ción del artículo 492 del Código de Procedimientos en lo crimi- 
nal ; y estaudo por otra parte vencido el término dentro del 
cual puede pedir la revocatoria del auto de que se recurre, no 
ha lugar á lo solicitado, y curran los autos se^un su estado. 

Gervasio F. Granel. 

La parte de Gómez apeló diciendo que no es aplicable el ar- 
tículo 493 del Código de Procedimiento en lo criminal. 

Avia del «ti Peder» I 

Rueños Alies, Agosto l:íde 1898. 

Auto* y vistos : Estando ajustada al procedimiento la provi- 
dencia de que se hace mérito y teniendo presente lo que la parte 
recurrente ha alegado sobre el mérito de la prueba que ha ren- 
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riido en esta ra usa y que no sería justo ni equitativo privar á la 
contraria del mismo derecho, no b lugar á lo que se pide, y se 
concede en relación el recurso de apelación interpuesto « Mu- 
dóse los autna A la Suprema Corte en la forma tle estilo, Repón- 
gase el papel. 

Gervasio t\ Granel. 

La parte <!>■ París ocurri'i do hecbo reproduciendo las consi- 
deraciones que hizo valer en primer instancia. 

Vmnm de- I» Swpr«M Carie 

Uuimio» Aires. Setiembre 15 de li&H. 

Vistos y considerando : Que el unto de fojas ciento veintitrés 
al dcclaiar que la parte de Parts puede presentar nn escrito 
sobre e] mérito de la prueba de la misma minera que lo ha he- 
cho su contraparte, no trae a" ésta gravamen ni perjuicio para 
definitiva, pues se limita á poner á lai partes en el pié de igual- 
dad que la justicia demanda. 

Por esto y de acuerdo con el artículo quinientos uno del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal se declara nial conce- 
dido el recurso interpuesto á fojas ciento veinticinco. 

Ten mérito de las precedentes consideraciones y de lo dis- 
puesto en el artículo cuatrocientos noventa y nueve del Código 
citado, no se nace lugar al recurso directo traído por la parte 
de París de que instruyen las actuaciones relativas á ese recurso 
que se agregarán á >tos autos. Repuestos ¡os sellos devuélvase. 

BENJAMIN Pkt. — LUIS V. VARELA, 
— AHÍ BAZAR. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TOIULENT* 
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Recuno tic habrás corpas interpuesto por don Julián Árahchc 

ty, sargento 2? del i* batallón, Regimiento r efe auardia* 
nacionales de la Capital, 

Sumario. — No procede el recurso de halum carpus interpues- 
to por el guardia nacional que he halla pn-so por ónlen de la au- 
toridad militar, por haber cometido el delito de insubordinación 
durante las horas de asamblea, haciendo parte del Regimiento, 
en ejercicios en el campo de maniobras. 



too.— Resulta de las siguientes piezas: 



VISTA DEL PROCIT.AUOK FISCAL 



. _ , hiwuas Aires, Ago*L« 4 de 

SfíHor Juez : 

Kl ciudadano guardia nacional Julián M AraUehetj, sargen- 
to 2 a del 2 o Batallón del Regimiento 3 o de guardias nacionales 
de ta Capital, se presenta i V. 8. interponiendo «curso de Aa- 
bens corpus, por hallarse privado de su libertad en el cuartel 8" 
de infantería de línea, por una órden de prisión preventiva li- 
brada contra él por el capitán de guardias nacionales, y jue* 

T. Ulf u 



IOS fALLOS DI LA SUÍRiMA COK» 

instructor del sumario que se Levanta al recurrente por un» fal- 
ta de insubordinación por él cometida en las fila* durante los 
ejercicios doctrínales del domingo 19 de Junio próximo pasado. 

Requeridos los informes del caso, preceptuados por el artí- 
culo ... del Código de Procedimientos Penal, se ha llegado en 
conocimiento de lo siguiente: 

t* Del Coniejo de guerra permanente para tropa del ejérci- 
to, se informa que el recurrente se bal ta preso por orden del Ca- 
pitán Publio Rhso Patrón, juet de instrucción en el sumario 
que se levanta por su delito en laa lilas, y puesto i disposición 
de ese consejo por órden del jefe del estado mayor general ¡ 

2 o Del capitán Risso Patrón, quien manifiesta que el recu- 
rrente Julián AL Arabehety, sargento S° del 3° Batallón del 3" 
Regimiento de guardias nacionales de infantería de la Capital, 
en ocasión de hallarse en asamblea el di» domingo 19 de Junio 
próximo pasado la guardia nacional activa, de conformidad i lo 
preceptuado en el titulo X, articulo 45 de la ley 3318, y resul- 
tando haberse comprobado que el citado Arabehety desobedeció 
órdenes superiores y cometió la falta grate de arrancarse las 
ginetas que A su clase corresponden, insolentándose con su jefe, 
considera qoe ha cometido el delito previsto y penado por el ar* 
tiento 138 del título 3 o , capitulo 4* del Código militar, por lo 
cual, y con arreglo al articulo 323 del Código de justicia mili* 
tar, el citado capitán libró órden de prisión preventiva contra 
Arabehety, habiendo elevado la causa á plenario y puesto á 
deposición del Consejo de guerra que por su gerarqnía le co- 
rrespondía. 

Los mencionados informes determinan claramente el caso de 
que se trata, aun cuando ellos no coinciden del todo con lo que 
expune el recurrente, ni con las circunstancias que rodean el 

caso. 

Arabehety e* un guardia nacional que perteneciendo á Ja 
guardia nacional ha concurrido á los ejercicios doctrinales, sin 
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ser de los conscriptos, lo que se desprende de lo afirmado por ¿1 
mismo y de los informes que acabo de transcribir . 

Como tal guardia nacional y en cumplimiento de lo estatuido 
por el artículo 37 de la ley número 33t8 t concurrió á los ejer- 
cicios doctrinad del Í9 de Janío próximo pasado, y durante 
ellos produjo los incidentes que dieron motivo i la órden dicta- 
da por el oapitan Risso Patrón» 

Se obserra en estas circunstancias que Arabehety no esturo 
en «I momento del hecho en la condición de un conscripto ¿fie 
aquellos qae, con arreglo al artículo 43 de la misma ley, hubieran 
aido destinados á nn cuartel ó campo de maniobras por el poder 
ejecutivo á los fines de la instrucción ; á los cuales según el tes- 
to del artículo 45 de la ley 3318 s ¿Io son aplicables loa regla- 
mentos, ordenanzas y leyes militares que rigen para el ejército 
permanente. 

Por esto, piensa este ministerio que las leyes militares en vir- 
tud de las cuales el capitán Risso Patrón libró órden de prisión 
contra el recurrente, no le son aplicables; bajo este punto de 
f ista, dado que Arabehety no se halló en cuartel ni en campo 
de maniobras cuando tuyo lugar el hecho, sino que simplemente 
asistía á los ejercicios doctrinales i que se refiere el artículo 37 
de la ley ya citada, estando necesariamente sujeto á lo que esa 
ley estatuye sobre los que se encuentran en tal condición. 

Esto, pues, induce a pensar que al recurrente sólo le sería 
aplicable le dispuesto por el artículo 38 de la ley, lo que ren- 
driaá justificar lo que acabo de decir. 

Pero, según los informes que he transcripto, pnede deducirse 
que la naturalesa del delito, su gravedad, que parece sacarle de 
las faltas de disciplina á qne se refiere el citado artículo 38, 
podría autorisar el procedimiento iniciado y seguido contra 
Arabehety por el capitán Risso Patrón, así como á darle inter- 
vención al Consejo de guerm para tropa del ejército. 

No piensa este ministerio que tal deducción fuera procedente, 
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pues si bien la gravedad de la falta pudiera llegar k que el he- 
cho se calificara de otra manera. que de una falta de disciplina, 
siempre quedaría subsistente la consideración, de que el articu- 
lo 45 de la ley 3318, no sería aplicable á los guardias naciona- 
les que i'oncuireti lilos ejercicios doctrinales con arreglo st ar- 
tículo 37 de la misma. Acentuándose tal consideración si se 
tiene presente que las disposiciones de los artículos 43 y siguien- 
tes se refieren á aquello-; ciudadanos y guardias nacionales que 
en cuarteles 6 campos de maniobras forman parte del ejército 
permanente, lo que no sucede con los que simplemente concu- 
rren á ejercicios doctrinales. 

Estas consideraciones y las que levante el claro criterio de 
V. S., por lo cual me exim» de manifestarlas, me induce á pen- 
sar que V. S, debe liowrr lu^ar al recurso de hateas corpas que 
se interpone, porque la prisión que sufre el recurrente proviene 
de una órden dada por una autoridad incompetente para ello. 

J t lio tel. 



frailo 4*8 Jues federal 

Autos y vistos: el ocurso de habeas corpus, interpuesto por 
don Julián M. Arabeliety, detenido en el cuartel del Bata- 
llón 8 U de infantería de línea, con lo informado á su respecto 
por el capitán don Publio Risso Patrón y el señor Presidente 
del Consejo de guerra permanente y lo dictaminado por el Pro- 
curador fiscal, á foja i A. 

Y considerando : Que este recurso se da contra toda órden ó 
procedimiento de un funcionario público, que restringe sin de- 
recho la libertad de una persona, correspondiendo su conoci- 
miento á la justicia federal cuando esa restricclonde ■» libertad , 
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se halla comprendida en los casos regidos por el articulo 618 
del Código de Procedimiento!) Criminal y su concordante el ar- 
ticulo 4 o de la ley de jurisdicción y competencia de los tribu- 
nales federales de 14 de Septiembre ríe 1863, que en vista de 
esas disposiciones y de la jurisprudencia si-otada por la Supre- 
ma Corte en el caso del teniente Gerd, que rt>te juzgado se de- 
clara competente para entender en este recurso. Que para resol- 
ver sobre el fondo del recurso, es decir, para decidir si la pri- 
vación de la libertad que sufre el recurrente Arabelit'ty es or- 
denada por autoridad competente para hacerlo, es necesario ha- 
cer un estudio de las leyes de 23 de Setiembre de 1895 v"23 de 
Majo de este año, relativas á la organización de la guardia na- 
cional, para de ese estudio deducir si el detenido Arabehety, 
está privado de su libertad en virtud de orden de autoridad 
competente. 

Que, para el efecto, deben tenerse en cuenta los informes 
que corren i foja 10 y foja 12, del capitán Rissu Patrón, 
juez instructor y del Consejo de guerra, según los cuales resal- 
ta que el sargento de guardias nacionales Arabehety, sufre 
prisión preventiva, en virtud de auto dictado por el juez ins- 
tructor eitad<>, en mérito del sumario levantado por Orden del je- 
fe del estado mayor del ejército por hub<*r incurrido en el delito 
de insubordinación previsto y penado por el artículo 138 del 
Código Penal Militar, delito en el que incurrió el día 19 de Ju- 
nio último, estando reunida la guardia nacional en asamblea, 
siendo el sumario levantado,' con sujeción á lo previsto por el 
artículo 45 de la ley de 23 de Septiembre de 1895 . 

Que de lo expuesto y teniendo en cuenta que el solicitante 
Arabehety sostiene estar sujeto sólo á los artículos 37 y 38 de 
la ley de 23 de Setiembre ya citada, por haber incurrido sólo 
en falta de disciplina, punible con arreglo á las disposiciones 
de esos artículos, ae deduce que la cuestión fundamental, cuya 
solución concuerda con la del caso sub-judice, es la siguiente: 
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La falta «oque incurrió el sargento Arabehety t al día 19 de 
Juoio próximo pasado .estando reunida en ejercicios doctrinales 
la guardia nacional, ha debido ser penada con sujeción i tos ar- 
ticulo» 37 y 38 de la ley de 33 de Setiembre de 1895 ó está, 
por el contrario, sujeto á las leyes y ordenanzas militares, con 
arreglo i las prescripciones de las leyes números 3318 y la ley 
de 33 de Mayo de este año. 

Que del estudio de esas leyes resulta que la de 33 de Mayo últi- 
mo modificando el artículo 3! de la 331 8, ha estatuido que; • Ar- 
tículo 31. Los ejercicios tendrán lugar todos 'os domingos y 
días de fiesta cívica y religiosa, á cuyo efecto, será considerada 
en Asamblea desde el tot/uede diana hasta el de retreta ». 

Que además, el artículo 4" de la referida ley de 33 de Mayo 
último, establece to siguiente: * Declárame vigentes tos artícu- 
los 44 ai 50 de tas disposiciones tro sitónos de la mismo ley » 
(la de 33 de Setiembre de 1895). 

Que el articulo 45 de los declarados vigentes por el articu- 
lo 4° de la ley untes citada, establece que los ciudadanos suje- 
tos á ejercicios doctrinales, tanto de ¡a activa como de la reser- 
va, estarán sujetos á los reglamentos, ordenanzas y leyes mili- 
tares que rigen para el ejército permanente. 

Que atentas esas disposiciones explícitas, no son en ma- 
nera alguna aceptables, los argumentos que aduce el recur- 
rente, segtiu los cuales era, el únicamente, de sufrir la penali- 
dad impuesta por los artículos 37 y 38 de la ley 3318; 

Que en efecto, desdi' que la ley de 33 de Mayo d« este año, re- 
formando el artículo 31 de la di- 23 de Setiembre de 1805, 
dispnso: que durank- los ejercicios doctrinales, se considerara 
la guardia nacional en Asamblea, desde el toque de diana al de 
retreta, es evidente, que la falta en qui> incurrió el sargento 
Árubehetr, fu¿ Louieüda estando la guardia nacional reunida 
en Asamblea ; 

Que siendo esto asi, es indudable que las leyes á que be en- 



DE JUSTICIA NACIONAL 



167 



«on traba sujeta la guardia nacional, eran lai militares, desde 
que estando aquella reunida en Asamblea, rige li le j militar, 
la ley marcial. 

Que, por tanto» ia prisión preventiva que sufre el sargento 
Arabehety ¡ ha sido ordenada por autoridad competente, que con 
sujeción A las leyes y ordenanzas del ejército permanente, son 
competentes para imponerla. 

Que habiéndose, en consecuencia, decretado la privación de la 
libertad del recurrente, por autoridad militar competente, la 
jurisdicción criminal qne ejerce la justicia federal, no puede de 
ningún modo alterar la militar ejercida por los tribunales com- 
petentes, según así lo estatuye el artículo 7" de la ley de juris- 
dicción y competencia de tos tribunales federales de 14 de Se- 
tiembre de 1803. 

Que, por consiguiente, el amparo de la libertad que se pide, 
no corresponde! coa arreglo á los artículos 617 y 32 del Códi- 
go procesal en materia penal. 

Que, si el solicitante Arabehety tiene defensas que interpo- 
ner en pro desn libertad , debe hacerlos valer, donde y en la for- 
ma qne corresponda. 

Que no ha podido, en consecuencia, el recurrente, pretender 
sostener, aunqoe sea implícitamente ,que se le sacaba de la juris- 
dicción de sus jueces naturales, acogiéndose á las garantías del 
artículo 18 de la Constitución nacional, desfleque, como queda 
demostrado, los jueces á que está sujeto, son Incompetentes 
para jugarlo, por la falta cometida. 

Por estos fundamentos, otros que se omiten, en obsequio de 
la brevedad de la actuación, y no obstante lo ei puesto j pedido 
por el señor Procurador fiscal, fallo: declarando improcedente el 
recurso de habeos eorpus interpuesto por el sargento de guardia 
ntictonal don Julián Arabehety, con lis costas, en la forma 
prevenida por el artículo 44 del Código de Procedimientos pe- 
nales. 
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Así lo resuelvo, en Buenos Airea, i lo» cinco días de Agosto 
de mil ochocientos noventa y ocho. 

P. Ülaechea y Alcor ta. 



VISTA DEL SEftOR PHOCUIUDOR GEAEILAL 

Buena» Aires, Agosto 19 de 1*98. 

Suprema Corle : 

EJ artículo 31 de la ley numera 3318, autorizaba la convoca - 
oidnde la guardia nacional activa a ejercicios doctrinales, y el 
38, establecía la pena, aplicable por los jefes respectivos, á las 
faltas de disciplina clasificadas por las leyes militares. 

Estas prescripciones * rao sin duda ambiguas y daban lugar á 
la interpretación restrictiva que lia empleado la defensa en es- 
ta causa, en favor del guardia nacional Arabehety. 

Pero la ley de 28 de Mayo del corriente año, prescribió la 
modificación del artículo 31 de la ley anterior, declarando que 
para los ejercicios de tos domingos y días de tiesta, será consi- 
dera i a la guardia nacional en A semble a , desde el toque de dia- 
na hasta el de retreta, 

Son aplicables, entonces, á la guardia nacional activa, con- 
siderada por la ley en Asamblea durante las horas prescriptas, 
los reglamentos, ordenanzas y leyes militares que refiere el ar- 
tículo de la ley número 3318, y como el guardia nacional Ara- 
behrty ha cometido Los delitos ó Taitas porque se le procesa, du- 
rante las horas de Asamblea y haciendo parte del Regimiento en 
ejercicio, en horas hábiles y en campo de maniobras, resulta le- 
galmente procesado por la autoridad militar y carece por ello, 
de todo derecho al amparo reclamado de la jurisdicción fe- 
deral. 
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Encuentro, por ello, ajustado ¿derecho y bien fundad i» |,i ve- 
solución recurrida de foja 20, que pido a Y, E. se sirva conür- 
mar por sus fundamentes. 

Salfiniano Kier. 



tíwna* Aires, Setiembre lñ de 1896. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y pnr sus fundamentos, se confirma, con 
costas, la sentencia de foja veinte. Devuélvanse, 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUtlGE. — 
JUAN E. TORREN1 . 



Don Daniel Erwiny Rodick contra el capitán del vapor tliepton* 
por daños y perjuicios; sobre nombramiento de juez 

Sumario, — No está en las facultades de lu Suprema Corte 
el nombramiento de jaeces interinos. 
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Caso, — En 3 de Setiembre de 1808 te presentó sote la Su- 
prema Corte don Daniel Eruing Rodick exponiendo que : snto 
«I juzgado federal de La Pinta ligue un juicio contra el cap i tan 
de) vapor « Repten», pordsiios y perjuicios, el que fué some- 
tido 4 arbitraje siéndole favorable el lando pronunciado por el 
tribunal, en su virtud pidió el levantamiento del embargo que 
pesaba sobre el buque al juez federal et que no pudo despachar- 
se por encontrarse ausente con licencia i-I juez doctor Aurrscoe- 
ebea, pide á la Suprema Corte el nombramiento de nn oonjues 
para que éste mando levantar el expresado embargo, porque la 
déme ra le irroga serios perjuicios. 



Favila De la Dbbwmm Carta (I) 

Uueno> Aires, Setiembre 15 de 1898. 

No estando nn las facultades de esta Suprema Corte el nom- 
bramiento d*' juei-es iuterinus, do ha lugar, 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V, VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO) 
SURGE, 

fl Igual resolución se dictó non (echa 1" de Siitininhre en uua soti*- 
ciltul análoga de dODSftUUna do 0oh¡. 
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CAIMA C'4'L1 

Don Luis M. Piran contra don Juan Perrone; 
sobre retroventa 

Sumario. - Si ha sido reconocido el documento privado por el 
cual se prorroga el plaio establecido para la retrátenla, J el 
vendedor obla el precie .entro del plazo prorrogado, debe orde- 
narse ta escrituración á su favor. 

Caso,— Lo eiplica el 



Dueños Airo», Noviembre iO de 1898. 

Y vistos : estos antes iniciados por ion Luis M. Pirán con- 
tra don Juan Perrone, sobre escrituración j cumplimiento de 
un contrato de retroventa, de Los que resulta: 

Que á foja 5 se presenta al señor Pirin manifestando que en 
16 de Junio de 1890, por ante r>L escribano de la Riega, otorgó 
á favor de Perrone escritura de venta de un terreno situado en 
esta Capital, en la cal te de Serrano entre Manailla y 2 a Manci- 
lla , por la cantidad de un mil pesos ; la escritura contenía nu 
pacto de retroventa por el término de seis meses, que vencían 
el 16 de Diciembre de 1890. 
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Que do obstante aparecer esto en la eacritura, lo convenido 
particular mente entre Piran y Ferrone fué fijar el plazo de un 
año para la duración de la retroben ta, según así se desprende 
del documento privado que acompaña y que corre á foja 3 de 
autos, firmado por Perrone el mismo día de otorgarse la escri- 
tura. 

Que como Per roñe, uo obstante las diligencias hechas por el 
demandante, se negaba á cumplir lo convenido, consignaba el 
valor del préstamo, y pedía que aquél fuera condenado á escri- 
turar el terreno objeto de la cuestión y á destruir lo que pudie- 
ra haber edificado en él, fundando sn acción en los artículos 
1366, 1384 y 1385 del Código Civil, 

£1 demandado Perruno, después de las incidencias que ins- 
truye el expediente sobre competencia jurisdiccional, contestó 
á kj 65 el traslado conferido del escrito de demanda, man if es- 
tando que el término establecido como duración del pacto de 
retroventa fué el de seis meses perentorios, al cabo de los cua- 
les, y por no haber usado el vendedor de su derecho, la venta 
quedó definitivamente formalizada ¿ su favor. 

Que con posterioridad y viéndose Piran en la imposibilidad 
de recobrar legítimamente la propiedad vendida, recurrió á un 
ardid y por medio de la violencia lo obligó á firmar el contrado- 
cumento do foja 1, A que por esta causal carece de toda valí - 
des. 

Que en prueba de ello debe hacer presente, que mientras el 
actor en su escrito de demanda dice que el interés estipulado 
fué de uno y medio por ciento, en el documento privado es el del 
dos por ciento. 

Que, además, el hecho de estipular un interés, cuando en la 
escritura pública se establece que su objeto es ana transf eran- 
do de dominio, significa nna presunción legal de qne el docu- 
mento privado sólo tuvo por objeto inutilizar el contenido de 
una escritura pública, lo cual autoriia á reclamar la nulidad de 
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aquél, con arreglo á los artículos 1047 y 1048 del Código Civil; 

Que, finalmente, el documento privado declara que ba sido 
otorgado así para eludir el pago de sellos, lo cual es una enun- 
ciación que to anula jurídicamente . 

Que recibida la canea á prueba, se produjo únicamente la 
que expresa el certiGcado de foja 85, llamándose autos á foja 
t08, vuelta. 

Y considerando: Que por tudo lo relacionado resulta eviden- 
ciado, que tanto el actor oomo el demaudado están contestes y 
conformes en reconocer la existencia de la escritura pública otor- 
gada ante ul escribano de ta Riega, por lo cual el terrena que 
ha originado estos autos fué vendido por Piran á Per roñe con 
pacto de retro ven ta por el término de seis meses ; versando des- 
de luego únicamente la divergencia entre ambos, sobre la le- 
galidad y eficacia jurídica que el coutradocumento privado de 
foja 3 pudiera tener en el sentido de modificar las cláusulas y 
disposiciones de la escritura pública, cuyo punto es el que el 
juzgado está llamado á juigar y resolver. 

Que es un principio sancionado por el artículo 996 del Códi- 
go Civil, qneel contenido de un instrumento publico puede ser 
modificado ó quedar sin efecto alguno por un contra instrumento 
público ó privado que los interesados otorguen, el cual unavei 
reconocido, produce pleno efecto entre los que lo suscribieron 
y sus sucesores. 

Que el documento privado de foja 3 contra la afirmación del 
demandado, hasido evidentemente reconocido por él, por no ha* 
^er en los autos principales desconocido la autenticidad de su . 
firma y contenido con arreglo al artículo 86 del Código de Pro- 
cedimientos crimínales, por haber sido por él invocado, y por 
haber limitado sus observaciones exclusivamente & tacharlo de 
nulo por las causales alegadas, pero sin desconocer como se ex- 
presa, su autenticidad ; además está expresamente constatado 
ese reconocimiento en el expediente agregado á su solicitud co* 
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m© prueba, donde manifestó que había firmado dieno documen- 
to, agregando, e$ cierto, que lo Mío en virtud de violencias mo- 
ral y de hecho ejercidas por Piran aobre en pencas. 

Qae presumiendo, como predume te ley, jurí» tantum* la li- 
bertad de acción en todo agente capas de eoatratar, y qae gas 
actot son ejecutados con discernimiento, intención y libertad 
(art. 897, Cód. Civ.). es evidente que la fioleocia alegada 
por Perrone para la firma de ese instrumento prirado, constitu- 
ye un estado de verdadera excepción, cuya praeba á él sólo le 
inonmbe rendir, so penado desestimaras in afirmación. 

Que al respecto, Perrone no ba presentado sn antee prueba 
alguna, y por el contrario las constancias del expediente agre- 
gado con tal proposito le son en absoluto contraproducentes des. 
de que allí consta la imposibilidad de esa parte para haber com- 
probado ese extremo, por cuya rason el juei de instrucción 
respectivo sobreseyó definitivamente en la causa mandando ar- 
chivar el expediente, todo lo cual desnaturalisa legalmente lu 
excepción alegada; ao obstante la contradicción eo que ha in- 
currido Piran al afirmar en el expedíeute agregado, foja 17, que 
el contradocn mentó privado fué firmado algún tiempo después 
de la escritura publica, y sostener en el escrito de demanda de 
los aotos principales que ambos autos fueren firmados el mis- 
mo día, coya contradicción aunque puede inducir una presun- 
ción moral contra la exactitud de lo aseverado por Piran, está 
muy lejos de ser prueba legal en favor de la excepción de vio- 
lencia invocada por Perrone. 

Qne, por tanto, debe tenerse por firme y legalmente recono- 
cido el oontradocumento privado de foja 3; no constituyendo 
un manera alguna vicio legal, como también lo pretende el de- 
mandado, el hecho que en la escritura pública y en la privada 
se haga figurar un interés distinto, pues precisamente como mis 
antes as ha establecido, la ley autoriza expresamente á modifi- 
car privadamente las cláusulas de una escritura pública, y lo 
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así convenido entre las partea, forma para ellos ana regla él» 
cual deben someterse como ¿la ley misma (art. HOT del Códi- 
go Civil). 

Que, finalmente, tampoco invalida la eficacia de esta conven- 
ción el hecho de que en ese instrumento privado se declare que 
ha sido otorgado para eludir el pago del sello t pues es elemen- 
tal que laa infracciones á la ley de sellos tienen para esto una 
sanoion especial que consisto en el pago de una multa, caso de 
ser presentado judicialmente el documento, como así en efecto 
ha sucedido en estos autos, y porque los jaeces no pueden apli- 
car otra penalidad sino la que la ley indica, ni declarar otras 
nnlidades que las que el Código establece. 

Por estos fundamentos, definitivamente juagando, fallo: ad- 
mitiendo la demanda interpuesta por don Luis M. Piran contra 
don Juan Perrone; y en su consecuencia, se resuelve: 

1° Qne Perrone debe restituir á Piran la propiedad vendida 
con fecha 16 de Junio de 1890 por ante el escribano de la Rie- 
ga j otorgarle la escritura respectiva por haber ejeroitado en 
tiempo el derecho reservado en el documento de foja 3, cuya 
escritura debe ser hecha dentro del término de 10 días. 

2? Que la consignación del precio hecha ¿ foja 1 , es válida y 
desde luego corresponde al señor Perrone como importe del prés- 
tamo hecho á Piran, y 

3* Que las costas Bean satisfechas por el vencido señor Pe- 
rrone. 

Remítase al juagado de su procedencia los autos traídos, 
repónganse los sellos y oportunamente archívese la causa. 



Agustín Vrdinarram 
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rallo de I» ftttprem tferte 

Hueuos Aires, Setiembre 15 de 1888. 

*■ . " ..." 

Vistos y cousíderaudo : Que está fuera de cuestión el hecho 
de haberse Crinado por Per rom: el conttadocumento privado 
ampliando el plazo de la retruventa estipulado en el contrato 
de venta celebrado entre ambas partes. 

Que el documento privado reconocido judicialmente por la 
parte & quien se opone, tiene el mismo valor que el instrumento 
público üntre los que lo han suscrito y sus sucesores (artículo 
mil veinte y seis del Cúdigo Civil). 

Que en mérito de esa disposición, de la que en términos ex- 
presos se contiene en elurtíoulo ciento noventa y seis del Códi- 
go citado, invocado eu la sentencia apelada, no se puede poner 
en duda la eficacia jurídica del eipresado contradocumento en lo 
que á las relaciones de las partes se refiere, desde que las pres- 
cripciones legales citadas establecen implícitamente la tuerta 
probatoria de los instrumentos privados, la una, y su efecto en 
el sentido de alterar, restringir y aun destruir el contenido del 
iuütruraeuto público, la otra. 

Que la parte de Ferroue uo ha probado el vicio de violencia 
que ha hecho valer para atacar la convención comprobada por 
el contradocumenio privado, lo que vale decir que no debe ser 
admitida su pretensión al respecto. 

Que aun en el supuesto de que el contradocumento mencio- 
nado, hubiera sido antidatado como lo pretende el demandado, 
ta) circunstancia no modificaría el acto, de conformidad con Jo 
dispuesto en el artículo novecientos noventa y siete del Código 
Civil, siendo, por lo demás, indudable que el documento priva- 
do reconocido prueba su fecha respecto á laa partes. 
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Que la parte de Perrone ha merecido la condenación en coi- 
tas que la sentencia le impone porque no ha tenido ratón pro- 
bable para litigar. 

Por esto, y por sus fundamentos, ae confirma, con costas, la 
senteneia apelada de foja ciento treinta y cinco, Notifíquese 
con el original y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENIAHIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BASAN. — OCTAVIO Btffl- 
CE — JOAN fe. TORBENT. 
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Pons, Gregorini y Crespo contra Don Pedro Mitam, por cobro 
ejecutivo de precio de venta; sobre inhabilidad de título y 
prescripción. 

Sumario, — 1° La recepción de la cansa A prueba no es necesa- 
ria cuando no hay contradicción sobre los hechos de ta de- 
manda. 

t 9 La escritora de venta por precio pagado parte al contado 
y parta pagadero A platos, es título hábil para proceder ejecu- 
tivamente al cobro de los plazos Temidos. 

3* Los pagarés que se haya convenido en otorgar y se bayas 
otorgada por dichos platos no importan novaciones, y el haber 
corrido el término para la prescripción de los mismos, no extin- 
gue la denda resultante de la escritora de venia. 
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Caso, — Resalta del 

i- 

Y íUto»: estos autos seguido* por % r«on social Pons t Gre- 
gorio! y Crespo coDtra don Pablo Milani sobre oobro ejecutivo 
de pesos, y resultando : 1° Que con focba 6 de de Abril dd co- 
rriente año se presentó i este Juagado dou Felipe C. Sango i- 
netti como apoderado de la sociedad Pons, Gregerini y Creopo, 
iniciando juicio ejecutivo contra don Pablo Milani por la suma 
de 8584 pesos moneda nacional 96 centavos, con más los intere- 
ses al tipo contenido/costos y costas. 

2' Que como título habilitante para dicho cobróse acompañó 
un testimonio de escritura pública otorgada con fecha 25 de 
Setiembre de 1889 en la cual don Pablo Milani, comprador de 
□fi terreno á los actores, se obligaba á abonar como parte del 
precio 4292 pesos con 48 «entavoB moneda nacional, 4 los 190 
días de la referida fecha y otros 4494 pesos con 48 centavos a 
los 240 días formando ambas partidas la suma de 8584 pesos, 
con 2B centavos moneda nacional, materia do la ejecución. 

3« Que en la citada escritura aa «presó i foja 18 que por el 
importe de las dichas partidas el comprador entregaba á los 
tendedores dos pagarés por igual cantidades y plaios. debiendo 
ganar el interés de 8 por oientonnoal, y qnednndo entretanto 
hipotecada la propiedad en garantía de la deuda. 

4 o Que los pagarés se acompañaron por la parte actora el 
iniciar la ejecución (y son los que corren agregados i fojas 19 y 
20 de los autos), pero manifestó el apoderado que no se valía do 
ellos para iniciar el juicio, « porque son hoy obligaciones natu- 
rales», indioando de unmodoetpreso que si bien citaban pros- 
criptos los aludidos pagarés, subsistía la obligación por constar 
la deuda en una escritura publica cuyo testimonio él exhibía. 
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6° Que citado de remate el ejecutado, previo loa trámites de 
urden, opuso á foja 47 las excepciones de inhabilidad de título 
y prescripción, apoyando la primera en la observación de que 
la escritura do era titulo hábil para ejecutar desde que tal ins- 
trumento no contenía la obligación principal, sinó una acceso - 
ría como la hipoteca, que nu podría subsistir sin la primera 
que estaba ya extinguida. Apoyaba la excepción de prescripción 
en el hecho de haber transcurrido mucho más tiempo que el se- 
ñalado por el artículo SIS del Código de Comercio, sin gestio- 
nar el cobro de los pagarés á la órden, corriente á fojas 
10 y 90. 

6' Qne al oponer las excepciones, reconoció el ejecutado que 
los pagarés de fojas 19 y 30 no importaban una novación de lo 
estipularlo en el contrato de compra-venta, amó que era el cum- 
plimiento de lo estipulado respecto á la forma de pago. 

7° Que siendo las excepciones opuestas de las enumeradas 
en la ley, se dió traslado de ellas con calidad de c autos • á la 
parte ejecutante, quien pidió su rechazo fundándose en razone! 
de poro derecho. 

Y considerando: i* Que la excepción de prescripción opuesta 
contra pagarés á la Órden es improcedente en este caso, desde 
que la raion social ejecutante fonda su acción en las constan- 
cias de ana escritura pública que contiene reconocimiento es- 
pre¡>o de una obligación personal que ae «xtingne por 10 años 
eutre tos presentes y £0 entra ausentes coa arreglo á la legisla- 
ción civil. 

3? Que al extenderse los pagarés de fojas 19 y 30 con poste- 
rioridad á la escriturado fojas 16 de la cual emanan no se 
biso novación de la obligación primitiva como se oonfiesa por el 
ejecutado, sinó que tuvieron por objeto visible facilitar el 
pago. 

3* Que aun cuando el ejecutado no habíase hecho confesión al- 
guna al respecto, la novación no se presume, y hasta las altera- 
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ciones en ia primitiva obligación que no hagan á la causa á 
objeto principal de ella, como respecto al tiempo lugar 6 modo 
del cumplimiento, es entiende que solamente modifican esa mis- 
ma obligación pero que no la extinguen (artículo 81 2, Código 
Civil). 

4° Que el otorgamiento de pagarés ó billetes firmados por el 
deudor» separadamente del ronvenio general y cuando se esti- 
pula en éste alguna garantía particular 6 privilegio en seguri- 
dad de la deuda, no cansa jurídicamente novación, desde que 
como sucede en el presente caso, la causa de la deuda sea la 
misma en una 7 otra obligación (articulo 81 3 del Código Civil y 
nota respectiva. 

5*> Que la conclusión á que llega el considerando anterior es 
la doctrina que enseñan los jurisconsultos nacionales y extran- 
jeros así como también la establecida en los fallos de la Su- 
prema Corte Nacional (Segovia, nota 10 al artículo 813 del Có- 
digo Civil; Aubry et Rau, § 321, nota 34, 4' edición; LauTeot, 
XV III, número 283; Demolouibe, número 297, y fallos de la 
Suprema Corte Nacional, serie 2', tomo 11, páginas 119 y 251 
série 1*. tomo 2 o , página 330). 

6» Que autorizándose pagarés ó billetes de crédito por el im- 
porte de obligaciones consignadas en escritura pública se crean 
tantos títulos especiales de obligación cuantos doenmentos Mis- 
tan en esa especie, comb sucede con loa diversos ejemplares de 
ana letra de cambio. 

7" Que no es admisible en derecho pretender, coma lo hace 
la parte ejecutada, que la escritura de obligación hipotecaria 
dé la cual emanan los pagarés, sea accesoria relativamente á 
estos últimos, por la circunstancia de ser de tal carácter la hi- 
poteca, cuando como resulta de autos, la escritura pública de 
fecha anterior á los pagarés contiene de una manera clara, expre- 
sa y definida la constancia y fuente originaria de la obligación 
principal, independientemente de la obligación accesoria ó de 
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garantía <Dalloz, Obligations, número 4445; Fallo de la Corte 
de Capación de Lyon en casos análogas). 

8* Que la escritura pública, en cuyas constancias se basa esta 
ejecución no contiene tampoco cláusula alguna que permita con- 
siderar el otorgamiento do los documentos de fojas 19 y 20 
como pago de la obligación pecuniaria en ellos indicada, desde 
que esplícitamente se establece en aquélla la obligación de par- 
te del comprador, don Pablo Milani. de abonar 8584 pesos na- 
cionales con 96 centavos cudos porciones, i 120 y 240 días res- 
pectivamente, devengando interés y < quedando entre tanto hi- 
potecada la propiedad en garantía de la deuda». 

9* Que es bajo este concepto que la parto ejecutante ba ini- 
ciado y seguido el procedimiento con un instrumento público 
que por bu forma bace plena fé, siendo por tanto improcedente 
la excepción do inhabilidad del título formulada en el escrito 
de foja 47. 

Por estos fundamentos fallo : no haciendo lugar ;í las excep- 
ciones opuestas, mandando llevar adelante la ejecución con 
costas al ejecutado, i cuyo efecto regulo los honorarios del 
doctor Crespo abogado del ejecutante en la suma de 400 pesos 
moneda nacional y los del procmador Saoguinetti en ta de 400 
do igual moneda, debiendo reponerse las fojas. 

T por esta mi sentencia definitiva, asi lo mando y firmo en la 
ciudad de La Plata en el salón de! juagado federal déla pro- 
vincia á 4 de octubre de 1895. 



Antonio U Gil, 
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Buenos Airea. Setiembre 15 de 1898. 

Visto» y considerando: eu cuanto al recurso de nulidad que 
los hechos alegados por el ejecutado como fundamento de las 
excepciones opuestas á la ejecución, no han sido contradichas 
por el ejecutante, y resultan además plenamente averiguadas por 
las constancias de autos. 

Que eu consecuencia, Us cuestiones eu el juicio son de puro 
derecho. 

Que en tal caso la recepción á prueba hubiese sido improce- 
dente, porque no cabe dar término para probar lo que probado 
está con el asentimiento de ambas partes, siendo ajena á esa 
situación la última parte del artículo doscientos setenta y uno 
de la ley de Procedimiento que supone la necesidad jurídica 
de la prueba, asi como sus relativas. 

Por esto, no ha lugar al citado recurso. 

Y considerando, en cuanto a) de apelación, que la deuda que 
se cobra está comprobada por la escritura pública de foja diez y 
seis, tanto en su existencia misma como en su monto y demás 
condiciones estipuladas entre demandante y demandado, en lo 
que á cumplimiento de la obligación demandada se refiere. 

Que en consecuencia, y puesto que se trata de deudas de 
plazo vencido y por cantidad de moneda líquida, el trámite eje- 
cutivo a que se ha sujetado su cobro es conforme con lo dispues- 
to en los artículos doscientos cuarenta y ocho y doscientos cua- 
renta y nueve de la ley de Procedimientos. 

Que, aunque en la citada escritura se expresa que se entre- 
gan al vendedor pagarés por la cantidad adeudadas y á los plazos 
y can el interés estipulado ni siquiera se dice que esa entrega 
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se haga con «I propósito de extinguir la obligación reconocida 
en ta escritura, transformándola conveiicionalniente en otra, ya 
que según regla de derecho la novación no se presume, y ya 
qne también como lo observa la sentencia apelada, la entrega 
de billetes, aunque fueron dados en pago de una denda garan- 
tida, 6 privilegiada, no causa novación (articulo* ochocientos 
doce y ochocientos trece, Código Civil). 

Qne la presentación de los pagarés hecha por el ejecutante 
sirve á demostrar que ellos han continuado perteneciénd ole y 
qne no hay peligro, por tanto, de qne el deudor sea requerido 
dos veces para el pago de la misma deuda. 

Por esto y por sus fundamentos se confirma con costa la sen- 
tencia apelada de foja cincuenta y seis. Repuesto los sollos de- 
vuélvase. 

BENJAMIN Pkt. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAIAU. — OCTAVIO 
BDfMjE. — JUAN E. TORRES!* 



Don Andrés Rocatagliala t contra don Valentín Grova; sobre 
recurso de resolución de los Tribunales de la Capital á ta 
Suprema Corte. 

Sumario. — 4 o Lai cuestionas de constituoionalidail que no 
se han debatido ante lo* tribunales ordinarios, y se suscitan des- 




pues del fallo de éstos y coa motíro del falto, no autorizan el 
recurso á la Suprema Corte. 

2° Tampoco lo autoriza la aplicación Ó interpretación qm 
dichos tribunales hagan en sus sentencias de los códigos co- 
munes v del de procedimientos. 



Caso. — Lo explica el 



Buenos Aires, Setiembre 17 de 1888. 

Vistos en el acuerdo y considerando : Que según la propia 
exposición de esta parte en el pleito resuelto por el juez de pat 
en primera instancia y por el de comercio en segunda, no se ha 
puesto en cuestión derecho algunoque se pretenda garantirlo por 
la Constitución nacional 6 por leyes especíales del congreso fe- 
deral, habiéndose suscitado cuestiones que pudieran aer de esa 
clase recién después de haberse fallado la causa por el juet de 
apelación y con motito de ese fallo. 

Que, por consiguiente, la improcedencia del recurso traído nnie 
esta Suprema Corte resulta de la disposición del articulo cua- 
tro de la ley de jurisdicción y competencia, incorporado á la or- 
gánica de los tribunales de la Capital por su artículo noventa, 
porque segu í esa disposición los juicios radicados en dichos tri- 
bunales deben fenecer ante Ja jurisdicción de la capital, sí no se 
tratase de alguno de los casos de excepción establecidos en la 
misma, entre los que no se encuentra el presente desde que, co- 
mo ya se hecho constar, en el pleito fallado por los jueces loca- 
les éstos no se han pronunciado sobre las cuestiones cuya reso- 
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loción puede motivar el recurso por no haber sido propuestas 
durante la respectiva instancia. 

Que la interpretación 6 aplicación que loa tribunales de la 
Capital bagan de los códigos comunes ó de los de procedimien- 
tos que le son peculiares no pueden fundar nn recurso de última 
instancia para ante esta Suprema Corte según lo prescribe el 
citado artículo noventa y lo tiene establecido la jurisprudencia 
constante. 

Por ésto no ba lugar al recurso interpuesto. Repóngase el 
papel. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
- ABEL BAZAR. — OCTAVIO BI3N- 
CE. - JUAN E. TORREHT. 



CAIMA «'«XIV 



Don Ricardo Ituiz liuidobro, contra don Francisco Lamas ; sobre 

cobro de pesos 

Sumario. — El principio de prueba por escrito, siendo de- 
ficiente la de testigos que en virtud de ella se ba producido, no 
basta para justificar la demanda. 

Caso, — Resulta del 
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Falto M Jim» r***r»l 

Mendoza, Marzo 1* de 1894 

Vistos : Don Luis R. Tula por don Ricardo Ruis Hoidobro 
entabla domando contra don Francisco Lemos, con la cuenta de 
foja % cobrándole la suma de mil pesos bolivianos por 5 años 
de arriendo y talajes por un ganada que tuvo en su finen del To- 
toral, á ratón de 200 pesos bolivianos por cada ano, y que em- 
piezan á correr desde el 13 de Diciembre de 1882, hasta igual 
fecha de 1887 ; que no ha satisfecho el demandaffo en cada ven- 
cimiento el canon estipulado, por lo que pedía al juagado te ci- 
tase al señor Lemos para que reconociera la cuenta referida de 
foja 2, bajo apercibimiento. 

£1 juzgado en vista de que la cuenta no trae aparejada eje- 
cución, confirió traslado de la solicitud del actor, j el señor Le- 
mos contestó á foja 8 diciendo que no debía al señor Ruis Huí- 
dobro la cantidad cobrada ni le tenía arrendado ningnn campo, 
que sólo poseía los que están comprendidos en su hijuela, quelo- 
rre en el eipediente caratulado * testamentaría de don Manuel 
Lemos », existente eu el juzgado de primera [instancia en lo ci- 
vil de la provincia, á cargo del doctor Pedro M. Ortii, j pedía 
que se condenara al demandante en las coatas del juicio. 

A foja 9 vuelta, se abre la causa á prueba sobre la existencia 
del contrato de arrendamiento y crédito objeto de la demanda. 
Se produce por las partes la qne corre en autos de foja H 4 
foja 83. No alega ninguno de los interesados. 

A foja 99 se llaman los autos para sentencia. 

Y considerando: I a Que de la prueba rendida reinita que don 
Francisco Lemos ba tenido ganados de sn propiedad en loa lo- 



DE JUSTICIA RACIONAL !87 

gares denominados • Ciénaga Grande » y < Algarrobo >, cam- 
pos del Totoral. 

4* Que, tía embargo, el actor no ha Justificado que en manera 
indiscutible estuvieran comprendidos en la posesión que se le 
dio judicialmente de la estancia del Totoral, los puntos á que se 
refiere el número anterior. 

3° Que tampoco se ha acreditado la existencia del contrato de 
arrendamiento ni el contenió sobre el precio de éste y de tala- 
jes, con el demandado, según lai pretensiones deducidas en la 
demanda. La prueba de este juicio es insuficiente para acre- 
ditar una y otra cosa. 

Se trata de terrenos que han sido motivo de cuestión entre 
ambas partes y que no tienen límites separativos determinados 
con precisión. 

El demandudo niega que existiera elcontratoy el compromi- 
so invocados por el actor. Las declaraciones de los testigos no 
son seguras en cuanto al derecho de propiedad, ni podrían fon- 
darlo tampoco. 

Además, el contrato que informa esta acción por mas que se 
reduxoa ú períodos anuales de 209 pesos, tiende a establecer 
obligaciones de mayor cantidad, que no pueden probarse por 
testigos (artfcUo 11t*3, Código Civil). 

La cuenta de foja 4 no está reconocida por el demandado y 
los puntos de pruebas fijados en la prosecución de la causa, no 
han sido satisfechos. 

En dominios cuestionados podría gestionarse indemnítacion 
por el uso exclusivo que una parte hubiera hecho en perjuicio de 
la otra, pero como arrendamiento y como talajes convenidos, qne 
es la forma é intento de la demanda, la procedencia de esta tie- 
ne qne acreditarse mediante la prueba de los hechos fundamen- 
tales de la relación contractual y sus estipul aciones. 

La parte del señor Ruis Huid obro invoca sus derechos al To- 
toral y la parte demandada los suyos acerca de la arboleda. 
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Y la prueba no establee® que el lagar donde se ha acreditado 
que pastaba el ganado del señor Lemos, se encuentra en do- 
minio exclusivo de uoo ú otro, clara y precisamente determi- 
nado. 

Por estos fundamentos, fallo : declarando improbada la de- 
manda del señor Ruia Huidobro y absolviendo de ella al deman- 
dado señor Francisco Lemos, con cargo de satisfacer cada cual 
sus costas. 

Juigaodoen defioítifa, así lo declaro y ordeno en Mendoza, 
á primero de Febrero de 1891, Notifíquese con el original y en 
oportunidad archívese. Repóngase el papel. 

Severo G> del Castillo. 



rali» dt> te taprena Cwtt 

Buenos Aires, Setiembre 17 de 1898. 

Vistos y considerando: Que, como lo establece U sentencia 
de primera instancia la demanda se dirige á cobrar suma de 
pesos... por precio de un contrato de arrendamiento, cuya exis- 
tencia se ha desconocido por el demandado. 

Que la pregunta tercera do los interrogatorios de fojas trein- 
ta y tres, treinta y ocho y cuarenta, presentados por el actor . 
sólo ha sido contestada afirmativamente por el testigo don Fe- 
lipe Htvas á foja cuarenta, pues que los demos testigos ignoran 
su contenido, con excepción de don José de Can ion qne afirma 
tener conocimiento de que el demandado tuvo sociedad con don 
Secundtno Gomei. 

Que, como esta sociedad terminó el año de mil ochocientos 
ochenta, según lo dice el actor en la pregunta novena de los oí- 
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tadoa interrogatorio» de foja* treinta y cinco y treinta v ocho 
y como la demanda cobra arriendos desde mil ochocientos ochen* 
ta J dos, resulta que con aplicación al pleito queda sólo la de- 
claración de Rivas en apoyo del hecho que el demandante Be 
propooía probar de que el demandado le pagaba talaje 6 arrien* 
do, debiendo observar que ni aun ese testigo dice cuil fuera el 
monto del precio del arriendo. 

Que en consecuencia, debe concluirse que el actor no ha pro- 
ducido prueba testiücal que sirva para establecer la existencia 
de un contrato de arrendamiento con los elementos de cosa j 
precio que l* son esenciales. 

Que ante tal deficiencia, el principio de prueba por escrito 
que entrañan las «artas de fojas veinte y veintiuna no puede 
bastar para dar como acreditado la noción deducida en el juicio, 
porque esas cartas uo se refieren á eos» determinada ni mencio- 
na el precio de un contrato de arrendamiento, loque, ai hubiera 
sido suficiente para aut-oriiar la prueba por testigos, hace que 
no lo sea por sf sola á los fines j alcances de la demanda. 

Por ésto y fundamentos concordantes, se confirma la senten- 
cia apelada de foja cien con costas. Molifiqúese con el original 
y repuestos los sellos devuélvanse. 

benjamm pai. — luis v. v*nt- 

LA, —ABEL BAIAN. — OCTAVIO 
■UHG1, 
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VAVUA CtXV 



Dort Ju/to Sarat>¿ coníra don Juan Zerboni, por rendición 
de cuentas; sobre regulación de honorarios 

Sumario, — Los jueces federales tienen jurisdicción para 
regular las costas devengadas por ratón de honorarios proceden- 
tes deservicios prestados ante ellos, aun cuando deban pasar á 
utra jurisdicción. 

Caso. — Terminado el juicio, el doctor Sosa y procurador So- 
sa solicitaron la regulación de sus honorarios, concitación de su 
cliente j apoderado respectivamente, señor Saraví, quien pidió 
también la citación de las partes de Zerboni por haber sido con- 
denada en costas, para cobrar á ella su importe en oportunidad. 

Practicada la regulación, la parte de Zerboni apeló y dijo de 
nulidad, alegando que el juez no había podido hacer aquella 
porque se había mandado pasar los autos al juei de la sucesión 
del demandado. 



MI* *• tm BtipvetM «?#rt* 

Buenos Aires, Setiembre 20 de 1898. 

Vistos y considerando : que la regulación de honorarios se 
ha hecho, no precisamente para fijar la remuneración que 
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Sararí deba á su abogado y apod*™ 4 *» iio6 P ara eBtableceT la 
suma que deba ser i cargo de la parto de Zerboni, en virtud de 
la condenaron en costas que pesa sobre ella. 

Que peudieote aun los autos ante la jurisdicción federábante 
la misma corresponde hacerse la regulación de las costas deven- 
gadas por raxon de honorarios procedentes de serrícios presta- 
dos en dichos autos al objeto de establecer su monto. 

Que la regulación traída ante esta Suprema Corte, debe prac- 
ticarse teniendo enlista, no sólo los trabajos practicados sino 
también la importancia pecuniaria de k causa, la que aparece 

ser poco cuantiosa. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar al recurso de nuli- 
dad interpuesto i foja trescientas cincuenta y cuatro; y se fi- 
jan los honorarios del doctor Sosa, en la cantidad de un mil 
quiniento* pesos moneda nacional y los del procurador Boffi en 
trescientos cincuenta pesos moneda nacional, quedando así mo- 
dificado el auto de foja trescientas cuarenta y siete. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BSIUAHM FAX. — AKL 141*11. 
— OCTAVIO SONGEt— JUAN t. 

ToaaiAT. 
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Criminal contra Juan Román Contreras, por. circulación 
tle billetes falsos de curso legal 

Sumario.— En las causas por circulación de billetes falsos 
de curso legal, debe absolverse al procesado si no consta que tu- 
vo conocimiento de la falsedad. 



Caso. — Resulta de las uíguientes piezas : 



VISTA DEL PROCURADOR PISCA L 

Buenos Aires, Agosto 15 de 1897. 

Señor Juez ; 

Los procesados Samuel Herrera y Juan Ramón Contritas, 
resultan autores del delito de circulación de billetes de Banco 
falsificador Ambos han incurrido en la peni que señala el ar- 
tículo 285 del Código Penal. Y en atención de que el daño «Ro- 
sado no ba sido de mayor consideración, pido á V. 8. ae sirva 
condenarlos, en definitiva, á sufrir la pena de cuatro años de pe- 
nitenciaría y dos mil pesos moneda nacional de multa, á cada 
uno de los delincuentes. 

Suarez. 
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Falto del Jhw Federal 

Meodoza, Marzo 2t> de 1898, 

Vistos estos autos iniciados a instancia del señor Fiscal con- 
tra Samuel Herrera y Juan liamon Contreras por el delito de 
oírculacion de billetes de Banco falsificados: 

Y considerando : 1° Que con relación á Samuel Herrera no 
hay prueba bastante para establecer su culpabilidad, pues él 
h;i negado toda participación en el delito y de los testigos sólo 
don* Jora Díaz di- Sistema, aíirma que Herrera le cambió un 
billete de cincuenta pesos que resultó falsificado. 

El otro testigo Nicanor L. Torres que afirma le fué entrega- 
do en su casa de negocio un billete deeinco pesos falsificado, no 
aabe el nombre del individuo que hizo las compras, y al recono- 
cer la persona no se hizo constar cómo se llama, de suerte que 
no se sabe si se ba referido á Samuel Herrera ó a otra persona. 

El tercer testigo es el procelario Coutreras, que al decir que 
el billete falsificado r¡ne él dió en pago de la yegua, lo recibió 
prestado de Herrera, puede ser únicamente por alujar de sí toda 
culpabilidad, no habiéndose, por otra parte, acreditado el hecho 
del préstamo. 

2" Que con relación <» Juan Ramón Contreras, hay la propia 
confesión del procesado y además las declaraciones de los tes- 
tigos: Francisco Diaz, que alirma que el billete falso que quiso 
gastar tu la casa de negocio de Felipe Madero, lo recihió de 
Juan Ramón Contreras como paTtu del precio de una yegua que 
le vendió; y Juan Carballo vió que Contreras compró la yegua; 
lo cual constituye prueba bastante para condenarlo. 

3° Que la Suprema Corte ha establecido que la circulación 
de billetes falsos de curso legal es delito penado por el artículo 

T. LMT 



194 



FALLMS l>t LA SUMIAN A COME 



62 de la ley de 14 de Setiembre de 1863 y no por el artículo 
285 del Código Penal (fallos de la Suprema Corte, tumo 54, pá- 
gina 242; tomo 55, pág. 38; tomo 59, pág. 5; tomo 58, pági- 
na 84; tomo 59, pág. 217; tomo 60, pág. 178; tomo 60, pági- 
na 402). 

Por estos fundamentos, fallo: condenando á Juan K. Coutre- 
rus í\ sufrir la pena de cuatro años de trabajos forzados y qui- 
nientos pesos de multa, por el delito de circulación de billetes 
falsos y mando sobreseer delictivamente respecto á Samuel He- 
rrera, por uo encontrar prueba bastante para condenarlo. 

Hágase saber y póngase en libertad á Herrera, ejecutoriada 
que sea esta sentencia. Repónganselos sellos. 

Isaac dodoy, 



VISTA DEL SEffOK PUOCUHADOH GENEHAL 

buenos Airtí, Agu¿i^ 11 de 1898. 

Suprema Corte ; 

listando á ta confesión del procesado que corre á foja % ra- 
tificada á foja 12, y á la constancia de foja 6. encuentro sufi- 
ciente mérito legal para considerar a Juan Ramun Centren* s 
circuladorde billetes, cuya falsedad aparece evidentemente de- 
mostrada áfoja 16 vuelta. 

Tal es la situación dtd procesado, no obstante las omisioneF 
de elementos de becho que se advierten en la instrucción del su- 
mario, que subsanadas habrían dejado más claramente estable- 
cida la culpabilidad del recurrente. 

Por lo expuesto, atendiendo el escaso monto de los billetes 
circulados, lo que representa poco daño material causado por 
el delito, encuentro procedente la aplicación del mínimum de la 
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pena establecida en el artículo 62 de la ley sobre crímenes con- 
tra la nación de 14 de Setiembre de 1863 ; y pido á V. E. la 
confirmación de la sentencia recurrida. 

Sabiniano Kier. 

Fallo «e |« Bwpr«N* Cari* 

Buenos Aires, Setiembre 20 de 1898. 

Vistos y considerando : Que aunque está probado que se ha 
cometido el delito de falsificación ¡i que esta causa se refiere, 
así cutno que el procesado Contreras entregó uno de lo* billetes 
á Francisco Díaz eu pagu de un animal yeguarizo, no hay en 
autos elementos suficientes para haber por averiguado que di- 
cho Contreras tenía conocimiento de la falsedad, ya al recibir el 
billete, 6 ya ni siquiera al circularlo. 

Que al contrario, las circunstancias de la causa hacen presu- 
mir más bien que, como lo dice el procesado, recibió el billete de 
buena fé y lo entregó á Diaz también en el concepto de ser legí- 
timo. 

Que con tales antecedentes la confesión de Co utreras no debe 
dividirse en perjuicio del confesante, con arreglo al artículo 
trescientos diez y ocho del Código de Procedimientos en lo cri- 
minal, correspondiendo en su mérito, dar por comprobados los 
hechos y circunstancias que ella contiene. 

Por esto, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo trece 
del citado Código, se reroca la sentencia apelada de foja trein- 
ta y tres y se absuelve, en consecuencia, de culpa y cargo á 
Juan E. Conferems. Notifíquese con el original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL Í AUN. — OCTAVIO BCNGE. 

— «jan e. TORREirr. 
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Criminal contra Juan Silvestre, ,ior circulación de billetes 

falsos de curso legal 

Sumario. — La entrega en pago y recibo mineado en el país 
de billetes de curso leyalá sabiendas de su falsedad, remitidos 
después para su expendio en país extranjero, importa el delito 
de circulación de dichos billetes. 



Caso. - * Resulta de ta» siguientes piezas:* 



VISTA DEL PHOCÜRAÜOR FISCAL 

■ 

Bueno» Aires. Abril iíá de 1806, 

SetiorJuez: 

De las declaraciones prestadas por el procesado, en este 
asunto, así como de las diligencias que se lian practicado en el 

sentido de aclarar el hecho que lo motiva, resulta que el indi- 
viduo Juan Silvestre, vino a Buenos Aires en el vapor € Sirio » 
el 22 de Junio de 1895, figurando entre los pasajeras de ese va- 
por, según consta i foja 57, que estuvo tañí en Buenos Aires 
un tiempo como profesor en el Colegio General Belgrano, según 
él lo manifiesta y más tarde se auBentó para Santa Fé, entran- 
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do en la casa de Ripamonte y compañía, recomendado por los 
señores Ambrosetti Herminio*, saliendo de allí para Buenos 
Aires después de un año de permanencia, en que según consta á 
foja 47, observó buena conducta sin que diera lugar á levantuT 
sospechas á su respecto. 

Aprehendido aquí por las acusaciones que contra él surgían 
de lascoinunioaeioües del señor Ministro Británico que forman 
cabeza á « ste proceso, íuéle recibida su declaración inlagatoria 
en la oual manifesté que efectivamente él había enviado al lla- 
mada Raymond en Londres ocho billetes falsos de 50 pesos, con 
instrucción es para que allf los vondiera (foja 43 vuelta). Re- 
querido para que manifestase cómo obtuvo esos ocho billetes, 
manifestó que le fueron entregados por un italiano del Piamon- 
te llamado José á quien conoció en su viaje de Génova á esta, 
habiendo recibido esos billetes con conocimiento dp su falsedad 
por 50 pesiitt legitimes que prestó al mencionado italiano. 

Que por utra parte, temiendo circularlos en eBta, los envió á 
Raymond en las condiciones ya expresadas. 

Kse envío, así como las instrucciones dadas á Raymond para 
ta venta 6 circulación de los dilletes falsos en Londres, consta 
de laa t artas agregadas a] expediente y que corren de fojas 20 
á2ñy de fojas 70 a 152. 

Por último y con el ubjeto de indagar los antecedentes del 
procesado, se practicaron las diligencias que corren de fojas 57 
vuelta a 61, obteniéndose que los testigos citados, á excepción 
de don Luí. López que dice nu conocer al procesado, los otros 
han depuesto manifestando que consideran á Silvestre como nn 
hombre honrado y de trabajo. 

La exposición que precede determina en cuanto es posible la 
situación legal del procesado; sin que baya elemento de prueba 
bastante que lo indique como falsificador ó introductor al país 
de los billetes falsos de que se trata, por cuanto no h 'líéndose 
podido contrariar la afirmación que hace de que los recibió de 
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una persona cuy a raga filiación hace imposible su L-onochuicnto, 
debe aceptarse como firme la alirmacion del procesado siguien- 
do el principia establecido «le que un caso de duda debí estarse 
en favor del reo. 

Pero mi esto no ba podido seT demostrado ui probado, no lia 
sucedida lo mismo con el hecho de haber enviado Silvestre los 
billetes falsos á Europa (Londres) eu las condiciones que lo ten- 
go expresado: cato consta de su propia confesión y de las car' 
tas que curren de autos. 

Surgí' aquí la cuestión de saber si por el hecho üe haber el 
procesado remitido esos billetes á Rat mond en Londres, se ha 
hecho reo de circulación de billetes falsos y si por ello cae bajo 
el imperio del articulo 69 de la ley federal sobre crímenes contra 
la Nación de 1863, 6 más bien ateniéndonos al trato expreso de 
la ley mencionada de 1863, si el procesado ha expendido los bi- 
lletes falsos de que se trata por el hecho de haber enviado fuera 
del i mis, para pe otro anisum» su cambio ó su venta. 

Para resolver esta cuestión se hace necesario, examinar el 
acto bajo dos puntos de vista ; 

1° El acto cometido por Silvestre, de la reiuisiun á Londres 
de billetes falsos,, 

2° Kl acto de JUy mond en Londres de intentar venderlos de 
acuerdo con las instrucciones del remitente. 

Siendo el verdadero delito el expender los billetes falsos, y 
estando al significado estricto de la palabra expender es indu- 
dable que quien ha cometido el delito es Hay mond y no Silves- 
tre: como es exacto se ba cometidu fuera de la jurisdicción de 
nuestra ley penal, creo que no hay razón pura considerarte ni 
para pensar en La aplicación de nuestras penas al mencionado 
Kayuiond, quien, por otra parte, sufre actualmente la pena que 
le tienen impuesta por tal hecho las autoridades inglesas, según 
consta del expediente mismo. 

Dejando esto de lado y examinando la situación legal de Sil- 
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vestre, es indudable que foto al remitir los billetes que sirvie- 
ron á Raymnnd para i-l delito comt-tidn en Londres sólo se bu 
hecho reo délos actos preparativos del delito cometido por 61, 
pues ron los billetes remitidos y con las instrucciones dadas ha 
cooperado eficazmente al acto. 

Ahora conviene examinar si tales actos preparatorios, come- 
tidos por Silvestre importan en si un delito punible por nuestra 
ley, único caso en que según nuestro código son pasibles de pena 
los actos preparatorios de un delito (art, 14, Código Penal). 

Pronunciándome sobre este punto, debo manifestar que consi- 
dero que la remisión de los billetes por Silvestre así como las 
instrucciones dudas á Raymond, si bien bou actos preparatorios 
Hel delito cometido por éste en Londres, ellos no importan por 
sisólos Ó independientemente una contravención ni un delito 
con arreglo á nuestras leyes. 

Creo, pues, que bajo este punto de vista ^circunscribiéndola 
jurisdicción de V. S. á loa actos de Silvestre cometidos en esta 
Capital, no hay razón para considerarle culpable de luchos pu- 
nibles ni para proceder contra él. 

Antes de terminar* debo manifestar a V. S. que al sentar la 
doctrina deque sólo pueden ser tomado en cuenta los actos de 
Silvestre, como actos preparatorios de un delito y no el delito 
mismo que cometió Raymond en Londres, es porque toe atengo 
exclusivamente al principio de que la le| penal no puede llevar- 
se más allá de nuestro territorio, ni la couipeteucia de nuestros 
magistrados puede hacerse efectiva en país extranjero, por ac- 
tos cometidos en ól (Fiori, Derecho Penallnternacional, pagina 
27, tomo I o ). 

Por estas eonsideraciones, y las que tengo manifestadas en 
mi vista del expediente alegado. Considero que V. S. debe 
mandar sobreseer definitivamente en este asunto de acuerdo 
con el artículo 434 del Código Penal. 

¿ Batel, 
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VISTA DEL SEÍÍOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 29 de lfflfT. 

Seftor Juez Fedaral : 

Para que «1 sobreseimiento definitivo proceda stgun el artí- 
culo 434 del Código de Procedimientos en lo Criminal, ge re- 
quiere, 6 que no exista en absoluto hecho delictuoso, ó que no 
aparezca ú quien imputar su perpetración. 

En el cusosub-judice tos billetes falsificados agregados á fojas 
31 y 32 evidencian la perpetración del delito de falsificación de 
billetes del Banco de la Nación ; y la declaración del procesado 
de foja 38 y las cartas por él reconocida* de foja 21 adelanto, 
que ha sido aquél el poseedor y el introductor al país de esos 
billetes falsificados, y que ha negociado además su circulación, 
aún que en país extranjero. 

La ley du 1809 sobre crímenes contra la Nación, castiga en 
su artículo G2 t Jo mismo A los que falsificaren, que á los que in- 
trodujeran 6 expendieren los billetes falsilicados. 

No es posible apreciar en el estado actual del juicio, los 
grados de culpabilidad ó de penalidad que afecten los hechos 
imputados al procesado, ni sin que preceda una determinación 
perfecta de la intención, alcance y consecuencias jurídicas de 
esos hechos, resolver la irresponsabilidad del imputado. 

La introducción sola de tos billetes con conocimiento de su 
falsidod siendo prohibida por la ley, puede constituir un hecho 
punible. Las gestiones para su i ¡rculacion i?n país extranjero 
pueden serlo también, si se considera que esa circulación res- 
pecto de una moneda fiduciaria, faiere el crédito nacional, y que 
esas gestiones pueden constituir una tentativa de estafa, cuya 
consecuencia fuera la introducción y circulación en el país del 
objeto de la estufa. 
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En cualquier caso, estas cuestiones no pueden resol verse* por 
un auto de sobreseimiento ; y constando el cuerpo del delito y 
la persona determinada, actúa en los hechos imputados con ca- 
rácter aparentemente delictuoso, la continuación del proceso se 
impune hasta que, concluida la sustanciaron, pueda declararse 
con arreglo á sus constancias la responsabilidad ó irresponsa- 
bilidad del procesado. 

Pienso por ello de acuerdo con lo expuesto en el auto V. S. 
de foja 158 que la causa debe elevarse á ulenario. 

Sattimanv Kier, 



VISTA DEL PROCUKADOU FISCAL (dd flOc) 

Estudio. Mayo 5 de 1897. 

Señor Juez Federal i 

Reputo incontestable y perfectamente fundada la opinión del 
señor Procurador general deque el prevenido do se ha hecho pa- 
sible del delito de haber expendido billetes falsificado*, el que 
ha sido perpetrado por Raymond en la ciodad de Londres, me- 
diante la remisión de billetes falsos que desde aquí le hito Sil- 
vestre. 

Este último evidentemente ha realizado aquí los actos prepa- 
ratorios del delito consumado en Londres, que ha hecho recaer 
una pena sobre Raymond. 

También estoy conforme con la doctrina de que los actos 
preparatorios de un delito cometido en el extranjero escapan 4 
la acción represiva de nuestros tribunales, siempre que tales 
actos no importen por si mismo delitos. 

Pero si bien pienso que Silvestre no puede ser procesado por 
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su participación en el delito consumado y juzgado en Londres, 
estoy lejos de creer qué esté exento de toda responsabilidad le- 
gal por los hechos contratados en este proceso y que debe desde 
ya dictarse auto oY sobreseimiento en mi favor. 

Tenemos en este caso leyes nacionales rioladas, valiosos in- 
tereses públicos heridos, y perturbado et movimiento econó- 
mico. 

En efecto, los billetes agregados entre los folios 49 y 50 
(ver oficio de la Caja de Conversión) forman cuerpo del delito 
de falsificación de billetes emitidos por la Nación, de conformi- 
dad á la ley número 3062 como lo reconoce el señor Procurador 
general de la Nación. 

Silvestre alegó haber comprado ocho billetes falsos» de cin- 
cuenta pesos cada uno, por cincuenta pesos legítimos, de un 
italiano llamado Jasé, que vina en la ( tille Europa. Los dos 
que c Tren agregados a los autos formaban parte de aquellos 
(fojas 43 vuelta y 14). 

La explicación de la forma de adquisición de los billetes fal- 
sos no es satisfactoria, A mi juicio, importa una evasiva,, una 
disimulación de la verdad. En todo caso Silvestre debe compro- 
bar la exactitud de la escusa invocada. 

Nos encontramos en presencia del hecho real de que Silvestre 
ha tenido en su poder billetes falsificados de cincuenta pesos, 
de los que ha eipedidu ocho a Londres para ser vendidos. Es 
decir, tenemos aquí comprobada una falsificación de billetes y 
conocida una persoua que, con precauciones, se ocupa de hacer 
colocar éstos en el extranjero. 

Parece muy conforme a la raion que aquel que fuese sorpren- 
dido con un documento, que es el resultado y la comprobación 
de un delito y que paede acarrearle ventajas, sea presumido 
como autor del delito, salvo la prueba contraria. 

En este sentido la Suprema Corte de la Nación ha declarado 
que el tenedor de un documento falsificado se reputa ser el fal- 
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Mocador, mientras no justifique su procedencia inocente (Série 
\*, tomo 5 o , pág. 433). 

Eotomces, Silvestre es el autor do ta falsilka&ion, su encu- 
bridor ó introductor, de las notas fiduciarias falsíiicadas, desde 
que no ha justificado la cownra alegada, y en cualquiera de esos 
rasos seria pasible de pena. 

Si se le considera comu autor introductor, de lo que deter- 
mina el artículo 62 de la ley penal nacional de 14 de Setiembre 
de 186» y si como encubridor, de lo que determina el artículo 

43 del Código Penal. 

Por las consideraciones arriba apuntadas, solicito contra 
Juan Silvestre el mínimum de la peua del artículo 64 de la ley 
de Setiembre de 1863. 

§L ti. Méndez, 



Buenos Aires, Octubre ¿7 de 1897. 

Vista: Esta causa criminal seguida contra Juan Silvestre, sin 
sobrenombre ni apodo, italiano, de Milán, de 37 años de edad, 
soltero, contador de la casa Natalio Tomasa!, calle Laralle nú- 
mero H27, domiciliado en (acalle AUina 1684, y con dos años 
pr eximamente de residencia en el país. 

Resulta: Que con fecha 13 de Diciembre del ano 1896, el pro- 
eurador fiscal se presentó, según consta á foja 6, exponiendo : 
Qne por las comunicaciones que adjuntaba el juigado se impon- 
dría que en Londies habían sido detenido» los aujtftos Ambrosio 
Zuclii y Pedro Raymond acusados de circular billetes falsos 
imitando los billetes del Banoó de la Nación Argentina. 
Que según la referida comunioaciou, los billetes secuestra- 
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dos á aquellos, parecía» proceder de esta capital, indicándose 
como autor de su fabricación á un indi vid o de nombre G. Sil- 
vestre cuyo domicilio se presumía era en la ^ulíe Victoria 855 
en esta ciudad. 

Que romo es tus hechos importaban un delito cas Ligad o por 
ta ley, lu ponía en conocimiento del juzgado do acuerdo con el 
artículo 169 del Código de Procedimientos en materia criminal 
y á los efectos que en el referido articulóse determinan. 

El juzgado para esclarecer el hecho practicó las diligencias 
que Garren de foja 7 en adelante, y por el auto de foja 36 dis- 
puso la detención de Juan Silvestre, y obtenida ésta, mandó 
be recibid ra declaración indagatoria al acusado. 

Este, á foja 39, después de expresar detenidamente sa con- 
ducta desde su arribo á esta capital, manifestó que había remi- 
tido a Pedro Kaymond ó Hermán Bolliní de la Pedroza, 8 bi- 
lletes falsos del valor de cincuenta pesos del Banco de la Nación 
Argentina y á que. se refieren las cartas de fojas 20 4 25, ma- 
nifestando á foja 43 que no las había firmado eon su nombre 
por precaución, toque 9c esplica por su contenido. 

Que interrogado el mismo procesado sobre la procedencia 
de los precitados billetes, dos de los cuales corren agregados í 
fojas 31 y 32, v qm ha reconocido como que forman parte de los 
8 que enrió a Londres, dijo que los había recibido de un tal 
José que conoció en su viaj- do Genova á esta Capital y á cerca 
de t uyo paradero no podía dar razón exacta» recib-i que hizo en 
las condiciones que expresa en su indagatoria á foja 50, consta 
el informe de la caja de conversión que declara falsos los bi- 
lletes. 

El procesado a foja 53, declara que no percibió dinero al- 
guno por la venta de tos billetes que hizo Kaymond en Londres. 
Habiéndose conferido vista at ministerio fiscal, éste dictaminó 
solicitando el sobreseimiento definitivo á lu que discordando el 
juzgado fué el evado el proceso al procurador general de la na- 
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cien, quimil á fuja 159 Be expidió pidiendo se elavara la causa i 
plenario, siendo en esta virtud nombrado Bscal a¿ hoc el doctor 
Miguel O. kiüdél ; á foja 162 se expide aconsejando se aplique 
á Silvestre el mínimum de la pena establecida por el articulo 
1863, fundado en qae no ha explicado satisfactoriamente la 
procedencia de los billetes, por lo que se le debe considerar co- 
mo falsificador o introductor de billetes falsos. El doctor Ofceiza 
pide se absuelva á Silvestre por cuanto el rol de remitir bajo 
sobre 8 billetes falsos sin ánimo de piafar no puede apreciarse 
como circulación de billetes falsos. 

Que esos billetes, facsímil de un papel moneda inconvertible, 
que á mérito de una ley nacional que limita su circulación 
forzosa á la República Argentina, es en Londres ó cualquier 
otro país del mundo una mercancía. 

Que los actos preparatorios de un delito que ha sido cometido 
en puí* extranjero y que no son delito en sí mismas por nues- 
tra legislación escapan á la jurisdicción de los tribunales de la 
nación. 

Que Silvestre uo ha introducido al país los billetes falsos 
sinó que, por el contrario, ios ba exportado. 
Recibida la causa a prueba se renunció á ella y se llamó & 

autos. 

Y considerando: 1" Que se encuentra plenamente demostra- 
da en este proceso, por 1» propia confesión del encausado y por 
los demás antecedentes que ofrece esta causa que conOrman su 
confesión el hecho de que se le acusa ¿ Juan Silvestre de haber 
remitido desde esta ciudad á Pedro Raymonrt 8 billetes falsos 
del Bancode la Nación, con el propósito de que los vendiese en 
Londres, lugar de su residencia (articulo 316 del Códigode Pro- 
cedimiento en materia criminal). 

<fr Que en presencia de este hecho demostrado, este tribunal 
está llamado X resolver si constituye un delito previtto y cons- 
tituid*, por nnestrat leyes, 6 si la circunstancia de haberse ven- 
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dado en Landres los billetes de la referencia, lo pose fuera de 
su jurisdicción y á cubierto de toda responsabilidad como lo 
sostiene la defensa, * 

3° Que considerando ta ley de 14 de Setiembre de 1803 que 
se refiere al caso en cuestión, de los términos del artíoulo 63 
resulta, que castiga con la pena de 4 á 7 años de trabajos for- 
zados y multa de 500 i 5000 pesos fuertes ú los que introdu- 
cen ó expendieren billetes falsos de un banco erigido con au- 
torización del gobierno nacional y & los que los falsificaren. 

4 a Que habiéndose comprobado que Silvestre fué poseedor de 
l k billetes que remitió á Londres, a estar á la doctrina aceptad a 
pnr nuestro suprema tribunal, debe considerársele como falsifi- 
cador mientras no justifique su procedencia inocente (Fallos, 
Suprema Oírte, série 1°, tomo 5 a , página 433). 

5° Que de las constancias de autos no resolta que el procesa- 
do haya comprobado esa circunstancia, pues se limita á mani- 
festar que adquirió los billetes de foja... de un italiano llama- 
do José á quien conoció en su viaje de Génova á esta ciudad, 
en pago de 50 pesos que le había prestado, sin que baya podido 
dar al juzgado su apellido y sin indicar su filiación completa ; 
antecedentes que debía conocer dadas las vinculaciones que exis- 
tían entre ambos, lo que hace que este tribunal aprecie síi re- 
ferencia sólo como un recurso para eludir su lesponsabilitUd. 

6° Que aparte de estas declaraciones, debe tenerse presente 
que Silvestre confiesa llanamente que expendió los billetes fal- 
sos desde esta ciudad a Ta de Londres, de donde surge la cues- 
tión de si con arreglo á los términos de ley recordada debe juz- 
gársele como expendedor. 

7° Que el espirito de la ley no puede ser otro que castigar el 
hecho de la especulación consumada en nuestro pafs sin que 
paralíze sus efectos la circunstancia de que el delincuente baya 
pretendido vender ó hacer circular fuera del país los billetes 
que expendiera. 
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En efecto, € expende » significa en el lenguaje del derecho, 
venta cereta j cautelosamente, distribuir ó introducir ea el 
comercio los efectos de un delito, como moneda falsa, las 
cosas hurtadas ó robadas y las de contrabando, y esto sea cual 
fuese el medio de que se valiese el agente para consumar su cri- 
men : lo mismo sería que lo hiciera saliéndose del correo ú otro 
medio que directamente y por su propia acción, siempre habría 
expendido los billetes, hecho que la ley reput i delito y en con- 
secuencia castiga. 

8 a Que se nota sin mayor esfuerzo que la defensa sólo to- 
ma eu cuenta el delito que se consumó en Londres, que escapa 
á la jurisdiccionde nuestros tribunales y á nuestra ley penal, 
por haberse consumado fuera de la República Argentina ; y no 
tiene presente el delito de expedición ejecutado en nuestro pafe 
que cae bajo la jurisdicción de este juzgad" y el imperio de 1» 
ley mencionada. 

9» Que dadas estas consideraciones no es posible dudar que 
el hecho ejecutado por P *estre está comprendido en la disposi- 
ción del artículo ¿3 de la ley de 15 de Setiembre de 1863, 
ya sea que se le juzgue como falsificador 6 expendedor de billetes 

falsos de banco. 

Por estos fundamentos, fallo : condenando á lu. o Silvestre 
a cinco años y medio de trabajos forzados y multa de 2750 peses 
fuertes, más las costas, de acuerdo con lo dispnesto en el articulo 
63 de la ley citada y articulo 52 del Código Penal; debiendo 
descontarse el tiempo de prisión preventiva que ha sufrido en 
la forma prescrita por el artículo 97 de la ley de 14 de Setiem- 
tj re de 1863. En su oportunidad remítase testimonio al director 
de la Penitenciaria para su cumplimiento, Hágase saber al jefe 
do policía y notifíiuese con el original. 

Gervasio F. Granel. 
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VISTA DEL SEÑOR PRÜCLKAOOft GfctfERAL 

Buenos Aires, Febrero 8 de 1898. 

Suprema Corte ; 

El hecho fundamental de esta ■■ansa, «I expendio de bille- 
tes falsificados del Banc o de la Nación, imputado al procesado 
Juan Silvestre, está evidentemente demostrado. 

El mismo procesado lo reconoce en su explícita declaración 
de foja 39; allí asegura qae, viniendo de Genova, mibiÓ loa 
billetes falsos de un italiano José; que temió circularlos aquí, 
y los envió A Londres, con las precauciones que exigía el con- 
tenido de las cartas reconocidas. 

Es incontrovertible ante esas constancias que Silvestre re- 
cibió los billetes con conocimiento de su falsedad y los remitió 
á Londres pata eludir las responsabilidades legales que temía, 
circulándolos en el país. 

Se objeta que tratándose de una expedición a país extranjero, 
el hecho ha perdida el eardeter criminal que le atribuye al artí- 
culo 63 de la ley de 14 de Setiembre de 1863* Pero ni ese ar- 
tículo ni ninguna otra prescripción legal, autorizan tal objeo- 
oioo. 

Seobserva que la conservación del crédito de la moneda fi- 
duciaria es mis que un deber una necesidad sentida en la Re- 
pública, que ha garantido su valor oficial; se comprenderá el 
rigorismo de la legislación penal, respecto de los falsificadores, 
y la falsificación y el expendio, lo mismo en el paí$ que en el 
extranjero, es un delito contra la nación cuando afecta su mo- 
neda fiduciaria, porque sembrando la desconfianza propende al 
descrédito do los Bancos garantidos por la nación y á la defrau- 
dación de los intereses fiscales. 
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La tentativa de circulación en Londres no puede calificarle 
de simple ventado cosas, sino de circulación de moneda falsa, 
porque el propósito y la consecuencia necesaria de esa circula- 
ción, era devolver á los centros comerciales del país, los bille- 
tes falsificados. 

Resulta siempre una circulación y expendio de billetes fal- 
sos, que según tos términos amplios y generales de la ley, es 
castigada, sin excepción, con las penas de cuatro á siet^ años 
de trabajoa forzados y multas adicionales. 

La sentencia ha calificado bie el hecho resultante contra el 
procesado de haber expendido m idd* falsa á su comisionado 
en Londres para promover .vi cr.jjacion por mediode la venta. 

Pero esa »eiua no se ha coü- . rifado, ni el procesado ha reci- 
bido parte del precio. 

Sin poder determiuar con precisión, por falta de esclareci- 
mientos, todo el alcance de los hechos producidos en Londres, 
me inclino á creer más en la tentativa, que en la realización de 
los propósitos criminales. 

T si la realiiacion de esos propósitos era punible, según e! 
artículo 64 de la ley nacional citada» con las penas estableci- 
das en la sentencia de foja 180, la tentativa debe autorizar una 
disminución de pena en la proporción establecida por el artícu- 
lo 12 del Código Penal. 

En su consecuencia, pidoá V. £. que, reformando la senten- 
cia recurrida en cnanto A* la calificación del delito, desde que 
no se ha consumado la circulación en el pafa, A que propendía 
el expendio de los billetes falsos; se sirva disminuir la pen i 
impuesta al procesado en ta mitad de su término, con sujeción 
á lo dispuesto en el articulo 13, inciso 30, del Código Penal, y 
atentas las buenas condiciones morales que aquél ba demostra- 
do, y el ningún perjuicio emerjente de los hechos inculpad la.' 

Sabiniano Kier, 
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r*M*4« la Suprem* t'erte 

lítanos Aires, Setiembre 20 de 1898. 

Vistos y considerando: Que según lo con tiesa el procesado, 
un individuo llamado José Le entregó los billetes falsos que han 
motivado esta causa en pago de la suma de cincuenta pesos que 
le adeudaba por préstamo hecho durante un viaje de Génora á 
esta Capital (foja cuarenta y tres vuelta). 

Que este acto se realizó en el país haciéndose así pasar de una 
á otra mano billetes falsos para saldar deudas que se dicen le- 
gítimas, con lo que se ha operado el hecho de circulación de 
dichos billetes. 

Que el caso, eu consecuencia, se halla dentro de lo dispuesto 
en t?l artíoulo sesenta y dos de la ley penal de catorce de Sep- 
tiembre de mil ochocientos sesenta y tres, tanto en relación al 
desconocido José, como al procesado, coautor en el expendio 
de los billetes. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ciento ochenta, se confirma, con costas. Repuestos 
ios sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el origina). 

BENJAMIN PAZ» — ABEL BAZA». — 
OCTAVIO BUKGE- — JUAN t. 
TOARE NT. 
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¡km Pedro Garttand contra el Raneo Hipotecario de la Pro* 
vinciade Buenos Aires, por devolución ile cédulas y. bonos; 
sobre defecto le</al en la demanda 

Sumario, — 1° Hay derecto legal en la demanda que no ex- 
pone con claridad los antecedentes que motivaron laentregade 
valores cuya devolución se pifie, y la negativa del demandado. 

2* No suple el defecto la referencia que el demandante baga 
i un expediente» donde constan loa detalles de dichos antece- 
dentes, sin exponer esos detalles. 



Caso, — Don Pedro Gartland se presentó ante el juzgado, 
exponiendo qae: 

Demanda por devolución de 374.050 cédulas, 72.485 bonos 
y pesos 477, 49 al Banco Hipotecario de la Provincia de cuya 
demanda debe ser notificado el Presidente, doctor Juan D, Ma- 
glione, en sn despacho. 

Que la remisión de esos títulos al Banco, en momentos deli- 
cados para él fué condicional y relacionada con su ofreoimiento 
escrito, en que exponía con toda claridad cómo debía serle 
devuelto el dinero, es decir, si no se anulaban ó modificaban las 
respectivas cancelaciones procedentes á que se referían. 

Que bajo juramento se remite al expediente número 80. 
año 1894, que obra en poder del Banco, en cuanto á los deta- 
Uea pertinentes. 
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Que al amparo de una resolución, anotada en loa libros, que 
no ha conocido hasta principio de este año, el Hinco pretende 
quedarse con lo que es luí o. 

Que el punto es muy claro: válidas fueron y cálidas son y 
válidas serán las canoelacioues primitivas y ti Banco» no obs- 
tante, pretende quedarse con lo que uo le pertenece. 

Que á falta de razones, el Banco parece entender que la re- 
constitución ofrecida, también condicional, ni» se hizo por cau- 
sa de los títulos de propiedad y contesta que hizo * el pago liso 
y llano, sin niuguua salvedad en concepto de puro, simple y 
definitivo ». 

Que esto no es verdad en todas sus partes. Que el Banco ha 
necesitado entrar en el terreno de la ficción, para no acceder A 
sus legítimas solicitudes. 

Que ya se estadio el caso á la luz del articulo 533 y correla- 
tivos dtl Código Civil; ya se le estudie á la luz del articulo íl 52, 
su daieclioes indiscutible. 

Que en el alegato estudiará más «tensamente esta aenoilla 

cuestión de derecho. 

Que acompaña las copias de eate escrito y, agotada la recla- 
mación administrativa, acude ul juzgado para qne condono al 
pago, dentro de tercero día, de lo pedido al prinoipio con inte- 
rés y costas, notificando en so despacho oficial á su Presidente 
ya nombrado. 

Ahí» del Jum Merftl 

La PlaU, Junio 15 de 1898. 

Y vistos: ¿l escrito presentado por el procurador del Banco 
Hipotecario alegando la aioepoion de defecto legal de la de- 
manda interpuesta por don Pedro Gartland. 
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Y considerando: Que el articulo 57 exige que el escrito de 
demanda contenga primero, el nombre del demandante ; se- 
gundo, el de! demandado; tercero, la cosa demandada; cuarto, 
los hechos en qne se funda, etc., y cuyos requisitos, todos ie 
han llenado en forma, puesto que tanto la exposición de los he» 
chos, como el fundamento de derecho, se encuentran expresados 
en términos claros y precisos. 

Por esto, desestimo la excepción opuesta con costas ordenan- 
do que el Banco conteste derechamente la demanda. Notifi- 
ques* y repóngase la foja. 

ífartanoS. de Aurrecoeehea. 



Fmtlm de I* tfupreat» Certe 

Buenos Aire», Setiembre 22 de 1888. 

Vistos y considerando: Que con arreglo al artículo setenta y 
cinco de la ley de procedimientos, la demanda debe contener loa 
hechos en que se funda explicados claramente. 

Que 1» interpuesta en esta causa por don Pedro A. Gartlaud 
no llera ese requisito, porque su texto no permite darse cuenta 
de los antecedentes, ó causas que motivaron la entrega de los 
dineros y valores que se cobran, ni de los motivos del resultado 
final de ta entrega en lo que respecta a las resoluciones adopta- 
das por el Banco, 

Que la referencia hecha por el demandante a un expediente 
en que dice constar los detalles délas operaciones que sirven de 
antecedente á ta demanda* no suj.le las formas legales, desde 
que no ae hace la exposición de hecho que debe con claridad 
contener la demanda. 

Por esto se revoca el auto apelado de foja diei y seis, y admi- 
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tiéndose la excepción expuesta á foja seis, se decíala que el 
demandado no está obligado ¿contestar la demanda hasta tanto 
qne subsane el defecto que ella contiene. Respecto los sellos 
devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. TARELA. 
— ABEL BAEAH. — OCTAVIO BUN- 
CE. 



CACHA CCjLÍJE 

Contienda de compeíencia por inhibitoria en ta causa de don 
Martin Echeverría contra el ,Bamo Aerícola del Rio de la 
Plata ; sobre consignación. 

Sumario* — El pleito sobre consignación, tratándose de un 
documento á la órden firmado en la Capital, corresponde al juez 
de ésta. 

Caso. Lo explica el fallo de la Suprema Corte y la vista 
del señor Procurador general. 

ftalU «el Jw» Federal 

Paraná, Diciembre ¿1 de [897. 

Vistos y considerando: Que la jurisdicción competente para 
conocer del pago por consignación es aquella en qne debe cum- 
plirse la obligación que se quiere pagar. 
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Que la consignación hecha por don Martin Echeverría es para 
solucionar un pagaré hipotecario otorgado por él á hM del 
Banco Agrícola y Comercial del Río de la Plata, como parte de 
precio de un inmueble ubicado en esta provincia, que compró 
por contrato celebrado en la ciudad do Buenos Aires. 

Que no existiendo constancia ni habiéndose alegado en este 
caso que las partes hubiesen fijado un lugar determinado para 
el pago del precio, el debe hacerse en el del domicilio del deu- 
dor don Martin Echeverría, que se encuentra en esta sección 
judicial, según consta á fojas, de acuerdo con la regla general 
establecida por el articulo 747 áA Código Civil. 

Que en este caso no puede primar sobre la regla establecida, 
el lugar del contrato, como lo pretende el representante del 
Banco porque versando él sobre la enajenación de un inmueble 
situado en esta provincia, es aqui que deben cumplirse todas 
sus estipulaciones, desde el momento que al acordar pla*o para 
el pago no se ha establecido un lugar distinto en que éste hu- 
biese de hacerse como queda dicho. 

Por estas consideraciones, el jugado resuelve no hacer lu- 
gar á la inhibitoria que solicita el señor jucs federal de la Ca- 
pital de la Kepubliea. En consecuencia, remítanse estos ante- 
cedentes á la Suprema Corte Federal, y hágase saber al .ñor 
juez exhortante A los efectos del artículo 52 de la ley de Pro- 
cedimientos. T HniQ 



VISTA DEL SEflOtt PROCURADOR GENERAL 

Bueoos Aires, Mayo 31 de 1898. 

Suprema Corte : 

El Banco Agrícola Comercial del Río de la Plata vendió, se- 
gún el testimonio de foja treinta tres, á don Martin Echeverría, 
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vecino de 11 provincia de Entre-Ríos, uq campo de pastoreo, 
ubicado en territorio de ta misma provincia. 

Como parte de precie de esa venta, el comprador otorgó en 
Buenos Aires, el pagaré corriente á foja siete, por 1a sama de 
diez mi! pesos moneda nacional. 

En ese documento, se expresa que es parte del precio del 
campo ubicado en Entre Rios, y que esa deuda queda garantida 
eon hipoteca del mismo campo. 

No consta lugar asignado para el cumplimiento de la obliga- 
ciun, y no es claro que el lugar de su otorgamiento implique 
aquella designaciuu, cuando media una hipoteca constituida 
sobre la propiedad ubicada en Eutre-Rios, ante cuya jurisdic- 
ción ha sido protocolizada, según resulta á foja cuarenta y 
ocho. 

Si hubiera de ejecutarse la propiedad hipotecada para el pago 
del crédito hipotecario, debiera ocurrirse á la jurisdicción del 
juez territorial, donde está ubicada la propiedad. 

Si la acción emana de] pagaré de foja siete, tratándose de nna 
obligación personal y no ron teniendo designación expresa del 
lugar para su cumplimiento, el lugar del pago será el del domi- 
cilio del deudor al tiempo del cumplimiento de la obligación. 
Comoe) domicilio del deudor en el caso actual, ha sido y conti- 
núa siendo in la Provincia de Entre-Ríos y es allí además donde 
deben practicara las diligencias para la cuancelacksu del gra- 
vamen hipotecario, la consignación du ¡a deuda resulta legal- 
mente verificada á foja primera. 

En su mérito opino, que el conocimiento corresponde al señor 
juez de la sección de Entre-Rios, y pido á V. E. se sirva decla- 
rarlo, en conformidad á lo resuelto en su auto de foja cincuenta 
del expediente agregado. 

Sabmiano Kier. 
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Falto l« SwpiwBi» Vmwtm 

Jluenos Air«s. Kelfütubre ¿i de lfcíHM, 

Vistos y considerando : Que la consignación hecha por don 
Martin Echeverría tiene por objeto el pago de un documento i 
la órdeii, considerado, por tanto, como letra de cambio con arre- 
glo al articulo setecientos cuarenta del Código de Comercio, 
siéndole aplicable las disposiciones relativas á la* letras expre- 
sadas, según el artículo setecientos cuarenta y uno del mismo 
código. 

Que en defecto de lugar designado, la letra de cambio se en- 
tiende pagadera en el lugar donde ha sido firmada (articulo 
seiscientos seis, código citado). 

Que, por consiguiente, el documento de foja siete, del expe- 
diente formado ante el juez federal de la Capital, firmado en 
ésta ciudad, ei pagadero en U misma. 

Que, el deudor no puede obligar al acreedor á recibir el pago 
en otro lugar que eu el que debe suiTerificado, lo que rale decir 
que no puede hacer válidamente la consignación judicial, con 
fuerza de pago, sinó en el lugar del cumplimiento de la obliga- 
ción, como lo previene el artículo setecientos cincuenta y ocho 
del Código Civil. 

Que de esos antecedentes resulta que don Martin Echeverría 
no ha podido, contra ta voluntad del acreedor, ofectunr en la 
provincia de Entre-Ríos el pago de la obligación cumplidera eu 
esta Capital. 

Por estos fundamentos, se declara que el conocimiento de esta 
causa corresponde al juez de sección de la Capital. Remítansele 
en cou secuencia los autos y avísese por oficio al juez de la 
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sección de Entre*Rios. Repóngase el papel. Notifiques* ori- 



BENJAMIN PAC — ABEL BAZAR . — 
OCTAVIO BUHGE . 
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Don Juan €. Lenguas y compañía contra la Empresa de las Cata- 
linas, por daños y perjuicios ; sobre reconocimiento y ajyre- 
fjacian de documentos producidos en posiciones. 

Sumario. — No uehi-u reconocerse, ai admitirse documentos 
presentados en las posiciones, después de vencido el término 
piobatorio. 



Caso. — La parte de ta Empresa de los Catalinas presentó 
las papeletas 4 que ae refiere la pregunta octava; y el doctor 
Bobirosa, par la contraparte, manifestó al juzgado que se opo- 
nía al reconocimiento y agregación de los documentos expresa- 
dos, por haber vencido con eiceso el término probatorio y no 
haber sido presentado oportunamente, á lo cual reputo el doctor 
Noceti, qneen la] ley federal no había prohibición ai respecto, y 
que las papeletas se refieren á las posiciones, j que, por otra 
parte, recién las había encontrado la empresa de Catalinas. El 
juzgado declaré que, siendo uniforme la jurisprudencia aaen- 
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tada al respecto por la suprema corte de justicia nacional, uo 
deben reconocerse ni admi' rse un juicio los documentos pre- 
sentados, por cnanto lo tiau sido después de vencido con exceso 
el término probatorio. 

Falte «a la tafNMi Cmrf 

Buenos Aires, Setiembre 22 de 1898. 

Vistos: por sus fundamentos y teniendo ademas en conside- 
ración qne la prueba debe producirse dentro del término, salvo 
las excepciones establecidas por la ley, entre los que no se halla 
la instrumental ofrecida por el apelante en esta causa, se con- 
firma, con costas, la resolución contenida en el acta de foja 
ciento ochenta y o no, 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. - — ABEL BAJAN. — 
OCTAVIO BUHC.R. 



Don Roberto Mackiti contra Hamsay Bellamy y compañía ; 
sobre diligencias probatorias 

Sumario. — Annque hayan sido pedidas dentro del término, 
no debe hacer He lugar a las diligencias probatorias, si las cons- 
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tanoias de autos revelan que el interesado nada ba hecho en el 
sentido de urgir para que se produjeran en Inoportunidad legal. 

teo.— Notificada la parte de Mackill del auto que manda 
agregai las pruebas producidas y puner el expediente en Secre- 
tarfa, de acuerdo con io dispuesto en el artículo 490 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal, se preseotó al jutgado ma- 
nifestando que no se han producido las diligencias que solicitó, 
las que deben practicarse con arreglo al artículo 447 del cita- 
do código, dejándose en suspenso el auto mencionado. 

El secretario informó que una de las diligencias de prueba, 
estaba pendiente de un juicio verbal á que fueron convocadas 
las partes, y que no se realizó. 



MI* 4*1 J«c> Fedml 

■ 

- 

Dueños Aires, Febrero 4 de lKftJ. 

Atento á lo que resulta del informe que antecede comparez- 
can las partes a) juicio verbal decretado áfoja 98, designándo- 
se ai efecto la audiencia del 25 del corriente á las dos de la 
tarde, intímese á .-ata parte denuncie el domicilio del traduc- 
tor Jnnior a los e, ;tos consiguientes. 

tirantl. 

La parte demandada reclamó diciendo que el actor no había 
urgido la producción de la prueba, como era su deber. 
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Buenos Aires, Junio 15 de 1898. 

¥ v i ¿toa y considerando : Que las diligencias da prueba de 
que so recurre fueron solicitadas por la parte de Mackill dentro 
del término de lej. 

Que esas medidas, según resulta del certificado del actuario 
y de las constancias de autos, fueron reiteradas antes del lla- 
mamiento de autos pata definitiva, sin que pueda decirse que 
ellas no se han producido por negligencia imputable á la parte 
qne laa presentó, á lo menos en lo que se refieren al juicio ver- 
bal y al oficio solicitado. 

Que en ouanto ¡i la diligencia que debía practicar el traductor 
Júnior, es indudable que ella no pudo practicarse por no haber- 
se denunciado su domicilio por parte de Mackill, que fué quien 
lo propuso y quien debía suministrar todos los antecedentes 
necesarios, y por consiguiente, es el único ¿ quien ea imputable 

esa negligencia. 

Por estos fundamentos, se retoca, por contrario imperio, el 
auto de foja 165 vuelta, en lo que se refiere á la traducción qoe 
debía practicar el traductor Júnior; y se confirma en lo demás, 
concediéndose, en consecuencia, el recuiso de apelación subsi- 
diariamente interpuesto para ante la Suprema Corte, á donde 
se elevarán los antas en la forma de estilo. Repóngase el papel. 



Hcrvaaio F. Granel, 
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Uuenod Aires, Setiembre fi de 18ííb. 

Vistos y considerando : Que si biej la parte de Mackill ha 
pedido dentro del término las diligencias de prueba en cuestión, 
tas constancias de autos revelan que nadaba hecho en el senti- 
do de urgir para que la prueba ofrecida se produzca en la opor- 
tunidad legal. 

Por esto, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo cuatro- 
cientos setenta y siete del Código de Procedimientos en lo cri- 
mina), se retoca el auto apelado de foja ciento sesenta y cinco 
vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN FAZ. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BÜHCE. — JUAN 
E. TORREN?. 



El doctor don i\ureiso Sosay ci procurador del Heal t en la causa 
de don José O. ttenitez contra el Ferrocarril del Snd; sobre 
regulación de honorarios 

Sumario. — El abogado y el procurador no tienen derecha 
pura solicitar á su nombre personal la apreciación de las costas 
declaradas á cargo de la parte contraria á la de sn cliente. 
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Caso. — El doctor Sosa y procurador del Real, abogado y 
apoderado respectivamente de Benites, se presentaron pidien* 
do regulación de bus honorarios en loa incidentes en que fué 
condenada U empresa del Ferrocarril del Sud. 



La PlaU, Diciembre 21 de 1895- 

Y vistos; Teniendo en cuenta la importancia de este asunto 
y la naturaleia de los trabajos practicados pur el doctor Nar- 
ciso Sosa y procurador señor & del Beal, se regula los honora- 
rios del primero eu 8000 pesos moneda nacional y en 2000 pes^s 
de igual moneda los derechos procuTatorios del segundo. Re- 
póngase la foja. 

Valentín flf. Curutchet. 



Buenos Aires, Setiembre 23 de 1898. 

Vistos y considerando: Que el doctor Sosa y el procurador 
del Beal, en sus escritos de fojas una y dos han pedido feepec- 
tifamente la regulación de sus honorarios devengados en los in- 
cidentes en oue el Ferrocarril del Snd fué condenado en costas, 
con motivo del juicio seguido con el señor José Vicente Be- 
nitei. 

Que en los escritos de fojas diei y doce se reproduce igual 
peticionóla cual ha sido sustanciada y resuelta con el apoderado 
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del ferrocarril que ha deducido contra el auto de foja relate, 
los recursos de nulidad y apelación. 

Que como lo tiene establecido la jurisprudencia de esta Su- 
prema Corte, de acuerdo con los principios que rigen la materia 
la condenación en costas da un titulo de crédito á favor del ven- 
redor centra el vencido, áfin deque éste reembolse á aquel de 
los gastos judiciales hechos en autos para la defensa de ans 
derechos. 

Que en consecuencia t el docL»r Sosa y el procurador del Real 
carecen i >r razón de los servicios y representación ejercida á 
nombre do Benitez, <1e todo vínculo do derecho con la parte 
contraria [tara solicitar á nombre personal la apreciación de las 
cestas declaradas á cargo do ésta. 

Por estos fundamentos se deja sin efecto el auto de f<*ja vein- 
te Repuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con 
el origina!. 

n^njAHiN Paz. — luis v. várela. 

— AUfcL ftA? tí. — OCTAVIO 
BUtlGE. — IUAK K. TORREN!» 



CALIMA 

Criminal por delito cometido en la usina de luz eléctrica del 
Puerto de ta Capital; sobre competencia 

Sumario. — Corresponde á la justicia federal conocer en de- 
litos cometidos en la usina de luz eléctrica, qoe forma parte 
integrante de las obras del puerto de la capital. 
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Caso. — Recolta de las siguientes piezas. 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 



Huertos Aires, Mimo 6 de 1808. 

Se)ior Juez: 

Consiste el presente asunto en Ja denuncia qu^se hace de un 
delito que se presume haberse cometido en los motores de la 
usina de luz eléctrica que sirte al puerto y sus adyacencias. 

Creo que V. S. debe de abstenerse de conocer en este asunto, 
por Las siguientes razones. 

1* Porque el delito de que se trata no encuadra en manera 
alguna dentro del artículo 3 o de la ley de 14 de Setiembre de 
1863, pues en su enumeración está encerrada según lo tiene 
resuelto la Suprema Corle, la jurisdicción penal de T. S. 

2 o Aun cuando las obras del puerto procedan de una ley na- 
t ioniil, ellas son de carácter local y el Congreso al dictarla ha 
procedido como legislatura local de la Capital, Siendo por otra 
parte claro que i>) acto de que se trata por su naturaleza no hiere 
en especial una ley de la nación, sinó que se trata de un delito 
común previsto y castigado por la legislación ordinaria. 

3* Que en consecuencia de lo dicho y de la jurisdicción de 
eict'pcion en materia ciril y penal corresponde, á ta justicia fe- 
deral; la incompetencia de V. ÍS. en el presente caso, se impone 
no sólo por tal consideración, sin 6 aún por la eipresa disposi- 
ción del inciso 13 del artículo 111 de la l«-y de organización de 
loa tribunales, que requiere que par.i que un delito caiga bajo 
la jurisdicción de V.S. sea en violación de nna ley nacional de 
carácter general pira la República. 

Estas consideraciones y la que ha de levantar el claro crite- 

T. HIT l5 
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rio da V. S. t me inducen á pensar como ya lo hedicbo que 
V. S. es incompetente para conocer en este juicio, debiendo de- 
clararse tal. 

J. Ifoiet. 



Falle del Jaea Federal 

Huenos Aires, Agosto i> de 1898. 

Autos y vistos: Y considerando: Que el inciso 2* del artículo 
3* de la ley de 14 de Setiembre de 1863, manda que los jueces 
de sección conocerán, entre otros crímenes, los cometidos en los 
rios, islas y puertos argentinos. 

Que el hecho que motiva este sumario ba tenido lugar en la 
usina de luí eléctrica de las Dársenas y Diques del Fuurto de 
la Capital, laque, según los informes de foja 42, fuja 43 y 
foja 44, se encuentra dentro del Puerto á 22 meta* 50 centí- 
metros del muelle y no reconoce jurisdicción municipal. 

Que los servicios de alumbrado, pavimentiiciun y conserva- 
ción de plazoletas y calles como asimismo todo otro servicio 
están á cargo y los ejecuta la oficina de movimiento por orden, 
y disposición del Superior Gobierno, 

Por esto y de conformidad coulopreaoripto en el inciso 2" del 
articulo 23 del Código de Procedimientos en lo criminal éste 
juagado se declara competente pura conocer en el presente jui- 
cio. 

En su consecuencia i nBtray ase «1 correspondiente sumario y 
cítese á los testigos y personas que se mencionau en esta actua- 
ción para que comparezcan aprestar declaración en la audiencia 
del día... del corriente á la una p. m., librándose al efecto los 
oficios del caso. 

Gervasio t\ Granel. 
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VISTA DEL StHOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Setiembre « de 18ÍÍH. 

Suprema Corle: 

El delito á que se refiere este proceso, fué perpetrad) • en la 
Usina de Lux Eléctrica, instalación que es parte integrante de 
las obras del Puerto de ta Capital, y destinada primordial men- 
te á alumbrarlo. Ese establecimiento corresponde á Ja nación y 
está sujeto á su exclusiva y absoluta administración y juris- 
dicción. 

Bajo el doble aspecto de la jurisdicción nacional det estable- 
cimiento en que fué perpetrado el delito, y de estar aquel si- 
tuado dentro del Puerto, según los informes agregados cae bajo 
el régimen del articule 3-, inciso 2* y A" de la ley sobre compe- 
tencia nacional de 14 de Setiembre de 1863, y artículo 23 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal. 

No creo que pueda aplicarse á este delito lo dispuesto por 
eicepeion al Gnat del último artículo antes citado, porque el 
congreso al dictar la ley sobre el puerto de ta Capital, no pro- 
cede como legislatura local, yaque la institución del puerto es 
de carácter y atingencias esencialmente nacionales, emati&do 
del mandato de la constitución, según su articulo^, inciso 9% 
costeado con rentas generales y destinado á ser? icios atingentes 
ai interés de toda la República. Pido por ello á V. S, U confir- 
mación del auto recurrido de foja 45. 

Safriniano Kier. 
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Buflnol Airti, Setiembre 37 de 1898. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto $ pedido por el señor 
Procarador general y por sus fundamer os» se confirma el auto 
apelado de foja cuarenta y cinco» Devuélvanse. 

BEIUAMP PAL — ABEL BAZAH. — 
OCTAVIO BÜRG1* 



«AUNA KI-XIV 

Don Piicolns Fasio por exención del servicio militan sobre 
información producida ante la justicia de paz 

Sumario. — La junta de excepciones del servicio militar debe 
proceder ú resolver sobre la solicitud de exención con la infor- 
mación producida ante la justicia de pal sobre los hechos que 
la fundan. 

Caso. — Don Nicolás Pasio se presentó e. 3 de Mayo de 
1898, ante la janta de excepciones militares acompañando una 
información producida ante el juzgado de paz de la sección 30, 
y pidiendo la exoneración del sen icio activo, por teneri su car- 
go dos hermano* menores, á quien atiende coa su e soaso sueldo. 
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FALLO DE LA IIIHTA 

Presente información justificada levantada ante el juigado 
de f * instancia en lo civil. 

Alcohenda. — % Casares . 
— £. fíamianúviek. 

VISTA DEL PROCUHADOft FISCAL 

Buenos Aires, Mayo de 1898. 

Señor juez: 

Resallando que la junta de excepciones se expide á foja... or- 
denando una diligencia, y correspoudiéndole ¿aquélla el conoci- 
miento originario de esta clase de asuntos, según la ley número 
3318, considero que este expediente debe ser devuelto á esa 
junta á fin de que se dé cumplimiento á lo por ella ordenado i 
foja... y resuelto definitivamente este asunto. 

J. ftotet. 

Falte M Jmi Vémrm» 

Buenos Aires/ Mayo 4 de 1838- 

Autos y fistos: No importando la providencia de foja... de 
la junta de excepciones, resolución de la que puede conocer el 
juagado en grado de apelación, ocurra el interesado donde co- 
rresponde. Repóngase las fojas de acuerdo con el articulo 56 de 
la ley de papel sellado, 

P. Olaethea y Alcorta, 
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VISTA DEL geftOR PROCURADOR GENERAL 



*. rt . Bueoos Airet, Junio 2 de 1898. 

Suprema Corte.- 

El soto de foja 17 vuelta como el de su referencia de foja 19 
vuelta, se ajusta á las constancias de: autos y á lus prescripcio- 
nes déla I* y 3318, que rigen loa hechos resultantes. Pido por 
ello áV, E. se sirva confirmarlos por bus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 



Wmnm ém I» tapícele Cmrf 

Buenos Aires, Setiembre 27 de 1896. 

Tistaü y considerando: Quesegtin la exposición de don Nico- 
lás Fasio, ea la solicitud presentada ante la junta de reclamos 
de excepciones, el interesado Túndala excepción del aervícío que 
alega, en la circunstancia de ser él huérfano y atender á la 
subsistencia de doi hermanos menores. 

Que con esa exposición] confirmada con la sumariaoion quo 
fué acompañada, hay [elementos suficientes para apreciar la 
mencionada solicitud. 

Por esto ae reroca el anto apelado á foja 11) vuelta, y devuél- 
vanse para que la junta se pronuncie con arreglo ¿derecho sobre 
el mérito de la excepción traída á su juicio. 

BENJAMII PAZ. — ABEL BAZAR. — 
OCTAVIO BIMGE. 
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Dona Casilda VUlamayor de SperaUt contra el Ferrocarril 
del Oeste y don José' Covian por reivindicación; sobre ape- 
lación denegada 

Sumarta. — Debe negarse el reoursn do interpuesto dentro 
del término ante el funcionario federal que corresponde. 



Caso. - Resulta del 



INFORME DEL Jt'El FEOEKAL 

Binaos Aires, Agosto il úe 1897. 

Suprema Corte; 

En el recurso de hecho deducido ante Y. E. por doña 
Casilda Villamayor de Speratti, en autos con el Ferrocarril det 
Oeste, tengo el honor do informarlo siguiente: 

Este juicio de reivindicación ha sido definitivamente fallado 
con fecha 24 de Setiembre último, y notificado por lédula esta 
sentencia en 27 del mismo. 

Con fecha 4 del corriente Octubre, según resulta del cargo 
puesto por el actuario y firmado por Speratti, á foja 106 y vuel- 
ta, se presenta ésta entablando los recursos de apelación y nu- 
lidad, y al final de este escrito un cargo firmado por un titulado 
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esaribano Juan H. González, recayendo á este escrito la siguien- 
te procidencia : c La Plata, 6 de Octubre de 1897. Estando fuera 
determino, no ha lugar el recurso interpuesto, Aurrecochen *. 
Estos son los antecedentes del cuso. Añora permítame V. E. lla- 
me su atención, sobre lo inconsistente y malicioso del escrito 
presentado por el recurrente. Es público y notorio que los se- 
cretarios de este tribunal tienen su domicilio en esta ciudad ; 
los señores Guabelio y García T oha, en la calle 49 número 369 
y el señor Coria en la calle 50 número 629. Es también pAblicu 
y notorio que existe un ordenanza el cual sirvB en este juzgado 
donde se reciben diariamente notas, telegramas, hasta las once 
de Ja noche, y nada más lógico y natural también que tnquerir 
de éste el domicilio de los secretarios. Que no está justificada 
la imposibilidad material de presentar el escrito -n tiempo, ae 
desprende sin esfuerzo, pues asevera que el juzgado se cierra á 
la> 3 p. m., y también que se presentó á las seis y cinco, sin 
embargo, ni siquiera ha intentado llamar, de donde resulta un a 
grave presunción de falta de sinceridad, en cuantas aseveracio- 
nes hace en til escrito que motiva este recurso. 

Por utra parte, el cargo puesto por el titulado escribano no 
reúne los requisitos legales para acr*wiitarloen su carácter, pues 
no está legalizado. 

Dejando evacuado el infurme á que se refiere su nota de fecha 
23 del presente, me es grato saludar á V. E. con toda mi consi- 
deración y respeto. 

Mariano S. ttt> A ur recoce hea, 

fftit* «• I» Suprema Ctrte 

Buenos Aires, Setiembre ¿1 de 1H98. 

Autos y vistos : En mérito del precedente informe, que con- 
cuerda en el hecho sustancial con lo expuesto por el recurrente, 
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pues que según esa doblo fuente de información, resulta que la 
part> no presentó su etorito de apelaeiop ante el funcionario fe- 
deral correspondiente, dentro del término, sin que por otro lado 
le haya asistido causal bastante une lo autorizara para dejar de 
hacerlo ante dicho funcionario, y teniendo ademas en conside- 
ración la jur ¡¿prudencia establecida por esta Suprema en caaos 
análogos, se declara bien denegado «1 recurso. Hágase saber con 
el original y repuestos los sellos, remítanse estas actuaciones 
al juez de la causa para la agregaci-m a sus antecedentes. 

BENJAMIN PAZ. ' — ABEL BAZA».— 
OCTAVIO BtJSGE. 



CAL NA I 4 LIVI 



Habí/a Richard y compañía sobre tercería tie dominio en la 
ejecución d*i Hunco de ta \acion contra don Angel Aricom 

Sumario. — La enajenación hecha por el comisionista afecta 
al comitente, si no se prueba que en ella haya habido mala fé 
de parte del comisionista y del tercero adquírente. 



Vaso. — Resulta del 
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Wmitm del Sutin Federal 

Paraná, Mareo 19 de 1896. 

V vistos ; en la tercería eiclu vente deducida por don Din oteo 
Balbawey, en representación de Los s«iíores Rabba Richard y 
compañía del comercio de Buenos Aires, para que se declare 
pertenecer i es en pleno dominio 8 maquinan agrícolas * Hodges * 
y pietaa de repuesto de las mismas, embargadas como de pro- 
piedad de don Angel Arcioni, en el juicio que le sigue el Banco 
de la Nación Argentina; y en consecuencia se mande levantar 
el embargo de ellas y se te entregue, resolta : 

Que los terceristas confiesan en su demanda foja 7 que ellos 
mandaron un 1893 las máquinas en cuestión con otras más del 
mjgm<> fabrican fe y piezas de repuesto, i 1* consignación de 
don José María Palmado esta plaia, para que las Tendiese; y 
esto mismo resulta del contrato en copia simple que acompañan 
á fojas 1 y 18 como recando. 

Que ooino tal consignatario don José Harta Palma las ofreció 
en venta por avisos publicados en los diarios de esta ciudad, 
vendió algunas de ellas y mantuvo en venta las que Le qnedahan 
en su corralón de la calle de Perú números 40 y 42 basta 1896 
(declaración (lelos testigos Siró Petraxini, foja 57 vuelta; Cárlos 
Roasi, foja 62 ruetta; Luis Machi, foja 64 vuelta). 

Que según expone el ejecutado don Angel Arcioni contestan* 
do ta demanda foja 1 1, y resulta también de sus libros de co- 
mercio, él en 6 de junio de 1896, firmo obligaciones para que 
Palma pudiese levantar fondos que necesitaba, por pesos mo- 
neda nacional 4500 con vencimiento al 23 de Julio, por pesos 
moneda nacional 8500 al 6 de Agosto y por pesos moneda na- 
cional 5000 al 20 del mismo Agosto, entregándole éste en 
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prenda las máquinas y piezas en cuestión como garantía del 
pago fie esas obligaciones, y posteriormente, en Noviembre, 
Palma resokió vendérselas y se la» Tendió por los pesos moneda 
nacional 18.000. valor de las tres obligaciones cuyo pago tomó 
á su cargo Arción i ; quedando éste en posesión de las máquinas 
basta el día en que le fueron entregadas. 

Y considerando : 1* Que Ra boa Richard y compañía estaban 
obligados á probar en el presente juicio el dominio de tas cosas 
que demandan, g?guu la n*gla de que al actor incumbe la prue- 
ba délos hechos en que funda el derecho que deduce. 

2 o Que las tínicas pruebas presentadas por su parte consis- 
ten en el contrato privado en copia simple, foja 19, celebrado 
entre ellos y don José María Palma, estableciendo las condicio- 
nes de ta consignación, las cartas que les fueron dirigidas por 
éste y corren á fojas SO y 21 y la solicitud presentada á la Re- 
ceptoría de Rentas por el mismo señor Palma, y don Angel Ar- 
eioni sin otra fecha que la del año del sello, foja 35. 

3 o Que laropia simple del contrato de consignación nada prue- 
ba y la fecha de las cartas reconocidas por Palma á foja 37 
vuelta es, respecto de Arción i y el Banco la de su presentación 
en juicio, 16 de Junio de 1807, por ser eitraños A los hechos so- 
bre que versan (artículos 1034 y 1035 del Código Civil), 

4 a Que estando plenamente probad*» como lo está por los tes- 
timonios contestes de los testigos hábiles don Ziro Petratsi- 
ni. don Cárlos Russi y don Luis Machí, que don José María 
Palma vendió á don Angel An ioni en Noviembre de 1806 las 
8 máquinas y pietaa de repuesto, que aquel tenía en su corra- 
Ion de la calle de Perú, anunciadas en venia de tiempo atrás, el 
contrato y cartas aludidas de fecha posterior á la venta no 
tienen fuerza para invalidarla, y Arción i adquirió por ella el 
pleno dominio de las máquinas y pieias en cuestión. 

5 a Que aun suponiendo probado que Rabba Richard y com- 
pañía las consignasen á Palma en la fecha que eipresa el con- 
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trato en capia de fojas 18 y 19, la compra de Arcionits per- 
fectamente legal y aquellos están obligados á reconocerla, por 
cuanto el comitente está obligado é respetar las enajenaciones 
re- tizadas y cumplir las obligaciones contraídas por el comi- 
sionista en desempeño de su comisión, como lo está el mandante 
respecto de los aotosdesu mandatario (artículo 332, Código de 
Comercio) ; y esto, aunque contrario á las instruciones del comi- 
tente (articulo £43). La circunstancia de que en el contrato se 
limitase la consignación al término de un año, nada arguye 
contra el comprador Arcioui que no conocía ni estaba obligado 
á conocer ese contrato, mayormente cuando Jas máquinas es- 
tallan públicamente anunciadas eti venta por Palma y se man- 
tenían con ese objeto n> el corralón de la calle Perú hasta que 
fueron vendidas, según lo declaran los testigos citados, y cuando 
la misma parte de Rabba Richard y compañía cofiesa en mi de- 
manda que por las malas cose*: has que sucedieron después de 
1893 que imposibilitaron la venta de las máquinas, aquellos 
dieron instrucciones a Palma para conservarlas esperando la 
oportunidad de poderlas vender, lo que implica una prórruga 
indefinida de la consignación. 

6* Que la declaración hecha á la Receptoría de lientas en la 
solicitud de patente de foja... de que (as máquinas yitedaban en 
depósito por cuenta de las casas de Humos Aires , no basta para 
establecer la mala fé deArcmni como comprador : 1" porque esa 
declaración pertenece á Palma y no á Arcioui, por ser aquél el 
consignatario de las máquinas que aún no se hablan vendido, y 
2" porque si bien es de suponer que Arcioni tuvo conocimiento 
de ella, por haber firmado también la solicitud, el objeto de esa 
declaración que era el de no pagar patente como allí se vé, daba 
motivo para que no la tuviera como sincera y mucho más cuan- 
do á rielar de ella Palma se las vendió. 

Por estas consideraciones, fallo : qne los señores Rabba Ri- 
chard y compañía no han probado su demanda y, en consecnen- 
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cia t que no hay lugar á levantar el embargo de las máquinas y 
piexas de repuesto, debiendo llevarse adelante la ejecución con 
costas á cargo del tercerista. Notifíquese con el original f re- 
póngase Ion sellos. 

M. de T. Pintos. 



Vmitm «« I» SuprcB» Carta 

■ 

llueuo» Aire>, Setiembre 27 de 1898, 

Vistos y coüsiilerando: Que según se expr-s^en la demanda 
de terceriade dominio de foja siete las máquinas en ouestiou fue- 
ron enviadas por el demandante á la consignación de don José 
M, Palma al objeto de su venta y en cumplimiento del contrato 
privado que el mismo actor presenta, corriente en testimonio i 
foja primera. 

Que el actor, continuando la relación de los antecedentes, 
manifiesta que, aunque el contrato expresado era solo por un 
año, las malas cosechas que se hablan sucedido desde mil ocho- 
cientos noventa y tres imposibilitaron al consignatario Palma de 
venderlas y que en su virtud y por acuerdo de ambas partes 
quedaron las máquinas embargadas en poder del mismo Palma, 
en espera de oportunidad de enajenarlas. 

Que los antecedentes expuestos ponen fuera de cuestión que 
las relaciones entre el demandante y don José María Palma 
han sido las de comitente y comisionista, antes y después del 
vencimiento del citadocontrato de foja primera, estando Palma 
encargado de la venta de las raí quina*. 

Que ta prueba producida por el Banco de la Nación Argen- 
tina, arte ejecutante en el juicio que ha motivado la tercería, 
y por .ion Angal Arcioni, pirte ejecutada en el mismo juicio, es 
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bastante á acreditar que Palma vendió á Arcioni las maquinas 
ya enunciadas. 

Que asi resulta cié la compulsa de los libros d« comercio de 
Arcioni y de ta prueba testimonial de que ae baee mérito en la 
sentencia apelada. 

Que el demandante no puede decir que t probada la celebra- 
ción de un contrato entre el comisionista y un tercero, el con- 
trato tío esté probado para con el comitente en loque se refiero 
n los efectos consignados, pues quo, ante In situación jurídica 
voluntariamente creada, desaparece la persona del último paru 
ser reemplazada por la del consignatario en lo que á terceros se 
refiere, según lo deiine el artículo doscientos veintidós en su 
segunda parte y lo establece el articulo doscientos treinta y tres 
del Código de Comercio. 

Que dada la calidad de comisionista i|ue tenía Palma sobro 
las máquinas y la enajenación r - alteada por él á favor de Ar- 
cioni, no le es dable al comitente impugnar la renta, alegando 
que ti comisionista obró contrariando sus instrucciones, ó con 
abuso de facultades, porque tales circunstancias, si entrañan 
responsabilidades contra el consignatario á favor del comitente, 
no afectan d la validez y consiguiente eficacia del contrato, 
cumo en términos expresos lo previene el artículo doscientos 
cuarenta y tres del citado Código. 

Que, por otra parte, el tercerista no lia acreditado que, en id 
supuesto de haber obrado Palma en violación de sus deberes 
para con el comitente, Arcioni fuera cómplice de esa violación 
adquiriendo de mala fé las máquinas enajenadas, no siendo 
dudoso que, si el documento de foja treinta y cinco puede acre- 
ditar que en su fecha Arcioni no había adquirido, 6 « que tenia 
en depósito las máquinas agrícolas de la cuestión por cuenta de 
las casas de Buenos Aires » no es bastante para justificar que 
la enajenación no se realizara meses después, ó sea en el tiem- 
po á que la refiere la prueba del ejecutante y del ejecutado, ni 
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menos )>ar;i haber comprobado que la calidad de comisionista 
de Palian había desaparecido trocándose en un mero depósito a 
cargo de Arción!, sin intervención del comitente y coando éste 
afirma en la demanda que la consignación había subsistido. 

Que, entretanto, la buena fé se presume en el posedor (artí- 
culo dos mil trescientos sesenta y doi del Código Civil), y crea á 
su f;iTor un derecho que en esas condicione*, uo puede ser des- 
truido por la acción reivindicatoría del propietario, cuando se 
basa en enajenación hecha por quien la recibió de dicho pro- 
pietario, con arreglo á los artículos quinientos noventa y siete 
y dos mil setecientos sesenta y siete del citado Código. 

Por esto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de fojas cientu nueve, se confirma esta, con costas. Notifíquese 
con el original y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN PAE. - ABEL BASAN,* — 
OCTAVIO BUNGE. 



€ AUNA U« r*Vll 



Criminal contra José Vnnsati /mr hurto y excarcelación 

provisoria 

Sumario. — \° La reincidencia no impide la excarcelación 
provisoria, eu los proceros seguidos ante el fuero federal. 

2" Comprohadoel delito de hurto, debe confirmarse la senten- 
cia condenatoria dictada por el juez federal. 
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Caso. — Resulta de las siguientes piezas 



VISTA DEL PROCÜttADOR FISCAL 



Bunios Airt l s ( Ma^a Jt 1 lf##t. 

Señor Juez: 

Aun cuando el procesado niega de una manera terminante, 
ser ul autor del hurto que motiváoste sumario, las declarucionea 
contestes de i oí testigos, el hecho de haberse encontrado en su 
cucheta el cuerpo del delito, los antecedentes y demás circuns- 
tancias que corren de autos, prueban sunoientemente su culpa- 
bilidad, loque le coloca en el caso del articulo 193, 2" parte, del 
Código Penal, cuya pena pido a V. S. le aplique. 

J. tiotei. 



• ■ 

Buenos Aires, Octubre ¿9 Je lt#7. 

Y vistos : Estos autos seguidos contra José Ponsati, argenti- 
no de 23 años de edad, soltero, marinero y domiciliado Santa 
Fé 2554, acusado de hurto, de toque resulta : 

Que oon motiTo de una denuncia recibida en la Ayudantía 
marítima de qué al sujeto Juan Gonxilei le habían hurtado nn 
saco y una gorra, es llamado á declarar dicho individuo, el qoe 
manifiesta que habiéndose quedado dormido cerca del puente 
de la Dársena Sur fué despertado por un cabo de la Ayudantía 
que le manifestó saber quién era el que le había tomado el saco. 

Que áfoja 4 vuelta es llamadoa declarar José Ponsati quien 
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manifiesta que estuvo pencando por los alrededores de la Dár- 
sena con otros amigo- y que no es cierto que naya visto a Juan 
González ni que le haya sustraído ningún objeto. 

Que á foja 5 vuelta depone Julián Ferreira, quien dice haber 
acompañado;! Ponsati algunas horas, haberlo visto conversar 
con un individuo y no haberlo visto 11 -var ningún objeto bajo 
el brazo, 

A foja 6 vuelta declara Juan Caballero que estando de servi- 
cio en la dársena como á Ia8 2 y 30 a, m. vió pasar al cabo Jo*é 
Ponsati en compañía de un marinero del reguardo, que media 
hora después regresaron hacía la Boca, pero al llegar al puente 
que existe entre ésta y la dársena se detuvieron y entonces notó 
que el cabo Ponsati estaba registrando á un individuo que se 
hallaba allí durmiendo, mientra* que el aeompañanti ,e había 
recostado contra las paredes del puente, en curo momento se 
aproximó el declarante á Ponsati para intimarle órden de pri- 
sión la que no acato poniéndose en precipitada fuga: lleván- 
dose un saco y una gorra que había hurtado al que dormía. 

A foja 7 vuelta declara Andrés Gario, al servicio de la ayu- 
dantía, y dice haber visto entrar en la repartición á José Pon- 
sati, el que llevaba un saco cuyos detalles ofrece. 

A foja 8 vuelta depone el testigo Manuel Ocano, diciendo ha- 
ber visto entrar & Ponsati en la ayudantía llevando un bulto 
debajo del bruto y dirigirse á su cucheta. 

A foja 9 deelara Lorenzo Salas, agente de la sección 20, y 
dice haber visto pasar dos marineros por su parada, uno de los 
cuales llevaba un saco, sin poder precisar si el cabo Ponsati 
fuera él que to llevaba. 

Que estas declaraciones fueron ratilicadas oportunamente 
ante este juzgado, dándose por cerrado el sumario y pasado en 
vista al procurador fiscal á foja 30 ; este funcionario se expide á 
foja 30 vuelta pidiendo se aplique al procesado la pena fijada 
en la segunda parte del artícnlo 195 del Código Penal. 

Ti L1JT 10 
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Que corrido traslado dala acusación üscal la coatesta el de- 
fensor de Ponsati á foja 38 vuelta pidiendo que su defendida 
sea absuelto de culpa y cargo por no resultar mérito bastante 
do lo actuado para condenarlo. 

Abierta la causa á prueba no se produce ninguna, llamándose 
autos para sentencia á foja 40 vuelta. 

Y considerando: Que el hecho porque se procesa al deteni'l» 
Ponsati se encuentra justiücado por las declaraciones de los tes- 
tigos ojie han depuesto en este sumario y que se mencionan an- 
teriormente, los que reuneu las condiciones eligidas por el ar- 
tículo 306 y siguientes del Có.ligo de Procedimientos en nut- 
ria criminal. 

Que además, ese hecho se encuentra justificado por el registro 
que se hizo á la cucheta del procesado donde se encontró el saco 
que había hurtado á González, quien lo reconoció como de su 
propiedad según el informe de foja 2. 

Que á este hecho le corresponde la clasitioacion legal de hurto 
previsto y penado por el inciso !• del artículo 193 del Código 
Penal, debiendo aplicarse el t estigo que establece en su maxi- 
inun. en atención a los informes que obran á fojas 17 vueltay 36 
vuelta. 

Por esto» fundamentos y de conformidad cun lo dictami- 
nado por el señor procurador liscal, fallo: condenando al proce- 
sado José Ponsati a un año de arresto, con curtas, que deberá 
cumplir en loa territorio* nacionales del sud, que el poder ejecu • 
tivo designe al efecto. Hágase saber en oportunidad al minis- 
terio respectivo, al director de la Penitenciarla y al jefe de Po- 
licía de la cajñtal. Notifíquese con el original. 

Gervasio t\ Granel. 
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VISTA OEL StSOH PHIJ..UIUUOII GENERAL 



Suprema Corte: 



Itil.-tin- Aires. iJirvmbiv ¿0 fio 



El procesado José Ponsati á pesar de. su puca edad, acredita en 
su contra, según ta dilige ncia de foja 17 vuelta, una tendencia 
criminal caracterizada. Once entradas por estafas, hurtos j 
•itros atentados entre las que, la del 20 de Octubre de) 92, por 
hurto, dio motivo á una condena dedos anos y medio de pri- 
sión, y la de 22 de Enero del mianio año, que según el infor- 
me de foja 37, dio origen ¡í una condena también por hurto, de 
dies meses de arresto. 

Si la sentencia recurrida de foja 42 fuese confirmada, el 
procesado, aun prescindiendo de los otros hechos criminales, 
tendría tres diversas condenas por hurto, y cuino el artículo 3 o 
de la ley número 3335, prescribe <jue los reincidentes por se- 
gunda rez, no gotaráu de Lo» beneficios acordados por el artí- 
culo 49 del Código Penal, esto es de la computación del tiempo 
déla prisión preventiva por el que corresponda al de la condena, 
y así resnlta establecido en la sentencia, pido & V* E. se sirva 
no hacer lugar al pedido de foja 53, y mandar corran los autos 
según su estado. 



Sabiniano Kier, 



rail* di* la Baprei 



C»rt* 



Unenos Aires, Diciembre 21 de 18y7. 



Autos y vistos: T considerando/que esta causa se ha seguido 
ante la justicia federal y ha sido fallada por juez deeste fuero. 
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Que La ley número tn;s mil trescientos treinta y cin<-o que in- 
voca el señor Procurador general do se reiiere 91116 á las penas 
correccionales ó de prisiun que loa jueces de la Capital y terri- 
torio federales impusieren, según eos términos expresos. 

Que, por consiguiente, en la disposición de esa ley de carácter 
excepcional, y que 110 admite p»r tanto interpretación extensiva, 
no están comprendidas las causas cuyo conocimiento corres- 
ponda á tos jueces federales, ya sea que esos jueces tengan su 
asiento en la Capital ó en las demás secciones de la República. 

Qui* en tal concepto y atento lo dispuesto en el articulo cua- 
renta y nueve del Código Penal, es cierto que la pena de arresto 
impuesta al procesado está cumplida en virtud del tiempo de 
prisión preventiva que lleva sufrido y puesto que la sentencia 
condenatoria de primera instancia no lia sido apelada por el mi- 
nisterio público. 

Por esto se resuelve que, sin perjuicio* de la prosecución del 
recurso, se ponga en libertad al prueesado, á cuyo efecto se li- 
brará el oficio respectivo al juez de sección, debiendo después 
correr la causa según su estado. 

Hágase saber con el original. 

BENJAMIN FAZ, — ABEL BAtAN. 
— OCTAVIO BUMGE. — JÜAPt 
E. TORMNT. 



VISTA DHL SEHOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Setiembre 7 «te 1898. 

Suprema Corte: 

Las declaraciones de loa testigos que corren á fojaB 6 vuelta 
y 7 vuelta, tienen tos caracteres exigidos por ti artículo 306 
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.leí Código de Procedimiento* en lo Criminal, y en consec.ien- 
eia hacen plan» prueba de car^o contra el recurrente. 

Si ú estas circunstancias se añade U declaracionde foja 9, 
concordante eoii las anteriores sobre el bocho principal que 
motiva estas actuaciones, y la constancia de foja 2 que vi- 
dencia que el cuerpo del delito fué ocultado por el recurrente, 
así como el Uecho de tratarse de uq tenaz «incidente según 
los informes de f.Jas 17 j 36 : no queda la menor duda de que 
el procesado ba sido el autor del hurtn que ocasiona este pro- 
ceso, y es pasible del maiitnun de la pena impuesta por el ar- 
tículo 93 f inciso \\ del Cudigo P< nal. 

La situaeion legal en que al recurrente coloca la prueba pro- 
du.-ida, en nada es modificada por la declaración singular de foja 
6, prestada por su compañer. de paseo, en la noche en que se 

ffectnó el hurto. 
Porloexpui'Stn, pido á V. E. la confirmación delautoreco- 

rrido de f >jató. . , v ' , „ 



llupiníi* Aires. Setiembre íü de l*9K 



Y vistos: de conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador general : con !o dispuesto en el articulo oebent i 
y cuatro, incisos diez y nueve y Teinte del Código Penal, y por 
sus fundamentos se confirma U sentencia apelada de foja cua- 
renta y dos, en cuanto condena al procesado á la p"na de un 
uño de arresto ron costas. Notifíquese con el original y devuél- 
vanse. íi-imiH 

BERiAHlN PAZ. — ABEL BAlAN. 

— OCTAVIO BUBGE. 



■ 

■R*.T. "'• 
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CAIMA 4 4XWIII 



El fisco nacional contra Ottone. hermanos; sobre aforo y pena 

de doblen derechos 



Sumario. — En cuestión de aforo, en que La aduana al decla- 
rarlo impune la pena de dublés derechos, es apelable la resolu- 
• ion en esta última parte, y el juzgado federal debe conocer 
en ella. 



Caso,— Resulta de lo< siguientes pliegos : 



HESULUCIO» DE LA ADUANA 

Hilario, Julio l.i itf l89á, 

Y vistos : Oída la opinión unánime tanto del tribunal de vis- 
tas de cata aduana como del déla Capital, traídos á la vista lo» 
oigarna de que trata el parte del vistü. traído á la vista el ar- 
tículo... 

Y resultando: Que toa cigarros en cuestión son eovaeltos 
v acondicionados despue en cajas de cartón, no correspondién- 
dole por consiguiente el aforo y derecho que la partida número 
2797 tija á los cigarros en cajitas, por cuanto la tarifa se refiere 
á la cajita especial j única conocida como enrase de cigarro r 
en ningún casoá las en que cada nao quiera acondicionarlos, para 
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eludir un mayor aforo como sucede en el caso de que 86 trata, 
resuelvo de acuerdo con la facultad que me confiere el artículo 
136 de la ordenanza, declarar los cigarros de que se trata, 
comprendidos en la partida número 4798 de la tarifa. 

Y considerando: Que existe unafalsa manifestación, respecto 
de la cual no son atendibles ni pueden reputarse siquiera oonv> 
cau.a tmmm Im descargos que hace la casa consígnatele 
en el expediente número 174 y quebace esteniivo á éste, puesto 
que aunque fuera exacto el hecho de que en la Aduana de Bue- 
nos Aires se le había estado despachando como cigarros en ca- 
ntas, ese hecho sólo serviría para demostré un procdunieuto 
erróneo por parte de esa aduana, por el que se había estado 
perjudicando la renta, y en cuanto al deque las cajitas sean Je 
cartón y no de madera sobre loque se expone, no hace distinción 
la tarifa, tampoco es pertinente por cuanto la tarifa de referirse 
á cajitas su ha referido á laa de cigarro* y ha hecho el verdade- 
ro deslinde de aforos de.de que de cigarros se trataba y no había 
habido ni hay otra clase de cajitas que las un i versal mente asi 
conocidas. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo preacnpto V or los 
artículos 311, 312 y 930 de la Ordenama, resuelvo: se paguen 
dobles derechos por la partida de cigarros denunciada en el 
depósito, debiendo exclairse del peso manifestado el que repre- 
sentan las cajas de cartón. Hágase saber y pase a contaduría y 
tesorería para su ejecución. Repuestos los sellos archívese. 

W. Cameiino, 
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DECRETO ÜE LA AlJÜA>A 

Rosario, Julio 10 de 1885, 

Siendo, según lo dispuesto por el artículo 137 «le las Ordenan- 
zas, inapelables las resoluciones que c>m arreglo á lo dispuesto 
en el 1 33 >J icteit Ins administradores He rentas en las cas^s de 
controversia á que se reíiere el 135, na lia lugar á la a pe ación 
interpuesta en i uautn á dicho punto se refiere, concediéndose 
únicamente en cuanto á la pen¡i impuesta, de conformidad con 
lf> que establece el artículo 1063 do ta* ordenanzas di- Aduana. 
Hágase saber, 

Manuel Camelino. 



VISTA DEL PHOCUItAUOll FISCAL 

Buenos Aires, Agualó t de 18H8. 

Señor Juez : 

VA procurador fiscal lurional en los autos traídos en apela- 
ción por loa señores Kruilio Ottone y compañía sobre las reso- 
lociones administrativas de fojas 5 y II, que los condena al 
pago de dobles derecho* por diferencia de aforo de una partida 
de rigarroüen cajitas aute V. S. .-xpone. 

Que no obstante la cuncesion de los recursos, hechas ñor el 
^ñor administrador en las providencias de fojas 6 vuelta y 14 
vuelta, el que suscribí' es de opinión que V. no es competen- 
te para conocer del caso apelado, por tratarle de una simple 
cuntían de hecho, es drcir si la partida de cigarros solicitada á 
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despacho por loi señores Kmíüo Ottone y compañía, pertenece 
ñ no al aúmero de Ja tarifa de aval nos 2797 y 2798, para sabor 
-lité aforo y derecho le corresponde, porque siguiendo la juris- 
prudencia establecida jior la Suprema Corte Nacional en cues- 
tione! análogas ft la presente, estaba resuelto que los tribunales 
nacionales no tienen jurisdicción para conocer de las apelacio- 
nes de las resoluciones administrativas en los casos determina- 
das en el artículo 135, en vista de la disposición terminante del 
artículo 137 (artículos que existen tambieu en tas anteriores 
Ocdeaauias de aduana del año 1866), siendo do notar que en to- 
dos los fallos citados los apelantes fueron condenados á la puna 
de dobles derechos, por el señor administrador de Aduana, lo 
mismo que lo ban sido los señora Emilio Ottone y compañía 
(serie 2\ tomo 3 o , pagina Ai A; tomo 4% página 42, y tomo 9", pá- 
gina 129). 

Siguiendo, pues, aquella jurisprudencia, el qut suscribe es de 
opinión que no ha podido concederse la apelación ni respeito i 
la aplicación de la p*-*ua de dobles derechos. 

Sin cuanto ;i lo alegado por los apelantes en el escrito de ex- 
presión de agrarios, sobre la falta de intención criminal, y sí 
sólo un simple error en que han incurrido, y que no puede cas- 
tigarse al manifestar cigarros comunes en cajitas, en m de 
cigarros comunes envueltos, es otro nuevo error o ignorancia de 
la ieyy jurisprudencia vigentes, porque esta prevístoqoe basta 
el error inocente es punible (artículo 1U58 de las Ordenarías de 
aduaua, y séríe... tomo... página...). 

Sírvase V. 8. declararse incompetente romo lo dejo solicitado, 
isaho, etc.» etc. 

H. Ü. ¡'arara. 
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Falto del Jw« jPetf«r»l 



Rosan». Julio 17 de lHÍHí 

Vistos y considerando: Que en este caso la aplicación de la 
pena de dobles derechos es consecuencia inseparable de la cla- 
sificación de la mercadería hecha por la administración ti* 
aduana, disconforme con la clasificación hecha por el comer- 
ciante, y siendo inapelable la resolución administrativa en 
cuanto á la aplicación de la partida de la tarifa que correspon- 
de á la mercadería, que le sirve de cansa á la pena, es 
igualmente inapelable el efecto de aquella resolución» ú sea la 
pena impuesta. 

Por esta consideración y de acuerdo con los artículos Í36 y 
137 de las Ordenanzas de aduana y fallos de la Suprema Corte 
eontenidos en la séríe4% tomo 3 U , página 44; tomo 4», página 
42; tomo 9 \ pagina 129, y série 4\ tomo 8\ página 152, decla- 
ro incompetente este juzgado para entender en la presente cau- 
sa. Repóngase . . 



VISTA OBI SESOR PROCURADOR GEHEUAL 

lint-nos Aires, St'tiembrff 15 ile 

Suprema Corte : 

Nada necesita agregar á los considerandos de la sentencia 
de foja 48 para pedirá V. E. como lo hago, la confirmaciun por 
b«s fundamentos. 

Satnntano Kter. 
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rallo ric I» 




Buenos Aires, Setiembre ál) de 189S. 



Vistos y considerando: Que la aduana ha negado el recurso 
de apelación interpuesto en el escrito de fu] a catorce e* 'o que se 
re lie re á la parte de La resolución recurrid a que declara la parti- 
da de la tarifa á que corresponde la mercadería, concediéndolo 
un solo en cuanto á la pena de dobles derechos en que dicha 
resolución condena al recurrente. 

Que el upclante, o» sólo se ba conformado con la manera res- 
trictiva con que se le ha otorgado el recurso, sinó que reconoce 
■apresamente que el fallo de ta aduana, en loque respecta al 
aforo, es inapelable, reconociendo que la mercadería de que se 
trata en estecaao, debe aforarse de acuerdo con dicho fallo. 

Que versando el litigio sobre si el recurrente es pasible de 
condenación penal, la resolución deesa cuestión no entra en las 
atribuidas á la aduana con tuerza obligatoria é inapelable po- 
ol artículo eiento treinta y sivXe de las Ordenan*», quedando 
comprendida en la disposición general del artículo mil sesenta 
y tres de las citadas Urdenantas. 

Que asi lo tiene resuelto esta Suprema Corte en casos aná- 
logos, como puede terse entre otros, en la causa que se registra 
en la página ciento setenta, tomo sesenta y tres de sus fallos, 
no siendo aplicables á este juicio los fallos que se citan en la 
sentencia recurrida en loa que no se ha tratado de jugar, de 
ai se debe ó n> imponer pena, dándose por sentada la clasiüea- 
eion de la mercadería hecha por la aduana, como acontece al 
presente. 

Por ésto, se revoca el anto apelado de foja cuarenta y ocho, 
y se declara en consecuencia^ que el jnei federal debe conocer 
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de la materia üc U apelación conced ida por la aduana. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse pudiendo notificarse co» el origina). 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAIAN. — 
OCTAVIO BU RGB. 



Criminal contra Pnhlo Parodia /mr vtrvttlarion de hi/tefes de 
cu-so (wjal falsos, y contra ¿Tosté Tajan por complicidad en 
la misma 

Sumario.— El reo -le bifjjukóidti da bilí -tes de curso legal 
falsos es pasible de la pi nado cinco años y medio de trabajos 
forzados y 4750 peso* Inertes de multa, y el cómplice de la de 
dos años ile prisión. 



Caso. — líesulta de las siguientes piezas : 



VtSTA DEL PROniHAUOIl FISCAL 

Huiiios Aires, Apísd) da 1m*T. 

Señor .htez : 

Jo-ié Tajan y Pablo Parodi fueron turnados en momento que 
circulaban los billetes falsos que ourreu alegados a foja !. Se- 
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¿un la* constancias y declaraciones, Parodi era poseedor de los 
mencionados billetes, quien coníiesa que lo, o» fcttW por haber- 
lo, robada de una bolsa que Habla en la habitación donde se 
alojara la noche antes, y |ua pertenecía A un indmduo que 

allí también dormía. 

Esta circunstancia inventada por Parodi para explicar la pro- 
cedencia de los billetes no ha .id» probada, y más aun, interpe- 
lado al respecto, nada ha dicho en corroboración de lo que afirma, 
Está circunstancia y la de haber ambos procesado, salido 
precipitad amenté de la casa hu que intentaron circular los bille- 
tes inducen á creer en su culpabilidad. 

Croo pues, que Pablo Parodt ha circulado 6 tratado de c.r- 
cular los billete^n-cucstion y por ello debe aplicársele el ar- 
ticulo 64 de la ley de 14 de Setiembre de 1863. 

Y en cuanto á José Tajan, debe ser condenado como cútnplice 
y aplicarle la alema pena en la proporción que establece el ar- 
tículo 34, inciso 4 o , del Código Penal. 

J. íloíeí. 



falte 4el J 



Buenos Airea. Julio 1' de lKíítí. 

Y vistos ; Estos autos seguidos contra José Tajan, oriental, 
de 29 años de edad, soltero, jornalero, sin domicilio, y Pablo 
Parodi, italiano, de 23 años de edad, soltero, peón de cocina, 
sin domicilio, acusados de circulación de billetes fabos de banco, 
de los que resulta; Que el agente de la sección 5' de policía, 
Cef orino Cabral, denunció en la comisaría que de la sastrería 
sita Cuyo 1207 fué llamado por su dueño don Juan Sulik quien 
le manifestó que dos sujetos que habían penetrado á su negoeio 
con el propósito de comprar ropa le habían entregado un billete 
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falso para abonarle una compra, por cuyo motivo llamó al expo- 
nento y que al entrar en la referida casa rió salir corriendo i 
'tos sujetos que saltaron por una victoria que allí ocrea ae en- 
contraba, habiéndolos seguido hasta darles alcauce al llegar á 
Cangallo, en la calle Talcahuano, en donde, en compañía de otro 
agente, procedió á detenerlos. 

Que uno de ellos, Panul i. en aquel momento intentó arrojar 
una cantidad de billetes de banco que él recogió para entregar 
Á la oficina, como lo hace junto con los detenidos. 

')ue llamados éstos á declarar, manitiesta Tajan, ft foja 35 
vuelta, que la noi lie de) 29 de Junio del año próximo pasado co- 
mo á las 8 de la noche encontró en el paseo de Julio á nn suje- 
to con quien trabó conversación, y habiéndole dicho pensaba irse 
para el campo, aquél le dijo que también tenía isa idea por lo 
que ío invitó para qu«; hicieran junto el viaje y habiendo acep- 
tado el ofrecimiento se fueron juntos ¡í descansar á una fonda 
del Paseo de Julio de donde salieron romo á las 8 de la mañana 
del dia siguiente y tomando un carruaje se dirigieron á una 
sastrería de la calle de Cuyo, con la intención de comprar al- 
gunas ropas, lasque abonaría su compañero. 

Que cuando en la sastrería su acompañante fué á pagar el 
gasto, le extrañó que tuviera dinero, pues la noche antes le ha- 
bía dicho que no lo poseía, y que al entregar al sastre algunos 
billetes de 90 pesos le dijo que eran falsos. 

Que al ver esto el declarante, salió con intención de retirarse, 
haciéndolo detrás de él su compañero, el que lo alcanzó al He- 
gar á la esquina de hs calles Cuyo y Talcahuano, donde lo dijo 
que corriera y tu siguiera, siendo detenidos en la ultima de di- 
chas calles y Cangallo. 

Que el detenido Farodí, en su declaración de foja 3tt, maní- 
tiesta haber estado en una sastrería de la calle Cuyo, en com- 
pañía de un sujeto que acaba de saber Be llama José Tajan. 

Que los billetes que le han sido secuestrados los encontró 
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ta habitación de la fonda sita Paseo de Jul a al llegar á la de 
Tres Sargentos, que estaban dentro de unas >nas que estaban 
en una bolsa, pertenecientes A un sujeto que i trmía en la min- 
ina pieza. 

Qu" á Tajan lo Ua conocido el dia anterior 6t el Paseo de Ju- 
lio y que como debían salir juntos á trabajar al campo se alo- 
jaron en la misma fonda. 

Que rarilicadoy clausurado el sumario, el procurador fiscal, 
!i*duoiindo la acusación correspondiente se expide á foja 54 
vuelta, y solicita se apliquen a loa procesados la pena <itto e*t:i- 
blec^el artíulo 62 de la ley de 4 de Setiembre de 1 81*3. 

Que corrido traslado de la acusirion fiscal, la contestan los 
defensores de loa procesados, y el di' José Tajan, á foja 54, pide 
que su defeudido sea absueltode culpa y cargo por cuanto la 
culpabilidad que se atribuye en el delito cometido por Parodi, 
no está probado; y el de pobre-i por éste último, á foja 70, *nli- 
<ita igualmente para su defendido la absolución de culpa y mr- 
go, por cuanto ignoraba la falsedad de lo* billetes en cuestión 
y por haber explicad" satisfactoriamente el origen di' los mi- 
mos, lo que hace que el caso no sea de los que menciona el ar- 
tículo 62 de la ley de 14 de Setiembre de IHu'3, sino un simple 
hurto. 

i¿ue babiendo las partes renunciado al término de prueba, se 
llamó autos para definitiva a foja 79. 

Y considerando: Que el hecho que ha dado origen á la for- 
mación ile este sumario se encuentra suficientemente justificado 
por las constancias de autos, la confesión de los procesados y 
la existencia del cuerpo del delito. 

Oue no son atendibles la» razones presentadas por las de- 
Tensas, por cnanto los procesados no lian eiplicado satisfacto- 
riamente la procedencia de los billetes que trataron de circular 
ni lian justificado que no conocieran la falsedad de los mis- 
mos. 
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Que la forma como ambos explican la manera tomóse cono- 
Dieron, es inadmisible, pues no te concibe qtie dos personas 
que se conocen por primera tez, de manera tan casual puedan 
entrar inmediatamente en relaciones tan Intimas, que bagan 
que rajan juntos á dormir en uua funda, para más tarde tras- 
ladarse a una sastrería á proveerse de la ropa que necesitan. 

Que la actitud que asumieron los procesados al ser descubier- 
tos, \ el hecho de lubérsideá encontrado nuevos billetes al ser 
registrados, demuestran evidentemente que se encontraban en 
connivencia para efectuar la circulación de la moneda que po- 
seían, como asimismo que conocían su falsedad, resultando 
;i3Í ilusorio el descargo de Parndi de haber sustraído de una bol- 
mi que estaba en la pieza donde se alojaron dichos billetes. 

Que dados estos antecedentes y la forma eu que los proce- 
sados cometieron el heeho que -e les imputa, él encuadra neoe- 
^.iriiuiien te dentro de la» disposiciones del artículo 62 de la ley 
de 14 de .Setiembre de 1863. 

Que es indudable que la participación que ha tomado Tajan 
en el hecho que nos ocupa, es secundaria y aquella que el Códi- 
go Penal señala en su inciso .i 9 , artículo 33; y en consecuencia 
su castigo debe graduarse de acuerdo con lo dispuesto en el io- 
eis ii'del artículo 34 del código citado. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor procurador, fiscal definitivamente juzgando, fallo : 
condenando a Pablo Parodi, como circulado! de billetes falsos 
de banco, \ la p< na de cinco años y medio de trabajos forzados, 
multa fie 2750 pesos fuertes y costas del juicio, de Ja que se le 
descontará el tiempo de prisión preventiva que lleva sufrida en 
la forma que determina id artículo OS de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863 ; y á José Tajan, como cómplice, á la pena de dos 
unos de prisión más las costas, de laque se le deducirá también 
el tiempo de prisión preventiva que lleva sufrida, en la forma 
que determina el artículo 49 del Código Penal. Notifiques» ori- 
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yin al, hágase saber al director de ta cárcel poní te ociaría y al 
señor jefe de Policía. 

Gervasio F. tiranet. 



VISTA DEL SEÍlOh PROCuTlAUOH GENERAL 

Buenos Aírfs, Setiembre l.í Je ltfiiO. 

Suprema Corte : 

De las decía rae iotun de los agentes de policía que corren á 
fojas 20 y 33 ruelta, las cuales reúnen los requisitos del artí- 
culo 306 del Código de Procedimientos en lo criminal : resulta 
plenamente comprobado el secuestro del poder de Parodi, de 
loa falsos billetes de banco agregados á foja 1, al ¡>er detenido 
en la precipitada faga que emprendió desde la sastrería en que 
efectuó su pago con dichos billetes, según constancia de foja 
39, concordante con ta de fojas 29 y 33 ruelta. 

Se encuentra en autos comprobado el cuerpo del delito y el 
hecho de la circulación ó expendio de l«s billetes falsificados, 

Parodi, en su declaración de foja 37, latineada ¡i foja 47, ex- 
plica el origen de los falsos billetes que hizo circular de manera 
tal, que aparece ignoranJo su falsedad ; pero, no habiendo sido 
legalmente constatada su afirmación, no puede dimitírsele co- 
mo prueba de descargo. 

Dichas circunstancias, de acuerdo con las que rodearon el he- 
cho y que han sido suficientemente consideradas en la senten- 
cia condenatoria de íoja 79 ruelta, demuestran qu- Parodi es 
reo del delito de circulación 6 expendio de billetes falsos «te ban- 
co, delito previsto y penado por el artículo 62 de la ley de crí- 
menes contra la nación de 14 de Setiembre de 1863, 

En cuanto á su coptocesado Tajan, que, según constancia 

T. LIIT i" 
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de foja 39, le acompañó á efectuar La compra de ropa en la sns- 
trerja raen donada, probándose allí unos pantalones mientras 
Parodiae elegía un traje y poniéndose en precipitada fuga, 
con su compañero, al ser descubierto por el dueño de la sastre- 
ría la falsedad de los billetes con que v \ último pagó el valor de 
todo lo comprado, aparece cooperando á la circulación de los 
billetes. 

Intervino en la ejecución de un acto ilícito, en ta cual el doU 

presumible, de acuerda con la jatiap; udenoia tentada pu. 
V, E. en el fallo del toui-j 14, página 417, y, nohabietido prue- 
tia de descargo en el procedo, que confirme *u declaración de 
35 vuelta, ratiíicada y ampliada á foja 35, en el sentido de qut» 
ignoraba la falso J id y li asta la existencia do los Uületes de su 
compañero; debe subsistir aquí;. la presunción legal, concordan- 
te, en el easo $ub*jtnlice t con todas las modalida les del hecho 
ocurrido y con la actitud asumida por Tajan. 

Bu tal concepto, Tajan aparece como cómplice dél delito co- 
metido por Parodi, al tenor de lo establecido eu el artículo 33, 
inciso 3", del Código Penal, >iendo pasible di la pena impuesta 
eu el artíeub 34, inciso 4', del mismo código, aplicable al cuso 
subrjudice, según expresa disposición del artillo 93 de la ley 
de 14 de Setiembre de 18*53. 

Por I" expuesto: pido á V. K. la coufiruuciwn de la sentencia 
recurrida de foja 19 vuelta au todas sus partes. 

Suftimnno Kier 

F*ll» «le ta ftoprem* C'orlr 

Butuos Aires. Setiembre *í üe lttW, 

Vistus y considerando: Que la circulación de billetes falsos, 
que lia motivado este proceso, está plenamente averiguado, es- 
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tindolo igualmente qae el procesado Parodi lia sido autor de 
usa circulación con asistencia del t ambién procesado Tajan. 

Que en la ejecución de hechos calificados de delito, se preso* 
me la voluntad criminal, a no ser que resulte una presuocion 
contrariado las circunstancia* puiticulares de la causa, según to 
dispone el artículo s«ito de C «digo Penal. 

Que no sólo ni hay circunstancias en i^te proceso qae in- 
duzcan á presumir que Parodi circuló los billetes creyéndolos 
legítimos, como lo dice, sijrf que al contrario todo hace creer 
que la circulación se ver i tiró con conocinm-nto df la falsedad, 
cooperando ií ella Tajan con iguil conocimiento. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador t^neral, y fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja setenta y nueve vuelta, se confirma ésta con 
costas, NotifíqtiBsecon el original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAL — ABEL HAIAN. 
— OCTAVIO 8 UN GE. 



C AUSA ÜLSI 



Ihm Trtstan A\ Matbran y viros, contra don íleraclw Román 
por oposición d una mensura; sobre competencia 

Sumario» — La promoción del juicio de mensura de juris- 
dicción to) untaría no importa prórroga de jurisdicción para el 
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contencioso que sobrevenda a cooseoue.icm de la mensura euire 
personas de di «ti uta veriudad ú nacionalidad. 

4 

Caso. — Resolta de las anuientes pi^as : 
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TohIoIk», Moyo 15 de 18053, 

Y vistos : Estos autos seguidos por el señor Heraclio Román 
sobre mensura de unos terrenos en la pedaofa Libertad, depar- 
tamento de San Justo, de lo que resulta : 

Que el doctor Morcillo en representación del señor Román 
se presenta aut* el jusgadu de tercera nominación en lo civil, 
exponiendo : que su matituyente |>osee mi el departamento in- 
dicado una suerte de tierra, que Tué medida, deslindada y amo- 
jonada por el agrim.-nsoril.iBH. Narvaja, cuyas operaciones 
se expresan en el auto aprobatorio y cuyas diligencias acom- 
paña. 

Que habiendo sido arrancados o destruidos los mojones de esa 
mensura, se hace necesario una nueva operación para restable- 
ce aquellos con sujeción al deslinde anterior al auto aprobato- 
rio del mismo. 

Que en tal virtud, y en caso del derecho que le acuerda el 
articulo 4746, Código Civil, viene á entablar la acción de dea- 
linde al objeto de que sean repuestos los mojones colocados en 
el anterior y proponiendo en calidad de perito al mismo señor 
Nurraja (escTito de foja 36). 

Que ordenado el deslinde solicitado por el peritu propuesto 
(foja 27), ¿ate, previa aceptaoiou jurada del cargo, procedió á 
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desempañar <u cometido en la forma que se detalla en las dili- 
gencias de mensura y plano, quecorn 11 de foja» 98 á 44. 

Que solicitado el informe al departamento topográfico, ésta 
oficina lo expide en los términos del que corre á foja 45. 

Que á solicitud del señor Román, se ordeno se diese traslado 
al fiscal por lindar el terreno medido con terrenos fiscales» y a 
los colindantes señores Santiago Temple y Trístan A. Malbran, 
quu habla presenciado ta operación por medio de su represen- 
tante señor Bazo. 

Que, eerrados los traslados, el fiscal manifestó conformidad 
(foja 57), ei señar Temple lo renunció Unja 22 vuelta, y al señor 
R> S. Malbran, en representación del señor T. A. Malbran ex- 
presó (foja 55), que el inmueble cayo dominio se atribuye á su 
representado, uo es de su exclusiva propiedad, pues sólo tiene 
una part.' de un condominio y que el apoderado de los propieta- 
rios de ese inmueble es el señor Avelino Rolon, domiciliado en 
la Capital de la República, con cuya citación pide se ordene 
la prosecución del juicio. 

Que en e*ta virtud, el señor juei de tercera nominación, or- 
denó (foja 58) se citan por .-xhorto al señor Rolon; que verifica- 
da la citucion se presentó a foja 59 el señor R. S. Malbran, ex- 
poniendo que habiendo sido citado el señor Rolon, apoderado de 
los señores José M- Rosa, Juan M Romero, Aristóbulo del 
Valle, Mariano Demaría, Atativa Roca y demás personas que 
expresa el documento público que acompaña, y que corre á foja 
6T, ha sustituido en él su mandato a fin de que represente a 
sus iuatituyentea en el juicio do mensura enunciado por el señor 
Román, y pide ae le dé en el mismo la participación correspon- 
diente á lo que el señor juez decretó ordenando que el solici- 
tante justificara las relaciones de derecho de sus mandantes *n el 
presente juicio para proveer lo que corresponda, foja 70, y á foja 
7i aparece el auto en el que se detiara rebelde al señor Malbran 
y por conforme con la mensura» coyo nuto es apelado y decía- 
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rado nulo, por resolución de laExuia. Sala en lo criminal, como 
asimismo el procedimiento desde dicho auto adelante, foja 106, 
tu virtud de lo que el señor jues de tercera Dominación en lo 
civil ae inhibe del conocimiento du este juicio fundado en la 
disposición del artículo 793, inciso 11 , y 804, Código de Proce- 
dimientos, y manda pasar los autos á este juzgado, foja 109. 

Que ordenado y corrido el tnslado de ta mensura ni apodera- 
do señor Malbian, a los efectos del artículo 406, Código de Pro- 
cedimientos, quien Jo evacúa pidiendo : 1 que e) infrascripto se 
declare incompetente para resolver este juicio, y 2 a que en de- 
fecto de esa declaración, se deniegue la aprobación á la meu- 
sura practicadas solicitud del señor Román. Funda lo primero, 
en que sus representados opositores á ¡a mensura son vecinos 
de extraña provincia, ó sea domiciliados y residentes todos ellos 
en la Capital de la República y vecino de Córdoba el señor Ro- 
mán, y que por consiguiente el juicio contencioso que por la 
oposición que dedúcese inicia es de la competencia de los jue- 
ces nacionales de sección, según lo establece el artículo 3 a , in- 
ciso 2% de la hy nacional sobre jurisdicción de 14 de Setiem- 
bre de 1863, y en que, ademas, los terrenos medidos están com- 
prendidos dentru de la jurisdicción territorial de Santa Fé, se- 
gún la línea divisoria establecida por la Suprema Corte de jus- 
ticia nacional, Y ftiudu lo segundo en que sus representados 
son propietarios de los territorios á quese refieren los títulos de 
foja 75» y en que es evidente que la mensura del señor Ro- 
mán Ua sido practicada sobre parte de Los campos de que eso» 
títulos se refieren (escrito de foja 12). 

Que U parte del señor Román al cuntes Lar el traslado de la 
oposición deducida expone que en razón de ios mismos funda- 
mentos de derecho invocados por el señor Mallnan, no se debe 
hacer lugar á la declinatoria de jurisdicción, y pide se apruebe 
sin más trámites las operaciones de mensura como to tiene so- 
licitado en el escrito de foja 110, con costas. 
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Que si bien es cierto q no la disposición legal citada por el se- 
ñor Malbran es la regla general, pereque tiene sus excepciones, 
como es la establecida en el artículo Í2. inciso 4 o , de la misma 
ley, que dispone que, siempre que en los pleitos civile* el veci- 
no de ana provincia demande al vecino de otTa ante un juez 6 
tribunal de provincia, contestada la demanda sin oponer la excep- 
ción de declinatoria, se entiende que la jurisdicción lia sido 
prorogada. la causa se sustünoiarA y decidirá por los Tribunali* 
di* provincia y no podra ser traída á la jurisdicción nacional por 
recurso alguno. 

Que esto es lo que ha sucedido en el caso ocurrente, que el 
sé-ñor Malbran a foja (09 se ha opuesto A la mensura, que ha 
seguido infidente ante los juece* inferiores y superiores, sin 
deduoir la excepción de declinatoria por la que lia renunciado a 
lus beneficios que la ley le acuerda, consintiendo eiv rt ' aatnente 
en la jurisdicción provincial. 

Que la otra circunstancia alegada por el oponente para fun- 
dar la declinatoria de jurisdicción, de que los terrenos medidos 
están dentro de los límites territoriales de la provincia de Santa 
Fé es completamente falsa, porque los terrenos medidos están 
situados en esta pro vi n- i a en el departamento « San Justo 
pedanía * Libertad * como consta de las diligencias de mensura, 
del informe del departamento topográfico y del dictamen del se- 
ñor fiscal. 

Qne llama la atención de que en el caso actual se tTata de la 
reposición de mojones que han sido sacados por las personas 
que en la actualidad se han posesionado sin derecho alguno de 
esos campos que en la mensura que se practicó el año 87 por el 
mismo perito señor Narvaja, no había olro colindante que el 
tísco por la parte que pretende serlo el señor Malbran, sin que 
ninguna persona estuviese en posesión, de suerte que la posesión 
de 20 años que alega el señor Malbran y sus causantes no puede 
ser exacta, tanto más si se tiene en vista que los títulos que 
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acompañan derivan del gobierno de Santiago del Estero, y que 
los terrenos á que se refieren están situados un el Chaco Chi- 
quito, muy distante de las de esta provincia. 

Que en tal virtud, pide se provea como lo ha solicitado. 

Que abierto el juicio i prueba por el término legal, se lia 
producido por tas partes litigantes, las que corren desde fojas 
119 á 340, teniendo en consideración lo alegado en los escritos 
de fojas 27! y*76. 

Y considerando: 1° Que no habiéndose deducido la excepción 
de incompetencia en forma de artículo prévio, sinó en el escrito 
de oposición á la mensura practicada a solicitud del señor Ro- 
mán, debe resolverse prominente sobre la declaratoria de ju- 
risdicción, y recien entonces sería oportuno entrar a decidir el 
¡isunto principal, y sólo en el caso de no hacerse lugar á aqué- 
llo (artículos 93 y 97, Código de Procedimientos). 

2° Que el juicio de mensura sólo se convierte en contradicto- 
rio <V contencioso, cuando se deducen oposiciones, y es jurispru- 
dencia establecida por la Suprema Corte de justicia federal, 
que si bien son del resorte de los tribunales locales de cada es- 
tado, pueden no obstante dar lugar ó un juicio de jurisdicción 
federal, cuando se haga contencioso entro partes, y éstas sean 
de distinta nacionalidad ó vecindad. 

3° Qne ep el caso ocurrente los oponentes al deducir oposi- 
ción en forma a las apreciaciones de mensura, deslinde y amo- 
jonamiento, declinan de U jurisdicción de est tí juzgado para 
conocer del juicio contencioso que se inicia con esa oposición , 
reclamando así el fuero federal, en razón de su distinta vecin- 
dad con el que solicitó aquellas operaciones. 

4° Que, en consecuencia, la declinatoria de jurisdicción ha 
sido instaurada en h forma y oportunidad proscripta por nnes- 
tra ley adjetiva, artículo 93 citado, y, por consiguiente, no pue- 
de sostenerse que se ha prorrogado la jurisdicción de los tribu- 
nales de la provincia por el hecho de no haberse reclamado an- 



DE JUSTICIA HACIOHAL 



tes de producirse el caso contencioso, que era la oportunidad de 
hacerlo. 

5° Que tratándoie de una oposición ó demanda, que aquella 
constituye, articulo 488, Código de Procedí mieutos, deducid» 
por varios como condóminos en los terrenos A que se refieren 
los títulos de foja 75, que se dicen perjudicados por la mensura 
de que se trata, esindispunsable pata que surja el fuero nacio- 
nal por ratón de las personas, que cada uno de el los individual- 
mente tenga de rocho de acoger»* á esc fuero, como lo prescribe 
el articulo 10 de la ley nacional sobro jurisdicción de 14 de 
Setiembre de!Sft3, y lo tiene resuelto laSupreraa Corte de jus- 
ticia nacional, en un caso análogo al presentí; (Fallos de la Su- 
prema Corte, serieS", tomo 18, página 35). 

6° Que la parte del señor Román en el escrito de contestación 
de foja 1 15, lejos de negar el lioclio de qne los oponentes sean 
vecinos de eitrañas provincias ó domiciliados en la Capital de 
la República y él en esta ciudad, lo ha confesado implícitamen- 
te al sostener que aquéllos han prorrogado La jurisdicción de 
los tribunales de la provincia al intervenir en este juicio sin 
solicitar la declinatoria de jurisdicción, loque importa confesar 
que el fuero federal corresponde á aquéllos en raion de las per- 
sonas, si bien no es exacto como antes se ha expresado que no 
luyan ¿elucido la excepción de declinatoria de jurisdinciou en 
la oportunidad designada por la ley. Más aún, si alguna duda 
pudiera quedar al respecto, ella desaparecería por completo 
unte la prescripción expresa del artículo 413 del Código de Pro- 
cedimientos. 

7 o Que esto mismo esta comprobado por la prueba testimo- 
nial rendida, consistente en las del arar iones do los señores Is- 
mael Galindei (foja 149), José M. Bouqnct (foja 256) y Ju- 
lio Astrada (foja 158), y aparecen en los documentos presenta- 
dos por los oponentes en virtud de lo ordenado por el juez para 
mejor proveer . 
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8* Que en consecuencia, están justificados en autos los requi- 
ntos exigidos por el articulo iO de la citad a le? nacional y en 
tal virtud el conocimiento de este juicio corresponde á los tri- 
bunales nacionales, de conformidad á lo establecido en el artí- 
culo 3*, inciso 4°, de la ley de 14 de Setiembre de 1863, sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales, y cuya 
jurisdicción es privativa, excluyendo por consiguiente á la de 
l"8 tribunales de provincia. 

Por é^tas y otras consideraciones que se omiten, se resuelvi*: 
hacer lugar a la excepción de declinatoria de jurisdicción dedu- 
cida por el señor R. S. Malbran en nombre de sus instituyen- 
tes, ordenando en consecuencia se remitan los autos al señor 
juez federal de esta Capital í los efectos de derecho. Hágase 
saber, repónganse los sellos y ejecutoriada lu presente remítase 
en la forma di' estilo. 

Tizeira. 

Ante mi : 

I. tiendo. 

Secretario. 

VISTA FISCAL 

Exrna, Sala : 

El fiscal, instruido de los autos sobre incompetencia de juris- 
dicción deducida por el señor Sergio Mnlbrzin, en representación 
de las personas que expresan las escrituras de poder que obran 
á foja... en uso de la vista que fe le ba conferido á V, E. dice : 
que corresponde revocar la resolución de primera instancia y de- 
clarar de jurisdicción provincial el juicio sobre oposición i la 
mensura practicada por el señor Heraclio Román, en virtud de 
los fundamentos legales de que pasa á hacer mérito. 
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La excepción deducida por el señor Malbran, según lo ex- 
presa á foja 112, se funda en que sus representado» están domi- 
ciliados y residentes en ta Capital de la República, siendo veci- 
no de Córdoba ; como asimismo en que les terrenos donde se bnn 
producido las mensuras de fojas 33 y 6 están compre nd i <lo^ en 
la jurisdicción territorial de Santa Fé. 

Respecto del primer fundamento, tratándose de una propie- 
dad que ea común pertenece á varias personas, para que proceda 
ni fuero federal es necesario que Tincóle á los comuneros 6 que 
ésto* ejerciten una acción solidaria y que la totalidad de los 
miembros que constituyen La comunidad puedan invocar el ex- 
presado fuero en raion de que la totalidad de ellos tengan su 
domicilio 6 vecindad fuera de la provincia (artículo 10 de la 
ley de jurisdicción y competencia de los tribunales federales). 

Es fuera de duda, Bxma. Sala, que en el caso sub-judiee con- 
curre el primero de los extremos requeridos por la disposición 
legal citada, seguu se deduce de las disposiciones de los artículos 
«99, 700, 2880 y siguiente», Código Civil. Asi también lo ba 
declarado ta Suprema Corte de justicia nacional en la causa df 
don Antero Bar rigo contra don Guillermo Gibbs, que se registra 
en el tomo 8 a , série 2*, página 446, de sus fallos. 

Pero si este ministerio reconoce la existencia del requisito 
antes mencionado, no puede aceptar que exista el segundo en 
presencia déla prueba que los autos ofrecen y es en esa virtud 
que solicito la revocatoria del auto apelado. 

Respecto del domicilio del señor Tristan Malbrany déla per- 
bouu que en la escritura de poder de fija.. . se designa con el pro- 
nombre « otro », este ministerio acepta las conclusiones del ilus- 
trado alegato defoja... y que con sobrada erudición y fundado 
en la prueba de foja... demuestra que el primero tenia su domi- 
cilio y residía en esta provincia cuando se inició la causa y que 
el segundo no habiéndose determinado ni i quien * ha querido 
designar con él, no ba podido tampoco aceptar como domicilia- 
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do fuera del territorio de la provincia como lo hace el juet a quo, 
Y por cuyo motiro el infrascripto te cree excusado de volver 
sobre esas consideraciones que no serian sin ó una repetición de 
to ya aducido en el precitado alegato. 

En esta instancia, Exma. Sala, se ba incorporado la prueba 
qite oorre á foja... solicítalo por el inferior, laque b¡i venido ti 
evidenciar mas la injusta pretensión de los representarlos por 
el señor Malbran y la i n subsistencia del auto apelado. 

La r f presentación ejercida por aquél lo es también en nom- 
bre la sociedad Malmann y compañía cuja sociedad, según la 
escritura incorporada en esta instancia en los autos á foja... la 
forman los señores Francisco y j: mil 10 G. Malmann, doctor Ro- 
dolfo Hetmeiidahl, j de ninguna parte consta ni se ba ofrecido 
siquiera la prueba de que tos expresados señores condóminos, 
seguu título de foja.,, tengan su domicilio fuera de la provin- 
cia, pues la declaración de los testigos Ismael Galíndei, de foja 
129; Cártos Bouques, de foja 256, y Julio Adrada, de foja 25K, 
sólo mencionan que la sociedad tiene su domicilio en la Capital 
de La República sin ex presar qué personas forman esa sociedad 
y sí cada uno de ellos individualmente catA domiciliado fuera 
de la provincia como lo requiere el auto citado de la ley na - 
c ion al . 

Bespecto á que los terrenos mencionado* por el señor Hera- 
clio Román se encuentran fuera del territorio de la provincia, 
este Ministerio no puede aceptar tal afirmación en presencia 
del informe expedido por la oficina técnica que corre de foja £13 
y siguientes de los autos que desautorizan la pretensión del 
señor Malmann y el fundamento segundo de la articulación de- 
ducida. 

En consecuencia, pues, este Ministerio, ratificando lo pedido 
en el exordio de éste, solicita la revocatoria del anto en él men- 
cionado por ser de estricta justicia. 

S, Silva. 
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AUTO DE LA SALA DE APELACIONES 

Córdoba. Judío 21 <fe 1896 

Autos y vistos : En relación al recurso de apelación inter- 
puesto por don Heraclio Román del auto del señor juez de I a 
instancia, de fecha 15 de Mayo de 1895, corriente á foja 365, en 
el que oo declara incompetente para conocer del juicio conten- 
cioso iniciado por ei apoderado don Ramón Sergio Halbran, opo- 
niéndose á la aprobación de la mensura practicada á solicitud 
del señor Halbran de un terreno de su propiedad, ubicado en el 
departamento San Justo, pedanfa «Libertad*, denominado 
« Monte de la Oscuridad >, en cuya oposición el señor Halbran 
alega la incompetencia del juet de provincia por razón de la 
diversa vecindad de sus representados con el señor Román y 
en que el terreno cuestionado se encuentra ubicado en la pro- 
vincia de Santa Fé. 

Y considerando: 1* Que ia cuestión á resolver es si el juet 
de í ' instancia tiene ó no jurisdicción para conocer en la oposi- 
ción que ha deducido don Ramón Sergio Halbran en represen- 
tación de don Tristan A. Malbran y como apoderado sustituto 
de los señores doctores José María Rosa, Juan José Romero, 
Ariitóbulo del Valle y Mañano Demaría y de ios señores Vi- 
cente L. Casares, don Gregorio Turres, don Francisco Busta- 
manto, don Emilio y don Adolfo E. Casal, don Emilio Cfcayla, 
don Ignacio J. Sanchos, don Adolfo E. Bullricfa, y Malmaon 
y C y otros, á la aprobación de la mensura practicada por 
el agriuensor Narvaja á solicitud de don Heraclio Román, 
y por órden judicial, de un campo ubicado en el departa- 
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mentó San Justo, pedanfa Libertad (poderes de foja» 67 
v 443). 

2 o Que el eipresaéo Malbran, en representación de los señores 
mencionados, dedujo la eicepeion de declinatoria de jurisdicción 
ron ftcha 18 de Octubre de 1892 a! forran lar sn oposición & ia 
mensura, de conformidad á la disposición del artículo 03, Có- 
digo de Procedimientos en lo Civil. 

3° Que en dicha fecfaa, en que el señor Malbran iniciaba la 
contención en la causa, por la oposición que hacía á la aproba- 
ción de la metuura deduciendo la excepción de declinatoria de 
jurisdicción por la distinta vecindad de las persona»; que eran 
propietario* en condominio d>- los terrenos limítrofes con los 
del señor Román, los señores don Tristan A. Malbran, doctor 
José M. Rosa, doctor Juan José Romero, doctor Aristobulo del 
Valle, dncTor Mariano Domaría, dou A tal i Ta llora, don Gre- 
gorio Torres, don Francisco Buatamante» don Emilio y don 
Adolfo E. Casa), don Kmilio Charla, don Ignacio J. Sánchez 
don Adolfo Hnllrich, don Ernesto Tornquist, don Juan G. 
Peña, doña Nieve, doña Eusebia y doña Azucena Butteler, a que 
se refiere el poder publico de foja 42! ; pues que en el se recono- 
cen < omo tales condóminos, por el hecho de otorgar todos un 
poder especial A don A retino Rolon, constituyendo así una sola 
representación para que en su nombre otorgue escritura* de 
venta de lotes y fracciones de terreno que los enunciados seno* 
res tenían vendidos á terceros y para que el apoderado señor 
RuLon pueda vender el todo ó parte de las fracciones del terre- 
no qne quedasen . 

4" Que el condominio que tienen los mencionados señores esfcA 
comprobado con la escritura pública de fecha 21 de Octubre de 
1891, que otorgó en Buenos Aires el señor jues de 1* instancia 
á favor de don José Butteler» como «orador de su hermano in- 
capas Benjamín Bntteler, de don Inocencio Z amata en repre- 
sentación de don Tristan A. Malbran j de don Arelino Bolón 
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en representación de los señorea Rosa, Romero, del Valle» Do- 
maría, Roca, Casares, Torres, Hu-itamaote, Casal, Sánchez, 
Biitlricli, Malmunn y compañía y otros á quu ae refiere el pouVt 
público de foja 443, cuya escritora, que corre de foja 75 á... 
fui otorgada por el Teferido jue» en ejecución de uua resol ocio n 
judicial dictada por loa tribunales de laCapítal, en que se conde- 
na á los representantes de la testamentaría de don Ambrosio 
Plácida Lezica á otorgar al señor Malbran escritura pública 'le 
venta de dichos terrenos y mediante haber manifestado éste en 
escritura pública de 13 de Mayo de 1881 , que *n la compra te- 
nían también participación los señora representados por Rolon 
y Butteleren condominio y en la proporción que en la mismu 
escriturase expresa. 

5 o Que la referida escritura fué protocolizada por orden judi- 
cial en los registros públicos de la provincia de Santa Fe" y que 
en ella á foja 93 vuelta aparece una notadel escribano Repetto, 
de fecha 14 de Junio de 1892, en que so expresa que don Vicente 
L. Casares, vendió á don Ernesto Toroquist las veintiséis 
legua* y una fracción que le correspondía por indivisa en el 
campo mencionado, y de la escritura de poder de foja 421 re- 
sulta que el señor Juan O. Peña y las señoras Nieves, Eusebia y 
Azucena Bntteler aparecen como propietarios en condominio con 
los demás señores, de dicho terreno, tal rea como sucesores del 
incapaz don Benjamín Butteler. • . 

Que del interrogatorio de foja H9y de la prueba testi- 
monial de foja 128 vuelta, 256 y 259, resulta que el señor 
Malbran ha tratado solo de acreditar la distinta vecindad de 
los señores Tristan A. Malbran y demás señores a que se re- 
liare el poder de foja 67 y cuyos nombres se hallan consignados 
en los oficios de fojas 256 y 258 de los autos. 

7* Que en estos no aparece que se baya acreditado la distin- 
ta vecindad entre los señores Román y los señores Tornquist, 
Peña y señoras liuttel erque aparecen también propietarios, pero 
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indivisos de dichos c?mpos, según se deja consignado en el 
considerando tercero, 

8* Que por lo tanto v\ apoderado Halbran no ha justificado 
la distinta vecindad de todos y cada uno de los señores mencio- 
nados en el poder de foja 421, á que se refiere el considerando 
tercero, para acreditar que la presente causa es de competencia 
de la jurisdicción federal (artfenlo 10 de la ley de jurisdicción y 
competencia de los tribunales nacionales; Fallos de la Suprema 
Corte do justicia federal, tomo 8", serieS?, páginas 168 y 79; 
sene 2", página 80), 

a Que por otra paite, consta de publicaciones oGciales, que 
el señor don Tristan A. Halbran ha desempeñado sucesiva- 
mente la diputación nacional y el ministerio de hacienda de 
puta provincia hasta el 2 de Enero en que renunció este último 
cargo. 

10" Que por este solo He --no, no obstante la prueba testimo- 
nial producida, queda comprobada la vecindad que tenia en esta 
provincia Hasta dicha fecha, por la residencia continua é inme- 
diata que para su nombramiento y ejercicio del ministerio re- 
quieren los artículos 40 de la Constitución de la nación y 25 
de la provincia. 

11° Que por el hecho de trasladarse el señor Halbran de 
esta ciudad á la de la Capital después del 2 de Enero de 1802, 
n ü le ha hecho adquirir la vecindad para gozar del fuero fede- 
ral eu esta oausa, con arreglo al articulo 11 de la ley nacional 
de jurisdicción y competencia de loa tribunales 'nacionales desde 
que nnhay antecedentes en autos que comprueben la intención 
de cambiar de domicilio, máxime cuando éste habla sido citado eu 
su domicilio con arreglo al artículo 74, Código de procedimien- 
tos en lo civil, con fecha 23 de Diciembre de 1801, para que 
dedujere ó no en forma su oposición á la diligencia de foja 48- 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 305 
y se declara que el juez líe I a instancia en to civil de esta ciu- 
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dad tiene jurisdicción y es competente para conocer en la pre- 
sente causa . Repóngase tos sellos, hágase saber y, en oportuni- 
dad, devuélvanse. 

Vázquez de Novoa. — Crespo 
— Sosa, — N. Molina. — 

J. César, 

Ante mi: 

S. Viamonte, 

Secretario, 

rail» ele la >upre«a» Ce>*te 

Buenos Airee, Oclubre 1* de 1898. 

Vistos y considerando: Que por la información producida en 
cumplimiento del auto de esta Suprema Corte, corriente á foja 
quinientos diez y seis, está comprobado que doña Nieves, doña 
Kusebia y doña Azucena Butteler, son argentinas y vecinas de 
la Capital de la República, come lo es también don Ernesto 
Tornquist, y que todos los miembros que componen la razón 
social Malí man n y compañía son extranjeros. 

Que por el interrogatorio de foja ciento diez y nueve y de la 
prueba testimonial corriente á foja doscientos veintiocho vuelta 
y doscientos cincuenta y seis á doscientas cincuenta y nueve, 
resulta igualmente comprobada la nacionalidad y vecindad de 
las personas i que se refiere el poder de foja sesenta y siete 
que se oponen á la mensura practicada en estos autos, todos los 
cuales son argentinos y domiciliados en la Capital de la re- 
púb) ica. 

Que de auto* consta también que don Heraclio Román es 
argentino y vecino de Córuoba. 



Que por lai declaraciones de foja cuatrocientos cuarenta y 
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ocho, cuatrocientos cincuenta y una y cuatrocientos cincuenta 
y tres aparece justificado que don Tristan A. Malbrao, desde 
antes del uño mil ochocientos ochenta y ocho ha residido habi- 
tualmente con su familia en U Capital de la República, lo que 
determinasudomicilLoeulamÍ9ma t conarregloalartioulo noventa 

y tres del Código Civil, sin que pueda invocarse en contrario la 
disposición del artículo noventa del citad o Código, desde qae el 
cargo de ministro de hacienda que Malbran desempeñaba en la 
provincia de Córdoba, tiene el carácter de temporario. 

Que debiendo considerarse como partes t i los efectOBdcl filero 
federal, ó los que intervienen directamente en el juicio, dicho 
fuero está acreditado en esta oausa según lo considerado y con 
arreglo á losarticuloB dos, incisa dos y diez de la ley de jurU- 
dicción y competencia de catorce de Setiembre de mil ochocien- 
tos sesenta y tres y ley de Setiembre diei y ocho de mil ocho- 
cientos ochenta y cuatro. 

Que es fuera de cuestión que la promoción del juicio de men- 
sura, de jurisdicción voluntaria, no importa prórroga de juris- 
dicción para el contencioso, que sobrevenga a consecuencia de 
la mensura practicada de conformidad con la doctrina del ar- 
ticulo dos de la ley de diei y seis de Octubre de mil ochocien- 
tos sesenta y dos y la jurisprudencia que en su mérito tiene es* 
tabléenla esta Suprema Corte. 

Por estos fundamentos : Se revoca el auto apelado de foja 
cuatrocientos cincuenta y nueve declarándose que es procedente 
y legítima la excepción de falta de jurisdicción de los tribuna- 
les locales de Córdoba, deducido por los recurrentes respecto A 
la oposición de mensura entablada por los mismos, Notifíqnese 
con el original y repuestos loa sellos devuélvase al tribunal de 
su origen. 

. OTMM3IW M- — LUI* V, VAHE- 
LA. — ABEL BA1AN. — OCTAVIO 
BUHGB. — JUAfl U. TORHEST . 
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Don Manuel V. /toma»; sobre exención del servicio militar 

i 

Sumario. — Xo justificándose e! caso invocado de excepción, 
no procede la exención del servicio militar. 



Caso, — Lo explican las siguientes piezas : 



Córdoba, Julio * de 1898. 

T vistos: la excepción del servioio militar por ratón de en- 
fermedad defecto físico solicita a p0 r el ciad ad ano Manuel 
Rüman, en apelación Ó queja de una resolución negativa de la 
junta de reclamos. 

Y considerando: t° Que como Jo tiene resuelto en otras oca- 
siones, este tribunal es competente para conocer en casos aná- 
logos al presente, y así lo reconoce el procurador fiscal á foja... 

2 o Que solicitado informe del consejo de higiene de 1» pro- 
vincia, como es de práctica, el consejo diee: que el sujeto de 
que se trata no padece de ninguna enfermedad que lo inhabilite 
pura el serricio militar, pues el exámen clínico que sobre él fas 
practicado no ío demuestra. 



Que no «bátante, sabe por referencias autorizadas que el so- 
licitante Da padecido hace poco tiempo de tuberculosis pulmo- 
nar y que cree que los ejercicios militares puteen serle perju^ 
diciales; opinando en consecuencia que eljuzgado debe darle 
una excepción temporal. 

3- Que el juxgado para proceder con más certesa y atenta 
las dificultades del diagnóstico de e.U enfermedad, mandó ha- 
cer un examen bacteriológico de los esputos del solicitante, 
cuyo examen no se ha verificado por na haber podido suminis- 
trar esputos el interesado, con lo cual quedan en pié estas dos 
afirmaciones del consejo: que el ciudadano Román no es en- 
fermo, pero que puede enfermarse haciendo ejercicios milita- 
res. , 

4» Que además del informe del consejo, la ausencia de en- 
fermedad en el solicitante le ha sido categóricamente afirmada 
al infrascripto verbalmente, por facultativos que han exami- 
nado al joven Román; lo que uo deja ya lugar a duda alguna 
sobre su estado normal de salud. 

5- Que la lev número 3318 solo exceptúa del servicio mili- 
tar á los que tienen enfermedad ó defecto físico; y Mendo ley 
de excepción como lo es, su aplicación e 8 restrictiva y no puede 
extenderse más allá de sus términos, enfermedad é defecto fut- 
coi y ya hemos visto que enfermedad no existe, ni existe tam- 
poco defecto físico (falta de miembros, (.cutidos, etc., etc.), 
pues no la acusa el consejo de higiene ni W manifiesta el soli- 
citante, , , ■ . t 

6v Que no habiendo enfermedad ni defecto físico, el solo pe- 
ligro de que se produzca por el servicio militar, no es causal 
Wítiuia de exección y para ella debiera ocurrirse más bien en 
solicitud de licencias ó de consideraciones compatibles con el 
servicio á los superiores militares. 

En su mérito v con tíbU del dictamen fiscal de foja... se 
resuelve : No hacer lugar á la excepción solicitada, confirmáu- 
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dase en consecuencia U resolución de la junta de reclamos. 
Hágase saber original, y no siendo pelada archívese, debién- 
dose devolver las actuaciones enriadas por la jnnta de recla- 
mos, y hacerle saber esta resolución. 

C. Moyana Gacit tía* 



VISTA líftL mRob procuradoh gewebal 



Buenos Aires, Julio íití de 1898. 

Suprema Corte : 

El articulo 23 de la ley número 3318, eiceptúa de todo ser- 
vicio militar, á tonque resulten inútiles por enfermedad ó de- 
fecto físico, y el 26 de la misma 1<-J, a los funcionarios y em- 
pleados determinados en él, mientras duren sus funciones y 
empleos. 

Si la justicia federal conoce jurisdiccionalinente en esos 
casos por denegación u omisión de tas juntas, según el articulo 
28 la excepción opuesta por el ciudadano Koman ba podido ser 
considerada y resuelta, ya se trate de un impedimento perma- 
nente, 6 de uno temporario. De otro modo, no habiía recurso 
alguno de laa decisiones de las juntas, cuando se refieren i una 
imposibilidad que puede ser accidental. Pero una imposibilidad 
accidental real y efectiva, puede im?«lir en absoluto, por tiem- 
po determinado 6 indefinido, el servido militar .ictnro, y el in- 
dividuo afectado no podría ser condenado por las juntas c.m 
exposición de so vida, sin el recurso 4 los jueces federales, que 
con amplitud y sin limitación alguna, prescribe el artículo «8 
de la lev 

Aplicando esta doctrina al caso sub-judice, los tribunales fe- 
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derales han podido declarar la excepción del servicio militar 
requerido por el recurrente, en la forma temporaria, aconseja- 
da por el departamento de higiene de Córdoba á foja 5 vnelta. 

Cae informe, en vista de la* manifestaciones de tubérculo- 
sis, recientemente dominadas, prevee que un ejercicio forzad o 
y los inconvenientes propios á ta vida del soldado, i pudieran 
probablemente producirle una tuberculosis pulmonar*, y en 
vista de ello, encuentro razonable la excepción del ciudadano 
Román por el término de ocho meses. 

Esa excepción eati legítimamente comprobada en la forma 
expresada por la autoridad técnica en materia médica. Y ai es 
h-gítima, no debe su adopción entregarse al libre al bed río de Ja 
administración militar, cuando ella afecta la salud, y hasta 
comprometo la vida de un ciudadano. Por ello pienso, que traí- 
da á Indecisión del juez federal, por denegación de la junta, ha 
debido resolverse afirmativamente. En este concepto, pido á 
V E. la revocación de la sentencia recurrida de foja 9, en 
cuanto niega la excepción en absoluto, declarándola obligato- 
ria, por el tiempo fijado como necesario en el informe del de- 
partamento de higiene, 

Sabiniano Kier, 



Falto ém ta ■•prae* CM» 



Dueños Aires, Octubre l* de 1898. 



■ 

Vistos y considerando : Que con arreglo i la ley de la mate- 
ría es obligatoria el enrolamiento en la guardia nacional, salvo 
las excepciones en dicha ley establecida. 

Que el interesado no ha justificado quo se encuentre en el 
caso de excepción que invoca, basándola en la imposibilidad fl- 
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sica, resultando al contrario improbada esa excepción en virtud! 
de los informes módicos de fojas tres vuelta y ocho del consejo 
provincial de higiene de foja cinco, pues que éste manifiesta ha- 
ber reconocido al solicitante sin haber comprobado enfermedad 
alguna que lo coloque en estado de imposibilidad para hacer el 
servicio militar . 

Que la referencia que el consejo de higiene baee de antece- 
dentes que le suministró el doctor Luis M. Allende, no es bali- 
tante para destruir el mérito de los elementos de juicio invo- 
cados. 

Por ésto y sus fundamentos, se confirma la sentencia apelada 
de foja nueve. 
Notifíquese con el original y devuélvase. 

BENJAMIN PAI. — UJIS T. TARELA. — * 
ABEL BAZAR. — OCTATIO BfRIGE. — 
JUAN E. TORRENT* 



4'AVfJA ('«XXA'II 



El fisco nacional contrh el concuño de lío (ta, Valle y compañía, 
por cobro de impuestos; sobre competencia 

Sumario. — Corresponde al juet del concurso el conocimien- 
to de todas las acciones que se deduican contra él, aunque se 
trate de acciones fiscales de la nación. 
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foso* — £1 j ues de 1* instancia de la provincia, doctor Agui- 
la^ dirigió oficio al juez federal solicitando la remisión de los 
juicios que ante él se siguen contra Botta, Calle y compañía, 
por haber sido declarados en quiebra. 



VISTA DEL PROCURADO* FISCAL 

La Plata, Abril 10 de 1638. 

Señor Juez : 

El crédito del tiaco bu sido Tarificado en elcoucursude Botta, 
Calle y compañía porpes 13.501,60 moneda nacional y adeu- 
dan pe i os 16.486,17 moneda nacional, cott intereses puoito- 
ríos y demás accesorios legales. 

Si acepta aquella verificación, dado el número de acreedores 
é importancia de créditos, el fisco no alcanzará á cubrar el cré- 
dito como ha sucedido en todos los casos que ha tenido que 
ocurrir i la jurisdicción de los jueces de la provincia. 

El suscripto no discute principio de legislación como los del 
artículos 1381 del Código de Comercio, j \% inciso!*, de la lev 
de 14 de Setiembre de 1863, por demás conocidos, pero, asiste 
para gestionar separadamente su orédito con los privilegios que 
le asigna el artículo 1499 del Código citado 7 3879 del Civil 
é independientemente de la acción qoe quieran ó puedan inten- 
tar los demás acreedoras. 

Por tanto, pide el suscripto que se sirva V. S. uo hacer lu- 
gar a la remisión de los autos ejecutivos seguidos contra Bot- 
ta, Calle y compañía, radicados en este jusgado. 



6'. G. Vieyra 
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*mtim tfel Jwi Federal 

La Plata, Abril 22 'le 1688. 

Autos y visto-, : Considerando: Que el derecho invocado por 
el procarador fiscal, para gestionar separadamente su crédito, 
no lo funda en ley alguna; y atento lo proscripto por el artículo 
12, inciso I o , de la ley 14 de Setiembre de 1803, Temltanse al 
juez exhortante los expedientes que existan en este juzgado 
contra loa señores üotta. Calle y compañía. 

Jf. S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL 8£ftOR PROCURADOR GENERAL 

HueDúá Aire-, A -oslo 1G dr 18£tó. 

Suprema Corte: 

£1 auto de foja 51 declara la improcedencia de la jurisdic- 
ción federal, y manda pasar los auto* en consecuencia, al juei 
de la jurisdicción civil y comercial de la provincia. 

Desprendiéndose de la que ejercía, el juei federal resuelve la 
incompetencia de su jurisdicción para seguir conociendo * y esa 
resolución es de carácter definitivo, porque cansa gravámen 
irreparable, y es apelable, con sujeción á lo dispuesto en los 
artículos 83 y 84 de la ley sobre Procedimientos de ta justicia 
nacional. 

£1 recurso deducido a foja 51 vuelta ha sido mal denegado 
por el auto subsiguiente. 

Pero considero que los recursos interpuestos son infundados» 
El de nulidad, porque no resulta de violación alguna de la ley 
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de Procedimientos ; y el de apelación, porque los privilegios 
fiscales invocados no determinan por si una jurisdicción excep- 
cional en los casos de concurso, y deben hacerse valer ante el 
juez mismo del concurso, como se deduce de los términos esplí- 
citos del artículo 12, inciso I o , de la l^v sobre justicia nacional 
de U de Setiembre de 1863. 

Por ello ;ndo 4 V. E. se sirva babir por otorgado el recur- 
so y avocándose su conocimiento, confirmar el auto recurrid» 
de foja 51. 

Sabiniano Kiei\ 

• ■ 

Am«» «• I» «upw» C'artr 



Bui uns; Aires, Agoslo 23 de 1898. 

Vistos eu el acuerdo : De conformidad con lo expuesto y pe- 
dido por el señor Procurador geni-ral, en lo que á la proceden- 
cia de los recursos interpuestos se relim, y de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo doscientos seis de i a ley de Procedi- 
mientos, se declaran mal denegados los recursos y concedién- 
dolos en relación, autos. 

BENJAH1K PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAS. — OCTAVIO 
BUNGE. - JUAN E. TORBENT. 



Buenos Aires, Octubre 1* de 1898. 

Vistos y considerando; Que Botta r Calle y compañía han 
sido declarados en estado de quiebra tramitándose en conté- 
cuencia el juicio general de concursu de acreedores. 
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Que con arreglo al inciso primero, artículo doce de la ley de 
jurisdicción j competencia corresponde al juez competente pro- 
vincial conocer en juicio de esa naturaleia, aunque, como lo 
dice «¡probamente, se deduzcan acciones fiscales de la nación. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, en lo que á la competencia se refiere, y 
por sus fundamentos se confirma el auto apelado de foja cin- 
cuenta y una. 

Notifíquese con el original y devuélvase. 

ftKffJAMIfl PAZ. — LUI» V. VAtttU. 
— ABÉ I, BAZAR. — OCTAVIO fiCW- 

ce. — Juan a. ToaftEAT. 



Don Pedro Creus contra José Jf. Val tice, por consignación; 

tobre intereses y costas 

Sumario. — Debe declararse exento de intereses y costas el 
deudor que ha hecho consignación de la suma adeudada antes 
de ser requerido para el pago. 



Coso. — Resulta del 
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Bueno* Airei, Julio 26 de 1896. 

1 netos: Resaltando que don Pedro Creus, por intermedio 
de su apoderado, se presenté solicitando embargo preventivo de 
la» mercaderías Tenidas en el vapor « Braobe», como medida de 
seguridad para garantir el cobro de los fletes, intertanto inicia- 
ba la correspondiente demanda contra el dueño desconocido de 
las mismas y que don José Vallice se presentó á foja 42 sin que 
mediara notificación alguna, consignando el importe del flete y 
gastos y acompañando documentos que comprueban su derecho 
sobre las mercaderías. 

Y considerando: Que el señor Vallice ha hcoho la consig- 
nación sin retardo comprobado en autos, y que por consiguien- 
te, son procedentes los argumentos aducidos en el escrito de 
foja 97, que el juigado hace suyos. 

Por esto, y atento lo mauif estado en el escrito de foja W, se 
dt Mar» que la consignación de foja 43 surte efectos de pago, de 
Acuerdo con lo dispuesto en los artículos 756 y 757 del Código 
Civil, con costas, y proveyendo á las restantes peticiones del 
escrito de foja 47, no ha lugar á la regulaoion solicitada, en 
mérito de lo eipuesto en el escrito de foja 101. Praetfquese por 
secretaría I» liquidación de los gastos y á la tercer» y cuarta 
como se pide. Notiffquesecon el original á las partes y repón- 
gase la foja. 

P. Otaechea y Álcorta. 



UB JUSTICIA NAUONAL 



285 



Ducho* Aires, Octubre 1* de 1898, 

Vistos y considerando; Que con motivo de la ejecución del 
auto que ordeno el desembargo de las mercaderías, la parte del 
capitán ha pedido qoe se entreguen los fondos consignados pa- 
ra el pago del flete, declarando que ya sólo queda pendiente la 
cuestión del pago de intereses y costas, si resultase que la con- 
signación no produce los efectos del pago; que por los funda- 
mentos del fallo apelado debe reputarse legal y opo> laníamen- 
te heoha la consignación, desde que el señor Vallico no había 
sido requerido para el pago ni siquiera notificado de la deman- 
da cuando la hiso. 

Por estos fundamentos, y los del auto apelado de foja ciento 
cuatro, se confirma éste» con costas. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse, podiendo notificarse con el original. 

t 

BENJAMIN PAL— US!* T. VARELA — 
ABEL BAlAN. — OCTAVIO BUNGE. 
JOAN. E. TOREENT. 
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4 AUNA I CIAIIV 



Don Jacinto Lujan, ¿obre exención del servicio militar 

Sumario. — £1 nieto que atiende á la subsistencia de la abuela 
no se halla comprendido en las excepciones que eximen del 
BtTTicio militar. 

- 

Caso. — Lo explican lúa siguientes pistas ; 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Unenos Airea ¡ Moyo do 1898. 

Señor Jue% : 

Doña Juana Guimau de La jan ha justificado qne tiene un 
nieto de nombre Jacinto Lujan, para el cual requiere la excep- 
ción del servicio militar, por ser ella de avanxada «dad, j por 
ser el mencionado nieto quien atiende i su subsistencia ; todo 
lo cual se desprende de la información aprobada ante el jnes de 
1* instancia de la civil en lo ordinario déla Capital, que corre 
a foja 8. 

La Junta de excepciones de la Capital por resolución de foja 
3 vuelta no ha hecho lugar al pedido, en raxon ds no en con- 
trarse el ciudadano Jacinto Lujan en las condiciones del artí- 
culo 96 de la ley número 3318, es decir, por no tratarse de uu 
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hijo de madre viuda, sino de un nieto que atiende á la subsis- 
tencia di* su abuela. 

Es indudable que la ley expresada ea la referida disposición 
nana dice respecto de los nietos ; pero dado que el espíritu de 
esta ley es no privar i la» personas ancianas y desvalidas dul 
auxilio de aquellos que les atienden, creo que por analogía, y 
dado lo excepcional fiel caso, sería de justicia considerar am- 
parado por la ley minero 3318 al ciudadano Lujan desde el 
momento que se ha justificado plenamente que atiendo á la 
subsistencia dtt su señora abuela, que hace las veces de ma- 
dre. 

La ley al hablar dr la madre viuda 6 del padre impedido, n« 
lo ha hecho segó rameóte en el sentido restrictivo, sino que res- 
pondiendo á su espirito, bien claro, admite la extensión qae en 
et presente ruso se pretende parn el nieto que sostiene ú la 
abuela. 

El Código Civil, en su artículo 367, impone a loa parientes 
consanguíneos el deber de prestarse alimentos, mencionando al 
padre, la madre y los hijos, y en falta del padre y la madre. 6 
cuando á éstos no le futra posible á los abuelos ó abuelas, de- 
clarando al final que esta prestación de alimentos ea recíproca 
entre los enumerados parientes; de esto, puede deducirse quesi 
los abuelos ó abuela* deben prestar alimentos á los nietos, 
éstos á su vez deben prestarlos á aquéllos, en los ornaos deter- 
minados. 

De acuerdo en.» e-¡ta disposición, el ciudadano Jacinto Lujan, 
rio teniendo p idre ni madre, está obligado por la ley A acudir a 
la subsistencia de su abuela, y la ley número 3318 no puede ni 
ha podido contrariar somejanto disposición, que no sólo tiene 
su valor escrito, sinó que está abonada por razón de un vinculo 
de parentesco para todos respetable. 

Por otra p irte, teniendo en cuenta la exigencia natural me 
impone la atención de la subsistencia de una anoiana, quB no 
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sólo exige la prestación de los alimentos, Binó también las aten- 
ciones á la persona que por sus achaques requiere continua 
asistencia, creo que V, S. ha de encontrar justa la excepción 
que se solicita. 

Por estas consideraciones y lasque V. S. ha de levantar con 
su claro criterio, me inducen á pedir se modifique la resolución de 
la Junta en el sentido descordar la excepción al ciudadano 
Lujan. 

J. Hotel. 

Fall* «®1 Smmm ■■'•«•ral 

Buenos Airea, Julio 2 de 1896. 

Y fistos : No obstante las consideraciones de úrden privado, 
aducidas en la presente vista del Procurador fiscal. 

Y considerando: Que el artículo 26 de la ley 3318 al enu- 
merar las personas exceptuadas del servicio activo de la Guar- 
dia Nacional las individualiza, de modo que no es posible aplicar 
por analogía los privilegios que ella acuerda, á otras que no 
se hallan terminantemente comprendidas en el expresado ar- 
ticulo. 

Por esto, no ha lugar a la excepción solicitada por don Jacinto 
Lujan, y archívese el expediente. 

Gervasio t\ Granel* 

VISTA DEL SENO* PROCUKADOK GENERAL 

Suprema Corte : 

La ley número tres mil trescientos diez y ocho, establece el 
servicio obligatorio en la Guardia Nacional activa, para todo 
ciudadano en condiciones de prestarlo. 
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El artículo veinte seis de esa ley, determina los únicos ca- 
sos de fxeepcion, y es principio jurídico incon Establo que 
siendo la eicepciün una abrogación del mandato general, es de 
interpretación restrictiva, y no debe declararse fuera de sos 
términos expresos. 

Es verdad qu<> la abuela se encuentra en el caso, respecto de 
su nieto, vn la misma situación de relación jurídica de la madre 
ó del padre septuagenario. Pero e*to no autoriza la extensión h 
au favor, de la excepción circunscrita á la madre y al padre en 
el artículo veinte y seis de la ley. 

Otros parientes consanguíneos y hasta los afines y aún los 
meramente adoptivos, pueden encontrarse en la condición de 
recibir alimentos de quien, el trabajo sea para aquelloi una 
condición de subsistencia. 

La ley no los ha incluido sin embargo, en tos beneficios de la 
excepción del articulo veinte y seis, que siendo determinada y 
eiplícita, no es posible extender por analogía á loa que no ge 
hallan terminantemente comprendidos en su mandato. Pido 
por ello ú V. E. se sirva con Gr mar el auto recurrido de foja 
veinticinco. 

Sal/imano Kier* 



Wmiím ém leí fopraaw lave» 

Bueno* Aires, Octubre 4 de 1898. 

Vistos : de acuerdo con lo expuestu y pedido por el señor Pro- 
curador general y por sus fundamentos se confirma, con costee, 
el auto apelado de foja quince. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BASAN.—» 

OCTAVIO BUMK. 

T. LUI 19 

t 
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El doctor don Manuci tialvez contra don Adán Stegman y 
otros, por cobro ejecutivo de pesos; sobre embargo del inmue- 
ble hipotecado. 

Sumario.— Aunque la deuda divisible, el inmueble hi- 
potecado en garantía flé lft misma, respondí' en su totalidad por 
cualquier parte de ella que se**jocute. 

Caso, — La sociedad «Territorial Entre-Ríos» vendió a varios 
coló ues^ru sus un campo situado en el Taran:!, distrito Espini- 
]]u, por .1 precio de 34.058 (fiíSOS QOÜ 72 centavos moneda na- 
cional, pagaderos en la forma siguiente : 5776 pesos con 43cen- 
t ivofi moneda nacional en el acto de lirmir la escritura; i 00. 589 
pisos con 89 centavos, en 30 de Abril de 4894; y el resto de 
60 .702,40 peso^ ios compradores *e obligan á abonarlo al Ban- 
co Hipotecaria Nacional, 

L;í escritura de venta agreda: quedando todo el campo ena- 
jenado afectado especialmente á la responsabilidad y pago de 
los 109.589 pesos cun 89 centava iiue quedan adeudando (los 
compradores) y por los que ad mis lian firmado pagaras. Eu se- 
guida los compradores, eu la misma escritura establecen las 
proporciones de campo que cada uno adquiere. Kntre tos com- 
pradores figuraban los señores Adán Stegman, Andrés Dvini, y 
Baltasar Heim, quienes Brinaron pagarés á la órden separa- 
da me ate, por la parte de campo comprado. Esos padres fue- 
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ron endosados al doctor Manuel Gal vez, quien se presentó de- 
mandando á los firmantes. 

Acreditado el fuero, se citó á los demandados para el recono- 
cimiento de firma. Cumplida cata diligencia se decretó auto de 
solvendo, y no habiéndose verificado e) pago, el ejecutante so- 
licitó mandamiento de ejecución y embargo, pidiendo al mismo 
tiempo que éstese trabara sobre todo ol campo hipotecado. 

rtntltllMiirclwii 

Paraná, Setiembre 3 de 1898. 

Consideraudo : Que los compradores del campo constituido 
en hipoteca por la escritura de foja 12, no sólo se han obliga- 
do solidar lamente al pago de la parte de precio estipulado á pla- 
zo, con los términos sacramentales que exige el artículo 701 
do) Código Civil, sinó que en el mismo instrumento de Ti nta 
s- establece U porción dd tierra que cada uno compra, y han 
otorgado por separado pagarés por la parte do precio que indi- 
vidualmente debían pagar en la misma proporción. 

Que, por consiguiente, la expresión hecha en la escritura de 
que esa división no importa dividir ta suuiaquu quedan adeu- 
dando, no establece la solidaridad entre ios compradores por 
falta de la expresión apropiada (ait. 701 citado). 

Que de lo expuesto se concluye, que los compradores al cons- 
truir en hipoteca la totalidad del campo comprado en común, 
sólo han gravado cada nno su parte indivisa ul pago de su cré- 
dito, y no al pago de ios demás compradores.* 

Por esto, el juzgado resuelve mandar se libre el mandamían- 
to solicitado, debiendo limitarse el embargo á las porciones in- 
divisas del campo que pertenecen á los ejecutados. 



T. Pinto. 
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Buenos Aires, Octubre 4 de 18Ü8. 

Vistos | consid erando: Que según se dice expresamente en 
U escritura de foja doce, todo el campo enajenado queda afec- 
tado especialmente á la responsabilidad y pago de los ciento 
nueve mil quinientos óchenla y nueve pftsoscon ochenta y nue- 
ve centavos» Baldo del precio á favor del vendedor (foja trece). 

Qne loa términos limplios y absolutos en que se halla concebi- 
da la convención en la parte referida, demuestran que la totali- 
dad de la tierra servia de garantía parala totalidad del precio, 
mediante la hipoteca especial estipulada á ese respecto. 

Que aunque es verdad que el crédito se dividió entre los deu- 
dores, obligándose cada uno por su parte y porción, en calidad 
de codeudores simplemente mancomunados, no lo es menos que 
la divisibilidad de la deuda no se opone ala indivisibilidad de la 
hipoteca, pues que, según lo dispone el artículo tres mil cua- 
trocientos doce del Código Civil, las cosa- hipotecadas y cada 
parte de ellas están obligadas al pago de toda la deuda y de 
cada parte de ella; lo que también se prescribe en el artículo 
seiscientos ochenta y dos del mismo Código. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto de foja cuarenta y 
cuatro vuelta, en la parte apelada, 6 sea, en cnanto no hace 
lugar al embargo de toda la cotia hipotecada, solicitado por el 
demandante. Repuestos les sellos, devuélvanse, podiendo no- 
tificarse con el original. 

BEHIAHIR PAI. — ABEL BAZAS. — 
OCTAVIO BOKGE. — JUAN t. TO- 
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Don Manuel Posada contra ti Banco Nacional en liquidación 
sobre entrega de t#« inmueble y daños y perjuicios 

Sumario. — El comprador en remate público que ha verifi- 
cado actos íieraostratiíos de poaesion, consentidos por el i n- 
qmlino ocupante del inmueble y por el enajenan*, no puede 
exigir de ésto que le baga entrega de dicho inmueble, ni ha- 
cerle cargo por perjuicios procedentes de la falta de dicha en- 
trega. 

( 

Caso. — Lo explica el 



Córdoba, Junio, i de 1896. 

Y fisto» : Ion seguido* por don Manuel Fosada contra el 
Banco Nacional en liquidación de los que resulta: 

I o Que el demandante compró en fecba 38 de Julio del 
año pasado y en remate público, ana casa-quinta, Tendida por 
aquél sin tener conocimiento de la existencia de nn contrato de 
arrendamiento que de esa propiedad ten(a un tercero. Después 
de hecha la compra conoció el demandante aquel contrato y no 
obstante lo cual Brmó la escritora de Tenta. No habiéndole en- 



FALLOS DI LA SUPKEMl COATE 

tregado el Banco la propiedad comprada, Posada le demanda 
pidiendo Ja entrega de la casa, el pago de 110 pesos mi usuales 
por los tres primeros meses y de 300 peso" puf los subsiguientes 
hasta la fecha. 

2» El Banco contesta diciendo que el no debe pagar arrenda- 
miento alguno porque el demandante comprador tomó posesión 
de ta casa al principio de la negociación, pues él supo la < lis- 
tónela del contrato antes de firmar la escritura pública. 

Ambos piden costas. 

3° Recibida la causa á prueba se produce la confesional de 
foja 40 y la testimonial de foja t9 y la instrumental de foja... 
de la que se hará mérito en seguida. 

T considerando ; i* Que está comprobado en autus <jue cuan- 
do el demandante compró la finca en cuestión, no conocía la 
existencia del contrato de arrendamiento que confería la tenen- 
cia de la misma al señor Caraccio, pero que conoció esta cir- 
cunstancia autts de recibir la escritura pública de la venta, y 
no obstante la cual Jirinó esa escritura sin observación (posi- 
ciones de foja 40 vuelta). 

á" Que habiendo firmado la escritura á ¡>al>ieudas de que la 
rasa uo podía entregármele inmediatamente, se presume que se 
conformó con que la entrega se verificase cuando desalojara el 
arrendatario, desde que el contrato subsiste no obstante la 
venta del inmueble y desde qne su silencio vale por consenti- 
miento tácito (artículos 918, 1498, Código Civil). 

3* Que loa actos practicados por el comprador, consistentes 
en visitas á la quinta, pago del derecho de agua, no se han 
hecho con la intención de poseer, desde que por declaración del 
testigo Bilches presentado por ambas partes, el comprador uo 
se proponía hacerse cargo de la casa comprada hasta que no 
terminase Caraccio su contrato y desde que hasta entonces es- 
taba por cuenta de Caraccio (declaración de foja 19, artículos 
2378 y 2379, Código Civil). 
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4 Ü Que no habiendo recibid» posesión el demandante de la 
finca compré», ai podido recibirla hasta 1» fecha de la demanda 
en qu^ estaba oei.pada por Carac CÍO, Mi Hancu vencedor debió 
entregarla cuan to (¿riftinaran 1<* tres me>.ea que debían darse 
al arrendatario según el contrato por ambas invocado, puesto 
que no COjiata que éste aceptara la trasmisión del contrato, 
hecho que mós bien niega el demandante y eiitti|a que no ha 

hvAio el vendedor. 

5 o De estas c.msiderac iones resulta qu- el demandante nada 
puede cobrar dül banco por alquiler durante loe tres meses que 
correspondía tener la quinta a Caraccio, Pero el rjanco debe un 
alquiler ó ind emulación de per j ni. ios desde el Toncimieoto do 
los tres meses hasta la fechf, que se estima en la suma de 110 
pesos al mes por no haberse curapmbadu un peijuicio mayor. 
En su mérito definí ti va mente juzgando, fallo: Condenando al 
Banco Nacional eu liquidación, á la entrega de la casa vendida 
al demandante dentro «le 10 días de la feelia y adema* á abo- 
nsrle la suma de HO pesos por cada mes transcurrido desde los 
tres mese» siguientes á la venta del mism-, sin especial conde- 
nación por no haber mérito para ello. 

Hágase saber prévia reposición y transcripción, y en su caso 

al archivo. 

€. Hogaño iiacitúa. 



rali* ** ta ******** C«rt* 



Bueno» Aire», Octubre 4 de 1898. 



Vistos y considerando : Que don Manuel Posada, por el he- 
cho solo de haber comprado en remate público al Banco Nacio- 
nal en liquidación el inmueble, cuya posesión demanda á íoja 
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primera de estos autos, ha adquirido un título suficiente, síu 
necesidad de préf ia escritora pública de Ten ta, para hacerse 
dueño de Jioho inmueble mediante la tradición y toma por con- 



Que aunque el referido inmueble se hallaba arrendado cuando 
se Tendió en remate, 7 no debía desalojarlo el inquilino, sino 
algunos meses después del remate, esta circunstancia 110 ha 
podido impedir al comprador tomar la posesión de Al con asen- 
timiento del vendedor, desde que el inquilino do es poseedor - 
sino tenedor del inmueble á nombre del propietario. 

Que la prneba producida en autos acredita plenamente que 
en el tiempo transcurrido desde el día del remate de la casa- 
quinta comprada por el actor, que se verificó el veintiocho de 
Julio de mil ochocientos noventa y seis hasta el diet y nueve de 
Agosto del mismo año en que se le entendió la respectiva escri- 
tura «te venta, y, por consiguiente, antes de que él dirigiese ai 
gerente del banco la carta de foja cuarenta y dos, se han real 1- 
sado en dicho inmueble, á nombre y por orden del comprador, 
actos bien caracterizados de posesión, como ser la compostura 
del encatrado >del pirral, plantío de árboles y cultivo de la 
quinta, proporcionando para ello el mismo comprador al quin- 
ten del inquilino, con el consentimiento de este último, herra- 
mientas, materiales y hasta el agua necesaria que compró á la 
Municipalidad para el riego de aquélla, según resulta compro- 
bado por la declaración del testigo presentado también por su 
parte, Pedro Aguilera Bílches, de fojas diw y nueve, por la ab- 
solución de las posiciones que se propusieron de foja cuarenta 
vuelta y por el certificado de foja veintidós vuelta. 

Que siendo los actos antes expresados, posesorios de loe in- 
muebles, según la disposición del artículo dos mil trescientos 
ochenta 7 cuatro del Código Civil y habiéndose rea litado, como 
queda dicho» á nombre y por encargo del comprador Fosada, 
en el inmueble de ta referencia y con el consentimiento del in- 



aigniente de posesión por su parte. 
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quilsno que lo ocupaba, es claro qae no pierden su significación 
j alcance jurídicos pura adquirir en su mérito la propiedad & 
que se re ti «-reu, porque el comprador no baya coochavado de un 
modo transitorio 6 permanente al quintero, que mediante el 
consentimiento de su patrón el inquilino ;>s ejecutó en nombre 
de aquel, desde que no dejarán de ser actos posesorios porque 
se UeTen á cabo gratuitamente 6 por paga. 

Que en cuanto a! asentimiento del vendedor para que el com- 
prador tomase posesión de! inmueble Tendido y corriese con el 
ejercicio de los derecbos inherentes ni dominio, lo prueba el 
hecho de haber recibido del gerente del banco, antes de que 
éste le entregase desalojado dicho inmueble, el contrató de 
arrendamiento que tenía celebrado con el inquilino y que el 
comprador ha presentado en autos, sin haber dado explicación 
de cómo ge halla en su poder dicho contrato, siuó es para hacer 
uto de él como propietario. 

Que los ¡ii tos materiales ejecutados respectivamente por el 
enajenante y el adquirente, demostrativos de la tradición de la 
cosa enajenada, prueban <[m esa tradición se lia operado en for- 
mas legales, de conformidad con lo dispuesto en el articulo dos 
mil trescientos setenta y nueve del Código Civil. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelad i de fo- 
j i sesenta y cuatro y *e absuelve en consecuencia al Banco Na- 
cional de la demanda interpuesta á foja una. Notifique se con 

el original j, repuestos los sello*, devu Ivause. 

■ 



■eniAMin pai — abil bazar. 

— OCTAVIO BVNCE. — JOAN E. 
TOMtNT. 
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El llanca Nacional en liquidación contra don Angel Diaz 
y don Hamon Fernandez ; sobre cobro de pesos 

Sumario, — Si pendiente ta ejecución del B;mco Nacional 
por pago de amortización é intereses, se produce el caso en que 
la ley número 3057 autoriza el cobro fíe capital é intereses, na- 
da obsta para que el Bam-o d< diuca este pedido. 



Caso. — En 1893, el apodnrado del banro promovió contra 
<lou llamón Fernandez y don José Angel Diaz, juicio ejecutivo 
por cobro de la amortización é interesas de un año correspon- 
dientes d una letra otorgada á favor de dicho banco. 

En Mayo de 1894, antea de que se dictara sentencia de re- 
mate, el representante del banco manifesté al juzgado que ri- 
giéndose actualmente la liquidación del establecimiento por la 
ley número 3037, pedía se intimara de nmv*« ni deudor, el pago 
de todo el capital y sus intereses. 

La Hala, Junio 18 de 1894. 
Con arreglo al articulo 3 a del Código Civil, no ha tugar. 



Aurrecoechea. 
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fr'alto «el» iMprcwi Cwte 

Uuenos Aires, Ocluiré 6 de 1898. 

Vistos y considerando : Que ia petición de foja cincuenta y 
cuatro no se dirige al pasado, limitándose á solicitar el auto de 
solando autorizado por ley ya existente, en cuya disposición so 
apoya el solicitante. 

Que en tal caso no puede invocarse para denegar dicha peti- 
ción el artículo del Código Civil, pues que al contrario ese artí- 
culo ia ampara al declarar, con arreglo a* los principios, que el 
futuro queda bajo el imperio de ia ley. 

Por esto se revoca ti auto apelado de foja cincuenta y cuatro 
vuelta. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BA1AN. — 
OCTAVIO BUflGE. 



« A(J«A CCLX XVIII 



jToíí José Voló contra don tierardo Giménez, por calumnia 
recursos de retardada y denegada justicia. 

* 

Sumario. — No proceden los recursos de retardada y dene- 
gada justicia, si consta que e) jneifaa resuelto en la cansa, y no 
ha sido apelada la providencia de que se recorre. 
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Caso. — Ed un escrito de queja por retardada justicia, pre- 
sentado por don José Voto, se dictó el siguiente : 




Buenos Aires, Octubre ü de 1SS8. 

Considerando; que i» queja por retardada justicia es impro- 
cedente, pues según resulta de la misma exposición de la parte, 
el juez ha concluido au misión en la causa, declarando su incom- 
petencia por resolución consentida por el interesado. 

Que la providencia de «ocurra donde corresponda >, de que 
se queja no na sido Apelada, de manera que no ha recaldo una 
denegación de apelación que pudiera dar fundamento al recurso 
autorizado por el artfcnlo doscientos veinte y nueve de la ley 
de Procedimientos, aun en la hipótesis de que dicha providen- 
cia fuese por su nato relesa apelable. Por esto no ha lugar a 
los recursos interpuestos y archívese. 

BWJAMin PAS. — LUIS V. VA- 
RELA. - A SEL BAIAK. — 

OCTAVIO SURGE. 
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Don Federico Scotti contra doña Sofia Ayos de tternandct, por 
retención de un inmueble y excepción de incompetencia; sobre 
personería. 

Sumario. — El actor que ha «conocido en la demanda la 
personería del demandado, no puede desconocerla en la* excep- 
ciones que éste deduzca. 



Cano. — Resulta del 



rail* ««I Jnh W mú mr m i 

Bueno» Aires, Junio 10 de 1896. 

Y vistos : considerando que en el escrito de foja i ) se deduce 
excepción de incompetencia, de que se corrió traslado, de 
acuerdo con el artículo 76 de la ley nacional de procedimientos. 

Qne la revocatoria deducida por al escrito en que se opone 
aquella excepción, haciéndole parte don Vicente H. Hernandex 
cuya personería como esposo de la demandada doña Sofía Ayos 
de Hernandei es desconocida por p1 actor. 

Que en el escrito de demandase pide que ella sea notificada 
también al esposo de la demandada, don Vicente H. Hernandex, 
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con lo cual se Ib ha reconocido personería como representante 
legal de la demandada. 

Por esto, no ha lugar i la revocatoria solicitada por el actor, 
contéstese en consecuencia el traslado ocurrido. Respuesta 
la foju. 

P. Otaechea y Aborta. 



Falla a> I» Suprema Carta 

Buenos Aires. Octubre 6 de im. 

Vistos 5 considerando : que no sólo se ua reconocido por el re- 
currente que don ViceuLe H. Hernández tiene la calidad de es- 
poso legítimo de U demandada, sinó que así lo ba acreditado, 
el misino recurrente en la información que hu producido para 
establecer el fuero. 

Por ésto y por sus fundamentos, ge cou firma con costas, el 
auto apeladu de foja2J vuelta. Repuesto Jo* sellos, devuélvanse. 

BEK1AHIH PAZ. — ABEL BA2AR. — 
OCTAVIO GimCE. 
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Contienda de competencia entre eí juez federal de la sección de 
Buenos Aires y el *le 1 insinué ta d^ La Víala , en la causa 
dé don Ellas Giménez contra la compañía del Ferrocarril 
del Sud; sobre reivindicación. 

Sumario, — L.i .demanda deducida unte lis tribunales prn- 
vtnoiales por tiri T< nino de Iti proviiv fia (Je Buenos Airea contra 
una compañía anónima con domicilio en la Capital, debe ser 
traída al fuero federal, ü¡ autos d^ darse por contestada, se ha 
iiiiciidpouéstion Av (Toiupeti ncia por inhibitoria. 

■ 



Caso. — pon Elíseo AI. Giménez dedujo la aecion reiT indica- 
ría ante e 1 . juez I* instancia de La l'lata, i on referencia á un 
terreno de su propiedad en el partido de San Vicente, y del cual 
dijo haberse npnderadu la compañía del Ferrocarril del Sud, y 
pidii'jqne ta ileinanla senitendiira condón Eduardo L. Palos- 
ton, romo reprendíante del Ferrocarril del Sud en La Plata. 

El juez ¡ orrió traslado de ia demanda, y mandó que se noti- 
ficara á Palestm. 

Este manifestó que no era tal representante general en la 
amplitud de términos que loenuiicia la demanda, que el repre- 
sentante geni-ral de la empresa es el ingeniero don Guillermo 
White, domiciliado en la Capital de la República, donde está 
instalad» el directorio; que White le ha conferido poder para 
intervenir en expedientes judiciales, pero esa intervención sólo 
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puede tener tug.»r con arreglo á instrucciones y autorizaciones 
prérias --ti cada cato, pues no ai puede privar a la empresa del 
derecho de elegir el representante que desee en sus asuntos 
judiciales. 

Hecha saber esta manifestación ai actor, pidió que se em- 
plazase al señor WMte por medio de exhorto de juez de la Capi- 
tal, y a»íae hizo, quedando notificado aquél en 28 de Marzo de 
1893. 

En 11 de Abril se presenta auto el juez de U sección de Buenos 
Aires, el mismo Palestonpor la empresa, exponiendo: Queel señor 
White, representante de In empresa, recibió la cédula de no- 
titicacion que a rompa fiaba, emplazándosele por contestar la de- 
manda de Giménez, Que Me, debió deducir sus acciones ante 
el juez de sección, puesto que reconoce que se trata de un caso 
entre vecinos de distintas provincias, á las cuales está equipa- 
rada á los efeetoa del fuero, la Capital, donde tiene su domicilio 
legal la empresa, según el inciso 3°, artículo 90 del Código Ci- 
vil, como á mayor abundamiento lo demuestra con dos i aligas. 
Pidió que se dirigiera oficio el juez local para que se abstuviera 
del conocimiento de la causa , 



Awt« del Jeras r«d*r*l 

La ruta. Abril 18 de 1893. 

Habiéndose acreditado la diversa vecindad de las partes, de 
conformidad á lo establecido en el artículo 2°, inciso 2°, de la 
ley sobre jurisdicción y competencia de loa tribunales naciona- 
les, y con la precedente vista Gseal, declárase competente este 
juzgado para conocer en el juúio á que se hace referencia, y en 
consecuencia diríjase exhorto al señor juez de provincia que se 
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indica, con los testimonios necesarios, pura ojie se inhiba y se 
sirva remitir los antecedentes. Repóngase el sello. 



Áurrecoechea. 



Aim) DEL JUEl DE PKIHUU Ift&TAIfCIA 



La IHota, Octubre 35 de 1893. 

Vistos y considerando: 1» Que por el exhorto foja £ libra- 
do por el señor juex federal doctor Aurrecuecbea se solicita Ja 
remisión de los presentes lutos seguidos por don Elíseo M Oi- 
menea, vecino de la provincia de Bueno* Aires contra la empre- 
sa del Ferrocarril del Sod sobre reír indicación, alegando que 
el referido asunto es de la jurisdicción federal por cuanto el 
Pleito se ha trabado entre un vecino de la provincia y la empre- 
sa referida que tiene su domicilio en la Capital federal y es re- 
ciña por consiguiente de esta última, 

* Que sustanciado en forma el incidente, Unto el señor 
agente fiscal como el demandante se oponen á la remisión de 
e-tos autos sosteniendo qne no es caso de jurisdicción federal 
desde qne la Empresa del Ferrocarril det 8ud es vecina de la 
provincia de Bueno* Airee y que por lo tanto el pleito seria 
sostenido entre vecinos de la misma provincia lo qne hace ina- 
plicable la ley de jurisdicción y competencia de los tribunales 
de la nación. 

3* Que la empresa del Ferrocarril del Sud se halla regid» 
por la ley general de ferrocarriles cuyos artículos !• y * deter- 
minan cuáles deben ser considerados como provincial» al mis- 
mo tiempo qne somete á estos i la jurisdicción exclusiva de las 
autoridades de la provincia. 
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4° Que el Ferrocarril del Sud, ea indudablemente vecino de 
la provincia de Buenos Airea, ha sido creado por leyes de la pro- 
vincia, casi la totalidad de aua rieles se extienden en ella y hace 
su negocio dentro de la provincia; lo que significa que dentro 
de los términos déla ley nacional de 14 de Setiembre de 1863, 
se encuentra los elementoa necesarios para arribar 4 la afirma- 
ción hecha al principio, esto es, que el Ferrocarril del Sud es 
vecino de la provincia. 

5 8 Que si bien el artículo 90, inciso 3\ del Código Civil es- 
tablece que t el domicilio de las corporaciones, establecimien- 
tos y asociaciones autoriiadas por las leyes 6 por el gobierno, 
es el lugar donde está situada su dirección 6 administración 
también es cierto que ese domicilio sólo surge cuando en sus 
estatutos ó en la autoriiacíon que se les di6, no tuviesen un do- 
micilio señalado (última parte del inciso citado). 

Que siéndola empresa del Ferrocarril del Sud creación de 
leyes de la provincia, ha debido constituir su domicilio en esta 
de acuerdo con la obligación que le impone el artículo 25 de la 
ley general de ferrocarriles y en cuya virtud el infrascrito debe 
considerarla domiciliada en la provincia, sin que la omisión n 
este respecto pueda invocarse contra disposiciones terminantes 
de la ley , 

V Que siendo la empresa del Ferrocarril del Sud vecina de 
la provínola como queda demostrado, y con domicilio legal en 
la misma, st-gun las leyes provinciales que rigen la materia, no 
es de aplicación el articulo del Código Civil antes invocado en 
Ja ley del 63 que sirve de fundamento al exhorto corriente á fo- 
ja24. 

8* Que la jurisdicción federal es de excepción y de beneficio, 
y ojie por consiguiente ella puede ser remunerada por aquellos 
a quienes favorece. 

9" Que esa renuncia puede ser expresa Ó tácita. Expresa cuan- 
do se acata los tribunales provinciales, ocurriendo á ellos y 
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aceptando su jurisdicción tácita, cuando se deja vencer el tér- 
mino del emplazamiento sin producir acto alguno qne demues- 
tre su voluntad de no acatar aquellos ó de acogerse á la juris- 
dicción federal. 

10° Qne de otra manera siempre sería fácil para un pleitista 
de mala fe, esquivar las resoluciones de los tribunales de pro- 
vincia, ocurriendo en cualesquier tiempo á la jurisdicción fe- 
deral para evadir el cumplimiento de sentencias pasadas quizás 
eit autoridad de cosa juzgada. 

í I o Que según se desprende de las constancias de autos el 
recurso llevado ante el señor juez federal exhortante lo ha sido 
después del auto del infrascripto dando por contestada la de- 
manda, es decir, después de Tencido el término denlro del cual 
pudieran alegarse excepciones, lo que significa que aun supo- 
niendo que estf caso correspondiera á la jurisdicción federal, 
ella había sido renunciarla por el demandarlo. 

Por estas consideraciones y demás concordantes del escrito 
foja 39 el juzgado resuelve mantener su competencia en estos 
autos debiendo oficiarse al juez requirentecon trascripción del 
presente auto para qne rlando por formada la contienda de com- 
petencia remita los antecedentes á la Suprema Corte de Jus- 
ticia. 

Ignacio Sarmiento, 

Ante mi : 

Agustin L Camelo, 

4«l Jim F*4eral 

La Piala, Majo 28 d« 18W. 

Autos y vistos j considerando: i° Que el domicilio real del 
Ferrocarril del Sud es la ciudad de Buenos Aires. 
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2 o Que su domicilio legal es U misma ciudad, según la ley 
provincial de ferrocarriles (artículo $5). 

3» Que, por consiguiente,- siendo la contraparte vecino de 
esta provincia surge el fuero federal . 

Por estas consi ieraciunes y concordantes, el juzgado insiste 
en ta auto de roja 18 y en su consecuencia remítanse ios autos á 
la Suprema Corte Nacional para que uirirua la contienda, avi- 
sándose por oficio al señor juet de f instancia de la provincia 
á fin de que por su parte remita a! mUmo tribunal los antece- 
dentes que obran en su poder. Repóngase el sello. 

Mariano S. tk Aurrecoechea. 



VISTA DCLSEfiOK FROCtJhAUOIl GfcNEEUL 

Bin óos Aire*, Setiembre 12 de 1894, 

Suprema Corte : 

Las diligencias pedidas por el demandante, y demás corrien- 
tes á fojas 15 vuelta 18, 19, demuestran que la representación 
general de la compañía del Ferrocarril del Sud eiiste estableci- 
da en la capital federal. 

El lugar donde está situada la dirección ó administración, es 
el domicilio de tas asociaciones autorizadas por ley ó autori- 
dad, según prescripción del articulo 90, inciso 3 a , del Código 
Civil. 

Procede la aplicación de esta disposición al caso suo-judlce. 
Unto más cuanto se trata de un ferrocarril regido por la ley 
nacional de ferrocarriles, y se reconoce que no ha constituido 
por acto alguno expreso domicilio determinado en la provincia 
de Buenos Aires. 
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Ventilándose la cuestión entre un vecino de la prorincia y 
una compauta cuya dirección y administración existe domicilia- 
da en la capital federal, c< rresponde al fuero federal, según el 
articulo 2* de la ley sobre competencia de la justicia nacional 
de 14 de Setiembre de 1863, y 18 ie Setiembre de 1884. 

Por ello pido áV. E. se .sirva confirmar el auto de foja «5 
qoe declara la competencia del juez federal de la sección de 
Buenos Aires. 

Sahirtiano Kier. 



Mío é* I* l^m Vwt* 

Buenos Aires, íidultre 6 de 189í*. 

Vistos y considerando; Que está fuera de cuestión que el 
ferrocarril demandado tiene su domicilio nn esta Capital segtin 
lo dispuesto en el articulo cuarenta y cuatro del Código Civil» 
constando igualmente que el demandante es vecino de la pro- 
vincia d Buenos Aire*. 

Que en tal caso la competencia di< 1» justicia federal para el 
conocimiento de la causa se halla expresamente declarada por 
la ley de dieciocho de Setiembre de mil ochocientos ochenta y 
cuatro y articulo dos, inciso dos, de la ley de materia. 

Que según resulta del cargo puesto al escrito de foja quince 
de los autos seguidos ante el ju« federal, el demandado inició 
la cuestión de competencia con fecha anterior al auto de foja 
veintitrés melta recnido *n el expediente tramitado ante el 
juez de la provincia. 

Por ésto y da acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se dudara i Que el conocimiento de la cau- 
sa corresponde á la justicia federal. Remítanse, en consecnen- 
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cii los autos al juez de sección y avísese por oficio al juei d 
primera insta mía de La Plata. Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — LUU V. TARELA. — 
ABEL BAXAA. — OCTAVIO SURGE. 
— JllAH E. TORREMT. 



* Al" NA ULXXXI 

Don Francisco Si vori, sobre exención del servicio militar 

Sumario. — l.a tscepcíon del hijo que atiende á la surgía* 
tencia de la madre viuda, no comprende al cuso en qur; ésta 
haya pasado á segundas nupcias y ae halle abandonada por el 
marido. 

Caso, — Resulta de las siguientes piezas: 



VISTA DEL PROCURADOK FISCAL 

Buenos Airea, Agosto de IR*!. 

Señar Juez: 



Si bien pur las partidas acompañadas, así oomu por la infor- 
mación producida, el recurrente ha probado que es el hijo de 
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don* Catalinas, de Sirori que atiende á su subsistencia, cons- 
ta umbiendeloi «presados ohradosque la dicha señora cesó 
en su viudedad poi haber contraído segunda» nupcias con Teo- 
doro Comasquim, onja mnerte ni se ha establecido ni justifi- 
co induce á pensar que el recurrente no es el hijo de ma- 
dre Tind. a qne se refiere el artículo 36 de la ley número 3318, 
y por ello creoqueV. 8. debe confirmar la resolución de lajuu- 
U de foja Siuelta, qne niega la excepción solicitada. 

f J. Batel. 

vmltm *•* Smm* ****** 

Buenos Aires. Agosio 21 ú*> Í89& 

Autosy"8tos: Para resoNer en la solicitud de don Fran- 
cisco Sif orí, apelando de una resolución de la junta de recla- 
mos sobre excepción. 

Y considerando : Que de los comprobantes presentados por el 
recurrente resulta que la madre de este se encuentra actual- 
mente casada en segunda» nupcias, y que aú marido la ha aban- 
donado desde hace más de dtes años, sin prestarle auii lio al- 
guno. 

Que de esto mismo resulta que el recurrente no se encuentra 
comprendido en ninguno de los casos de excepción enumerados 
porelartíeuloSflrtela ley námero 3318. cuyos términos no 
pueden extenderse al caso presente poT estar clara y expresa- 
mente determinados, no siendo procedente la aplicación analó- 
gica de los miemos» 

Foresto, se resuelle, confirmando la resolución de la junta 
de reclamos que no hace lugar á la solicitud de excepción de 
don Francisco Sito*. Gervasio F. Granel, 
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VISTA DE1. ftSfloR PROCURADOR GIHKHAl. 

Bucdos Aireé, Setiembre 20 de 18ü6. 

Suprema Corte : ' 

El artículo 96 déla ley numero 3318 eiwptda del serrina 
activo en la guardia nacional, entre otros, al hijo único de ma- 
dre tí» da* ó á aquel de los hijos que «tienda á la subsistencia 
de ésta 6 de un padre septuagenario a impedido. 

Los be» boa judicial meo te declarados en Jas actuaciones aooin - 
palladas, colocan al recurrente en la condición de la ley citada, 
porque ha comprobado ser el hijo que sostiene á una madre 
anciana, pobre y en completo desamparo; y si es verdad que és- 
ta había contraído segundas nupcias, lo es también que quedó 
abandonada desde nace más de diez año* por bu marido, dt¡ 
quien, desde aquella fecha no se ha podido obtener' noticia al- 
guna. 

El artículo H0 del C ódigo Civil establece al respecto que la 
ausencia de una persona sin que de ella se tenga noticia por el 
término de seis años, causa la presunción de su fallecimiento. 
Ante el hecho declarado en la información sumaria acompaña- 
da y la prescripción del artículo 110 del Código Ciril citado, la 
madre del recurrente es considerada viuda á los efectos lega- 
les, Y come ta ley número 3318 se refiere al hijo do madre Tin- 
da, sin hacer distinción entre la de un primero ó un segundo 
matrimonio, pienso que el texto fe su articulo 96 debe aplicar, 
se estrictamente A la que aparece viuda según los hechos com- 
probados, ante la presunción declarada por el Código Ciril, 

El espíritu de la excepción en favor de la madre viuda, es evi- 
dente que se refiere al deber del hijo de suministrar alimentos á. 
la que los necesita imprescindiblemente para su subsistencia, y 
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ese deber no desaparece ante la ley por el hecho del segundo 
matrimonio, también dísuelto por lu muerto presumible del cón- 
yuge según el Código Civil. 

Fot ello, pienso que procede en el caso, la excepción en fa- 
rol del recurrente, que respecto del hijo de madre viuda prescri- 
be el artícul» 96 de la ley número 3318, y pido á V. K, se sirva. 
atí declararlo revoc.indo, en consecuencia, el auto recurrido de 
foja 35. 

Saftiniano Kier. 



Buenos Aires, Octubre 8 dr 189W. 

Vistos y considerando : Que el enrolamiento eu la guardia 
nacional en ia República es do deber impuesto por la Consti- 
tución y la ley, constituyendo la regla general, limitada en sus 
efectos sólo en cuanto se trate de casos de excepción estableci- 
dos por la misma ley. 

Que en el presente no se trata de ninguno de esos casos, 
siundo de derecho que no puedü extenderse la excepción á caaos 
no previstos, como lo tiene resuelto esta Suprema Corte en asun- 
tos análogos. 

Por esto, y por su* fundamentos, se confirma, con coatas t «1 
auto apelarlo de foja veinticinco. Devuélvanse. 

BUMAMIN PAI. — LUIS V. TMtlLA . 
— 1IIL BAZAR. — OCTAVIO 
BUNGB. 
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Criminal contra Cayetano Test Sarazini y otro, por circula- 
ción de billetes falsos de curso legal ; sobre excusación 

Sumario. — Es legítima causa de e*cusacion, el buber inter- 
venido en el proceso como defensor de uno de los 



Caso. - Lo exolicwi la» ^igiiientes piezas: 



Aul« 4el Jiiex J 



Bueoos Airra. Aro^o W de 1K*S. 

Autos y vistos : resultando del prolijo eximen de estos au- 
tos, que si bien á foja 101 suelta fué designado i-omo defen- 
sor de oticio el de pobrvs, entonces el doctor Granel, inmediata- 
mente fue reemplazado por los doctores» G. Gondra y Luis M. 
Albacio, como consta a foja 104, de modo que el doctor Granel, 
no ejerció eD Terdad acto alguno dtr defensa en estos autos, de- 
apareciendo así la causa que adace en el auto que precede, 
para excusarse de conocer del incidente pendiente; y conside- 
rando, por otra parte, que el doctor Granel fué nombrado de- 
fensor por los procesados Saraciní y Chigiiani, los que ya es- 
tán sentenciados en ambas instancias, y que ahora se trata del 
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procesado Cayetano Tese Saruiini, «1 que no nombró su defen- 
sor al de pobre». 

Por ello, devuélvase al jaez de la referencia, estos autos para 

que siga conociendo de ellos. 

P. Gtaecheay Áicorta. 



Buenos Aires, Agosto 22 de 1H98. 

Autos y fistos : Considerando : Que es un deber del magis- 
trado telar para que en los juicios se llenen todas las formas 
riel procedimiento 4 fia de evitar nulidades. 

Queanel presente caso, el infrascripto cree que su actitud 
se ajusta no sólo i la ley, sino también á la jurisprudencia 
consagrada por la Eima. Suprema Corte de Justicia; en pri- 
mer lugar, porque el artículo 77 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal diapone terminantemente que los jueces que se 
encuentren en algunos de los caaos del artículo 75 se inhibirán 
de oficio del conocimiento de lacnuia, y la remitirán al juet á 
quien corresponda» y en segundo lugar, porque aquel alto tri- 
bunal b» declarado que basta la simple notificación hecha al 
fiscal en un proceso, para que no pueda intervenir en el mismo 
comojuex. 

Y como entre las caucas enumeradas en el afílenlo 75 (la 4*) 
comprende al que ha sido defensor de abjuna de las partes* el 
infrascripto por el hecho de haber sometido su nombramiento 
y firmado notificaciones se halla inhibido para entender como 
jnez en la presente. 

Por estas consideraciones, se mantiene «i auto de foja 154 y 
elévese el espediente á la Kima. Suprema Corte, parn la reso- 
lución que corresponda. . „ ¿ . 

Gervasio F. Granel. 
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VISTA DRL SEftOft PnoCUlunOH GENERAL 

- 

Bueno* ¡lites» Setiembre 31 de 1898. 

Suprema Corte: 

De las Constancio* de foja i vuelta, resolta que el actual 
jaei federal doctor (íraoel fué nombrado defensor de uno de 
los procesados de Cayetano Tese Sarazini en 1894, cuando ejer- 
efa la defensorfa de pobres é incapaces. 

El proceso terminó por sentencia definitiva, Begun constan- 
cias de fojas 125 y dt foja 142. 

Reabierto, respecto al prófugo Cayetano Tese Sarasini, se- 
ga n la petición de foja 151, ante el señor juez doctor Granel : 
éste se inhibe de conocer de él por la causa antes referida, pa- 
sando los autos al señor juei inmediato en turno. 

Kstando la causal invocada comprendida en el artículo 75, 
inciso 4*, del Código de Procedimientos en lo Criminal, el que 
debe ser estrictamente aplicado, dado que su risible propósito 
es rodear de completas garantías la buena administración de 
justíi.-M, opinu que es procedente la inhibición de oficio, en el 
caso sub-judiee, al tenor de lu establecido en el artículo 77 del 
Código citado, y pido & V. K. la on Urinación del auto inhibito- 
rio de toja 154. 

Sabtniano Kier. 



r*tl« *• ta nmpT*wm* C«r»« 

Buenos Airea, Octubre 8 de 1898. 

Víalos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el t»eñor 
Procurador general, se admite ta excusación del juez doctor 
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Granel, y, en cons.-caeneia, devuélvanse los autos á los efec- 
tos de ley. 

BENJAMIN PAX. — LUIS V. VA- 
RELA.— ABELBAZAA — OC- 
TAVIO BU NGC. 



Criminal contra EuscbioOrtiz y otros, por hurto; *obre recurso 

á la Suprema Corte 

Sumario. — Ka tas causas crimínale* 110 puede traerse i la 
Suprema Corte el recurso por inconstitucionalidad de la ley 
aplicada por los Tribunales ordinario*, si la cuestión no ha si- 
do suscitada y resuelta en el proceso terroin atfü ante tilas. 



Caso, — Ante el %m del crimcu de la Capital se siguió jui- 
ciu criminal contra rarios iudiTiduos, *mtre ellos, Eusebio Ortii 
procesado por el delito de hurto, 

Dicho ju« sentenció la causa, condenando a los procesados 
á tres aftos de prisión, y agregó que, siendo Ortis rei nádente 
por mis de tres «ees, le son aplicables las disposiciones de la 
ley sobre reincidencia, debiendo por consiguiente comunicarse 
á quien corresponda, 4 sus efectos. 

Esta sentencia fué confirmada por la Cámara de apelaciones, 
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U que declaró también -.le aplicación la ley por reincidencia nú- 
mero 3335. 

El defensor de Ortiz pidió la reconsideración de la sentencia. 
6 que se le conceda el recurro de inconbtÍtUi:ionaüdad que de- 
duce para ante la Suprema Corte, por haberse aplicado una ley 
inconstitucional. 

La cámara concedió el recurso. 



VISTA UEL SEffOR PHOCUItADOR GENERAL 

«UL-noá Air» ;», («labra ¿7 de 18S?, 

Suprema forte ; 

* 

111 procesado KusebtoOrtiz ha sido condenado por la senten- 
cia de primera instancia de foja 301) y la confirmatoria por la 
Kiuií. Cámara de la Capital de foja 371 vuelta, á la pena de ir-.** 
años de prisión, por participación en repetidos robos. 

Se ha invocado contra esas sentencias, la inconstitucional i- 
dad t en él recurso traído ante V. E. y esa iuconstitucionalidad 
se deduce de la aplicación de la ley número 3335, que ta defensa 
supone Tjolatoria del derecho í igualdad garantí los por la Cons- 
titución nacional. 

Pero una cosa es la igualdad de derechos ante la ley, y otra 
muy diferente, la igualdad de los criminales con relación i las 
leyes que n ulifican los delitos y determinan su penalidad, se* 
gun su mayor 6 menor agravación. 

La díic trina penal y con ella nuestro cóJigo reconocen que la 
reiteración del delito es una causa de agravación de la pena, 

La ley número 3335 coincidiendo con aquella legislación y 
doctrina, se limita á declarar que los reincidentes do gozarán 
del beneficio del artículo 49 del Código Penal y que las senten- 
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cias condenatorias, será» cumplidas en los territorios naciona- 
les que el Poder Ejecutivo desifrne al efecto. 

No existe disposición alguna en Ja constitución que limite l.is 
facultades del Congreso al respecto. La defensa misma no h» 
podido citarla y la jurisprudencia tantas veces consignad., *n 
ios fallos de V. E. tiene establecido que, para la procedencia 
del recurso de inconstituci^alidad .10 basta la invearion di} 
principios generales, siendo preoUo la cita del artículo consti- 
tucional que se dice violado, 

Kn las sentencias que han dictado en esta causa los tribuna- 
les de la Capital, no se lia discutido cuestión alguna constitu- 
cional ni decidido cosa Alguna contraria á sus cláusulas, ni en 
el recurso traido ante V. E. se ha invocado artículo de la cons- 
titución que resulte violado. 

La apelación para ante V. E. no procede en tal caso, con su- 
jeción á las prescripciones del artículo U de la ley de 1863 so- 
bre competencia nacional. Pido á V. E. se sirva en consecuencia 
declarar mal concedido el recurso. 

En caso ne-ativo, no existiendo la inceiistitucionalidad de- 
nunciada contra la ley número 3335, por haber sido sancionada 
por el honorable congreso en virrud de atribuciones que tío le 
han sido limitadas ni restringidas al respecto por cláusula ex- 
presa de la constitución nacional, solicito de V. E. se sirva asi 

dediim1 °- Sabimano Kier. 



r*ll* de fia *iip**«s« 



Buenos Aires, Oclubre K de 189H. 

Vistos v considerando: Que en el pleito no se ha puesto en 
cuestión Ta inconstitucionalidad de la ley número tres mil tre,- 
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cientos treinta y cinco, pretendiéndose qor elta vulnera dereeboa 
que el recurrente entendiera ó sostuviera q Ul están asegurados 
por la Constitución nacional. 

Que, en consecuencia la sentencia recubrida no se ha pro- 
nunciado contra ta valide* del tUnl»- ó derecho q«e hoj se dict? 
amparado por una clausula, constitucional j^r no haber sido 
materia de litigio. 

Que entre tanto la procedencia del recurso para ante ésta Su- 
premo Corte, que autoriza el inciso segundo del artículo reina- 
dos del Código de Procedimientos en lo crimina), requiere que 
en el pleito se haya hecho la cuestión y la resolución haya sido 
contraria al derecho invocado. 

Que esa exigencia no puede ser suplida por alegaciones pos- 
teriores á la sentencia pronunciada por el tribunal superior de 
provincia 6 déla Capital, en su caso, pues que por razón de la 
oportunidad no puede ya ser objeto de fallo dictado por dicho 
tribunal, como no lo ha sido en esta causa. 

Por estos fundamentos y de conformidad, en lo concordante, 
con el señor Procurador general, se declara mal concedido el 
recurso. Hágase saber con el original y devuélvanse los autos 
») tribunal de su origen. 

BE 1 PAZ. — LUIS V. VA HELA ■ 

L HAZAS — OCTAVIO fiUN- 
Cí -JIJAN ti. TORRERT. 
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Contra *loi¡ .Mcnló.s Uihanorich; sobre contrabando 

Sumario, — Debe declararse ul comisi» si las raen aderías no 
han aido manifestada*, y ha pedido la ampliación del mani- 
fiesto fuera del término li-gol, y después de descubierta sn exis- 
tencia á bordo. 

Cfi.io. — Resulta de las siguientes pkzas : 



II ¿SOLUCION DE LA ADUANA 

iluonos Aires, Setiembre ¿1 de 1895. 

Vistos: <->te expediente y el número 142, letra A, que le es co- 
ni'iu, y considerando: 1° Que lua mercadería» á que hace refe- 
rencia v\ parte de fnja I no constituyen un cargamento espe- 
> iai ó diferentes de aquellos cuyo comiso se decretó en el otro 
expediente atildo, sino que ambos forman un solo cargamento 
euyo contrabando se lia intentado, dejándose de manifestar en 
los consulares, y agregándose á la copia después de descubier- 
ta la infracción; 

2 o Quede los considerandos del fallo del expediente 142, le- 
tra A, y de las actuaciones de este sumario resulta que. cuando 
T. hit ai 
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se hizo la primera instigación por la aduana, el vapor * Cu- 
rumba» no tenía privilegio de paquete, y eo consecuencia, el 
capitán sólo gozaba del término perentorio de i8 horas para 
hacer las rectificaciones correspondientes en el manifiesto ori- 
ginal ó su traducción (art. 61), debiendo entenderse, sin em- 
bargo, que de este término goza siempre que la aduana no se 
aperciba del error, según la interpretación que se hadado á ese 
artículo por la práctica y la jurisprudencia; 

3 o Que por lo tanto, no se ba cumplido en tiempo con la 
disposición d.l arti ulo 51 y se bu imurridoen la penaliddad 
del artículo 906, fallo : condenando á la pena de comiso de la 
mercadería que se detallad foja 1. Elíjase al interesado ma- 
nifestación de si está dispuesto A pagar su valor 6 hacer aban- 
dono déla mercadería. Hágase saber y pase a la contador-a 
para su cumplimiento, reponiénd jsc los sellos. 

/. I/. Martínez Castro. 



VISTA DEL rnOCUfLADOH FISCAL 

Ráenos Aires, Octubre de M»3. 



Señor Juez : 



Los bultos de que su trata en este expediente pertenecen al 
mismo cargamento del vapor «Curumba i, que en el expedien- 
te letra A, fueron condenados & comiso por hallarse fuera 
(M manifiesto del mencionado vapor, no siendo exacto que su 
rectificación fuera hecha dentro del tiempo que la ley esta- 
b 1 ece 

Es indudable que á no haberse apercibido la aduana de tal 
circunstancia y á no haber detenido el guarda las mercaderías 
excedentes, hubieran sido desembarcadas sin abonar sus dere- 
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chos aduanero!, la que hubiera traído un daño á la renta ÜV 
eal, circunstancia que por sí sola seria bastante para autorizar 
el comiso que establece la resolución aduanera recurrida. 

A estar á las constancias de autos, la rectificación hecha 
por los ufen tes del manifiesto fué después del término, pues 
aunque los recurrentes niegan tal circunstancia, no demues- 
tran las constancias positivas y afirmativas oVI resguardo de 
que tal cosa uose hizo cuando era de obligación. 

V. S. se ha pronunciado ya sobre la parte del cargamento 
tomado á bordo del cCurumba », y en las mismas condiciones 
46 baila lo que de ese cargamento fue pasado á la lancha «Alí- 
(fia T pues se le encontró en la misma infracción. 

Por estas consideraciones, y por las expresadas en la resolu- 
ción aduanera de f ija 7 vuelta debe confirmarla en todas sus 
partes. 

J. fíotet. 

Wntlm del Smmm icitral 

1 

Buenos Aires. Agosto \ de 1805. 

Y vistos; De conformidad en lo dictaminado por el señor 
Procurador fiscal en su vista de foja. . * y por los f andamentos 
de la sentencia recurrida de foja* 7 vuelta, se confiuaa ésta, con 
costas, Xotifíquese y en oportunidad devuélvase estos autos á 
la aduana á sus efectu», repuestos que sean los sellos. 



Agustín UrUinarrain. 
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VISTA DEL SEftOH PROCBttADOK GENERAL 

Hueiio* Aires, Noviembre 2<¡ de 

Suprema Corte. 

De los informes de foja4 suelta y foja 5, resultante los bul- 
tos no manifestados, quu motivan esta causa, fueron descu- 
biertos por los empleados del resguardo* antes de la rectifica- 
ción del manifiesto. 

La resolución de foja 7 vuelta f la confirmatoria del juzgado 
federal de foja 25 vuelta, resultan por ello ajustadas ú derecho, 
por lo quu solicito de V.E. se sirva confirmarlas. 

Sabiniano Kier. 



Dueños Aires, nctubri: H de 1KÍS. 

Vistos: Según resulta de autos, el vapor «Curumba» llegó 
al distrito de Bahía el día diez y seis de Junio de mil ochocien- 
tos noventa y cinco, haciéndose en el mismo día por el capitEO, 
la presentación de los manifiestos eligidos por el artículo vein- 
te de las Ordenanzas de Aduana. En la noche del diez y nueve 
dtd mismo mes y año fueron detenidos á bordo de la lancha 
«Alicia T» por el guarda de aduana don Francisco Giraklez 
u-nfco setenta y un bultos de bolsas vacías, y en el día diez y 
nueve el guarda R. Torres secuestró de la bodega del mismo 
vapor «Curumba» treinta y dos bultos de bolsas vacías, diei 
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líos de d oce pala» de acero cada una y cincuenta y cuatro canas 
tos de grandes dimensiones lleno» de cáñamo. 

Por resoluciones administrativas no recurridas por los inte- 
resados fueron declaradas caídas en comiso» las mercaderías 
apresadas & bordo de la hincha «Alicia T». 

Los apelantes han reconocido que las otras mercaderías sor- 
prendida* en la bodega del vapor «Curumba». por el guarda 
Torres, formaban parle de una sola partida con las secuestra- 
das en la referida laucha, asi como que, unas y otras no esta- 
ban consignadas en los manifiestos consulares de la carga que 
conducía el mencionado vapor «Curumba». 

Para salvar esta dificultad, loa apelantes intentaron el diez y 
nueve de Junio ampliar el manilicsto del buque tratando de in- 
cluir en ¿I las dos mil cuarenta y tres bolsas, los cincuenta y 
cuatro canastos de cáñamo y las diez docenas de palas secuestra- 
das en las circunstancias expuestas por tos guardas Giraldez y 
Torres, 

Para sostener este derechu, pretenden que el vapor sólo ve- 
rificó su entrada al puerto el diez y nueve de Junio citado, pur 
manto ese día fondeó en la dársena y presentó sus documen- 
tos, en tierra al resguardo. 

La patente de paquete fiel vapor «Curumba * había cadu- 
cado el veintinueve de Enero de mil ochocientos noventa y cin- 
co, y solo había sido renovada por decreto del tjobíeruo de la 
nación de fecha diez y nueve de Junio del mismo año. 

Y considerando : Que aun cuando la patente de paquete del 
vapor «Curumba», le fué renovada en diez y nueve de Junio 
de mil ochocientos noventa y cinco, este boque no tenía tal ca- 
rácter desde Enefo del mismo año en que expiró el plazo porque 
fué otorgada la anterior patente y, por tanto, ha debido hacer 
la rectificación de los manifiestos dentro de las cuarenta y ocho 
horas, con arreglo al artículo cincuenta y uno de las Ordenan- 
zas de aduana. 
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Que computándose esc término deide el día diez y seia de 
Junio, en que el buque entró al puerta, Tarificando la presen- 
tación del manifiesto, fusta el diez j nueve en que se descu- 
brió v denunció la existencia á bordo de las mercaderías á que 
se ' ritiere el parte de foja 1, la rectificación pretendida del ma- 
nifiesto no se ha intentado dentro del término legal, porque 
cuando tal verificación se intentó ya habían transcurrido las 
cuarenta y ocho horas á que se refiere al artículo cincuenta y 
uno de las Ordenanzas de aduana, y ya se había apresado una 
parte de la mercadería no registrada y su había descubierto la 
rítanle á bordo de) vapor «Curumba», 

Que, por consiguiente, el apelante no ha rectificado en tiem- 
po el manifiesto, y ésto en el supuesto de que ta omiiion á que 
la rectificación se refiere hubiera procedido de un error volun- 
tario y no fuera el resultado de un hecho intencional 7 calcula- 
do para defraudar Ja renta aduanera como lo hacen presumir 
las circunstancias de haberse descargado una parte, en relación 
considerable, de las bolsas no manifestadas antes de haberse 
hecho la notificación y no haberse efectuado ésta, siuó después 
de haberse descubierto la descarga fraudulenta y embargádose 
el resto de la mercadería. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada, y de 
acuerdo con Jo ti puesto y pedido por el señor Procurador ge- 
neral, se confirma, con costas, la mencionada sentencia co- 
rriente á foja veinticinco vuelta- Repuestos lutt sellos, devuél- 
vanse, pudieudo notificarse con el original. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BtJNGE. 
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HonJost 1 Yie; ' * contra don Julio i. ligueroa Saldías, por 
recus a sin causa ; sobre apelación denegada 

Sumario. — * X<> es apelable el auto qne no hace tugar á la 
rerusacion -sin causa. 

Caso. — Lo explica el 



rail» úr I» Muprem» 4 ortc 

lim-tios Aire* <»etubre 11 d* 

Considerando : Que según rt-suHa de la propia exposición (le 
la parte, !o que motivó el reeurso de apelaron denegada fué el 
auto en que el juez no hacía lugar á la recusación sin causa que 
se dedujo. 

Que de lo dispuesto en ct artículo treinta y dos de la ley de 
procedimientos, liando el carácter de eoBa juzgada, á la resolu- 
ción que loa jueces dictaren, desechando la causal alegada y do 
especificada en la ley, se deduce que también tiene este carácter 
el auto delegatorio, cuando no se ha alegado causal alguna, 
¡, u .; [ m jueces súlo {Hieden ser recusados por las razones que la 
ley enumera (artículo treinta y uno de la citada ley). Por eitu : 
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se declara bien denegado el recurso. Repuestos los sellos ar- 
chívese. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZAtf , — OCTAVIO BU* - 
GE. - JUAN E. TORRENT. 



C'AUHA Í«I,V\X>I 

Waitinne tj compañía contra James liossio Polar, par nulidad 
de tina marca; $abrt> apelación 

Sttmario. — No es apelable el auto que desestima el recurso 
de reposición, y no tne perjuicios [oirá la delinitiva. 



Casa. — Estando recibida la causa á prueba, el demandado 
presentó varias cartas suscritas por diversas personas, y un in- 
forme del seünr Federico Tagliabue , pidiendo, que se tenga co- 
mo prueba de su parte dichas curtas? dicho informe. El juez las 
mandó agregar, 

£1 demandante alegó que esas cartas no podían agregarse 
porque nada se dijo respecto de ellnB en la contestación á la de* 
manda; y que en cuanto al informe del químico, él no había si- 
do producido con ka tnrmalídades que prescribe el Ututo 15 
de la ley de pr<»*. .1 ¡mientes ; en consecuencia, unas y otras de- 
bían ser desglosadas y devueltas al interesado, deduciendo rc~ 
Tocatoria del auto qñé los mandó agregar. 
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Buenos Aires. Junio 22 de 1898. 

Vistos: Reservándose el juzgado resolver sobre lu pertinen- 
cia de la prueba cuya agregación se disiente, en el momento de 
pronunciarse en definitiva, no se hace lugar á la revocatoria so- 
licitada á foja 46, y proveyendo á lo pedido en el escrito de foja 
45, se señala la audiencia del 28 del comente a las 2 p. m. 
para que comparezca el señor Tagliabue á ratificarse. Repón- 
gase la foja. 

Gcrvasto Fi (iram>L 



lluenos Aires, Uitubre 11 Je 189«. 

Vistos y considerando: Que en el escrito de foja cuarenta y 
ocho sólo se ha interpuesto el recurso de reposición. 

Que, por consiguiente, del autoque ha desestimado ese recur- 
so no ha podido interponerse otro alguno, con arreglo al artí- 
culo doscientos einou de la ley de procedimientos. 

Que, por otra parte, el auto recurrido no trae perjuicio para 
la definitiva, puesto que el juez ge reserva apreciaren oportuni- 
dad aobre el mérito de las cartas é informes presentados, en cuyo 
easu la improcedencia del recurso de apelación está declarad a 
pot el artículo doscientos seis de la citada ley. 

Por estos fundamentos se decUra mal concedido el recurso. 
Hágase saber con «1 original, y, repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BBMAHlül PAZ. — OCTAVIO B UN- 
GE. — JUAN E. TORR1KT. 
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Criminal nmtra Antonio Lúmhanli.jm tentativa de r ir culac wn 
tie billetes falsos de curso legal 

Sumario. — El hecho de haberse encontrado en poder del 
procesado cantidad de billetes falsos decurso legal con circuns- 
tancias que lejos de arrojar una presunción contraria á la in- 
tención criminal sirven á conwneer que ésta ha existido, cons- 
tituye tentativa de circnlariou. y le lmc pasible de la pe na 
de dos ¡iñ->s de trabajos forzador y multa de 1500 pesos fuertes. 



Caso. — Resulta del 



Falle úmi Jmi Federal 

ÍJutiiras Air..-*. Julio ato du 

T vistos ; Estos autos seguidos contra Antonio Lombnrdi, 
italiano, de 51 años, casado, constructor, domiciliado Tucitman 
1067, acusado de circulación de billetes fahos di' banco, de los 
que resulta: Que habiendo sido conducido á la comisarla 3' di- 
policía, cu estado de ebriedad, el detenido Lombardi, al ser 
registrado se le encontraron H billetes falsos de un peso, por 
cuyo motivo se le constituyó en arresto, y llamado ú declarar 
manifestó á foja 46 que transitando por la plaza de Hayo como 
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ú tas diez de la noche, se le apnximó un sujeto á quien no co- 
noce y le preguntó si era espurio!, agregando que quería ayu- 
darlo dándole al minino tiempo los billetes que le han sido 
secuestrados encargándole que ios guardara y al día siguiente 
lo viera por si le convenía. 

Que tomo los billetes sin darse cuenta de Id que hacia debi- 
do al estado de ebriedad en que se encontraba y al separarse 
tomó en dirección de su domicilio cuando fuédeíeni(!u, compren- 
diendo que ha cometido una imprudencia. 

Que cerrado el sumario y pasado en vista al Procurador tis- 
cil.éste funcionario se expide A foja,,, solicitando se aplique 
al procesado la puena establecida en el artículo 62 de la ley de 
14 de Setiembre de 1863. 

Que el defensor, solicita la absolución de culpa y cargo de su 
defendido, por no haberte comprobado quu hubiere circulado 
los billetes que le encontraron. 

Que abierta la causa á prueba no se produce niuguna, lla- 
mándose autos para definitiva á foja 75 vuelta. 

Y considerando : Que el hecho que ha dado origen á la forma- 
ción deestacnuBa, se encuentra debidamente justificado con 
la declaración del procesado, lo existencia del «uerpodel delito 
y demás circunstancias de autos. 

Que la excusa alegada por el encausado y sostenida por la 
defensa, para rehuir la responsabilidad en ese hecho, de que igno- 
raba la falsedad de los billetes por habérselos dado un desco- 
nocido, es inaceptable, por cuanto no se concibe que una perso- 
na que uo conoce áotrah.iga una proposición de la naturaleza de 
la qne nos ocupa y menos en la forma que lo ex presa el acusado. 

Que tole estos antecedentes, y no habiendo explicado Lom- 
bardi de una manera satisfactoria la procedencia de los billetes 
qae te fueron secuestrados, no puede caber duda de qne se trata 
de uu agente de circulación de billetes falos á los que se refiere 
el artículo 0* de la lej de 14 de Setiembre de 1863. 
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Que no existiendo en autos prueba bastante que demuestre 

<¡i I procesado haya circulado los billetes de la referencia» la 

circunstancia de habérselos encontrado en su poder, indican 
los primeros pa*sos de Lombardi en ese delito, que ta ley clasifica 
de tentativa. 

Que no estando prevista y penada ia tentativa, de estos deli- 
tos contra la nación en ninguna de las disposiciones de la ley 
<le la materia, es de aplicarse en el presente caso la prescrip- 
cipo de su artículo 93, y de acuerdo con ella ixnponetlc la pena 
que establece el Inciso 2 o del artículo 12 del Código Penal, si- 
guiendo así la jurisprudencia establecida por la Suprema Curte 
en la causa contra GiroGobhi, que tramitó por ante este mismo 
juzgado y secretaría, por sentencia do 28 de Junio del presen- 
te año, 

Por estos fundamentos, rallo : condenando á Antonio Lom- 
bardi á dos años d*' trabajos forzados y multa de 1 500 pesos 
faertes, más las costas del juicio, de la que se le deducirá el 
tiumpo de prisión preventiva que lleva sufrida en la forma que 
determina el articulo 92 de la ley de 14 de Setiembre de 1833. 
Notifiques* con el original y bagase saber al jefe de policía. 

Gervasio F, tirano! . 



VISTA DEL SLSfUt PltOCURADOH GENERAL 

Buenos Aires. Setiembre 23 de Ihw. 

Sypretna Corte : 

De la confesión del procesadode fuja63, ratificadaá foja 46, 
¿>i como «le las constancias* de fojas 31, 34, 35, ¡M>, 40 y 42 if- 
milita comprobado que al recurrente, con motivo de haber sido 
conducido á la comisaría, por ebriedad, le fué secuestrado de 
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uno de los bolsillos tle sas ropas, un rollo de billetes de banco, 
cuya falsedad ha sido debidamente constatada áfoja 45. 

Por más que sea inaceptable la manera como el procesado ex- 
plica el origen de loa billetes falsos que le fueron secuestrados, 
no existe en el proceso constancia alguna- que evidencie el delito 
de la circulación de billetes falsos ; ni tampoco presunciones 
lígales que induzcan á creer que el recurrente intentara el ex- 
pendio de los mismos. 

Lo único probado, es el hecho «le habérsele secuestrado al re- 
currente los billetes faUoa a que bago referencia. 

Tal es ta caustique motira -¿tas actuaciones ; no eiiste en 
ellas constatado ningún acto ni presunción siquiera que induz- 
ca la resolución ó intención del procesado, de circular 6 expen- 
der los billetes mencionados, y que pudera calificarse de tenta- 
tiva de circulación, al tenor de lo establecido en el artículo 8 a 

del Código Penal. 

El hecho probado, t-odría significar un acto preparatorio del 
delito de circulación de billetes falsos, ya que no ha demostra- 
do el procesado de un» manera satisfactoria» el prepósito con 
que guardábalos billetes secue§trados. 

Kn tal situación, su culpabilidad debe juzgar*-' según el 
artículo Hdel Cód f ^> Penal, que castígalos actos preparatorios 
d* un delito en el salo caso en que ellos importan una contra- 
Tención, 

En el caso xub-jwlice, no resulta contravención alguna del 
hecho de tenei billetes falsos debancu, ni ante la ley de U de 
Diciembre de 1863, ni i telas prescripciones del Código Penal. 

Considerando por otra parte, lo establecido en el artículo I" 
del Código Penal, en armonía con las garantías individuales que 
consagra el artículo i» de la Constitución naeional, en la pri- 
mera de sus cláusulas ; opino que el recurrente no debe ser cas- 
tigado como autor del delito de circular billetes falsos, ni como 
autor de la tentativa del mismo delito, ni como contraventor, 



334 FALLOS DE LA SUPHEMA CORTE 

por el hecho de tenerlos en el bolsillo ; pido á V. K, se sirva 
resolver su absolución, revocando un consecuencia, la senten- 
cia apelada de foja 76. 

Sabiniano Kier. 

rail* di* la KupreM Carta 

* 

Buenos Aires, Oclubre 11 ile 18í«. 

Vistos y considerando: Que está probado el hecho de haberse 
encontrado en puder del procesado los billetes falsos a que esta 
causa üe refiere correspondientes á banco autorizado por leyes 
de la nación. 

Que ese antecedente basta para dar por averiguada ta tentt- 
tira de la circulación de dichos billetes, yaquo no existe prue- 
ba de la circulación efectiva, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo sexto del Código Penal, puusto que ¡i la naturaleza 
del hecho hay que agregar, no sólo que las circunstancias de la 
causa rio arrojan una presunción contraria relativa á la inten- 
ción criminal, sino que sirven á convencer que esta intención 
ha existido." 

Que la tentativa Je un delito contra lu nación, puede y debe 
ser penada con arreglo á la establecido en el articulo nc renta y 
cinco de la ley penal de mil ochocientos sesenta y tres. 

Que haciendo aplicación de esa disposición, procede imponer 
la pena con que el código común de la materia castiga la tenta- 
tiva. 

Por esto, y por bus fu i. lamentos» se confirma la sentencia 
apelada de foja cuarenta y seis con costas. Notifiquen con el 
original f devuélvanse. 

HENJAWN PAZ. — ABEL BALAN , — 
OCTAVIO BU 3 GE. —JOAN ti. TO- 
RRENT. 
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í><im«aí «mira 7as autores y cómplices de la muerte dada at 
diputado nacional, don Pedro Garría 

* 

Sumario. — Los de! i tus comunes no raen bajo la jurisdicción 
federal por afectar la persona ó bienes de miembros del Con- 
greso. 

Caso. — Resulta de las siguientes píelas : 



Fall* del Ium 

Santiago, Agoslo 29 de 18S*. 

Autos y vistos : el suceso ocurrido en la madrugada del si- 
tiado último y del cuul resultó muerto uolentamente por agen- 
tes de ta autoridad local, el señor diputado nacional, don Pedro 
García. 

El hecho ha trascendido en el públic- v tas pasiones agita- 
das, lo comentan de un modo variado, llegando hasta discutirse 
vüil sea el fuero llamado & conocer de él y sosteniéndose con 
apariencias de más ó menos fundamento, que es el federal, en 
virtud d ' las inmunidades acordadas álos miembros del Congreso 
por la carta fundamental y ley sobre jurisdicción y competen- 
cia de los Tribunales nacionales de i 4 de Setiembre de 1883. 
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El infrascrito como juez, lia tratado y conseguido siempre, 
conservarse alejado de isas pasiones, haciendo de la justicia 
una verdad, pues ella debe ser insospechable como la mujer de 
César y al declarar eu el caso sub-judice su falta de jurisdicción, 
debe al menos demostrar que esa falta está consagrada por la 
ley y jurisprudencia. 

El año 1886, el Presidente entonces de la República, general 
Koca, fué agredido por Monges, en circunstancias que aquel 
acompañado de su comitiva oficial, iba á entrar al Congreso, con 
el objeto de la apertura de las sesiones ordinarias. 

La causa fué trocada y decidida por los Tribunales ordina- 
rios de la Capital, sin que para nada interviniera la justicia 
federal, siendo de notarse que entonces se trataba del primer 
magistrado de la Nación y que por lo tanto, estaba revestido di' 
mayores inmunidades que niuguti otro. 

De la muerte violenta dada años antes, al stñor Gómez» di- 
putado ó senador por San Juan, conocieron y resolvieron las 
autoridades locales de aquella provincia, pudiendo atirmarBe lo 
mismo, con el juicio i . Toreóte al fallecimiento de un otro dipu- 
tado, con ocasión del duelo que tuvo con un general del ejér- 
cito. 

Si la autoridad local, abusando 6 no de la fuerza, ha muerto 
a un individuo que formaba parte del Congreso argentino, es 
hecho que escapa al conocimiento de la justicia federal, pues 
que no hay ley que disponga lo contrario, siendo esa justicia 
de excepción y que sólo se atiende á los casos expresamente dé* 
terminados por la ley y no por implicancia. 

Las autoridades provinciales no han sido declaradas en re- 
beldía contra la nación ni, por otra parte, se encuentra inte, re- 
ñida la provincia, ni menos se trata de conservar una garantía 
constitucional acordada puramente en vida de la persona que 
pudiera invocarla. 

Por lo expuesto y no habiéndose producido la muerte del 
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sv'nor García en territorio nacional á loa efecto* del fuero, de- 
clárase ¿ste juagado incompetente, archivándose tos autos, eje* 
entonada quo sea la presente. Xotiffquese con el original. 

Saturnino Salvó. 



VISTA UEL SEftOK PKOCUHADOR GENEKAL 

Bueno* Aires, Mayo 31 de 1898. 

Suprema Corte : 

El homicidio no constituye un delito de carácter nacional, 
aún mundo fuero perpetrado en persona investida con el cargo 
de diputado al Congreso argentino. 

Ka ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos aesenta y 
tres, que define y castiga los crímenes contra la Nación, no ha 
incluido aquel delito entre los que surten el fuero federal j y la 
Ipv de la misma fecha que establece la jurisdicción y compe- 
tencia do los tribunales nacionales, respecto entre otros, de loa 
crímenes especialmente mencionados en el inciso tercero del 
articulo tercero, nada previo respecto de) homicidio aún do los 
más elevados funcionarios de la administración del Estado. 

La Suprema Corte con prudente criterio, declaró por ello, en 
la causa de la serie tercera, tomo quinto, página treinta de sus 
f ilion, que no pudie n <! 1 establecerse por interpretación la ju- 
risdicción de los Tribunales nacionales sobre crímenes j delitos 
no definidos ni penados por la Constitución y leyes nacionales, 
es preferible que atentados contra la vida 6 la persona del gefe 
supremo de la Nación, qae debieran estar bajo la protección de 
loa Tribunales nacionales, queden sujetos por falta do Uy. á la 
jurisdicción ordinaria de loa Tribunales de la provincia un ■ uyo 
t. ur - 
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territorio se hubiesen cometido, antes que consentir qne los 
jueces nacionales asuman el Poder legislativo *. 

Si el «eiíor diputad v García, hubiese sido victima de un ho- 
micidio simple, trataudose en esta cansa de un delito del dere- 
cho común, correspondería sa conocimiento al tuero ordinnrio, 
según la doctrina legal y jurisprudencia recordada, 

Pero el proceso revé U lachos y circunstancias que dan al cn<o 
sufj-jutiice, el carácter de un atentado violatorio de la Coustitu- 
ciou y leyes nacionales. Esa revelación surgiendo de fuente ofi- 
cial, tiene carácter de prueba bastante pura determinar a priori 
la naiuraleza del delito, y la jurisdicción qne ha de jwigarln. 

El intendente genml de la policio de Santiago, eontestando 
á foja diez un oticio del señor jue* federal, manifiesta: "Que 
con motíf o de haberle descubierto un movimiento sedicioso que 
debía estallar el veinte y siete, encabeiado por el señor Pedro 
García, esta intendencia, á fin de evitar se altere el Orden pú- 
blico, mandó arrestar ,1 éste,..* y agrega: «que habiéndose 
resistido á mano armada, uno de los agentes le hizo fuego hi- 
riéndole dt- muerte, mientras el comUario practicaba el registro ■ 
de la casa ». 

Presentados así los hechos por el jefe de la autoridad ejecu- 
tora del acto homicida, el homicidio podría no habtr sido el 
objetivo de la invasión a la casa del Beftor diputado García; 
pero siempre resultaría por declaración oficial de aquella auto- 
ridad, que sus fueros d? diputado nacional fueron también vio- 
lados, y eí diputado García sacrificado criminalmente aunque 
hubiera defendido realmente, en ese acto, los privilegios y los 
fueros de su cargo constitucional, y estos son delitos de carác- 
ter nacional sujetos por ello al fuero federal. 

El domicilio es inviolable y en él no es dado penetrar ni me- 
nos prender, sin órden escrita de juez & autoridad competente, 
s. ¿un prescripción esplícita del artículo 18 de la Constitución 
nacional. 
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Hay oids, el señor Pedro García era diputado al Congreso, 
y como tal estaba revestido de laa inmunidades que atribuye Á 
eaecargo la garantía de au libre ejercicio el Código funda- 
mental. 

Su» artículo* 61 y 62 lo han declarado solemnemente. «Nin- 
gún senador ó diputado desde e) día de su elección hasta el 
'le su cese, puede ser arrestado, excepto el caso de ser sor- 
prendido in fratjanti * prescribe el primero, y aun cuando se 
fundara querella criminal contra un diputado 6 senador, sólo 
podrá sométemele i juicio, previa autoriiiición sancionada por 
<Ios tercios de votos de la cámara respectiva. 

Las garantías • onsignadiis, bou principi-s absolutos de legis- 
lación fundamental. Las prescripciones concordantes en lasle- 
ym ée fondo ó forma, nunca podrían separarse de aquellos prin- 
cipios; sus sanciones ban debido sacar de !a jurisdicción eomnu 
aquellos delitos de esencial oaráeter nacional, desde que proce- 
dieran de violaciones nía ni instas del Código, que es su ley or- 
gánica y fundamental. 

A pesar de lo incompleto de la ley sobre crímenes contra la 
nación de i 4 de Setiembre de 1883, sus prescripciones revelan 
la preocupación del legislador, de hacer efectivas por medio del 
juicio y penas legales* tas responsabilidades por violación de la 
Constitución nacional. Entre ellas, es de notarse su articuló 
45, que impone penas severas de multa y de prisión al que aun 
siendo autoridad competente, expidiese siu forma escrita, nna 
úT'h-n de arresto. 

La ley que según su propio epígrafe, designa Jos críme- 
nes cuyo juay amiento compute á los tribunales nacionales, 
se relaciona con la de la misma fecha que establece su juris- 
dicción y competencia. £1 artículo 3°, inciso 3 o , de la última, 
atribuye á los jueces nacionales, la jurisdicción para conocer 
de los crímenes cometidos en las provincias, en violación de las 
leyes nacionales. 
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En presencia de esta disposición, de términos ámpüos y pre- 
cisos, no puedo creer que los crímenes y delitos determinados a 
continuación, como ejemplos, excluyan todos los demás de ca- 
rácter nacional que abarca la forma ámplia y general del tex- 
to citado. Porque no se présame dentro del espíritu armónico 
de una legisiaciuu homogénea, que las violaciones á su ley or- 
gánica, no sean crímenes contra la nación, que la inviolabilidad 
de las garantías de que ha investido especialmente á sus legis- 
ladores para la posibilidad del ejercicio y práctica de los más 
altos deberes nacionales, no esté >alvaguardada por la jurisdic- 
ción nacional; y que el atentado quf utropella los fueros de un 
diputado, que atropella la integridad é independen ;ia del Con- 
greso, queden fuera 'leí alcance de la competencia de los jueces 
federales, para caer en la jurisdicción del fuero comnn du las 
autoridades de provincia. 

Apenas se eonoibeu las graves perturbaciones que podría 
ocasionar A la integridad, á la independencia y al respeto que 
deben garantir las decisiones del Congreso nacional, si fuese 
rieclanida ta incapacidad de sus autoridades para juzgar las 
violaciones de su ley orgánica que es la Constitución nacio- 
nal. 

Establecido que se ha consumado la violación del domicilio 
di' un diputado para prenderlo sin autorización competente, 
que con tal proceder se lian violado maníuestameut cláusulas 
expresas de la Constitución y I^yes del Congreso, su juzgamien- 
to corresponde á la jurisdicción federal por la naturaleza mis- 
ma de la materia de órden publico nacional, y lo dispuesto cu 
la primera parte del inciso 3°, artículo 3 a de la ley de compe- 
\ (encía. 

Si el bomioidio es un resultado de aquella violación de fue- 
ros, el jaez competente deberá tomarle en cuenta como un acci- 
dente inseparable de la causa, pues los delitos comunes se in- 
volucran en los dd fuero federal de que procedan, y si faltara 
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la designación de pena en el úrden nacional, el a tícnb 93 de la 
ley de \ 863 llena ese vacío cuando prescribe : « lúe los delitos 
cuntra la nación no previstos en esta ley, serán artigados con 
arreglo» los códigos que forman ?l derecho com i de las pro- 
vincias». 

Por e*taa consideraciones pienso que el eenocimieuto del aten- 
tado violatorio de los artículos 6! y 62 de la Constitución na- 
cional, en los foeros y persona del diputado nacional, señor 
García» corresponde al fuero federal, y pido á V, E. se sirva 
así declararlo, revocando, en consecuencia, el auto denegatorio 
del señor juez federal de la sección de S.intiago del Estero. 

Sabiniano Kier. 



§ «H* de I* »»prm» C«** 

Unenos Aires, Octubre 13 de I8£ft*. 

Vistos y considerando : Que este proceso tía sido instaurado 
¡ara la averiguación y castigo del delito de homicidio, á conse- 
cuencia de la muerte violenta dada ád.m Pedro García. 

Que el hecho se produjo en la ciudad de Santiago del Hate- 
ro y en la propia casa habitación d* la vf-tima. 

Que las circunstancias todas del suceso, abstracción hecha 
de las personales al occiso, revelan la comisión de un delito 
fie carácter común, previsto y penad., por el código respec- 
tivo. 

Que la jurisdicción para el conocimiento de delitos de ese 
genero perpetrado < en el territorio de las provincias, correspon- 
de a los jueces de las mismas, cuando no se han realizado ex- 
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eepeionalmente en Jugares sornt »¡d m á ia absoluta y esclusira 
jurisdicción del gobierno nacional, según lo establece el arif- 
culo tercero déla ley de juusdic. ion j competencia do los tri- 
bunales Mírales y ]u repite eJ artículo veintitrés, inciso cuar- 
to del Caligd de Procedimientos en lo Criminal. 

Que ese principio &*> halla igualmente establecido en térmi- 
nos formales por el arti.-uio seseo tu y siete, inciso once, de la 
Constitución, que deflere «i los tribunales proviueíaies ó federa- 
les la aplicaron del Código Penal, Cuando las cosas ú perso- 
nas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones. 

Qu« en t i presente caso no se lia becho cuestión respei to á la 
comparencia para el juzgamiento del homicidio mismo ni pue- 
de hacerse en principio y aisladamente concrelado «se Uech*\ 
procediendo ia que ha Tenido pura la resolución de esta Supre- 
ma Corte déla circunstancia personal al citado don Pedro Gar- 
cía, de haber estado iuresiido del cargo de diputado al Congre- 
so federa] en el tiempo en que turo lugar el acontecimiento. 

Que la mencionada circunstancia no ha sido tomada en cuen- 
ta por la Constitución pura bact-r déla persona de los diputa- 
dos y sanadores una especialidad de personas de derecho públi- 
co, sustrayéndola de la jurisdicción local cuando, j, r razón 
de ellas ó de sus bienes, hubieran de estar en juicio t umo de- 
mauduotes ó como demandados ó cuando se tratase de hechos 
comunes que les afecten comu víctimas. 

Mué lejos de haberse colocado á las personas de los diputa- 
dos bajo el amparo de la* autoridades fedeialesen lo que al r/e- 
t'fíc/to común se reliere, no se ha puesto en duda por los poda- 
res y por nuestra jurisprudencia, etc., qu» sus causas estilo 
comprendidas en las reglas correspondientes ni ejercicio de la 
juriadicoion común; y eso hacen en materia criminal después 
que se hayan cumplido las prescripciones de los artículos 61 y 
62 de Ja Constitución. 

Que la ley de crímenes contra la nación reglamentaria de las 
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di^posicioneaconititucíoiiales, ha incluido en los desacatos con- 
tra la autoridad, los hechos f iolaturios de los diputados y sena- 
dures, sin que contenga precito ó declaración alguna que im- 
porte entregar a la justicia federal el juicio y castigo de los de- 
litos comunes qae afectaran la persona 6 bienes de los miem- 
bros del Congreso. 

Qae no puede hacerse eíeet i va á las causas que afectan á 
los diputados y senadores, como L»ersonas piivada*, las reglas 
jurisdiccionales aplicable* í las instituciones de cnacion fede- 
ral, porgue no existe razón alguna de analogía entre las dos si- 
tuaciones, desde que mientras que la unadebe su existencia y 
régimen á disposiciones de carácter federal, la otra me co- 
mo persona natural ó sea de existencia visible regida en sus 
actos y rebelones con terceros, por las leyes comunes, que d« 
un modo general estatuyen en materias de ese urd*n. 

Que aunque la doctrina no ha llegado á uniformarse so- 
bre !a calificación del delito de homicidio contra el jefe del 
estado, existiendo á la inversa serias d i scre paciones en cuanto 
se trata de fijar su Tentadero ca»áaer t estu no sucede en rela- 
ción á los miembros del Congreso nacional. 

Que así, y mientras se encuentra á menudo en los tratados 
internaeionates de extradición reglas especiales en lo que to- 
ca gj j e f e del estado y declaraciones también especiales res- 
r ectoal carácter del homicidio ejecutado contra él, lo que tam- 
bién se ve ej. varios de los tratados concluidos por la Kepública, 
no Uay en ellos nada que tienda ¿mencionar tn termims los de- 
lito» cometidos contra él personal del po 1er legislativo, siend.., 
en consecuencia, entendido que eso* delitos entran en la clase 
eoinuu sometida á los mismos principios. 

Qut, por tanK Ws motivos peculiares á los delitos contra el 
jefe del estalo, y aunque ellos hubieran de tener fuerza decisi- 
va, lo"quü no es el momento de apreciar, no pueden hacerse 
valer en el presente caso. 
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Por estos f andamentos, se confirma 1» sentencia apelada de 
foja doce. Devuélvase, pudiendo notificarse con el original. 

BEIIJAM1CI PAZ. — ABEL BAZAH. — 
OCTAVIO BUHGE. — JOAN E. 
TORRE NT. — LUIS V. VARE- 
LA (en disidencia). 



iJtsin&NctA 

Vistos í de autos resulta que en la madrugada del día veinte 
y siete do agosto próximo pasado, empleados superiores y fuerza 
armada de la policía de la provincia de Santiago del EsUro, pe- 
«letra; on en el domicilio particular del diputadual congreso na- 
cional don Pedro Garría, con el objeto declarado por el jefe de 
aquella repartición, don José A. Sílvetti (foja diez), de proce- 
der al arresto del mencionado diputado nacional ; porque» se- 
gún aquul afirma, las autoridades locales tenían noticias de 
que ese día debía estallar una revolución de la que este último 
era jefe, 

Que en circunstancias que no son del Cuso estudiar ni apre- 
ciar, las fuerzas policiales que lie valían por encarga aprehen- 
der al dipúta lo García, lucieron fuego de fusil sobre él, resul- 
tando dr la autopsia, cuyo informe corre en autos, que éste 
murió instantáneamente á contenencias de una herida de bala 
disparada en ese momento. 

Los hechos cupiUles que ¡sirven de base al juicio crimioitl, 
no ofrecen en el sumario, contradicción alguna. Todos los que 
en él han intervenido trian conformes en que, yendo la auto- 
ridad policial do Santiugo di-I Estero á constituir en prisión al 
diputado nacional don Pedro fían ía, por orden del jefe de aque- 
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lia don José A* tíitretti, una bula disparaba por unos de los 
agentes déla mencionada policía, ocas ion ó la muerte de la per- 
sona quo tenían encargo de arrestar. 

Iniciada» las actuaciones ante la justicia federal de aquella 
provincia, e) juez de sección se ha declarado incompetente para 
couocerenel pruecso, por cuantoeonsidera, según los precedentes 
que invoca, que ti caso no corresponde á la jurisdicción de lus 
tribunales federales, con arreglo á U lev de jurisdicción y com- 
petencia de catorce de setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tres y al Código de Procedimientos Penates. 

T considerando ¡ Primero : Que si bien es cierto que en tas 
mencionadas leyes no están determinadamente señalados romo 
uno de los casos en que la justicia federal debe intervenir, los 
asaltos, las heridas 6 ta muerte de las personas cunstitiiidaneii 
autoridad federal por rajón de su cargo, y que, p.n su» funcio- 
nes, representan y desempeñan la soberanía de la Nación, esa 
jurisdicción surge furiosamente de La forma del gobierno polí- 
tico de la república, y de la independencia indispensable de los 
poderes que constituyen respectivamente Jas autoridades de la 
Jíncion y de las provincia*. 

Ks verdad que en el único caso que guarda analogía con 61 
presente, la Suprema Corte se pronuncio diciendo que : * no 
pudiendo establecerse ;-or interpretación, la jurisdicción de los 
tribunales nacionales sobre crímenes y delitos no deli nidos ni 
penados p vr En constiturton y leyes nacionales, es preferible 
que atentados como el presente, centra la vida ú ta personada 
jefe supremo de la Nicion, que debieran estar bajo la protec- 
ción de los tribunales nacionales, queden suatos por falta de 
ley á la jurisdicción ordinaria de los tribunales de la provincia 
en cuyo territorio se hubiesen cometido, untes que consentir 
que los jueces nacionales asuman el poder legislativo: * (Fallos 
tomo catorce, página treinta y una), pero ni ese fallo establece 
jurisprudencia p oí ser único, ni son tampoco esas las doctrinas 
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que consagran las últimas decisioues de esta suprema corte 
federal. 

En el mismo fallo que acalda citarse, ta corte reconoce que 
los delitos cometidos contra la persona ó la vida de cualquier 
representante de soberanía nacional en el poder ejecutivo, en 
el poder legislativo ó en poder judicial federales, debieran es- 
tar bhju la protección de lo* trlÉutiaíea nacionales; y este solo 
reconocimiento importa establecer la competencia dee-os mia- 
mos tribunales para entender en las causas de esta naturaleza, 
dado los misinos términos de la ley procesal. 

Por otra parte, el silencio de la ley de justicia federal, no 
bastaría para desconocer la jurisdicción de los tribunales nacio- 
nales en aquellos delitos que, por su naturaleza 6 por razón de 
las personas contra quienes se cometan, per tenezcun forzosa- 
mente al fuero federal, porque, como esta misma Corte lo lia 
otablecido, i la jurisdicción federal se extiende a todos los ca- 
sos regidos por la constitución nacional y por las leyes del con- 
grego, abrazando en esta generalidad tanto la jurisdicción civil 
cuando se ejerce directamente, como la criminal, y haciendo 
extensiva á ella la competencia de los tribunales de la Nación», 
u! extremo de que * es insostenible la pretensión de crear una 
excepción en favor ile ios goberfiadores di; provincia y sus mi- 
nistros, que cometan delitos contra la seguridad de la nación 
porque la expresión toilos tus rasos revi -te decididamente esta 
inteligencia, y porque, si se adopta*** esta interpretación, se 
d.jiría en completa impunidad a los diclios funcionario* para 
comprometer la tranquilidad publica y U soberanía del gobier- 
no nacional, cuando mi ambición ó sus malas pasiones los indu- 
jesen á promover la sedición ó la rebelión, por cuyos crimines 
no podrían ser juzgados por las autoridades de provincias, 
quienes el congreso mismo es impotente para investir de una 
jurisdicción que la institución le manda distribuir entre la 
suprema corte y tos tribunales inferiores de la nación eiclusi- 



DE JUSTICIA NACIONAL 347 

Turnen te i (Fallos, tomo quinto, pagina trecientos noventa y 
dos). 

La doctrina que surge de este fallo, es la única que se armo- 
niza con el sistt ma de gobierno que rige, en la República Argen- 
tina ; y i es en la consideración de este rarácter distinto é in- 
dependiente del gobierno de la nación del gobierno de los dife- 
rentes estados que debo buscarse la solución de ]a cuestión 
presente. Existen dentro de lo¿ límites territoriales de cada 
Estado dos ^obieruosjrostringidos «o sus esferas de acción, pero 
i ndepen diente el uno del otro, y supremo cada tino dentro de 
sus respectivas esferas. Cada uno tiene sus departamentos se- 
parados; cada uno tienta sus leyes propias, y cada Q no tiene 
sus propi>s tribunales para su aplicación. Ninguno de esos go- 
hiernoa puede entrometerse en la jurisdicción del otro, ni auto- 
rizar intervención alguna de sus propios funcionarios judiciales 
en la acción del otro. Los dos gobiernos en cada estado conser- 
van, en sus respectivas esferas di- nerita}, lo misma indepen- 
da el uno del otro (con excepción de un solo caso), que lo es- 
tarían si su autoridad su ejerciese sobre territorios distintos. 
Ese caso de excepciones, consiste en ta supremacía de la autori- 
dad de l;i Nación, cuando surja algún conflicto entre los dos 
gobiernos >... «La constitución, ha dicho el juez Taney, no fué 
hecha con el solo objeto de defender á los estados contra los pe- 
ligros exteriores, stnó principalmente para asegurar la unión y 
la armonía interna ; y» para conseguir estos fines, se consideró 
necesario, «1 dictársela constitución, que muchos de los dere- 
chos de soberanía que los estados » ntónce¿ poseían, füeseil ce- 
didos al gobierno general,; y que en la esfera de acción que se 
le concedía, fuese lo bastantemente supremo ó independien- 
te para ejecutar sus propias leyes, sin que pudiese impedirlo 
un estado ó las autoridades de un estado ». Y el poder judicial 
conferido á la Nación se extiende á todos los casos que toman 
origen en la Constitución.... porque la constitución está siempre 
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4 la TÍsta de los tribunales de Ja Nación, cuando cualquiera iey 
del congreso es sometida á su fallo* (United States Supreme 
Court Reporta; Wallace, trece, Farble's Case, página cuatrocien- 
tos seis). 

Para el ejercicio de esta jurisdicción federal t por parte de 
los tribunales de la Nación, en los caaos que la constitución ha 
puesto bajo la protección de aquellos, no es indispensable que 
la ley haya inoluido especial y determinadamente el caso, entre 
los que ba enumerado en la legislación que determina la com- 
petencia de los tribunales federales. 

Los principios y las garantías establecidas en la constitución 
nacional, no pueden declararse inexistentes por omisiones de la 
leyes reglamentarias, porque esto importarla dejar al imperio de 
déla voluntad soberana del pueblo, manifestada al organizar la 
Nación y su gobierno por medio de su constitución, á merced 
«leí caprichr, de la actividad 6 de la decidía del congreso. 

La jurisdicción de los tribunales federales ha Mido determi- 
nada por la constitución corno comprensiva de < todos los casos 
que versen sobre punto* regidos por Ja constitución ó Leyes de 
la Nación » y si el congreso puede au tentativamente establecer 
cuáles aean esos casos, ni él ni ningún otro poder público puede 
limitarlos. Habrá casos en que la jurisdicción puede ser con- 
currente entre los tribunales de estado ; pero, si el conflicto 
llegase, debe siempre primar la jurisdicción federal. 

cLa facultad conferida por la constitución, ba dicho un fallo 
He la corte suprema norteamericana lo ha sido en términos ge- 
nerales. Ninguna limitación se ha impuesto. El lenguaje más 
¡implio se ba usado*. Todos los; casos c están comprendidos. Nin- 
guno está excluido. Cómo se ba de adquirir la jurisdicción por 
• los tribunales inferiores de la Nación, si ella sera originaria 6 
de apelación» ñ originaria en parte y en parte apelada, y la 
manera «Je proceder después de adquirida la jurisdicción, no 
está prescrita. La constitución guarda silencio i estos respec- 
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tus. Ellos están confiados, sin barreras ni limitaciones, á la sa- 
biduría (ursdom) de la legislatura... 

La jurisdicción, tanto originaria como de apelación, lo mis- 
mo que la comprensiTa de ambas, puede serles conferida. 

El limite constitucional de ambos es el mismo... No hay dis- 
tinción, á este respecto, entre tribunales civiles y tribunales 
criminales. Ambos están comprendidos dentro deaquellos pro- 
pósitos. Ni es una objeción que, en el caso, hayan cuestiones 
que no pertenezcan completamente al fuero federal. Si nna sola 
fuese una cuestión federal, si semejante ingrediente iingredieni) 
existiese en el caso, éste sería suficiente. Ese solo elemento ea 
decisivo en materia de jurisdicción. Un caso consiste en el de- 
recho de una parte asi como de la otra, y poede decirse que 
emana de la constitución ó de ana ley de Estados Unidos, siem- 
pre que su decisión acertada dependa de la perfeota interpreta- 
ción de una 6 de la oU*- 

«La regla se aplica lo mismo, ya sea que el demandante iu- 
Toque un derecho , ó el demandado reclame una protección, 
apoyándose en la una ú en la otra. 

« Es «1 derecho y el deber del gobierno nacional el tener su 
constitución y sus leyes interpretadas y aplicadas por sus pro- 
pios tribunales de justicia. En los casos que tenían en ellos 
origen, y qne son debidamente traídos aquí, esta corte es el 
arbitrio final. Las decisiones de los tribunales de los Estados 
Unidos, dentro déla esfera de su acción, son tan concluyentes 
como las leyes del congreso dictadas en ejecución de la consti- 
tución, listo es esencial para la pai de la Nación, y para el vi- 
gor y la eficacia del gobierno. Un principio contrario nos arras- 
traría á las más deplorables consecuencias. Los tribunales de 
estado pueden resolver la misma cuestión de diferentes mane- 
ras, y entonces no habría uniformidad de decisiones. Por todo 
acto de nn funcionario civil ó militar de la Nación, incluyendo 
tanto los funcionarios mis elevados, como los más subalternos, 
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ejercido en nombre de aquella, se estaría expuesto á litigios 
ante lúa tribunales de estado. Por mils regular que fuese su 
conducta, ni la constitución ni laa leyes de la república, po- 
drían ampararle, ai las vistas de esos tribunales locales y de 
loa jurados que forman parte de ellos», les fuesen contrarias. La 
autoridad á laque habían servid.» y obedecido seria impotente 
para protegerles, 01 gobierno semejante sería de una debilidad 
lamentable, y totalmente ineficaz para alcanzar los fines que 
tuvieron en vista lus autores de U constitución. Ellos nuisie- 
ron constituir nn gobierno, no sólo independiente, sin" tam- 
bién que se bastase á sí mismo y que fuese supremo eu todas 
las funciones que cayesen dentro de los objetos con que su au- 
toridad se había constituido, y los fallos de esta corte, unáni- 
memente han establecido qu*. esto es así.» S. Supr. Court 
Iteports: Wallaoe, seis, página doscientos cincuenta véase, tam- 
bién, Weafcon.l, página tresciento* catorpu ; ideal, cinco, pá- 
gina, doscientos sesenta y cuatro ; idem, nueve, página ochocien- 
tos veintiuno; Oauch, cinco, pági na ciento quince; Howard 
veintiuno, prigitia quinientos seis; ídem veinticuatro; página 
cuatrocientos cincuenta). 

Reconocido así el derecho del congreso pura incluir en los 
crímenes que caen bajo la jurisdicción federal, estos atentados 
contra los representantes de la soberanía nacional, es entonces 
indiscutible la facultad de los tribunales de Ja nación para co- 
nocer de ellos P»r c» mto la justicia federal es por la cons- 
titución competente en toda causa quesea susceptible de una 
ley del Congreso. 

La omisión de esa ley no hace desaparecer la jurisdiceiun 
federal, tanto más cuanto que semejante doctrina establecería 
la impunidad de los delitos federales, no definidos expresamente 
por la ley, pues ellos nunca pueden ser llerados aute los tribu- 
nales locales de las provincias» 

Entre los casos que acaban de oit irse, hay uno que tiene per- 
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fecU analogía. Una ley del Congreso había creado la jurisdic- 
ción federal para todos los casos en que el Banco de log Es- 
tados Unidos fuere parte. El demandado negó la constituciona- 
lidad de la ley, sosteniendo que el congreso carecía de facultad es 
paradaral banco la jurisdicción federal, cuando sus contratos 
y sus operaciones no afectaban ni la constitución ni las leyes de 
la nación . 

La Corte Suprema federal sostuvo la con>titucionalÍriad de 
la ley, en uno de aquellos fallos que el juez Harshall Ua dejado 
consignados como jalones que guían en la ciencia y en ta juris- 
prudencia consti tucionales. 

« Con exclusión de los cas «s que la jurisdicción originaria le 
lia sido dada á esta corte, dice el juez Marañal!, no hay ninguno 
al que se extienda el poder judicial, del que iiaya sido excluid* 
por la Constitución La jurisdicción originaria de los tribunales 
inferiores federales. 

La jurisdicción originaria, en cuanto la Constitución esta- 
blece una rugía, es co-ex tensiva con el poder judkial. No en- 
contramos en la Constituí ion prohibición 1 algunaá su ejercicio, 
en toilos los casos en que el poder judicial puede ser ejercido. 

Sería ana interpelación muy estrecha la de que éste poder 
sólo podría ejercerse en la forma de apelaciou, en la más im- 
portante clasu de cosas en que pudiese aplicarse. 

< La constitución ha establecí lo la Corte Suprema y ha de- 
terminado su jurisdicción. Knumera casos en que su jurisdic- 
ciones originaria y exclusiva ; y luego define 1* que es de ape- 
lación, pero no insinúa que en cualquiera de esos rasos, el po- 
der no puede ser ejercido en su forma originaria por los tribu- 
nales inferiores con jurisdicción originaria. Lila no insinúa que 
el poder judicial, en casos que dependen de la naturaleza de la 
causa, no puede ser ejercido en primera instancia por los tribu- 
nales de l.i nación, sin que antes sea tratado en los tribunales 
de Estado, tribunales sobre los que el gobierno nacional no 
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tiene apropiada vigilancia y que pueden estar cerrados para 
cualquiera demanda que fie apoye en una ley de !a Union. 

a Ko concebimos, pueü, en qué terreno puede mantenerse la 
proposición deque el Congreso 110 pueda dar jurisdicción ori- 
ginaria á los tribunales federales de circuito (eircuit courts), 
en cualquier caso en que la jurisdicción de apelaciun pueda 
extenderse. 

c Y entonces preguntamos, ¿ai basta para excluir esta juris- 
dicción el hecho de que el caso comprende cuestiones que de- 
penden de los principio!* generales ? Un caso puede comprender 
diversas cuestiones de hecho y de derecho. Algunas de ellas 
pueden depender de la interpretación de una ley de los Estado* 
Unidos, otras de principios ajenos á esa ley,.. 

c En consecuencia, pensamos que cuando una cuestión á lo 
que puede alcanzar el poder judicial de la Union, forma un in- 
grediente (ing redimí) de la causa original, está en las faculta- 
des del Congreso dar á las Cortes de Circuito jurisdicción sobre 
todo el caso, aun cuando otros cuestiones de hecho ó de dere- 
cho se encuentren involucradas en él » (Weaton, nueve, página 
doscientos cincuenta y seis). 

Fundada en estas doctrinas, la Suprema Corte de los Estados 
Unidos, ha reconocido la facultad con que el Congreso dio al 
Banco de los Estados Unidos, el derecho de ser juzgado por los 
tribunales federales de la Union, no obstante deque la cons- 
titución nacional nada había dicho á ese respecto. Bastó que 
la ley crease la jurisdicción federal, para que la Corte se consi- 
derase con jurisdicción para entender en ellos. 

La Corte Federal argentina ha ido aún más lejos que la Cor- 
te Suprema norteamericana, puesto que, interpretando la 
constitución nacional, ha declarado que : f en cualquier clase 
de juicios en que aparezca comprometido dicho Banco, el na- 
cional t ú sus intereses, no puede mirársele como una simple 
persona jurídica de carácter particular, ni tampoco como cual- 
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quiera otra institución, puesta bajo el amparo de la autoridad 
nució o al, por su ley de concesión, sino como un ente jurídico 
de carácter especia), cuyo origen está en la constitución 
misma. » 

Agrega: «Que dadas las precedentes consideraciones, siem- 
pre que el Banco Nacional 6 sus intereses se discutan en juicio, 
debe, ante todo» atenderse el carácter peculiar que ese estable- 
cimiento tiene en las instituciones federales, no pudiendo, por 
tanto, depender su existencia y sus derechos sino délos mis* 
mes poderes federales creados por la constitución que le dió 
origen, lo que no sucedería si quedase sometido á las jurisdic- 
ciones de provincia. * (Fallos de la Suprema Corte, tomo trein- 
ta y nueve, página ciento setenta y cinco.) 

Para hacer esa declaración la corte argentina no ha creído 
que era necesaria la existencia de una ley que crease el fuero 
federal páralos asuntos en que interviniese el Banco Nacional, 
habiéndole bastado la simple autorización que la constitución 
confiere al Congreso para orear ese establecimiento, para esta- 
blecer qne aquel Banco es un ente jurídico de creación consti- 
tucional, y que, por tanto, los juicios civiles y criminales que 
le afecten, están comprendidos en los casos de jurisdicción de 
los tribunales federales á que se refiere el artículo cien de la 
constitución en su primera parte. 

Apliqúese esta doctrina de la Suprema Corte y de eta aplica- 
ción surgirá el fallo. Si tratándose de un establecimiento como 
el Banco Nacional, cuya existencia no es indispensable al go- 
bierno político de la República, y sólo porque su oieaciou fué 
a «tomada por la constitución, la Corte ha declarado en un jui- 
cio criminal, que la causa debe seguirse ante los tribunales fe- 
derales, atendiendo al carácter peculiar que ese estable? i mien- 
to tiene en las instituciones federales, porque su existencia y 
sus derechos no pueden depender sino de los mismos poderes 
creados por la constitución t. ¿Cúmo es posible dudar que la 

T. LUI " *8 
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constitución haya exigido igual garantía de imparcialidad en 
los juicios que afecten i las personas de los altos mandatarios 
federales? 

Para el ejercicio del gobierno, en las democracias represen- 
tativas es menester rodear á las personas que han recibido el 
mandato del pueblo de ejercer el poder el soberano, de todas 
las seguridades necesarias pura el desempeño de sus importan- 
tes funciones. 

Una vei investidas del mandato, ku carácter público las 
acompaña, sin que sea posible separar, al t fecto de la garantía 
de sus personas* sus actos oficiales de sus actos privados, porque 
mochas veces sería sumamente difícil determinar dónd* aquéllos 
terminan, y donde éstos comienzan. El caso citado refen-nte al 
Banco Nacional, es de perfecta aplicación ú este respecto. 

En él se trataba de un delito común previsto y penado por 
las leyes comunes. 

En todo el juicio se persiguió la aplicación del Código Pemil, 
sin que en caso alguno se invocase la ley penal federal de mil 
ochocientos sesenta y tres, ni las leyes de jurisdicción y com- 
petencia. Como se trataba de un delito vulgar, la estafa, na- 
die pretendió que á ese caso, dt biera aplicarse la ley de crea- 
non del Banco Nacional, ni ninguna de lasque posteriormente, 
proveyeran á su liquidación. 

En todo el proceso, no se invocó, pues, ley alguna federal, y, 
el fallí de la Corte, sólo se apoyó en • el carácter que ese esta- 
blecimiento tiene en las instituciones federales. * 

El asesinato del diputado don Pedro Gan-ía, es también un 
delito común que no tiene pena especial en las leyes penales de 
justicia federa! , y cuyo juzgamiento tampoco encomienda :i los 
tribunales federales, de una manera categórica y eipresa. nin- 
gun articulo de las leyes ó códigos de procedimientos nacionales. 
Pito, así como interpretando la constitución, la Corte Supre- 
ma argentina declaró que la jurisdicción federal procedía en 
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los asuntos en que el Banco Nacional esparte, lo mismo debe 
hoy decirle, ante la oscuridad de la ley, cuando se trata de de- 
litos en que aparece envuelta la persona de un diputado al Con- 
u r -so. En uuo y en utro caso ■ debe, ante torio, atenderle al 
carácter peculiar que él tiene en las instituciones federales ». 

La constitución nacional ha dadoá los miembros del Congre- 
so privilegios é inmunidades personales, que no n-spouden á 
la garantía de sus respectivas iudi?idualidades. 

Miembros de cuerpos colectivos, los senadores y diputad-* 
necesitan reunirse en un número mínimo para poder funcionar, 
porque, « ninguna délas cámaras puede entraren sesión porque 
sin la mayoría de sus miembros» (Constitución nacional, ar- 
tículo cincuenta y aeis), y la ley federal de catorce de Setiem- 
bre de mil ochocientos sesenta y tros, ha previsto el delito y 
la pena de los que impidan áeso-i diputados 6 senadores roncu- 
rrir á las sea iones, 

¿Se puede sostener que si para lograr i e objeto, se atenta 
contra la vida de uno ó de varios senadores j diputados, el de- 
lito no pertenecerá al fuero federal, porque la ley penal no ha- 
ya hablado de los ataques en esa forma y con esas conse- 
cuencias? 

1.a doctrina parece más claramente demostrada, si su apli- 
eacíon se busca en el ejercicio mismo de las facultades inhe- 
rentes á la soberanía que el gobierno federal ejerce» 

Por el artículo s>xto de la constitución «el gobierno federal 
interviene en el territorio de Jas provincias para garantir la 
lorraa republicana di* gobierno», y los maestros de la ciencia 
constitucional, así como los tribunales que ha explicado, ense- 
ñtin que: «La representación es una de las condiciones esen- 
ciales de una forma republicana de gobierno, y los Estados 
Unidos no pueden cumplir esta obligación sin garantir la repre- 
sentación en la cámara» (Flandes y Halm. tres de Febrero de 
mil ochocientos sesenta y tres). 
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Sí la representación ea esencial en la forma republicana, 
garantida por la Nación á lo» Estados, tiene qae reconocerse 
que también lo es en la que la Nación ha adoptado para su pro- 
pio gobierno; j si la Nación está en el deber de garantir á las 
provínolas la representación en las cámaras locales, ¿cómo 
puede eximirse del deber de garantiiar su propia representa- 
ción en el Congreso, haciéndola depender de loa tribunales lo- 
cales ? 

Es precisamente por estas razones que, tratándose de los 
prifilegios de los diputados y senadores, tanto la lej consuetu- 
dinaria de la Inglaterra como la ley parlamentaria de los Es- 
tados Unidos, han establecido que tíos prifilegios de los 
miembros del Congreso» forman parte de la ley común {The 
iam ofthe tand) y es deber de todos los tribunales y de todas 
las Cortes de Justicia tomarlos oficialmente en cuenta (Cushing, 
Par lamentar y Lato, etc., página doscientos treinta y siete). 

Teniendo en cuenta esas inmunidades de que gosaba la per- 
sona del diputado Qarcia, y recordando que él formaba parte 
de uua de las ramai del gobierno de la República, no se concibe 
que, por falta de ley expresa, su asesinato « deba quedar suje- 
to á la jurisdicción de los tribunales ordinarios de las provin- 
cias i ; y, entre las dos doctrinas encontradas, sentadas por 
esta Corte, en el caso de los que atentaron contra el presidente 
Sarmiento y el de los que fueron procesados por estafa al Ban- 
co Nacional, el tribunal debiera inclinarse á mantener la últi- 
mamente consagrada, porque ella se armoniia más con los 
principios que nos rigen, con la jurisprudencia general de nues- 
tros tribunales, y coi» los precedentes de los Estados Unidos de 
América cuyas instituciones bemos copiado *n este punto. 

La falta de una cláusula expresa en las leyes de jurisdicción 
y competencia de los tribunales nacionales, que someta esta 
clase de atentados á los tribunales federales, no pnede privar 
de esas garantías á loa altos funcionarios que más que el Banco 
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Nacional, no son sólo creaturas de ta constitución misma, si nú 
que forman un complemento indispensable del organismo del 
gobierno federal, creado por U constitución. Es allí, en el ca- 
rácter que investía el diputado al congreso don Pedro García 
donde debe buscarse el origen de la jurisdicción de los tribunales 
para procesar á sus matadores ; siendo indiscutible que aten- 
diendo al carácter peculiar que los miembros del Congreso tie- 
nen ei\ las instituciones federales, no pueden depender su exis- 
tencia y sus derechos, sino de los miamos poderes federales 
creados por la constitución que did origen al poder legislativo, 
que ellos constituyen, lo que no sucedería si estos juicios que- 
dasen sometidos á las jurisdicciones de provincia. 

Por otra parte, después que esta Suprema Corte, ha declara- 
do que los juicios en que aparezca comprometido el Banco Na- 
cional o sus intereses, c son de la competencia de la justicia fe- 
deral, sólo porque aquel establecimiento es un ente jurídico 
cuyo origen está en tn constitución misma», aun cuando esto 
no loestableica cláusula alguna de la ley de jurisdicción y com- 
petencia, no se concebirla que declarase hoy lo contrario, tra- 
tándose de los funcionarios que encarnan la soberanía de la 
Nación, porque en ellos ha delegado el pueblo argentino el ejer- 
cicio del poder público en su triple manifestación ejecutiva, le- 
gislativa y judicial, y esto se concebirla tanto menos cuanto 
que esta misma Corte» en otro fallo, ha declarado que * las ra- 
tones aducidas inducen á establecer la jurisdicción federal, 
aun sin necesidad de la cláusula (de ka ley que asi lo determine), 
y que ésta (la cláusula) en nuestra ley, habría sido una mera 
redundancia» (fallos, tomo diei y ocho, página ciento setenta y 
cuatro). 

Determinado en la constitución el carácter que investía el 
diputado nacional don Pedro García, el juicio de los que han 
atentado contra su vida no puede entregarse al fallo de los tri- 
bunales locales de Santiago del Estero, porque esos tribunales 
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no forman parte <Jel gobierno de la nación, ni tienen jurisdic- 
ción sobre «las causas que versan sobre puntos regidos por la 
constitución », 

Es suficiente que la persona del diputado García estuviese 
amparada por la Carta fuudamentul de la República, para que 
el poder judicial de la Nación tenga competencia en el juicio 
porque, «como la constitución ha guardado silmcio, id gene- 
ral, respecto á los casos y las circunstancias, en que los tribu- 
nales federales tienen jurisdicción eiclusiva, el Congreso debe 
determinarlo; pero esto no implica que sett una exigencia im- 
periosa que ciertos casos, comprendido* en las ideas funda- 
mentales de la constitución deban ser determinadas por la ley 
como de la jurisdicción eicliisiv» de los tribunales», (H.von 
Hüüt, The Constitutionul Law of the l iiited States, página dos- 
cientos duce.) 

Igual doctrina se aplicó cuando loa caaos que tuvieron origen 
en el arresto de) mismo don Pedro García, siendo senador por 
la provincia de Santiaj-o del Estero y del general don Rufino 
Ortega, senador por Mendoza, ambos resueltos en definitiva 
por esta Suprema Corte, ordenando su libertad, á despecho de 
las oposiciones de las autoridades locales de aquellas provincias, 
(Pallo» di- ta Suprema Corte, tomo cuarenta y uno, pagina eiia- 
trocientos cinco, y tomo cincuenta y nueve, página cuatrocien- 
tos treinta y cuatro). 

Por otra parte, uo puede tampoco sostenerse con rigurosa 
verdad, que las leyes procesales en vigor no determinan la 
jurisdicción federal en los casos romo el que motiva este ytu- 
eeao. 

El articulo noveno, inciso tercero do la ley de jurisdicción y 
cempotenciu de los tribunales federales de catorce de Setiembre 
de mil ochocientos sesenta y tres, establece qne los jueces do 
sección (federales) conocerán... € de todas las causas crimina- 
les... que ofendan la soberanía y la seguridad de la Nación», y 
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el inciso tercero del artículo veintitrés del C6digo de Procedi- 
mientos Criminales repite literalmente esa* palabras. 

La ley de igual fecha que determina los crímenes y delitos 
contra la Nación, define en su titulo cuarto loa delitos contra ta 
seguridad interior de la Nación, pero en tudo su teito nada 
consigna respecto á loa crímenes ó delitos que ofendan la sobe- 
ranía nacional. 

De esa falta de definición uo puede deducirá ta inexistencia 
úm esos acto* paulóles; nu súlo porque el artículo «sea de la 
misma ley dice que • ios delitos contra la Nación no previstos en 
esta tett... serán castigados uon arreglo a los Códigos que for- 
man el derecho común de las Provincias ■ , ainó también porque 
en los principios generales del derecho de gentes, incorporado 
a toda legislación, existen esos delitos cuyo juzgamiento enco- 
miendan á los tribunales federales los artículos tres de la ley de 
jurisdicción y competencia j veintitrés del Código de Procedi- 
mientos independientemente de otros actos internos que poeden 
ofender la soberanía de ta nación. 

Establecida por la ley la competencia de la justicia federal 
vara entender en esos rasos ; ¿cuáles aun los crímenes 6 delitos 
que ofendan a la soberanía nacional, j que caen bajo la juris- 
dicción de los jueces de sección? 

la soberanía no es una persona susceptible de ser atacad». 
La soberanía como poder, es la potestad suprema en |o humano 
y que, en materias políticas, reside en el pueblo en las organi- 
zaciones democráticas, como la de la República Argentina, La 
soberanía territorial de ta nación, es la zona comprendida den- 
tro de sus límites. 

Dada esta definioiou podría decirse que los delitos que ofen- 
den la soberanía del pueblo, son los actos punibles i que se re- 
fiere el inciso r .cero del artículo quinto de la ley de jurisdicoion 
y competencia, pero como « el pueblo no delibera ni gobierna, si- 
no por medio de so* representantes y autoridades creadas por 

* 
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la constitución » (Constitución nacional, artículo veintidós) es 
en esos representantes y autoridades en quienes reside el ejer- 
cicio de la soberanía nacional. 

Como < la Nación Argentina adopta para su gobierno la forma 
representativa federal, según ta establece la constitución », 
(Constitución nacional, artícnlo primero), la suma del poder 
público, ao ha sido entregada á un solo representante ó auto- 
ridad que encarne toda la soberanía nacional . 

A diferencia de las monarquías, en que el jefe del estado es 
el soberano, «el Congreso no puede conceder al ejecutivo na- 
cional, ni las legislaturas provinciales á los gobernadores de 
provincia, facultades extraordinarias, ui la suma del poder pú- 
blico... porque actos de esta naturaleza llevan consigo una nu- 
lidad insanable, y sujetan i los que las formulen , consientan ó 
firmen, á la responsabilidad y pena de los infames traidores á 
la patria » (Constitución nacional, artículo veintinueve). 

Haciendo efectivo el sistema representativo adoptado por el 
pueblo para su gobierno, la constitución ba delegado el ejer- 
cicio de la soberanía en los tres grandes departamentos : Eje- 
cutivo, Legislativo, Judicial, que, separada y conjuntamente 
presentan y encarnau la soberanía nacional. 

«Uo Congreso compuesto de dos Cámaras, una de Diputados 
de la Nación y otra de Senadores de las provincias y de la os- 
pital, está investido del poder legislativo de la Nación ^Cons- 
titución nacional, artículo treinta y seis) el P^der Ejecutivo de 
la Nación es desempeñado por un ciudadano con el título de 
Presidente de la Naoion Argentina» (Constitución nacional, ar- 
tículo setenta y cuatro), y c el Poder Judicial es ejercido pur 
una Corte Suprema de Justicia y por los demás tribunales In- 
feriores quo el Congreso establece en el territorio de la Nación 
(Constitución nacional, artículo noventa y cuatro). 

Estos tres grandes departamentos, que forman el gobierno 
de la Nación Argentina, son tos únicos representantes de la so- 



DE JUSTICIA NACHKUL 



461 



beraníadel pueblo, y á su formación concurre directamente ese 
pueblo por medio de la elección de primero á segundo grado. 
Son ellos las autoridades oreadas por la constitución que se- 
gún el artículo veintitrés de la misma, deliberan y gobiernan 
en nombre del soberano originario, que ha delegado en ellos 
sus facultades . 

Las personas que componen los poderes legislativo, ejecu- 
tivo y judicial de la Nación Argentina, son la encarnación vi- 
viente y tangible de la soberanía del país, y cualquier atentado 
que se cometa contra ellos es una ofensa & la soberanía que re- 
presentan. 

Para que el acto delictuoso se produzca, no es necesario ^ un- 
ta ofensa tenga un carácter colectivo, que afeóte simultánea- 
mente a los tres departamentos que constituyen el gobierno. 
Aunque coordinados, forman un todo armónico, que constituye 
la unidad representativa de la potestad soberana de la nación, 
cada uno de esos poderes es independiente entre si y representa 
la soberanía nacional en La parte que le faa sido eipresameiite 
delegada ; de manera qne el poder ejecutivo, es el soberano en 
todas las materias ejecutivas, y en la representación exterior 
de la soberanía nacional, sinqoe pueda mezclarse en lo refe- 
rente a la legislación ó judicatura; como el Congreso tiene to- 
das las facultades legislativas, sin poder intervenir en lo eje- 
cutivo 6 lo judicial, y los tribunales federales ejercen toda la 
soberanía judiciaria, sin poder dictar leyes ni administrar el 
país, 

üe aquí resalta que cualquier atentado que se lleve á cabo 
contra ana de las personas que componen alguno de los pode- 
res públicos de la Nación, afecta la soberanía nacional, que no 
pueda ser ofendida, según el término empleado por el inciso 
tercero del articulo tercero de la ley de jurisdicción y competen- 
cia (Código de Procedimientos Penales, artículo veintitrés, in- 
ciso tercero), si o 6 atentando contra alguno de \m funcionario» 
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que encarnan ó representan esa soberanía 6 la integridad terri- 
torial de la nación. 

Sin duda cuando en eL caso del atentado de los Guerri contra 
el presidente Sarmiento, ésta corte dijo que debía respetarse 
< el derecho y el dt?bei del Congreso para incluir en tos térmi- 
iMÚé ta ley penal los crímenes contra ta nación que deban ser 
castigados y sujetos á las jurisdicciones de los tribunales mencio- 
nados > , (Fallos, tomo catorce, página treinta y una), no se tuvo 
en cuenta que el inciso tercero del artículo tercero de la ley 
tíe catorce de Setiembre de mil ochocientos secuta y tres, 
que determina lu jurisdicción de esos tribunales, había dicho 
que los jueces federales conoeerán <l- todas las causas crimina- 
les.., que ofendan la suberanía y la seguridad de la nación », 
y que por tanto el Congreso había ya hecho uso de su derecbo 
y cumplido con el deber de « colocar bajo H amparo de los tri- 
bunales nacionales » los crímenes contra la Nación, porque, 
para los alcances de esle falle, son sinónimos el significado 
político de las palabras Nación Soberana y Gobierno Federal . 

U señor don Pedro García, era diputado de la Kacion, dele- 
gado al Congreso como representante de la soberanía nacional, 
constituida en unidad al eli'gir los miembros que componen la 
cámara de diputados. Atentar contra su pessona, ha sido ofen- 
dí r !a soberanía que él, en unión de los demás diputados, re- 
presentaba ; y por tanto, atentar contra la existencia misma 
del pqjíéi legislativo de la Nación, que, con su persona, contri- 
buía <i constituir. 

Negar á los tribunales federales la jurisdicción para conocer 
en ¡u causa de los que han causado la muerte de ese diputado, 
es negar al poder legislativo de la Nación, las garantía que, 6 
bis representantes de la soberanía legislativa de la República, 
ha dado la Tarta fundamental, al delegar un el poder judicial 
federal toda la soberanía judioiaria del pueblo argentino. 

Por otra parte, de los términos del articulo noventa y tres de 
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la ley de crímenes y delitos federales se desprenden dos cosas : 
primera, que en esa ley no se definieron todos los delitos contra 
la Nación, ni en ellos están previstos todos esos delitos, sin 
embargo de ser praeciables ante la justicia federa) ; segunda, 
que los tribunales federales son los que debe ti encontrarlos en 
la legislación común j penarlos con el caatigo que en ella se 
establezca. 

Del Bolo hecho de que la ley baya establecido el presamente 
que bay delitos contra la Nación no previBtos por ella, sf de- 
duce que los tribunales federales no cometerían usurpación de 
las facultades del poder legislativo al determinar cuáles son 
esos delitos que la ley le ba encargado de juzgar y castigar, 
sin detlnirlos. 

Esta misma disposición de la ley viene á demostrar que, 
para el Congreso, no era indispensable enumerar todos Loa de- 
litos que catan bajo la jurisdicción federal, si no que hay mu- 
raos de ellos que no es menester enumerar ya porque nazcan 
de la naturaleza misma del acto punible, ya porque la jurisdic- 
ción surgía lógicamente de los principios fundamentales del 
gobierno que nos rige. 

Tratándote de los miembros del poder legislativo, acaso esta 
doctrina tenga mis estricta aplicación. 

J, G. Blunschli, el notable autor del Derecho l'úbtico Uni- 
versal, ocupándose de la soberanía de laNaoion, en oposición ¡i 
la de los principios, dice: « El Estado soberano, tiene poder 
legislativo que es ta representación reyutar y normal de su 
soberanía** lo que demaestra evidentemente que cualquier 
atentado contra un miembro del poder legislativo, ofende la 
soberanía de la Nación, según los términos 'pie emplea el in- 
ciso tercero del artículo veintitrés del Código de Procedi- 
mientos. 

iíabiendo, pues, el Congreso dejado al poder judicial la inter- 
pretación de los delitos contra la florión, no definido ni previs- 
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to, en la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta 
y tres, los tribunales federales deben incluir entre estos log 
que ataquen las personas de loe que ejercen la soberanía. 

Sentados estos principios generales, qu« establecen la juris- 
dicción federal en los casos de atentados contra las personas 
que forman el gobierno de 1a Nación y concretando las consi- 
deraciones de este fallo & los miembros del congreso nacional, 
ha llegado ha ponerse en duda si debe considerarse ofendida 
la soberanía nacional, encarnada en cada una de las cámaras 
nacionales, por las ofensas individuales hechas á un senador ó 
aun diputado al Congreso. 

Este punto lia sido indirectamente resuelto por diversos fa- 
llos de esta Corto ; tanto cuando se ha tratado del arresto de 
alguno de sus miembros, como cuando se ha tratado de ofensas 
dirigidas por los particulares contra senadores y diputados. 

En los casos de los senadores García y Ortega, que fueron 
arrestados por autoridades locales, y de los que se ha hecho 
inunción más arriba, la Suprema Corte reconoció que, en sus 
persones, había sido atacada la soberanía du la cámara, y en 
otros casos en que la ofensa contra los miembros del Congreso 
se había producido por medio de la prensa, al declarar su in- 
competencia para entender en esos delitos, sólo se fundó en la 
prohibición contenida en la constitución de que los delitos co- 
metidos por la prensa sean sometidos á Ja justicia federal. 

Este punto ha sido resuelto unirersalmente en la misma for- 
ma por la ley parlamentaria de todas las naciones, siendo tan 
indiscutible el principio, que el mismo texto adoptado por el 
senado argentino como complementario de au propio reglamen- 
to, establece que cuando se atacan las inmunidades de que gota 
un miembro de la cámara, se ataca á la cámara misma; y esto 
sucede por que < los privilegios personales de los miembros del 
Cougreso, no pueden ser enunciados por ellos mismos, sin con- 
sentimiento de la cámara », porque le han sido conferidos á 
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cada senador j diputado, para garantir Ja existencia del cuer- 
po A que pertenecen». (Wüson, A Digesl of Par lamentar y Lato, 
números mil ochocientos siete y mil ochocientos ocho, página 
dusciento3 cuarenta 7 nueve). 

La otra cuestión que lia surgido, se refiere á las circunstancias 
en que el delito haya sido cometido, es decir, si el atentado se 
ha producido en momentos en qneel diputado ó senador desem- 
peñaba funciones üe tal 6 con motivo de ellas. 

Teniendo origen la jurisdicción federal en el carácter de re- 
presentante de la soberanía nacional, que inviste un diputado 
al Congreso, y no perdiéndose esa cualidad desde el dfa de su 
elecoion hasta el de sn cese (Constitución nacional, artículo se- 
senta y uno) debe suponerse que, cualesquiera quesea el mo- 
mento en que el atentado se cometa, ja sea ó no producido por 
actos oficiales del diputado, la jurisdicción nacional es la única 
competente, porque, tesdel derecho y del deber del gobierno 
naoiouallenersn constituoion y sus leyes interpretadas y apli- 
cadas por sus propios tribunales. En todos los casos en que naz- 
can de esa constitución ó de e*as leyes, esta Corte es el árbi- 
tro final ». 

tEsto es esencial para la pat de la Nación, y para el vigor y 
eñcacia del gobierno. Un principio contrario nos llevaría á las 

más desastrosas consecuencias.» (United States Sopreme 
Conrt Reports; Wallace, seis, página doscientos cincuenta y 

tres.) 

Demostrado, como está que los atentados contra los altos 
mandatarios qua representan la soberanía nacional afectan á 
la constituoion, es indiscutible que su castigo tiene que perse- 
guirse ante los tribunales federales, con exclusión completa de 
los tribunales locales de provincia. 

Tres pueden ser los orígenes de la jurisdicción de las Cortes 
de justicia: la naturaleza del delito, que hace nacer la juris- 
dicción por tazón de la materia; el lugar donde el delito se ha- 
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y» cometido, que establece la jurisdicción en virtud del princi- 
pio tocus regit actum; la calidad de tas personas afectadas por 
loe derechos 6 hechos materia del proceso, 7 que determina la 
jurisdicción judioiat por razón de tas personas. 

Dentro de esa jurisdicción los tribunales federales son com- 
petentes en todas las causas qne Tersan sobre puntos regidos 
por la constitución ó* la» luyes nacionales. 

Desde que todos los casos que nacen de prescripciones cons- 
titucionales están comprendidos en la jurisdicción federal, bus* 
til saber que don Pedro García era diputado de la Nación, que 
se habín dictado una orden de arresta contra él, en oposición 
á la prescripción expresa del arlícuio sesenta y uno de ta cons- 
titución, para declarar que el caso corresponde 1 la justicia fe- 
deral, por razón déla materia, por cuanto el atentado importa 
11 tía o trusa ;í la soberanía nacional ; y por razón de las perso- 
nas, por el carácter oGcial que el diputado García investía. 

Las eiren natalicias en que el delito se haya cometido, así 
como tos motivos que los delincuentes le atribuyan, en .nada 
afectan la jurisdicción. 

Lo mismo que determina et artículo sesenta y uno de la cons- 
titución para los casos en que un senador ó diputado *ea perse- 
guido por 1111 delito común, es el cuerpo a que pertenece el que 
juzga del desafuero; en los casos en quesea víctima de un 
atentado, debe también ser la justicia del mismo fuero la que 
le ampare. 

Cuando un miembro del Congreso se hace reo de uu delito 
común, ningún juez, pu«*de procesarle, sin la previa autoriza- 
ción de la cámara ; y este hecho hasti para demostrar que, n 
es la naturaleza del acto, sinó el earúcter del actor, lo que de- 
termina el privilegio. Un diputado puede ser efectivamente 
autor de un crimen vulgar, pero si su permanencia en la cá- 
mara, ;i juicio de ésta, iuteresa más a ta república que su en- 
juiciamiento criminal, aquella negará su permiso para el pro- 
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ceso, y el diputado continuará en libertad desempeñando lu* 
fu n cianea de sa cargo. 

El delito no lo habrá cometido como diputado» ni en de- 
sempeño de funciones de tal ; poro ese carácter le ampara con- 
tra todo proceso, 

Lo mismo debe suceder cuando, en vez de actor, es víctima 
de un delitD ose mismo diputado. Su personi, en tanto que de^- 
■ mpeñe el cargo, desde tíl día de su elección hasta su cese, 
está amparado por el poder público do que forma part*-, y son 
;ól« las autori'lade;í de ese fuero las que rleben intervenir en 
lus casos en qué esa persona sea victima de un atentado; y esto 
es tanto más necesario, cuanto que, un la mayoría de los casos 
sori imposible, determinar, prima el móvil que baya 

impulsado el delito, puesto que» á la sombra de un delito *uU 
(jar puede muchas veces ocultarse un propósito político trasrei - 
dentaL 

Esta Suprema Corte ha establecido en diversos fallos, que 
podemos y debemo* adoptar la junspruiiencia, la práctica y la 
doctrina di* los tribunales de los Estados Unidos, en todo aque- 
Uj que no hayamos querido alterar por disposiciones particula- 
res, porque esa es una de las ventajas que ha tenido la adopción 
üe una forma de gobierno que liemos encontrado en acción y 
p-obado por largos aüos de experiencia (Fallos de la Suprema 
Corte, tomo segundo, páginatreinta y siete, tomo diez y nueve, 
página doscientas treinta y seis). 

En la historia judiciam de la Union americana, existen do« 
rasos, notables por so espectacion, resueltos en el mismo sen- 
tido de las conclusiones á que arriba este fallo. 

En la noche del catorce de Abril de mil ochocientos sesenta y 
iñuco, el presidente de los Estados Unidos, don Abruuan Liu- 
cola, ocupaba con su familia y algunos amigos un palco del tea- 
tro donde se celebraba una fiesta en recuerdo de la rendieimi 
del fuerte Sunter, ocurrido cuatro años antes en el mismo día. 
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Desde U puerta del palco, un actor, JohnWilkes Booth, le dis- 
paró mi tiro de pistola, que hiriéndolo en la cabe» concluyó 
con su vida en pocas horas. Simultáneamente, el secretario de 
estado, don Guillermo H. Seward era herido en su casa partí- 

■ 

eolar. 

La indignación popular, persiguiendo al asesino de Lincoln, 
impidió que ios tribunales le jusgasen, dando muerte á Booth, 
que se defendía con un riñe para no ser capturado; poro resul- 
tando de las primeras indagaciones que aquél tenia cómplices, el 
sucesor de Lincoln, el rice-presidente de ia República don An- 
d; és Johnson, antes de mandar formar proceso, consultó al Pro- 
curador general (AUorney general), « ai las personas acusadas 
del crimen de haber asesinado al presidente Lincoln y al se- 
cretario de Estados Setrard, podían ser juagados por un tribunal 
militar, ó si debían serlo ante un tribunal civil federal *. 

El Procurador general Jaimes Speed, haciendo un vasto y lu- 
minoso informe en el que estudiaba la cuestión por todas las 
distintas faces, compulsando las principios del derecho de gen- 
tes, las prescripciones de la constitución, y las leyes que en 
los Estados Unidos r igen durante las suspensiones de las ga- 
rantías constitucionales, concluía por establecer que estando el 
distrito de Colombia bajo el imperio de la ley nacional, y ha- 
biendo los asesinos procedido como enemigos públicos, no sólo 
podían, sínó que debían ser juagados por un tribunal militar , 

El presidente Johnson, apoyándose en este dictamen dictó 
un decreto en primero de Hayo de mil ochocientos sesenta y 
cinco, ordenando que el comandante en jefe del ejército desig- 
nase el personal del tribunal militar, nombrando por su parte 
directamente al mayor general Hortrauft como promotor fiscal 
en la cansa. 

Ese tribunal juzgo á los procesados, que resultaron muchos, 
por tratarse de una conspiración que tenía por objeto asesinar 
á diversos mandatarios, y condenó á muerte á cuatro de los 
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reos, entre ellos un» mujer, la señora Surratt y á los etros cua- 
tro 4 presidio por diverso número da años. 

Entre loe mochos esfuerzos que se hicieron para salvar á la 
señora Surratt se promovió no recurso de habeos corpas ante 
la Corte Federal de Circuito del distrito de Columbia, pero no 
prosperó, j la señora Surratt fué ahorcada como sus compañeros 
de crimen. 

En este «aso, aunque la le; de procedimientos de mil sete- 
cientos noventa y cinco, que reglamenta la jurisdicción de los 
tribunales federales déla Union americana» nada decía respec- 
to á la competencia de esos tribunales para entender en el 
asunto, la única cuestión que motivó la duda del presidente 
Johnson, y su consulta al Procurador general Speed, fué la de 
si loa matadores de Lineólo podían ser sacados de sus jueces 
naturales, qne eran los tribunales federales, para entregarlos 
al juicio de nn tribunal militar, sin que en ningún momento 
ocurriese la duda de que loa qne babtan atentado contra las 
personas del Presidente de la República y de sn ministro de es- 
tado, pudiesen ser entregados al jnício de los tribunales loca- 
les de la ciudad de Washington, dentro de enyo territorio se 
habían cometido los crímenes. 

Kl otro hecho que registra la historia délos Estados Unidos, 
y que puede servir de precedente judicial al caso que esta Cor- 
te tiene qne resolver, es también el otro asesinato de otro pre- 
sidente de la Union americana. 

Mis qne en el anterior, la doctrina en él establecida en de 
estricta aplicación al juicio producido con motivo de la moerte 
del dipotado nacional don Pedro García. 

El cuatro de Hayo de mil ochocientos ochenta y uno, el pre- 
sidente James Abrahan Garfield prestaba juramento y asumía 
él mando de los Estados Unidos. Cinco meses después, «1 dos 
dt Julio del mismo aíio, el presidente Garfleld, mientras ha- 
cía una visita i diversos estados acompañado de su ministro 
v. tuv *4 
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Blaine, entraba en ta estación del ferrocarril de Baltimore y 
Potomac. 

Al atravesar el salen de espera, se escucharon dos tiros de 
revólver, y una bala hirió al presidente en la espalda. 

Mientras los circunstantes atendían al herido, el hertdor fué 
preso y resultó ser Garlos J. Guitteau, en cojo poder se encon- 
tró una carta dirigida al pueblo de los Estados Unidos en la que 
el detenido deefa que la muerte del presidente « era una tris- 
te necesidad que salvaría á la República». El presidente Gar- 
field murió á consecuencia de es t herida el diez y nueve de Se- 
tiembre de ese mismo año de mil ochocientos ochenta j uno, y 
cuando aun no se había promovido el juicio criminal contra su 
matador. 

Ese juicio se inició ante tos tribunales federales del distrito 
de Columbia, á los pocos dfits después de la muerte del Presi- 
dente Gar field. Inmediatamente se promovió nna cuestión d j 
jurisdicción, negándose pur las autoridades del estado de Xnc- 
va Jersey la competencia de las autoridades judiciales del dis- 
trito de Columbia, para entender en un* causa de asesinato en 
ta que ni el acto criminal ni la muerte hablan ocurrido dentro 
de sus límites territoriales. 

Las leyes locales de Nueva Jersey preveían los dos extremos, 
dando i sus tribunales jurisdicción» ya fuese que el hecho de- 
lictuoso ó la muerte de la víctima hubiese tenido lugar dentro 
del territorio del estado. 

En estas condiciones, el jues de la Suprema Corte de Nuevo 
Jersey, don E. W, Seudder, requirió la opinión del Procurador 
general (Áttorney general) do ese estado, sobre la actitud que 
debían adoptar las autoridades locales en la emergencia, y mis- 
terStocton (el Procurador general) ei puso que : «él no ícen- 
se jaría procedimiento legal alguno á adoptarse en Nueva Jer- 
sey con el objeto de castigar el crimen de Guitteau, á menos 
deque fuese informado de que aquél no podía ser castigado e n 
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la jurisdicción de lo* tribunales federales del distrito * . diri- 
giéndose al efecto al Procurador federal del distrito de Coluin- 
bia¿ Mr, Corklull. 

Este le contestó que, * no tenia dnda alguna de que, en la 
ley allí ra rigor, se considerarían apropiadas para aplicarse al 
oásn (the law in forcé Ikere wotcld he fottnd adecúate lo meet 
thc case i*. 

En consecuencia, el juez de la Corte Suprema de Nueva Jer- 
sey, se dirigió en cuatro de Octubre de mil ochocientos ochenta 
y ons al Gran jurado del condado de Monmouth (drand jury of 
Monmouth County), riiciéndole que, « por el momento no era 
necesario que se adoptase medida alguna, á menos que se nos 
haga saber que el proceso y la acusación del crimen en esta lo- 
calidad son necesarios para impedir que deje de hacerse jtutici a, 
lo que no aparece probable ahora, según lo que ha afirmado la 
misma autoridad federal de la ciudad de Washington ». 

Este desistimiento de su reclamo de competencia por parte de 
los tribunales locales de Nuera Jersey, así como su reclamo 
primitíro tiene su explicación, si se Loma en cuenta que las le- 
yes procesales de los Estados Unidos, que determinan la ju- 
risdicción y la competencia de los tribuuales federales, nada 
dicen que especial y eipresamente entregue á su conocimiento 
Us causas por atentado contra las personas del Presidente de 
la República á*> sus ministros. 

Esto no obstante, interpreta* d o his leyes existentes y los 
principios constitucionales, fueron los tribunales federales del 
distrito de Colombia, no los locales de Nuera Jersey, los qu? 
condenaron á Guitteau por el asesinato del presidente Garfield, 
siendo éste ahorcado e! treinta de Julio de mil ochocientos 
ochenta y dos, no obstante que sus defensores dedujeron en su 
faror todos los recursos y excepciones posibles. 

Apli ados estos precedentes al caso pendiente hoy ante esta 
Suprema Corte, la jurisdicción de los tribunales federales para 
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conocer en la can ¿a del diputado Pedro García se hace menos 
discutible. 

Aunque no se trate «le un presidente de la República, la pa- 
ridad de los casos puede desconocerse, porque un diputado al 
Congreso es uu representante de ta soberanía nación*!, tanto 
como lo es un presidente de la República, á los efectos del fuero 
ante el cual deben ser justados sus matadores, 

Es oportuno recordar que la doctrina de esos casos no puede 
ser tenida en cuenta por la Suprema Corte Federal argentina, 
cuando dictó su fallo respecto de los que atentaron contra ta 
r id a del presidente Sarmiento. Ese fallo se dictó en nueve de 
Febrero de mü ochocientos setenta y tres, y el asesinato del 
presidente Garlield turo lugar 4 dos de Julio de mil ochocien- 
tos ochenta y uno, siendo en mil ochocientos ochenta y dos 
cuando se redíala con lo*! recursos llevados por los defensores 
de Gaitteau i la corte de Circuito 'del distrito de Culombia, 
pues es sabido que en loa procedimientos norteamericanos , la 
Corte Suprema no interviene en las sentencias criminales, cu- 
yos juicios tienen al jurado como tribunal especial y definitivo. 
El caso del presidente Lincoln, anterior al del presidente Sar- 
miento, tampoco pudo tenerse en cuenta par la corte argentina , 
porque en él no se tiatú de la jurisdicción de los tribunales fe- 
derales sinó de la de los tribunales militares, que fueron los que 

juzgaron el caso. 

La confusión respecto de la jurisdicción en estas materias 
puede venir de la manera cómo se expone ó se preaenta el caso 
judicial. 

Como los tribuíales federales uo tienen, en general, juris- 
dicción en los casos de delitos comunes, salvo los exceptuados > 
se cree que no la tienen en ningún caso. Pero así como el delito 
coniun cualesquiera que sea su naturaleza, cometido en luga- 
res sometidos 4 la exclusiva jurisdicción federal, deben ser jua- 
gados por los tribunales de este fuero, lo mismo sucede cuando 
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lajuriaaiccionnacedeUarActerde la persona ó de U natura* 
leía del cielito. 

Ninguna ley federal ha provino tampoco el caso de cienos 
atentado* contra la integridad territorial de la nación, que 
afectando loa límites y la jurisdicción política de ella, ofende 

U soberanía nacional, 

Supóngase el «so en que un ciudadano extranjero aceptase 
un cargo público de alguno de los gobiernos de las naciones ex^ 
tranjeraa cuyos limites mediterráneos se confunden con loa 
nuestros, para que, en su nombre, ejerciese actos de jurisdic- 
ción 6 de dominio sobre territorio* que la República Argentina 
siempre habiera poseído. 

Supóngase que alguno de ¡os gobiernos de Chile, de Boliria, 
del Paraguay 6 del Brasil, cun cuyas nacknes la República Ar- 
gentina linda por fronteras mediterráneas, nombrase autorida- 
des para que en su nombre ejerciesen la jurisdicción y el do- 
minio sobre territorios que los argentinos hemos conferido 
siempre como de nuestra propiedad, y sometido al imperio de 
nuestras leyes. 

Los que aceptusen este nombramiento, y pretendiesen desem- 
peñar las funciones de un gobierno extranjero en nuestro te- 
rritorio, ¿qué delito habrían cometido? No puede pretenderse 
que habrían incurrido en las infracciones prefistas y penadas 
por el Código ordinario, en la sección en que castiga la usur- 
pación de autoridad. Aquel delito no sería un acto ejercido en 
perjuicio de ano ó de mochos individuos, ni podrían conside- 
rarse un crimen del derecho común. 

Sería un verdadero atentado contra la soberanía nacional, 
cuya existencia se había desconocido por los que sobre este to- 
rri lorio ejareen una soberanía extranjera. 

Xo se trataría* en ese caso, de unos individuos á quienes otros 
individuo* perjudicasen con sus actos arbitrarios, atribuyéndose 
éstos una autoridad de la que no estaban investidos. 
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Se trataría de la usurpación conciente y voluntaria de un go- 
bierno extranjero, de territorio perteneciente á la nación ar- 
gentina; y tos que, en nombre de ese soberano extranjero, vi- 
niesen á ejercer su representación en cae territorio, no serían 
sinó los criminales deque habla el inciso tercero del ariiculo 
veintidós del Código de Procedimientos que, con sus actos rH - 
líctuosos, ofende la soberanía nacional, 

¿ Ante qué jurisdicrion deberían procesarse las reo¡¡ de esos 
delitos? ' 

No ei posible sostener que tratándose de actos que pueden 
en sus consecuencias llevar á la República Argentina a en- 
contrarse envuelta por ellos en un conflicto internacional, fue- 
sen ios jueces locales del territorio invadido, los encargados d.* 
proceder contra los que pretendiesen ejercer una autoridad en 
nombre de un gobierno extranjero. 

La soberanía como la integridad de la nación están bajo la 
salvaguardia de los poderes federales ; y no hay principio de 
derecho que pueda invocarse para sostener que los que invaden 
nuestro territorio para pretender ejercer sobre él actos de ju- 
risdicción ó de soberanía, son reos de un delito común previsto 
y castigado por el Código Penal, y sometidos al juicio de los 
tribunales ordinarios de la provincia á que pertenezca el terri- 
torio invadido, quitándole ú los tribunales la jurisdicción, sólo 
porque e^e delito no lia sido especialmente definido en la ley 
criminal de mil ochocientos ochenta y tres, ó en el Código de 
Procedimientos Penates. 

Pero en el caso ocurrente, bay todavía otra faz de lacuesti«n 
que merece estudiarse. Reconocido que en todo caso en que 
aparezca comprometido an puní o regido por la constitución na- 
cional, procede la jurisdicción de Jos tribunales federales, aun 
cuando todas las circunstancias que lo acompañen no pertenez- 
can al fuero federal, en el caso ocurrente, aun suprimidas las grn- 
ves cuestiones constitucionales á que está vinculado, si se le es- 
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tudia sólo por las breves actuaciones que lo informa», la compe- 
tencia exclusiva de los tribunales federnles resulta aún más evi- 
dente. 

A foja diei de eatos autoB, el jefe de Policía de Santiago de i 
Estero, don José A. Silvetti, declara que la muerte del diputado 
don Pedro García tuvo por origen la órden de prisión dada por 
aquel funcionario contra el mencionado diputado nacional. 

Ahora bien : la constitución nacional ha dado inmunidades 
personales á los miembros del congreso desde el día de su cele- 
bración hasta el desn cese (artículo sesenta y uno) ; ha prohi- 
bido su ar reato, salvo el caso de ser sorprendidos infraganti en 
la comisión de algún delito (artículo sesenta y dos), y ha de- 
corado que, para que puedan ser procesados criminalmente, 
debe preceder el levantamiento de sus Tueros por la cámara res- 
pectiva, con conocimiento del sumario que justifique el juicio 
criminal (artículo sesenta y dos). 

Cualquiera infracción cometida por una autoridad de provu- 
vincia contra la persona de un diputado al Congreso, que afecte 
alguna de sus cláusula* constitucionales, constituye un delito 
que, por la Constitución y por las leyes, es pasible ante los tri- 
bunales federales (Constitución nacional, artículo cien, Códi- 
go de Procedimientos Criminales, artículo.., s. 

En el caso ocurrente, el jefe de policía de Santiago del Es- 
tero declara que ordenó la prisión del diputado García, y que, 
al cumplir su órden, se produjo el incidente que trajo, « orno 
consecuencia, la muerte de aquél. 

Colocados loa hechos en este terreno, el procesado no tiene, 
para la justicia federal, como causa generadora de la jurisdic- 
ción el asesinato de don Pedro García, sino la órden de un arres- 
ta de un diputado nacional, en violación aparente de las pres- 
cripciones constitucionales que le amparaban . Su muerte es 
sólo una consecuencia de aquel delito originario, constituido 
por la Arden ilegal de arresto, desde que se reconoce que no eiis- 
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tfa un delito en el que hubiese «ido sorprendido infraganti aquel 
representante del pueblo de la naeion. 

% según la jurisprudencia de esta Suprema Corte en loa ca- 
sos de loe arrestos de los senadores García y Ortega, citados 
precedentemente en este fallo, hay delito presuntr> en e) hecho 
que reconoce el mismo jefe de policía de Santiago de Estero, «le 
haber él ordenado el arresto de un diputado al Congreso nacio- 
nal, y, por tanto, el juzgamiento de los autores ó ejecutores de 
ese delito, corresponde 4 la justicia federal. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada y se 
declara que esta causa corresponde á la justicia federal. 

LUI» V. VA HELA. 



Contienda de competencia entre el juez de primera instancia 
de la Rioja y el de la Capital, en el juicio sucesorio tk don 
Sorberlo Fouert, 



Sumario. — £1 conocimiento del juicio sucesorio corresponde 
al juez del lugar donde el causante tenía en la época de su fa- 
llecimiento el asiento principal de su residencia y negocios, 
aunque haya fallecido y tenido bienes en otro lugar. 

Cosos. — El juez de primera instancia de Ja Rioja se dirigió por 
exhorto al de igual clase de esta Capital, pidiéndole te inhiba 
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del conocimiento del ju ieio de sucesión de dou Norberto Fouert. 
Futre los recaudos del exhorto se encontraban las siguientes 
piezas : 

VISTA FISCAL 

Señor Juez ; 

Como es de pública notoriedad en esta provincia **1 hecho de 
la muerte del señor Norberto Fouert, araecidaen la misma, c«>- 
responde á V. S. el juzgar sobre su sucesión por cuanto la ju- 
risdicción sobre ésta pertenece á los jueces del lugar del último 
domicilio del difunto (artículo 3284 del Código Cint y 3283, 
concordantes con lo dispuesto por el inciso 7" dpi artículo 90 
del mismo código). Fundando, pues, en estos principios V, S. 
debe avocarse > I conocimiento de esta causa, haciéndolo saber 
al juez exhortante para que se inhiba en el conocimiento de la 
misma, todo de acuerdo á lo proscripto por d artículo 1 163 y 
siguientes de ta ley de procedimientos, salvo la mejor resolu- 
ción de V. S. 

Anadio de la Colina. 



Amf M Juei d* l» Rt»|* 

Rioja, Ocluore i de 1K97. 

Y vistos: Tomínduseen consideración el dictamen que pre- 
cede del señor procurador fiscal, j estando constatado en autos 
que el ciudadano francés don Norbertt Fouert ha fallecido en 
el punió dt-nominado c CorraleaV departamento Famati na, ju- 
risdicción de esta provincia; por consiguiente sujeta i la de 
este juzgado : en raí 5 rito de lo que dispone nuestro Código Civil 
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en los artículos 3283 y 3284» declárase este juzgado competente 
para conocer y resolver en el presente juicio sucesorio, cuja 
apertura se hará de conformidad í las disposiciones de derecho, 
y en su mérito publiquense edictos por el término de treinta días, 
Humándole á los que se? consideren con derecho como herederos y 
acreedores de la mencionada sucesión, con conocimiento del leñor 
fiscal de astado ¡i los efectos que ha hiera lugar, y de acuerdo con 
lo que disponen los artículos 1163 y 1164 del Código do Pru- 
ft d'imipntos, líbrese oficio al señor juez exhortante con todas las 
inserciones pertinentes y recaudos del caso, á fin de que en vir- 
tud de lo resuelto, remita á esta procedencia todo lo pertinente 
u U referida sucesión. Hágase saber jen oportunidad debida 
traígase ¡i despacho n los efectos que hubiere lugar. Repón- 
gase. 

Sanjurjo. 

A tile mi: 

Abrí li. Jaratnilh, 
Secretario. 

VISTA FISCAL 

Rufínos Aires, Orlulire 2tí de 1897 . 

Mor Juez ; 

Kn los autos que se tramitan ante V. S. se produjo informa- 
ción, ¿solicitud de este ministerio, para acreditar que el cau- 
santetuvo^u último domicilio en esta Capital a pesar de haber 
fallecido fuera de rila. Dicha información fué aprobada y en 
mérito de lo que resulta He la misma, V. S. se declaró compe- 
tente para conocer en este juteiu. 

Existe, pues, en los autos prueba botante que acredita la 
competencia del juzgado y V. S. no puede, ni debe deferir á lo 
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solicitado en el exhorto que antecede, mientras que el señor juez 
exhortante 110 aduzca probauzas más eficaces que las mencio- 
nadas. 

En el respectivo exhorto, la inhibitoria solicitada se funda 
únicamente en el hecho de haber fallecido el cansante en la ju- 
disdicoioo del juei exhortante, pero, como ya lo he hecho notar, 
aquí se ha producido prueba suficiente que demuestra que no 
obstante aquella circunstancia el causante tenia 6 tuvo su últi- 
mo domicilio l'd esta Capital. 

Evaristo fíarrenechea. 



AUTO DEL JUEZ DE 4" INSTANCIA DE LA CAPITAL 

Buenos Aires, Setiembre 29 de lKíT. 

Autos y vistos: Por lus fundamentos del dictáraen del agente 
fiscal, se declara bien iniciada, ante el juzgado de esta Capital 
la presente testamentarla, j en consecuencia comuniqúese por 
exhorto al señor juez de la provincia de la Rioja doctor Alejan- 
dro Caamaño Sanjnrjo, que no se ha podido acceder ú su pedido 
por las razones apuntadas por id agente fiscal. 

Luis F , Posse. 

Anti- mf : 

Santiago Fontana. 



380 



FALLOS m LA SUPltBMA COHTft 



VISTA DEL SEftOtt PROCURADO» GEHBftAL 



a „ Buenos Aires. Junio 6 dt 1898. 

Suprema Corte : 

La contienda de competencia trabada entre «i señor jaez en 
lo civil déla Capital, doctor Méndez Paz, y el de igaal catego- 
ría en la provincia de Ja Rioja, doctor Sanjurjo estriba en la 
resolución de una cuestión de hecho. 

No basta el fallecimiento del señor Norberto Fouert, acontecido 
en acuella provincia , donde tenia an importante establecimiento 
minero del cual era gerente, cargo que no es incompatible con 
el hecho de tener su domicilio en otro lugar, para establecer 
aquella residencia como último domicilio del difunto á los efec- 
tos del articulo 3284 del Código Civil. 

Ante el concepto legal, es indispensable el ánimo de perma- 
necer en un lugar determinado para que éste constituya domi- 
cilio. 

Es por ello, que uo encuentro bien fundada la competencia 
■leí señor juez exhortado, declarada en el auto de roja 47 del 
expediente juicio testamentario iniciado ante dicho juagado 
j, al afirmar así, soy consecuente con la jurisprudencia senta- 
da por V, E., eo cu va virtud el fallecimiento en otro lugar no 
implica la residencia habitual en éste, que pueda justificar el 
cambio de domicilio. (Fallos de la Suprema Corte, tomo 52 pá- 
gina 233). 

Dicha jurisprudencia es perfectamente aplicable al caso mb- 
judtce, puesto que de la información sumaria qne corre i fojas 
2t, 22, 23 y 24 de los autos testamentarios del causante, ini- 
ciados ante el señor joea requírente, resulta legalmente com- 
probado qne don Alberto Fouert, tenía su domicilio y sus ofi- 
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ciñas en esta Capital, en La casa ubicada en la caite Esmeral- 
da numera 173. 

Fot las consideraciones ei pues Las, opino que procede la con- 
firmación que solicito de V. E. del auto del juei exhortante que 
corre á fojas £6 y 36 vuelta y foja 117. 

Sabiniano ftier. 



ralle de la {Suprema Carie 

IJuenos Aires» Octubre 13 de 1698. 

• 

TisVi y considerando : Que según lo expresa la Legación de 
la República francesa, eu la nota de foja siete del expediente 
obrado ante el juei de la Capital, el cansante de la sucesión leñot 
Xorberto Fouert hubía tenido su domicilio en esta Capital, calle 
Esmeralda número ciento setenta y tres, en laépooa de su falle- 
cimiento, haciendo en ese lugar el asiento principal de su re- 
sidencia y de sus negocios . 

Que esa afirmación, dé suyo seria é importante, está confir- 
mada por las declaraciones de foja veinte vuelta, veintiuno, y 
veintiuno vuelta, veintidós y veintitrés vuelta del citado expe- 
diente, prestados por cinco testigos que con conocimiento per- 
sonal de los hechos afirman también que Fouert tenía su do- 
micilio en esta Capital. 

Que la juriitÜocion sobre ta sucesión corresponde a los jueces 
del lugar del 1 último domicilio del difnnto, y no precisamente 
a los del lugar de fallecimiento, sinó fuera el mismo que el de 
aquel, ron arreglo al artículo tres mil doscientos ochenta y cua- 
tro del C6*igo Civil. 

Que el doto i cilio real se determina por el asiento principal de 
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(«residencia y de loa negocios (articulo ochenta y nueve, código 
citado). 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo pedido por el se- 
ñor Procurador general, se declara qne corresponde al jnei de 
la Capital el conocimiento del presente juicio. Remítansete en 
consecuencia tos «otos y avísese por ofieio al jnes de la Rioja. 
Hágase saber con el original y repóngase el papel. 

■ 

BKlUAKd PAl. — LUIS V. VAMLA. 
— ABEL »AUH. OCTAVIO MS- 

juan í. Tonutrr. 



Don ttamon B. Blanco ; sobre exención del servicio militar 

Sumario. — No es cansa de exención del servicio militar el 
ser el único sosten de la madre, si esta no es viuda, aunque el 
marido se halle ausente. 



Caso. — £1 aeñor Blanco, fundado ene) artículo 3 o , inciso 6* 
de !a ley de enrolamiento de 1865, pidió se le declarara exento 
riel servicio activo de la guardia nacional, exención que ya ge 
le había concedido en 1883. diciendo que es el único sosten de 
su señora madre, que se encuentra sola y en condiciones de 
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viudedad, por no haber vuelto á su hogar su esposo, que fué 
declarado ausente ea 1883» ni tenerse noticias de él. 

Producida la informaeiou que ofreció, ta cual consiste en la 
declaración de dos testigos qae manifestaron constarles que el 
padre de don Ramón E . Blanco ha desaparecido <l su bogar, y 
que el último atieudeá la subsistencia de su señora madre con 
su trabajo personal, se dio vista al procurador fiscal. 



VISTA DEL PROCÜIUDOK FISCAL 

Señor Juez : 

Según resolta del escrito del postulante, su señora madre 
no es viuda, por consiguiente, aun cuando su señor padre se 
halle ausente desde 1883, como lo manifiesta, no es el caso de 
ley en el artículo 3 o , inciso 6*. del 5 de junio de 1865, la que 
hay qne reepetar restrictivamente. 

Salvo, ete. 

/f. ff. Purera. 



Vtoll* M Jmm Vetferal 

Rosario, Mayo 30 de 1895. 

T vistos: Por los fundamentos de la vista lis al de 'foja 8 y 
ríe acuerdo con la misma no ha lugar á la exención solicitada, 
archívese el expediente prévía reposición ríe sellos. 

Daniel Hoy lia. 
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VISTA DEL StflOR PROCURADOR GENERAL 

4 

Buenos Aires. Agosto 2T> de 1895. 

Suprema Corte i 

No se trata del enrolamiento determinado en el articulo I o 
de Ta ley 1805, ni de la excepción á ese enrolamiento que 
determina su articulo 9*. 

Lo que el se Hite persigue es la excepción del servicio ac- 
tivo, fuera d«i dtpu 'amento ó distrito , que establece el artícu- 
lo 3 a del inciso 6\ respecto del hijo único de ni al re viuda. 

Pero esa excepción no es procedente, cuando el servicio ac- 
tual no es requerido en aquellas condiciones. Sí llegara á pro- 
ducirse el caso de movilización de los respectivos departa- 
mentos, tendrían recien oportunidad de apreciarse y declararse 
las excepciones que comprendan á los movilizados por tal causa. 
Antes parece extemporáneo solicitar excepción, respecto de 
situaciones que uo se han producido. 

Si no obstante, V. E, creyere autoriiado el examen y reso- 
lución del caso propuesto, me incliro i la couürmncion de la 
sentencia recurrida. 

La ley en so articulo 3», inciso 6°, se refiere expresamente al 
hijo único de madre viuda, 6 aquel de los hijos que atiende á 
U subsistencia de ésta 6 de on padre septuagenario 6 impe- 
dido. 

ííada deben influir para la resolución en causas de este gé- 
nero, U legislación civil que determina las relaciones de derecho 
entre los que constituyan una misma familia. 

El deber de armarse en defensa de la patria y sn constitución 
está proscripto en el Código fundamental para todos loa argen- 
tinos, conforme á las leyes que dicte el Congreso (artículo 21). 
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Y lu lej especial de la materia ba repetido la imposición de 
tul deber para torio ciudadano argentino sin otras excepciones 
que las expresamente determinadas en ella. 

Tratándose de leyes de términos tan absolutos y generales, 
no es dado esteoder las excepciones especificadas, á casos di- 
Tersos, cualquiera que sea su analogía. De otro modo, las ex- 
cepciones podrían niultiplicar&e contra la voluntad manifiesta 
del Legislador, contra la ignuldad, que es la base equitativa 
de) servicio militar y contra el país y el orden legal atacado 
por múltiples procesos iniciados á nombre de una filiación ilegí- 
tima y por ello más difícil de justificar. 

El caso sub-judice está f uet a de los términos esplícitos de la 
excepción legal, y no es posible comprenderlo en su mandato 
mientras el reclamante no baya justificado con arreglo á las 
prescripciones de la ley de procedimientos, que es hijo legítimo 
y único y que su padre ba fallecido. 

Pido por ello á V. E. la confirmación de la sentencia recurri- 
da de foja 9, en cuanto no hace lugar en el caso, á la exonera- 
ción del serricio activo, fuera del departamento; ó distrito, 

Sabiniano Kier, 

¡ '4 



rail» 4* la sjwprw Vwis 

Buenos Aires, Octubre 13 da 1898. 

Fistos y considerando : Que el enrolamiento en la guardia 
nacional de la república, es un deber impuesto por la constitu- 
ción y la ley, constituyendo la regla general, limitada en sus 
efectos, sólo en cuanto se trato de casos de excepción estable- 
cidos por la misma ley. Que en el presente no se trata de nin- 

T. L1XT Í5 
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gimo de esos casos, siendo de derecho que no puede extenderse 
Ir excepción u casos no previstos, como lo tiene resuelto esta 
Suprema Corte en asuntos análogos. 

Que do está probado el presuntivo fallecimienta del marido 
ausente, ni siquiera se ha afirmado que haya sido declarado 
próvias las formalidades legales. 

Por estos fundamentos y concordantes de la vista del señor 
Procurador general: se confirma con costas el auto apelado de 
foja nueve. Devuélvanse. 

HERIA WN PAI. — LUIR V. VARELA. — 
ABEL BAIAR. — OCTAVIO ÉKJRCE. 
— JUAft E. TORRERT. 



¿AUNA 



han Francisco SÍ vori, por exención dei servicio militar ; 
sobre aclaración de sentencia 

Sumario. — No procede aclaración de la sentencia que recha- 
za en términos implícitos la pretensión del solicitante, declaran- 
do legitima la excepción que hacía valer. 

Caso. — Dictada la sentencia de fecha 8 de Octubre, Sivori 
dijo que ta Corte no se habla pronunciado sobre la circunstan- 
cia invocada por él, de haberse su madre casado segunda vez, 
por cujo motivo pedía aclaración de la sentencia. 
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f'*lt* rfe I» Inprem* t»rte 

lluenos Vires, Octubre ló d<2 1898, 

Considerando que 1» resolución de primera instancia ha re- 
chazado en términos espirito* la pretensión del recurrente, de- 
clarando ilegítima la excepción que hacía valer, como la había 
(i ^clarado la junta de reclamos. 

Que la sentencia de esta Suprema Corte ha confirmado dicha 
resolución, revistiendo asf eJ fallo lina) la misma claridad que el 
del inferior. 

Por esto no se liace lugar á la aclaración solicitada. Devuél- 
vate, reponiéndose ti papel. 

BENJAMIN PAL — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAN, — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORREN!. 



« AINA 4 < %i II 

Don Angel Anselmo contra don Juan Gómez y otros, por robo de 
un billete premiado de lotería no autorizada ; sobre apela~ 
cion denegada de resolución de tos tribunales de la Capital. 

Sumario, — No son apelables para ante ta Suprema Corte 
las sentencias de los tribunales ordinarios |ue han interpretado 
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j aplicado el Código Pe Dil, ai ti establecer nade en desconocí- 
miento de derechos invocados ea concepto de estar asegurados 
por la Constitución, y sin haber sido estos puestos en cuestión 
en ese sentido. 



t aso, — Don Angel Anselmo se presentó ante la Suprema 
Corte, deduciendo de heelio et recurso que autoriza el articulo 
24, inciso 2" del Código de Procedimientos en lo Criminal, con- 
tra una sentencia de laExma. Cámara de Apelaciones de la 
Capital. Dijo : Que hizo una denuncia, asumiendo después el 
rol de querellante, contra don Rafael Murro por el robo de que 
fué víctima su esposa, de cuatro quintos de ta lotería de San 
Luis, premiados con la suerte mayor. 

. Que el juez de instrucción mandó sobreseer definitivamente 
en esta cauta fundándose en que el hecho denunciado y quere- 
llado no constituía delito, por cuanto se trataba del robo de bi- 
lletes de lotería enya circulación y venta está prohibida en la 
Capital de Ja República. 

Que ta Cámara de apelaciones ha confirmado esta sentencia 
á pesar de las demostraciones que ha hecho informando tu v<>- 
ce ante ella, único modo que la ley me acordaba para expresar 
agravios, respecto á la inconstitucionalidad é interpretación ar- 
bitraria de la ley de lotería en qne fundaba su fallo el juez in- 
ferior. 

Que el caso sencillamente es el siguiente: la ley de Sote- 
ría dictada por el Congrego, como legislatura local de la Capi- 
tal y territorios nacionales, como Y. E. aoahade declararlo en 
la cansa de don Bartolomé Castro, prohibe la circulación y ven- 
ta de billetes de lotería de otras provincias en la capital y te- 
rritorios federales, e* decir, en las localidades donde el Con- 



greso ejerce una legislación exclusiva. 

La sentencia del juet instructor confirmada por la Cámara de 
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apelaciones sostiene que esa lay local modifica el Código Penal 
dictado por el Congreso de la Nación para toda la República, y 
por el que se castiga el robo ,cual quiera que sea la naturaleza del 
objeto robado. 

Que en pugna asi una lej de ln nación, como lo es el Código 
Penal, con una ley local, como lo es la ley de lotería, la deci- 
sión de los tribunales de la Capital ha uído en favor de la ley 
local y contra la validez de la ley nacional. 

Que el caso no puede ser entonces más claro, de apelación 
ante la Suprema Corte. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENUAL 

Buenos Aires, üclnbre 1' de 1898. 

Suprema Corte : 

La causa seguida por los recurrente» acusa la estafa y hurto 
de una fuerte suma procedente del premio mayor de la Lotería 
de Beneiicencia de la provincia de San Luis. 

Fundan los querellantes su acción en el hecho de la estafa y 
hurto y en l« prescripciones penales que lo definen y casti- 
gan. 

La sentencia de la Kxma. Cámara a quo que confirma la de 
foja 78, declara, invocando la ley de % de Noviembre de 1895 que 
estableció la Lotería de Beneficencia Nacional, que con arreglo 
á su teito y espíritu los tribunales no pueden dar curso A ges- 
tiones basadas en el valor que digan tener los billetes cuya 
venta está prohibida. 

Se sostiene que sata ley de carácter local no puede derogar 
las de carácter general de los Códigos Penates, y que siendo la 
interpretación dada manifiestamente contraria á su texto y á 
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las prescripciones de aquellos, la decisión es apelable según ti 
artículo 5S0 del Código de Procedimientos en lo criminal. 

El artículo 22 de aquel Código, de acuerdo con lo proscripto 
enel inciso 3 o , del artículo 14 de la ley de competencia nacio- 
nal, autoriza la apelación pura ante V. E. cuando la validez de 
una ley» decreto ó autoridad de provincia se baya puesto en 
cuestión por ser repugnante Ala Constitución ó leyes del Con- 
greso, y la decisión haya sido en favor de la validez de la ley 
de la provincia. 

Si se tratase de una ley local en sus relaciones con el Código 
Penal, el recurso para ante V. E. sería improcedente, desde 
que Ja interpretación de las leyes y códigos de aquel carácter y 
su aplicación, no dan derecho al recurso, según lo dispone el ar- 
tículo 15 de la ley sobre competencia nacional. 

Pero la k-y sobre la Lotería Nacional no es una ley emanada 
oV) Cungreso en su carácter de legislat ura local de la Capital de 
la República. Esa ley crea la lotería para jugarse en toda la 
República, sus heueíicios alcanzan á todos los estados federales 
> su servicio bu sido organizado por el poder ejecutivo de la 
nación. 

La creo, por vilo, una ley de carácter nacional, y si su inter- 
pretación por los tribunales de la jurisdicción coman es contra- 
ria al derecho invocado por tos recurrentes, pienso que procede 
el recursu instaurado para ante V, E. á foja 115. y pido á V.E. 
se sirva así declararlo, con sujeción ú lo dispuesto en el artícu- 
lo 14, inciso 14 de la ley sobre competencia nacional. 



Sabiniano Kicr. 
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Palle de I* Suprem* Carie 

Bueno» Aires, Uclubro 15 

Vistos en el acuerdo j considerando: Que según lo expone e! 
recurrente Y resulta además de las constancias de autos, en el 
pleito n se ha puesto en cuestión derecho alguno que la paite 
h3jn pretendido derivarse de la ley número tres mil trescientos 
trece, no habiendo, por tanto, recaído resolución contraria al 
derecho invocado. 

'í ue según resultadel escrito do querella do fojasetentay cinco, 
laacciou intentada por la pártese fundaba eu las disposiciones del 
Código Penal que cita enapoyode sus intenciones, sin que haya 
puesto en cuestión la constitucionalidad 6 inconstitucionalidad 
de la citada ley de lotería número tres mil trescientos trece, 
apareciendo, al contrario, qae no contestaba esa constitaoiona- 
lidad, no habiendo constancia de que ulteriormente hará pre- 
tendido que la mencionada ley la privase de derechos que le 
estuvieran garantidos por la Constitución. 

Que la sentencia de foja setenta y ocho vuelta, confirmada 
por sus fundamentos por la de foja ciento ocho vuelta, resuelve 
la causa interpretando y aplicando el Código Penal. 

Qae dicha resolución nada establece en desconocimiento de 
derechos invocados por la parte en el concepto de estarles ase- 
gurados por la Constitución, lo que se explica porque el litigio 
no se había trabado en ose sentido. 

Qne las sentencias definitivas de la Cámara de apelación en 
la Capital no son apelables para ante esta Suprema Corte, sinó 
en los casos especiales contenidos en el inciso segundo, ártica lo 
veintidós del Código de Procedimientos en lo Criminal, entre 
los que no está comprendido el presente. 
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Por esto se declara bien denegado el recurso. Agréguense a 
los autos principales y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BEftJAMtlPAl. — ABEL BAEAH. 
— OCTAVIO BIM6E. — JOAN 

e. torrent. 



launa crxtiu 

Don Manuel Collazo, contra ei Banco Provincial de Córdoba 
por cobro ejecuttvo de ¡ rédito hipotecario ; soltre moratoria 

Sumario. — La ley número 3188 que concede al Banco Pro- 
vincial de Córdoba el plazo de cinco años para pagar susdeu.las, 
no comprende las garantidas con hipoteca. 

Caso, — ltesulta del 

rali* «*i jhm w mm m 

Córdoba, Junio ¿1 de 1895. 

Vistos: El cobro ejecutivo por cobro de pesos procedentes de 
un crédito hipotecario seguido por don Manuel Collazo contra 
el Banco Provincial de Córdoba ; Que el demandante señor Co- 
llazo ejecuta al Banco por la suma de 7910 pesos con 35 centa- 
vos nacionales, garantida con hipoteca según lo comprueba el 
documento de foja 1. 
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Que haciendo mérito de este instrumento público el juzgado 
dicta el competen^, auto de solfeado 7 ordena al deudor que 
dé y pague dentro de tercero día bajo apercibimiento de ejecu- 
ción y embargo pasados los tres días, 7 no habiendo el deman- 
dado satisfecho la obligación, á solicitud del actor libra el co- 
rrespondiente mandamiento de embargo a foja 15. Verificado 
éste y citado de remate el deudor se presenta oponiendo la 
excepción de espera 7 dicv : Qne el demandante ha instaurado 
sn acción a pesar de la ley de moratoria* de fecha 27 de No- 
viembre del ano próximo pasado ; que es un error creer que los 
créditos hipotecarios no están comprendidos en el articulo 1 4 
de esa ley ; cuando por el contrario la espera es general para 
todos los créditos sin excepción alguna. 

Que si bien ea cierto que esa misma ley no ha establecido 
para los créditos hipotecarios la garantía del 4 por ciento es- 
tablecido para los comunes ea porque aquellos estaban t su jetos 
6 con Tenciones particulares quu la ley no pnede ni ha podido 
cambiar en su sustancia. 

Que de los antecedentes de la discusión y sanción de la pre- 
citada ley se desprende claramente que los créditos hipotecarios 
no están exceptuados de espera, pues que el propósito de la ley 
de moratorias no es otro que el de evitar el desastre general, que 
por medio de ejecuciones violentas podría ocasionarse al Banco 
y con él á los numerosos intereses del país vinculados con este 
establecimiento de crédito. 

Qne mirada esa ley bajo tas fases de la cuestión nacional es 
ella perfectamente constitucional porque no modifica ni desiw- 
tu ra lis* la convención hipotecaria ni la esencia y sustancia de 
ese derecho real, garantía de nn crédito, ttinú por razones de 
utilidad común, auspende el ejercicio de laaeuion que ella pro- 
duce sin traer un menoscabo al derecho mismo. 

Qne esas leyes de moratorias, principalmente cuando te trata 
de establecimientos de crédito con vincnlaciones generales son 
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siempre benéücas, y dictadas no sólo en favor ríe los deudores 
sinú también de los acreedores á quienes puede perjudicar su 
liquidación violenta. 

Pide, que haciéndose Lugar a la excepción se rechace la ejecu- 
ción con costas. 

La parte actor a evacuando el traslado de la excepción dedu- 
cida dice : Que los créditos hipotecarios no están comprendidos 
en la ley de moratorias invocada p -r el Banco y que en todo 
caso debe aplicarse á esta litit el articulo 1600 del Código de 
Comercio. 

Que dicha ley f» incoostitiuional o que aunque se resol riera 
en sentido negativo la primera cuestión no tendría ningún va- 
lor la excepción propuesta. 

Que, suponiendo que el Congreso haya tenido facultad pura 
di- lar esa ley, las disposiciones generales del Código de Comer- 
cio serian también aplicables en el presente caso, siendo como 
es el Banco una persona de comercio, sujeta ;i los reglamentos 
y legislación comercial y que esta ley general que no ha sido 
derogada en todas sus partes por la ley especial debe aplicarse 
sin duda. 

Que las únicas disposiciones derogadas expresamente por la 
h'\ m especial son los artículos 1585 v 1592 de! código. 

Que así como el Banco mi podría excepcionarse de pagar los 
salarios ó sueldos de sus empleados, el alquiler de la casa que 
ocupa ni los créditos prendarios, tampoco podrja excepcionarsu 
n sp- tu de Los hipotecarios que se colocan en la misma línea. 

Que i-I Banco no puede decir que se le demanda personalmen- 
te, pues la presente demanda sólo importa el ejercicio de un de* 
ri-cho real sobre la* liucas del mismo adquirido legítimamente, 
teniendo como tiene el acreedor hipotecario la facultad de ha- 
cer vender en remate público el inmueble gravado coa citación 
del deudor y demás formalidades que establecen las leyes de 
forma. 
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Que miran do U cuestión bajo la faz constitucional, la incons- 
titucionalidad de la ley surgiría de una ley de bancurota uni- 
forme y de declarante exceptuados los créditos hipotecarios, 
porque recien en tal caso atentaría el derecho He propiedad 
garantido |>or la constitución 

Después de citar antecedentes y doctrina^ políticas 6 jurídi- 
cas, concluye pidiendo se rechace la excepción con costas, 

Y considerando: 1° Que el urtfculo I o de la ley número,,, de 
fecha 27 de Noviembre del año pasado dice : * acuérdase al 
l'unco Provincial de Córdoba, un plato de cinco años contados 
desde la promulgación de la presente ley para el pago de sus 
doadas», y que como se ve en esa disposición no le L* distin- 
guido lucíase de deuda que se proponía proteger con eia dispo- 
sición, y en tal caso j atendiendo á los fines de la misma, los 
jueces deben seguiré! aforismo que dice: ubi tex non dittin- 
tjüil, nemine distinguere potosí. Además, esta ley aún cuando 
fuese de excepción y en «aso de duda debe interpretarse favo- 
rablemente al deudor que se ha querido proteger. 

2° Que es erróneo creer que el legislador ha querido respetar 
•> prescindir de los créditos que el Código de Comercio excluye 
en su modo de las moratorias por el lieclio de no haber dicho 
que concede esperas á todas sus deudas y debe raciocinarse al 
contrario, que si el Congreso en la discusión de esta ley turo 
presente las disposiciones del Código de Comercio que estable- 
cen excepciones á las moratorias, y él no las estableció, es por- 
que evidentemente juzgó acordar plazos á las deudas del Banco 
sin esceptuar las garantidas con hipoteca y que es esa excepción 
la que debió hacerse expresa. 

El Congreso tuvo en cnenta el Código de Comercio ; pero no 
legisló sobre las moratorias que en el mismo se incluyen en las 
disposiciones sobre quiebras, dictó un;i ley que entendió ser de 
orden público ú objeto de proteger un establecimiento bancario 
cuya ruina violenta habría traído un desastre gravísimo en el 
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Estado ó provincia áque pertenecía. Para convencerse de ello, 
basta ves U publicación de las sesiones en que esta ley se dis- 
cutió j sancionó. 

3° Este propósito de la ley no se habría armoniiado con la ei- 
olusion de las créditos hipotecarias, porque es claro que ta eje- 
cución de estos créditos podría arruinar al banco como la de los 
créditos comunes, la hipoteca no presupone el equilibrio de va- 
lores entra la deuda j el inmueble como para que pueda creerse 
que se entiende entre acreedor y deudor que la hipoteca puga el 
crédito; no acontece al contrario, que el inmueble que es simple 
garantía Tale mi* que la deuda ; y en todo caso e) deudor hi- 
potecario no ha consentido al dar esa garantía en desprenderse 
de su propiedad para el pago del crédito, y ni contrario, él que- 
da siempre propietario del inmueble gravado (aa^nlo '3167, 
Código Civil). 

La hipoteca confiere simplemente un derecho real que impor- 
ta en definitiva un privilegio do págame con preferencia á otro 
sobre ul valor del inmueble 3' á este privilegio no lo auca ni 
destruye la lej de que se trata. 

4" £s también erróneo que el Congreso no supieraqueel Ban- 
co tenía deudas garantidas con hipoteca, pues al contrario, se 
discutió si los acreedores hipotecarios del banco debían recibir 
en garantía el título de 4 por ciento que debía darse i los acree- 
dores comunes lo que demuestra que se conocía la existencia de 
estos acreedores. T muy diversa significación tienen otras pa- 
labras vertidas con motivo de esa discusión referente á que el 
Banco no era Banco hipotecario ú que no recibía dinero sobre 
hipoteca, 

5 Que creyendo e] juagado que el Congreso de la Nación ha 
comprendido dentro de su ley dé concesión de plazo todos los 
créditos pasivos del B&uo-, hipotecarios ú no ; pero suceptibles 
de arruinarlo con su ejecución violenta, toca decidí; a i otro ca- 
pítulo por el cual pretende el ejecutante se desestime la eicep- 
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clon opuesta cual es el de que la referida ley es inconstitucional. 

6* Como uo antecedente téngase en cuenta que ya ae ha 
establecido que el Congreso de la Nación ha querido dictar ana 
ley de órden público, y que esta ley sólo aplaza *l ejercicio de 
un crédito garantido con hipoteca sin destruir su eiistencfa ni 
atacar la garantía real de ese crédito, y el Congreso de la Nación 
tiene facultad para dictar leyes convenientes para asegurar el 
bienestar general y de todas las provincias (artículo 67, inciso 
16, de la Constitución nacional). 

Debe tenerse igualmente en cuenta que según el articulo 5 a 
del Código Civil ninguna persona puede tener derechos irrevo- 
cablemente adquiridos contra una ley de orden público. 

Ahora bien , sobre la necesidad ó utilidad de una ley para 
llenar sns fines sólo el Congreso puede discutir. En el caso del 
Metropolitan Banek r. Vankick la Suprema Corte americana 
ha resuelto que no corresponde al poder judicial determinar sí 
una ley del Congreso tiene una relación directa como medio 
para la ejecución de alguno de los poderes enumerados y en 
cualquier grado los medios empleados son apropiado* ó condu- 
centes al ejercicio del poder, si hay alguna relación posible de 
medios con el Un, el poder judicial esta limitado á investigar 
si el uno de esos medios es repugnante é alguna disposición de 
la constitución (Co.,0. B., 37, N. J.,400). La misma jurispru- 
dencia decide c si una medida es apropiada para la ejecución de 
un poder su necesidad debe ser determinada per el Congreso 
solamente (MCulloc-Clote, 4, Wheo). 

Por otra parte, y siguiendo aquella jurisprudencia, elCongre- 
so no sólodeb.' usar de los poderes espresos sino también de loa 
implícitos de los que son medios para llegar ú aquéllos. « El 
poder del Congreso de sancionar leyes para ejercerlos derechos 
conferidos por la Constitución no está limitado á los poderes 
expresos de legislación enumerados en la Constitución. Los po- 
deres que son necesarios y ron venientes como medios para poner 
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ea obra derechos expresamente dados y deberes expresamente 
impuestos están siempre implícitos. Dado el fin los medio* 
para alcanzarlo están también acordados por una manifiesta y 
necesaria implicancia f. (Petera Report, 539, citado por Calvo). 

Igualmente tiene decidido, «que las varias disposiciones de la 
constitución deben recibir Ja interpretación que sirva mas encál- 
mente los grandes propósitos de su formación y la que mejor 
promueva el bienestar genera) de los que concedieron los pode- 
res contenidos en ella» { Metropolitan Bank v. Vankick 27, 
ti, J. Ufe). 

7 o En nuestra constitución el propósito de proveer el bienes- 
tar general consignado en su preámbulo, da al Congreso mayor 
amplitud de legislación que la que tiene el Congreso americano 
qne puede dictar leyes que sean convenientes y necesarias cuan- 
do a) argentino le basta que sean convenientes (inciso 16 del 
artícelo 7, etc.). En una nota al capítulo X.XVI del comentario 
<ip k »ry se lee estas palabras. tLa Constitución Argentina su- 
primiendo la palabra necesarios y dejando subsistente ia palabra 
convenientes viene á acordar al Congreso argentino mucha mayor 
latitud de acción aun de lo que en teoría tiene el délos Estado* 
Unidos que hace leyes necesarias y convenientes, cuando el ar- 
gentino según ta constitución basta que crea convenientes tas 
leyes y reglamentos que sanciona para poner en ejercicio sus 
poderes constitucionales expresos ó implícitos y de consiguiente 
no es indispensable que sea necesaria la ley. 

8° Si pues el Congreso ba mirado esta ley común de orden 
público, ai puede dictar leyes para proveer al bienestar de todas 
las provincias, si como medio para ello le basta que esas leyes 
sean convenientes, si, por otra parte» esta ley no di-sti uye el de- 
recho de propiedad (que sólo puede usarse según las leyes que 
reglamentan mi ejercicio, artícul i 14, Const. Xac.) es claro que 
la ley de que se trata no es de ninguna manera repugnante á 
nuestra carta fundamental. 
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0° Pero se pretende, además, fundar la incoustitucionalidad 
por otra razón, diciendo que la ley de que se trata es de bauou- 
i rota y qu^ el Congreso sólo puede dictar esta» leyes cuando 
sea uniforme para toda la República. 

Esto es también equivocado: la ley de que se trata no es 1 ■> 
de bancarrota. El concepto de ésta se encuentra en la ley de 
quiebras que el Congreso ha incluido con caracteres uniformes 
para todas las provincias dentro del Código de Comercio y aquf 
no se trata de una ley ó procedimiento de quiebra. 

Es aventurado decir que una ley de espera para una institu- 
ción pública, una ley de incon vera ion para un Banco ó una ley 
que defiere el cumplimiento de una obligación es ana ley de 
quiebras ó bancarrota, cualquiera que sean las dificultades en 
que la institución favorecida se encuentre para cumplir sus 
obligaciones. 

El concepto de esta clase de leyes puede estudiarse tnmbien 
en la jurisprudencia americana. Bajo el número 496 de la obra 
Diccionario Constitucional de Calvo se lee ¡ « el asunto tío 
bancarrota incluye la distribución de la propiedad del deudor 
fraudulento 6 insolvente entre sus acreedores, y el descargo del 
deudor de sus eontratos y responsabilidades legales lo mismo 
qué de todas las materias intermediarias é incidentales ten- 
dentes al cumplimiento ó consecución de estos dos lines princi- 
pales. El congreso tiene completo poder sobre este asunto 
i¡on una sola condición : que las leyes á ese respecto -¡eran uni- 
formes en todos los Estados Unidos». Bajo el número 492 ex- 
tracta otra resolución en varios casos, resulta: cEI poder del 
Congreso se extiende á todos los casos, se trate d+d poder sobre 
bancarrota en que la ley manda que la propiedad del deudor sea 
distribuida entre sus acreedores. Esto es un limite menor, »ii 
limite mayor es la exoneración del deudor del cumplimiento de 
su contrato. Tola legislación intermediaria afectando la sus- 
tancia y la forma, pero tendente á alcanzar el gran fin del asuu- 
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to distribución y descarga es de competencia y discreción del 
Congreso*. 

Sin tratar de establecer aquí el significado diferente de estas 
dos palabras, se puede decir que el objeto de todas las leyes de 
bancarrota é insolvencia es pur upa parte asegurar á los acree- 
dores la garantía que les ofrecen los bienes de tu deudor y por 
la otra poner á los deudores honestos y desgraciados al abrigo 
de aña fusión perpetua para obligarles al pago íntegro de su cré- 
dito-deuda, libertados del derecho absoluto de los acreedores 
p¡tra apropiarse de sus beneficios futuros. 

Distribución de los bienes del deudor insolvente y exonera- 
ción df sus deudas y personas, he ahí los fines de U ley de büo- 
carrotay es dentro de esto que se encuentra el concepto deestus 
leyes que como se ha dicho no son otras qu ■ la legislada dentro 
del Código de Comercio con el título « De las quiebras ». El origen 
de nuestro Código de Comercio indica con más claridad, ai eabe, 
qué ley de bancarrota es la que está incluida en dicho Código 

EE gobierno nacional nombró el 14 de Octubre de 1870 una 
comisión compuesta de los señores Sixto Villegas y Vicente G. 
Quedada, para que propusieran las reformas al Código de Co- 
mercio formulado por el doctor Veles Sarsfield. 

Dicha comisión presentó su proyecto de Código el 14 de Abril 
de 1873 y en su informe sobre las modificaciones decía... «Pero 
la constitución dice que es atribución del Congreso dictar el Có- 
digo de Comercio y ta ley de quiebras (artículo 67, inciso 11) 
y en este último concepto está comprendida la forma de la ma- 
teria, porque el fondo está incluido en la facultad de dar el 
Código general y la ley de quiebras comprende una y otra co-a», 
(Proyecto de Código del año 1873, página 13). 

10* Resulta, pues, que las leyes de bancarrota á que se refiere 
el inciso 11 del . artículo 67 de la Constitución, son una cosa 
muy diferente de la ley que se trae sub-judice, aquella es In lev 
coman incorporada á nuestro Código de Comercio, la que legis- 
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la el estado de quiebra con sus límites de distribución de las 
propiedades del deudor fallido j liberación de las obligaciones 
de éste. 

Esta es una ley especial dada por razones de orden público cu 
favor de una institución de utilidad general que no estft fallida. 
Una ley que no tiende a distribuir las propiedades del deador, 
ni ú darles quitas ni á libertarles del pago de sus deudas. Una 
ley conveniente destinada ú producir el bienestar de una pro- 
vincia y que el Congreso de la Nación ha podido legítimamente 
sancionar sin atacar ninguna cláusula de la Constitución Na- 
cional y que al contrario es dada en virtud deelta. 

11° En consecuencia la excepción de espera invocada por el 
Banroes procedente (artículo 270, P. N). 

En su mérito y de otras consideraciones que se omiten se re- 
suelve: No hacer lugar á la demanda ejecutiva deducida por el 
oeñor Manuel Collazo contra el Banco Provincial de Córdoba, 
debiendo en tal virtud precederse al desembargo de los bienes 
que fueron embargados. Hágase saber con el original repónga- 
se los sellos, satisfáganse las costas, y en su caso, archívese. 

C. Moyano Gaeitúa, 



F»lla> «le> I» ftwp*"**»** €•**• (i) 

Buenos Aires, Octubre lo de 1896. 

Vistos y considerando : Que la ley número 3188 al acordar 
al Banco Provincial de Córdoba el plazo de cinco anos para el 

(L) En la misma fecha »e dictó igual resolución en otro juicio entre las 
mismas parles, por cobro de un crédito hipotecario de 96.657 pesos con 
83 centavos moneda nacional. 

t. liit 36 
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pago de sus deudas, ba favorecido i eso establecimiento con un 
privilegio derogatorio de las disposiciones del derecho coman y 
que afecta el efecto de las obligaciones en relación al acreedor 
por la suspensión del ejercicio de la acción, ó sea, de Jos medios 
legales para que el deudor le procure aquello que se obligó. 

Que el artículo primero de la citada 1er da al Banco el ex- 
presado pluzo de cinco años para et pago de sus deudas simple* 
mente, sin que contenga su texto nada que sirva á apreciar de 
una minera clara y eoneluyente cuáles sean las deudas á que 
el privilegio se reliare. 

Que la interpretación de la ley en esa parte debe hacerse en 
consecuencia observándose las reglas admitidas á ese efecto 
para lo que no puede preseindirse de la materia 4 que la dispo- 
sición se refiere, de los principios generales aplicables y de 
cláusulas contenidas en la misma ley. 

Que con arreglo á los artículos mil quinientos noventa y 
nueve y mil seis cientos del Código de Comercio, ia moratoria 
suspende sólo la obligación de psgar laB deudas puramente per- 
sona les, careciendo de efecto suspensivo en lo que toca á las 
ejecuciones de Eos créditos detallados en el citado articulo mil 
seiscientos entre los que se encuentran tos hipotecarios. 

Que sí e.sun principio de recta interpretación de las leyes 
que las concebidas eu términos generales, general é indistin- 
tamente deben entenderse, no lo es menos que esa regla 
pierde mucho de su importancia cuando se trata de interpretar 
leyes contrarias al derecho común y que estatuyen en perjuicio 
de terceros, acordando privilegios en detrimento de los derechos 
privados. 

Qae estudiando la ley de moratarias número tres mil ciento 
ochenta y ocho, ya mencionada en su texto íntegro, como es 
necesario para apreciar su alcance, porque para couocer el es* 
pírito de una disposición legal es indispensable el ¿ompleto 
conocimiento de la misma, explicando sus distintas cláusulas 
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por el mérito combinado de todas ellas, se ve quu cuando se 
trata de proveer á las consecuencias y medios de ejecución de la 
moratoria acordada por el artículo primero se eliminan los cré- 
ditos privilegiados para referir la prescripción legal únicamen- 
te ú los depósitos ó á los acreedores comunes, estableciéndose 
así de una manera expresa en el artículo tercero de la recorda- 
da ley. 

Que por tanto no puede dejar de concluirse en virtud de la 
materia legislada, principios generales de interpretación y los 
peculiares á la ley que es cuestión de interpretar, que esta no 
lia comprendido ios créditos hipotecarios en las deudas para 
cuyo pago el artículo primero confiere al Banco deudor el plazo 
de cinco añitg. 

Que en mérito de las precedentes consideraciones el Banco 
ejecutado no ha podido oponer la excepción de espera, basán- 
dola en una ley que no la acuerda para los créditos hipoteca- 
rios, desde que hipotecario es el que demanda el ejecutante don 
Manuel Collazo, 

Que la cuestión sobre constitucíonalidad ó inconstitucionali- 
dad de ta ley deja de ser pertinente en el presente caso, una vez 
establecido que á este no lo afecta dicha ley. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada de foja 
cuarenta y seis, y no haciéndose lugar á la exoepoiou de espera 
opuesta por el ejeoutado se declara que la ejecución debe lie- 
varse adelante, declarándose al mismo tiempo que sólo el jui- 
cio de esa excepción es lo que debe ser materia de esta resolu- 
ción. Notifique» con el original, y repuestos los sellos devnél - 
vanee. 

BENJAMIN PAS. — LliIS V. VAHE- 
LA. — ABEL BASAN. — OCTAVIO 
■UNGI. — JUAN B. T0BB1N . . 
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CAUMA CCXCIV 



Do» Juan Caprio contra el Manco Inylés del Rio de la Plata, 
por daños y perjuicios; sobre apelación denegada de resotu- 
don de los trihunales ordinarios. 

Sumario. — Para que proctda el recurso del artículo 14 de 
la ley sobre jflTisdicciim de los tribunales federales, es necesa- 
rio que Ins cuestiones á que se refiere dicho artículo bayansido 
promovidas y sustentadas denlro del pleito ante los tribunales 
de provincia, y la resolución final de é*toshaya sido contraria 
al derecho invocado. 



Caso. — Don Juau Caprio dedujo ante la Suprema Corte el 
recurso que autoriza el artículo 14 de la ley de jurisdicción, di- 
ciendo i Que la sentencia recurrida, viola uno de los principios 
ciernen tales de procedimiento» cual es que las sentencias pasa- 
das en autoridad de cosa juzgada bou irrecurribles, y desde 
luego irrevocable el derecho adquirido. 

Que el juetde los tribunales de La Plata resolvió : que no 
alendo el Banco Inglés del Rio de la Plata su acreedor no podía 
solicitar su quiebra, basado en lo cual revocó el auto dictado al 
respecto. 

Que ahora la Kima, Cámara ha violado el principio le- 
gal arriba indicado, pues, volviendo sobre la cosa juagada, 
resuelve que el Banco tenía título para pedir su quiebra, en lo 
cus! ha violado el artículo 106 de la Constitución provincial y 
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18 de la Constitución nacional, pues que viene á primarle de un 
derecho adquirido, cual es el que le (lió la sentencia del juea de 
La Plata, que se encuentra ejecutoriada. 



VISTA DEL SEftúR PROCURADOR GENftRAl, 

Buenos Aires, Sciiembre ii de 1K98 

Suprema Corte : 

El recurso de hecho traído ante V. E. pur don Juan Caprio, 
enuncia diferentes cuestiones de derecho civil y comercial y aun 
de procedimiento, que caen bajo la jurisdicción de los tribunales 
que las han resuelto en definitiva. 

La sentencia de la Eama. Cámara a r/uo corriente á foja 440, 
do ha discutido ni resuelto punto alguno relacionado ni aun in- 
directamente, con las garantías de 1» Constitución nacional. El 
reourso traido, saliendo por consiguiente de los estrictos lí- 
mites de la jurisdicción atribuida á V* E. al respecto, por el 
articulo 14 de la ley de competencia nacional de 1863, es ma- 
nifiestamente improcedente. 

Pido á V. E. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier. 



MI* de I* hiartM i'erit 

Buenos Aires, Oeluhre 15 de 1898. 

Vistos y considerando: Que con arreglo ni artículo noventa 
de la ley de organiiaoion de los tribunales de la Capital, el re- 
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cnrso para ante esta Soprema Corte «la las sentencias dictadas 
por las Cámaras de apelación sólo es procedente en los casos 
previstos por el artículo catorce de la ley sobre jurisdicción y 
competencia de los tribunales nacionales. 

Que según el citado artículo catorce el recurso que él autori- 
za debe tener por antecedente las cuestiones á que se refiere, 
promovidas y sustentadas, dentro del pleito, ante los superio- 
res tribunales de provincia, con resolución linal coutraria al 
derecho invocado pronunciada por estos tribunales. 

Que la circunstancia de pretenderse por el interesado que ía 
sentencia de los superiores tribunales de provincia ó de la 
Capital le desconoce derechos que dice le están garantidos por 
la Constitución, cuando esa pretensión viene recien después de 
la sentencia no puede suplir la exigencia legal, pues que el fa- 
llo de los mención ad«s tribunales nada ha resuelto sobre el par- 
ticular, que no fué sometido á su juicio por las partes. 

Que la interpretación ó aplicación de los Códigos Civil, Pe- 
nal, Comercial y de Minería que hicieren los tribunales ordi- 
narios de la Capital no da ocasión & recurso para ante la Su- 
prema Corte, de conformidad con el artículo quince de la cita- 
da ley de jurisdicción y sesenta y siete, inciso once, de la Cons- 
titución, no dándolo tampoco la interpretación ó aplicación que 
los mismos tribunales hagan de Las leyes del Congreso dictada 
para el régimen de la justicia en la Capital. 

Por e*tu, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y con la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte, se declara bien denegado el recurso. Agréguense á los 
autos principales y previa reposición, de sellos, devuélvanse, 
pudit ndo notificarse con el original , 

benjamin pal— luis v. varela. — 
ahl Kazan. — octavio bunge. 

JUAN. E. TOREEN?. 
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Don Estanislao Sansi, contra ct Ferrocarril Cenit al Argentino 

sobre daños y perjuicios 

Sumario. — Lo dispuesto por el artículo H03 Código Civil, 
estableciendo que después de la absolmion del acusado no pue- 
de alegarse en el juicio civil la existencia del heclio principal, 
no es aplicable al sobreseimiento definitivo ordenado por el jnei 
de instrucción. 



Caso. — Resulta del 



Auf M Jim Mml 

Buenos Aires. Noviembre i* de 1897. 

Vistos: Para pronunciar sentencia, estos autos seguidos por 
don Estanislao San^i, contra el Ferrocarril Central Argentino, 
sobre indemnización de danos y perjuicios, y de los cuales re- 
sulta :1 o Don Victor tiozioli, en representación de don Estanis- 
lao S*»ns¡, ae presentó a) juzgado con feoba 31 de OctubTe del 
año próximo pasado, entablando demanda por cobre de la suma 
de 30.000 pesos moneda nacional lega), en que su mandante es* 
tima los daños y perjuicios que ba recibido con motivo del ac- 
cidente ferroviario deque fué victima el día tres del mismo mea 
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y año, habiendo ocurrido los hechos del modo siguiente: Que 
el día indicado, como á las II de la noche, salió de la estación 
Central el tren número 44 de la compañía daJ Ferrocarril Cen- 
tral Argentino que llevó por delante» Sausi al enfrentar el 
cruce de las líneas férreas en Paseo de Julio, con la callo Ro- 
dríguez Peña. 

Que Sausi, cambista del Ferrocarril de Buenos Aires y Rosa- 
rio, presta sus servicios en la estación Retiro, cargas y sus di- 
Tersos ramales, y tenía su domicilio en una de las casillas que 
dicha eupre»a tiene en los terrenos comprendidos entre el río 
y las líneas férreas que corren paralelas á aquél y al Fasio de 
Julio y entre ambos. 

Que el expresado día y hora Tenía Sansi por las calles de 
Rodríguez Peña y Paseo de Julio para pasar al otro lado de las 
vías férreas donde éstas se cruzan, y encontrando levantadas y 
sin guarda las barreras que corresponden al lado de acá de las 
vía.-*, comenzó a cruiar éstas, y mirando hacia su derecha observó 
la* luces de un tren que venía de Central, cuya locomotora lle- 
gaba en el momento en que Sausi había cruzad» la vía, pero 
encontrándose que en un sentido contrario y por ta que tenía 
delante llegaba otro tren t se rió oprimido cnel reducido espacio 
comprendido entre ambos, en el cual no cabía su cuerpo, sien- 
do entonces levantado por el miriñaque de la locomotora del tren 
número 44 de la compañía demandada, sobre el cual y habiendo 
perdido el conocimiento por el golpe y lesiones sufridas, fué 
arrastrado hasta estación Belgranu en que el tren hizo alto y 
fué visto por un empleado de la estación. 

Que retirado Sansi del miriñaque fué remitido al Hospital 
Pirovano en gravísimo estado, y una vez reconocido allí se te en- 
contraron las siguientes lesiones : fractura del hueso del br**o 
izquierdo, fractura de dos costillas del mismo lado y gravísima 
herida producid i por el gancho de hierro que en la parte alta 
del miriñaque tienen las locomotoras. 
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Qu>> de los hechos referidos se deduce la culpabilidad conse- 
cuencia y efecto de la negligencia, abandono y violación de las 
leyes que han ejecutado los empleados del ferrocarril deman- 
dado. 

Expone en seguida el representante del aotor loa fundamen- 
tos legales de la demanda, estudia y aplica nuestra legislación 
al caso para determinar la responsabilidad civil en que ha in- 
currido la empresa demandada, y termina pidiendo que ésta sea 
condenada oportunamente al pago de la indemnización que se 
reclama, y las costas del juicio. 

2 Corrido traslado á la empresa demandada, Ma lo evacuó 
á foja 10 en los siguientes términos : que la narración hecha en 
la demanda es falsa. 

Que el accidente no pue le haberse producido en el paraje que 
se indica, puesto que entre éBte y la estaoion Belgrano existen 
dos estaciones i Recoleta » y t l'alermo », donde el tren ha pa- 
rado,? es por demás extraño que en ninguna de ambas hubiera 
sido vi*to Sansi, cuya postura en el miriñaque tenía forzosa- 
mente que llamar la atención. 

Que loque realmente lia sucedido y que es lo que ha compro- 
bad» lap< liefa y autoridad judicial, es que Sansj, en completo 
estado de embriaguez, andaba transitando por las vías» fren- 
te al tiro federal que queda entre lab estaciones Palermo y 
Belgrano, donde no hay puso á. nivel ni existe calle, cuando el 
tren lo llevó por delante, quedando prendido del miriñaque, con 
contusiones relativamente leves. 

Que eso es la verdad de lo ocurrido y se encuentra compro- 
bado en el sumario que la autoridad levantó con motivo de ese 
hecho, y en el que se estableció la irresponsabilidad de la em- 
presa (artículo 1103, Códigu Civil). 

Que además, la dirección de ferrocarriles eu la resolución 
que ha dictado, en la investigación que esa repartición levantó, 
ha declarado exenta de responsabilidad á la empresa en ese ac- 
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cidente ; cuya resoluci- in tiene la fuerza de verdad jurit de con- 
formidad á lo establecido en et ¡irtícalo 72 de la ley nacional Je 
ferrocarriles. 

Termina igualmente la empresa recortando bt disposiciones 
pertinentes de la ley qn<' á su juicio eximen de toda responsabi- 
lidad á la empresa demandada, ha-fuin presente que se recla- 
ma una suma fabulosa y que en el supuesto deque procediera ta 
acción entablada, lodo el daño consistiría en la pérdida del suel- 
do durante Ja enfermedad (sí es que lo lia perdido), puesto qu- 
el actor no ha gastado nada en asistencia médica, habiéndose 
curado gratuitamente en un hospital de las heridas que recibió 
y que apenas lo han imposibilitado para el irabajo, hallándose 
al presente radicalmente curado. 

S* Recibida la causa á prueba por auto de foja 14 vuelta, se 
ha producido loque expresa el certificado del ¡letuario, corriente 
á foja 80 y los respectivos alegatos de las partes. 

V considerando: I o Que está planamente evidenciado en au- 
tos, que el día 3 de Octubre de 1890, corno A las II do la noche, 
m is Ó menos, se produjo el accidente de que fué víctima don 
Estanislao Sansi. 

2? Que establecido este hecho, corresponde averiguar si el 
accidente ha sido el resultado de un hecho completamente casual, 
una imprudencia de la víctima, ó si por el contrario, se ha pro- 
ducido por culpa ó negligencia de ¡os empleados de la empresa 
del Ferrocarril Central Argentino, como lo afirma la demanda. 

Desde luego, el primer expediente probatorio que aparece de 
autos, es et tuinurio instruido con motivo de las lesiones oca- 
sionadas á Sun ai por la máquina número 44, guiada por Ventura 
Castellí y José Coyelli, que obra á foja Ib. De este sumario 
resulta, el informe médico policial que enumera Jas contusio- 
nes recibidas por Sausi y clasifica su gravedad, y las declara- 
ciones prestadas ante el comisario señor Pina hasta que se hito 
entrega del citado sumario at señor juex de instrucción doctor 
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Rodrigue* Bustaroante, quien prévia opinión riel agente fiscal 
sobreseyó definitiva mente en la cansa sin más trámite. 

Viene en seguida el infurme de inspec tor doctor del Bono y 
lu resolución de la Dirección de ferrocarriles narionsles ipie de- 
clara haberse producido el incidente por imprudencia de la víc- 
tima y inarnU archivar A expediente originado, 

Detengánumos en el examen de estos antecedentes, para in- 
quiriré! origen del accidente en presencia de los primeros pasos 
dados por la autoridad para investigarlo. 

La denuncia del oficial inspector de la comisa ría '23, señor 
Luis Rubio (foja 19), exprés* lu intervención de este empleado 
en los primeros momentos de ennocidn ó descubierta la existen- 
cia del herido sobre •-) miriñaque de la máquina, y las medidas 
precaucionaos que adoptó en seguida, enviando á aquél á la co- 
misaría donde dijo llamarse Estanislao Suusi, de nacionalidad 
italiano, de 37 años de edad, con 13 de estadía en el país, casa- 
do, jornalero, sabe leer y escribir, y estar domiciliado en la calle 
Libertad número ti% 

Que de las averiguaciones practicadas por el mismo inspector 
resultó, que el maquinista eru de nombre Ventora Caselli, el 
guarda tren de apellido Otato, ignorando el nombre del foguis- 
ta, y que no había testigos del hecho. 

Be lo expuesto se deduce que Sansí, necesariamente se halla- 
ba en el gore perfecto de sus facultades cuando pudo dar las 
explicaciones referentes a" esas personas sin incurrir en divaga- 
ciones ó ineertidnmbres, propia de un estado anormal de los sen- 
tidos, máxime coando en la expresada denuncia no se menciona 
que aquél se bailase en estado de embriaguez, lo que por otra 
parte no se concibe desde que ante un peligro tan grave pudo 
inmediatamente reflexionar que prendiéndose á una de las ca- 
denas de máquina podía salvarse de una muerte inminente (de- 
claración de foja 24). En seguida, el guardavía Antonio Lucero, 
que se bailaba de servicio en medio de la calle Juramento y la 
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vía del ferrocarril próximo á la estación Belgrano, declara que 
habiendo descubierto al herido Sansi sobre el miriñaque de la 
máquina, hito seña para que no continuase el tren, llamó al vi- 
gilante de fuccion Francisco Fuente Alba, quien ayudado por el 
declarante y el foguista que iba en la máquina, bajaron al he- 
rid», ignorando dónde y cómo se produjo el incidente. Como 
se vé, este testigo nada dice respecto al astado de las faculto - 
desdo Sansi {foja 18 vuelta). 

El foguista José Coyelli buce la misma «posición, agregando 
que el accidente debe haberse producido al intentar el herido 
cruzar las vías y debido quizás al catado de embriagues en que 
se encontraba (foja 20 vuelta). 

£1 maquinista Ventura Caselli, refiere las mismas circunstan- 
cias y manifiesta igualmente qoe Sana i, se encontraba ébrio. 

Esta declaración es de dudosa procedencia y no puede ser te- 
nida en cuenta, porque de las anteriormente citadas se des- 
prende que el maquinista no intervino en la operación de sacar 
á Sansi del miriñaque, que las personas que lo hicieron eran 
suficientes á ese objeto y no necesitaban de la ayuda de aquél, 
(ine, por otra parte, hubiera hecho mal en abandonar la iniquU 
na para ocuparse de ello. 

Queda, pues, desvirtuada la suposición de que Sansi se ha- 
llara ¿brío o u ando el accidente. 

Vieu- á continuación la declaración prestada por el mismo 
Sansi ante el comisario que se trasladó con ese objeto al Hos- 
pital Pirovano, donde se hallaba aquel» el dfa 5 de Octubre y 
en seguida la resolución del señor jueí de instrucíou a que se 
ha hecbo referencia. 

Esas declaraciones, aparte de no haber sido ratificadas 
ante id espresado señor juez, ninguna luz traen i este juicio sobre 
las circunstancias y lugar donde se produjo el accidente, puesto 
que si bien es ciertoque Sansi declaró que se bailaba frente al 
Tiro Federal ruando fué arrastrad-- por la máquina, más tarde ha 
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sillo negada 1» autenticidad y legalidad de esa declaración de- 
mostrando que en ella se ha incurrido en contradicciones, tales 
como qne el declarante no sabía leer ni escribir, cuandu este he- 
cho es falso y está plenamente demostrado en autos no sólo por 
la manifestación de aquél al prestar la declaración en la poli- 
cía, sino también porque suscribió la» posiciones de foja 74. 

Si bien es cierto que la ratifica^ ton de los testigos del suma- 
rio queda al arbitrio del juez cuando considera que se han come- 
tido omisiones ó irregularidades en el procedimiento, esto no 
obsta para que en el juicio sobre la indemnización de perjuicios 
rau Nados por el accidente se analice el valor de esa prueba y 
se reconozca la existencia du tales omisiones ó irregularidades. 

Desde luego se observa con estrañeza que no bü haya procu- 
rado averiguar quién era la persona que se hallaba junto á 
Sansi cuando se produjo el accidente y cuya declaración hubie- 
ra tal vez arrojado mucha luz en este asunto, principalmente 
sobre la constatación del lugar dónde se produjo aquél. 

De los mismos defectos adolece el informe y la resolución de 
1 dirección de ferrocarriles nacionales (foja 3), que si bien pue- 
de constituir un elemento de prueln para justificar la falta de 
voluntad criminal de los conductores de la máquina, no es bas- 
tante para librar á la empresa demandada, de las responsabili- 
dades civiles que paeden resultar de la prosecución de! juicio 
ante la autoridad competente, donde el damnificado puede am- 
pliamente justificar sus derechos. 

3° Que descartada esa prueba, examinemos las demás que 
obran en autos. A foja 40 vuelta aparece la declaración del tes- 
tigo hábil limado César Ambrosetti, el cual dice: Que en la 
noche del 3 de Octubre del año prúximo pasado, don Estanis- 
lao Sansi fué atropellado por ka locomotora de un tren en el 
cruce de las calles Paseo de Julio y Rodríguez Peña, de esta 
Capital, y que en ese momento y en el lugar del accidente las 
barreras estaban levantadas y no vió al guarda en su puesto. 
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El testigo Luis Aliveti t igualmente hábil, confirmólos hechas 
referidos por Ambrosetti, y agrega : que Sansi tenia su domi- 
cilio del otro Jado de la TÍa t es decir, hácia el rio, en una 0*3* 
de material en que tiene establecida una oficina el Ferrocarril 
Buenos Aires y Rosario. 

Esto» mismos testigo*, llamados á declarar nueva mente á so- 
licitud del representante de. la empresa demandada, ha» ratiti- 
cado sus exposiciones anteriores sin incurrir en ion tradiciones 
que bagan sospechar déla Irgalirfad de sus dichos, dejando ple- 
namente esUblecidu que cuando Sansi cruzó la ría del ferroca- 
rril, las barreras eaUbah levantadas con el farol encendido en 
la punta de una de ellas, y no había guarda en ese sitio. El 
paso, pues, oslaba librado al transita público, y no habiéndose 
producido prueba en contrario, tmrge la convicción de que lus 
hechos sr han producido en la forma y circunstancias que ex- 
presa la demanda, es decir: que el accidente tuvo lugar en 1 1 
paso á nivel de las calles Rodríguez Peña y Paseo di- Julio, que 
las barreras *e hallaba levantadas y no había guardavía en ese 
paraje en el momento de producirse aquél. Se ha aducido por la 
empresa dwuandada el argumento de que parece inverosímil 
que habiéndose detenido el tren en las estaciones cRei*olcta>y 
■Palenno» no hubiese sido visto Sansi, cuya postura en el mi- 
riñaque tenía forzosamente que llamar la atención. 

Admitiendo la afirmación de que este tren haya parado eu 
las estaciones indicadas, no obstante que según el itinerario li- 
jado por la empresa sólo se detiene previo aviso de los pasaje- 
ros que deseen descender en ellas, y dada, por otra parte, la 
hora avanzada en que corría, necesariamente debemos admitir 
tomo más verosímil la posibilidad deque la víctima pudo pu- 
Bar desapercibida. Corrobora esta opinión el hecln> misino de 
no haber sido visto Sansi cuando llegó el tren á Belyr¡ino, pues- 
to que el guardavía Antonio Lucero que se hallaba de servicio 
en la esquina de la calle Juramento, dice: c que oró un grito 
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antos de que parara la máquina, no dándole importancia por 
creer que se trataba de algún beodo que vhijaba en los vagones, 
y que al darse la señal de que el tren podía partir, cotHó Vi- 
cia adelante reconociendo después de un segundo grito, la exis- 
tencia de una persona sobre el miriñaque, dando inmediata- 
mente aviso para que no siguiera la máquina. 

Si el jeíede la estación, ni el maquinista, ni él foguista, ral 
nadie, sabía que había un hombre en el miriñaque de lamíi- 
quina. 

Estos son hechos que se imponen para demostrar la inconsis- 
tencia del argumento de la empresa. 

Viene, por último, la absolución deposiciones del actor, cu- 
yo análisis en innecesario porque ellas no traen al juicio ele- 
mentoa que puedan tenerse en cuenta y que favoresea» á los 
propósitos de la empresa demandada. 

4- Que de la prueba producida *urge la responsabilidad que 
el hecho genera ior de la demanda lia creado para la empresa 
U\ Ferrocarril Central Argentino, ha habido transgresión de 
las leyes y reglamentos que rigen la materia, tales t omo la 
obligación que les impone el inciso 5* del ¡míenlo *° de la ley 
sobre terrooiirriles nacionales, respecto de la guarda y ti servi- 
do de las barreras en los pasos á nivel. 

El artículo 53 de la citada ley establece que las empresas se- 
rán directamente responsabíes de los perjuicios ocasionados por 
culpa ¿negligencia de sus empleados ; y si rigurosas son las pe- 
nas pecuniarias que estatuyen los reglamentos por infracciones 
á lasprescripeiones de la ley, con cuanta más raion no lo serán 
las que deban aplicarse con relación á la seguridad de las per- 
sonas. 

En el presente caso, es coielnyente la prueba producida, y 
demuestra incontestablemente la responsabilidad déla emprea* 
demandada . 

5« Que con arreglo al artículo 53 antes citado, y á las riispo- 
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sieiones conten i das en los artículos HO0, H13 y 1122 del Có- 
digo Civil, corresponde determinar el monto de la indemni- 
zación, que es la consecuencia de la responsabilidad civil de la 
empresa, por el hecho ilícito que se le imputa, artículu 1083 
del rilado código. 

6 o Que si bien no se ha comprobado en el caso sub-judiee 
- perjuicios reclamados por el actor, extremo éste en gi-neral exi- 
gido por la ley y La jurisprudencia constante de la Suprema 
Curte, tal demostración no es absolutamente necesaria, desiie 
que la» constancias de autos y especialmente los informes mé- 
dicos de fojas 16 vuelta y 40, determinan la naturaleza, clase 
y gravedad de las lesiones causadas á Sanai, así como el tiempo 
más ó menos remotn que requirirá su curación radical, todo lo 
que cou tribuye á formar exacto criterio judicial para apreciar, 
en justicia, la extensión del perjuicio realmente recibido, desde 
que dichas lesiones to han dejado en condiciones desfavorables 
para el ejercicio de su trabajo habitual. 

l'or estos fundamentos y concordantes del alegato de foja 86, 
fallo: Condenando á la empresa del Ferrocarril Central Arpen- 
tino, al pago de la suma de HOOO mil pesos moneda nacional 
por vía de toda indemnización de daño* y perjuicios cau*ados á 
don Estanislao Sansi, cuyo pago deberá verificarse en el térmi- 
no de diez días de notificada esla resolución, así como también 
las costas del juicio que se declaran ser i cargo de la referida 
empresa. 

Xotifíquese con el original y repónganse los sellos. 

t gust in lirdinarrain, 

■ 
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Itiifnos Aires. Octubre 15 de 1888. 

Vistos y considerando; Que las constancias di- autos acre- 
ditan legalmente lus extremos de la demanda, en cuanto al lu- 
gar y la manera como el hecho que uiotifa estos autos se ha 
producida. 

Que si bien el artículo mil ciento tres del Código Civil esta- 
blece que después de ia absolución del acusado, no se podráale- 
gar en el juicio civil la existencia de) hecho principal, esta 
disposición es inaplicable al sobreseimiento definitivo ordena- 
do por el juez de interacción criminal, después del sumario de 
policía, por cuanto ao ha habido juicio en que el acusado haya 
sido absuelto. 

Que siendo equitativa la suma fijada por la sentencia por in- 
demnización, uo hay motivo para reformarla. 

Por estos fundamento? y los de la sentencia apelada dé foja 
cien, se confirma ésta ; debiendo las costas del recurso pagarse 
en el órden causado. 

Sotüiqutse con el original y repuestos los sellos devuél- 
vanse. 

BEfUAUi/ FU. — LUIS V. VARE- 
LA. — A.^EL BAIAH. — OCTAVIO 
BUINGE. — 'JAR E. TORHEHT. 
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lian ('itrios //. Itet/noUs contra Por ta lis (Hrts Carbañier 
tj vutnpatt'ta; sobre cobro dt* sobreestadíai 

Sumario. — Kl recibo por liquidación de lletos otorgait o des- 
pata de concluida la descarga, siti reserva respecto de sobres- 
tadías, hace presumir que luí quedado chance ladi toda deuda 
procedente del contrato de lleiamento. 

Vaso. — Resulta del 



Wmlim del Jims Welarwl 

UuojiOá Aires, Agosto 'M de 1891. 

Y vistos los presentes autos iniciados por el procurador don 
Juan rant en representación de don CárlosH. Reynolds cesio- 
nario de los derechos del i-apitande) buque inglés «Candidato» 
den Guillermo Sharp contra los señores Portalis f reres Carbcaier 
y compañía per '-obro de 229 libras esterlinas con 10 chelii^ 
procedente de sobrestadías, 

Ke-uiUa : S''gun 1<> alegado por el actor % no contestando por 
los demandados. 

1" Que el capitán Sharp trajo en su expresado buque un 
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completo cargamento de mercaderías legales para entregar en 
el Puerto de la Boca del RhicHuelo á la consignación de los de- 
mandados, bajo bs cláusulas y condicionen estipuladas en el 
contrato de filamento acompañado á foja.,, con su correspon- 
diente versión al idioma nacional (foja 4). 

2 n Que ti t Candidate • llegó á la rada de Buenos Airen el 
día 7 de Noviembre de 1889 j entró al Riachuelo el 14 del mis- 
mo, después d^ dar la correspondiente entrad:! en ta aduana, 
atracando ¡il mutile designado por los consignatarios el dia 16, 
desde cuyo momento quedó listo para entregar la carga Jo Que 
les comunicó el mismo dfa por escrito, de suerte que di- Dieron 
dar principio a la descarga el dia 18, de acuerdo & lo estipula- 
do en lapólizade (k-turaento. 

3° Que dicha operación quedó terminada el 16 de Enero de 
1800, por cuja razón el capitán reclama la indemnización cor- 
rrespondienteá 18 dia* de demora, á razón de 4 peniques dia- 
rios por tonelada de registro sobre 765 toneladas que asigna al 
buque la póliza de fletamento, lo que constituye justamente la 
sum» demandada no obstante haber alcanzado dicha demora á 
23 di as, calculando que la descarga debió efectuarse á razón di' 
no menos de 10 toneladas por dfa hábil en conformidad á los 
usos de este puerto, de modo que para desoargar las 1200 tone- 
ladas que constituían al cargamento del buque debían emplear- 
se 30 días hábiles los que vencieron el 24 de Diciembre según 
el cómputo de la Prefectura Marítima contenido en el informe 
de foja 0. 

Que los demandados oponen como defensa contra la acción 
deducida: 

!• Que por el documento acompañado á Toja 16 el Capitán 
Sbarp les había otorgado formal recibo por 692 pesos oro sella- 
do oon 36 centavos por liquidación de flete, el cual importa la 
mas formal carta de pago por todas las obligaciones emanadas 
del contrato de fletameuto según ley y jurisprudencia, demos- 
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trando así que las estadías 6 do fueron causadas ó están in- 
cluidas en dicho recibo, cuya excepción podrían oponer al cesio- 
nario de l capitán Sharp por no haberles sido notificada la cesión. 

2" Que la deuda que se reclama jamás había existido por no 
haberse devengado las sobreestadías por culpa de los recibido- 
res, sino del capitán que sólo tenía á bordo dos ó tres hombn s 
de tripulación y unos malos estiradoTe* que no sabían entregar 
la carga, dando lugar á que protestaran contra el proceder del 
Capitán con fecha 4 de Diciembre, como lo hicieron también los 
señores Man mus y Lindero por demoras & sus lanchas mis ó 
menos en la misma fecha. 

Y considerando: 1° Que según cláusula expresa del contrato 
de flet amento con referencia á los conocimientos de embarque 
la mercadería debería ser entregada con toda prontitud ratona- 
ble, diciendo los consignatarios estar listos para recibirlas, 
denti de l*s t8 horas d. spues de haber empelado el baque í 
descargar, de donde se deduce que aquellos deben emplear la 
minina prontitud razonable para recibirla, que el capitán j ira 
entregarla conformándose á los usos del puerto ya que no se de- 
terminó expresamente el término medio de toneladas qu<< de- 
bieran extraer por día. 

2* Que tratándose de una descarga efectuada en el Puerto del 
Hiachueln, estando el buque atracado a un muelle, no es exage- 
rado calcular ese térmiuo medio en 40 toneladas, tanto más 
cuanto que los demandador no b&n hecho objeción alguna al 
respecto loque autoriza á tenerla por conforme * con tus cálcu- 
los del actor de acuerdo á lo dispuesto en el artfuulo8tt de ta 
ley nacional de Procedimientos ; así como respecto al día en 
que concluyó la descarga y al número de días hábiles trascurri- 
dos hasta entonces desde que se principió, porque tampoco lian 
hecho alguna en su contestación á la demanda, debiendo por 
consiguiente tenerse por cierto y probado que el buque fué re- 
tenido con carga á bordo no menos de 18 días además de los 
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que eran necesarios para descargar con toda prontitud mn- 
nuble. 

3° Que de ta prueba rendida por los demandados no resulta 
justificado con aquella evidencia que autoriza á fundar un fallo 
judicial, que la demora sea imputable al buque « Candidute » , 
pues sólo uno de los testigos presentados manifiesta constarle 
que la tripulación del referido buque se componía de dos ó tres 
hombres, lo quces inverosímil tratándose de un buque del porte 
de aquel, y.rtcien entrado al puerto, cuando por otra parte 110 
se lia insinuado ta concurrencia de alguna circunstancia ex- 
traordinaria como deserción, peste, etc., que explique esa falta 
de tripulación. Pero aun siendo ella cierta el actor ha probado 
que el capitán tenía además de sus tripulantes una cuadrilla de 
es t i radórea para efectuar la entrega cuy i existencia reconocen 
los mismos demand antes t lo que induce á establecer, en defecto 
de todu otra prueba que la demora no puede atribuirse d falta 
fíe elementos del buque. 

4 Que si bien es cierto, según resulta del testimonio de foja 
42 y f<>ja 44, que tanto los demandados como los señorea Mau- 
mus y líodero protestaran con fecha 4 y 5 de Diciembre, por 
la lentitud con el capitán Sharp hacía la entrega de la earga 
y diíicultades que oponía, aparte de que por sí mismas las pro- 
testas no constituyen prueba legal de los bechos sobre que 
Tersan debe observarse en primer Lugar n,ue dichas protestas 
fueron hechas después que el capitán formulé lo que expresa 
el testimonio de foja 4 imputando ta demora á los recibidores 
apareciendo entúnces aquellas protestas como determinadas, por 
ésta y por los hechos lirismos* que ellas mencionan, y en segun- 
do lugar, que ambas se refieren á la misma cosa, comprendien- 
do una pequeña partida de carbón que eu ningún caso ba podido 
ser causa eficiente de toda la demora sufrida por el buque, oir- 
ounstancias que desvirtúan considerablemente la importancia 
de las referidas protestas en relacícn al punto en cuestión. 
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Que en torios los negocio» comerciales marítin.os el tiempo es 
un elemento de gran valor é importancia, do donde s<- ha deri- 
vado la regla sin necesidad de estipulación expresa, cuando de 
fletameiitos se tratft, que el fletante debe cargar y deseargar con 
toda razonable actividad, debiendo el capitán ó fletador darle 
todas laa facultades razonables, J que la omisión de cualquiera 
déla» partes en el cumplimiento de estas obligaciones autoriza 
a la pai te perjudicada á reclamar la indemnización del perjuicio 
pausado, 

Ahora bien, el demandante lia probado que tenia los elemen- 
tos nei'esarioa para efectuarla entrega con razonable facilidad, 
contra lo afirmado por los demandados quienes á su vez no han 
presentado prueba Jegai bastante para establecer la culpabilidad 
del capitán, de donde se deduce que las demoras deben imputarle 
á aquellos, como lo establean los testimonios de foja> 38 y 39. 

Que el reciba de foja 16 presentad" por los demandados y 
cuya autenticidad se ha comprobado por el informe pericial de 
luja... no puede interpretarse: como que comprende U chancela- 
ción ó pago de las obligaciones procedentes de la demora, 
puesto que los demandados han negado que se haya producido 
pnr su culpa de donde se inliereque al chaneelar el contrato de 
lletamento no han podido tomaren consideración un capítulo 
de obligaciones cuya existencia no reconocían y por consiguien- 
te la presunción .i que se reliere el articulo 934 del Código de 
Comercio tiene que ceder ante la evidencia en contrario puesto 
que no se trata de una presunción juris etth jure como se deno- 
mina en derecho aquella que no admito prueba en eontrario. 

Por estos fundamentos y los del f se rito de foja... fallo con- 
donando á los señ ¡res Portalis fríares y rompañfa á pagar den- 
tro de diez (lias la suma de 229 libras esterlinas con 10 cheli- 
nes, cun más los intereses y matas del juicio. Notifíquese con el 
original. 

Virgilio M. Tedin. 
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Hurnos Aire», ur.lubre 1K di- 18ÍÍM. 

Vistos y considerando: Que s< £im sí- expresa en la demanda, 
el buque «Catididate • termino su descargad díecistisde Ene- 
ru de mil ochocientos noventa. 

Que por «l mérito del recibo de foja dieciseis cuya autentici- 
dad se ha rom probado, lo que se reconoce uur el di-mandante en 
las actuaciones ante esta Suprema Corte, consta que el veinte 
del citado mes de Enero el capitán del f Candidato * recibió de 
los demandados la suma de seiscientos noventa y dos pesos cin- 
cuenta y seis centavos oro áellado por liquidación del flete en 
la cuenta con el buque. 

Que ese recibo dado sin reserva alguna respecto de las so- 
brestadías que se demandan en este juicio, otorgado como ha 
rido cuatro días después de concluida Ja descarga, hace de 
pertinente aplicación alcasu lo dispuesto por el artículo nueve- 
ciento- treinta y cuatro del Código de Comercio vigente enton- 
ces, debiendo, en consecuencia, presumirse que el recibo com- 
prende toda deuda por causa anterior proveniente del contrato 
de flotamento, desde que no hay prueba en contrario. 

Que esa presunción tiene tanta más fuerza en el csso pre- 
sente, cuanto que con fecha tres y cuatro de Diciembre de rail 
ochocientos noventa, ó sea, durante la descarga del buque los 
interesados habían protestado respectivamente atribuyéndose 
responsabilidades por la demora en la descarga, lo que induce 
á creer que cuando se otorgó e) recibo al capitán j los carga- 
dores habían abandonado toda pretensión e* el sentido de im- 
putarse las consecuencias del retardo; á lo iue se agrega que la 
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prueba producida no da luí suficiente para hace* recaer sobre 
el cardador dichas consecuencias , 

Por estos fundamentos y de acuerdo oon la jurisprudencia de 
esta Suprema Corte en caaos análogos, se revoca la sentencia 
apelada de foja setenta y siete, absolviéndose al demandado de 
la demanda interpuesta. Notifiques** con el original y repuestos 
los sellos devuélvase. 

BtlUAMin PAZ. — LUIS V. VARELA, 
— ABEL BASAN. — OCTAVIO 
BUHGI. — JCAft E. TOHR.ERT. 
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Don Nicanor Llano contra don Carlos Barrito 
sohre cobro de pesos 

Sumario. — Consentida por el actor la sentencia que con- 
dena al demandado al pago de una suma de menor cuantía, 
no procede el recurso de apelación que éste interponga, y si no 
se han expresarlo l ia causas de nulidad al interponerse el de 
nuli'* d, tampoco procede éste» 

Caso. — Lo eiplici el 




Corriente Si Agosto 11 de 1891. 

VUt'is: estos autos iniciados y seguidos por don Nicanor 
Llano contra don Carlos Barreto, por cobro de cantidad de 
pesos, 

T resultando: I a Que el demandante dice haber Tendido á 
Bárrelo dos caballos, una montura con todm bus accesorios y 
dos espadas de acero, por la suma de G£5 pesos moneda nacio- 
nal, debiendo éste hacerte el pago cuando él le hiriera entrega 
délo Tendido ; que él hizo entrega de las cosas Tendidas, pero 
íjue Barreto no pagó el precio por carecer de fondos, confinien- 
do entonces prorogar el ptaio para el pago por unos* días más: 
que vencido el nuefo plazo entregó i cuenta 189 pesos, quedan- 
do asi reducida la deuda á la cantidad de 435 pesos de la mis- 
ma moneda. 

2* Que negándose el demandado á satisfacerle dicho saldo, 
pedia al juagado to condenara al pago de la cantidad expresada, 
más los iuteroes corrientes • n plaia, los costos y costas del 
juicio. 

3° Que corrido traslado al demandado, contesta, exponiendo: 
Que siendo el demandante deudor de Tarias cuentas, le pidió 
las abonnra, prometiéndote en pago un anillo, un caballo y una 
montura vieja, por todo lo que debía darle hasta 400 peso - ; 
<jue las cuentas pagadas son las enumeradas en su escrito, y 
cuyos comprobantes corren de fojas 15 á las que montan á 
un total de 501 pesos moneda nacional, resultando así nn sal' 
río de 101 pesos con 64 centavos contra el demandante, por 
cura cantidad contrademanda al actor, pidiendo sea conde* 
nado i su entrega y en las costas del juicio. 
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4° Que corrido traslado al actor de la contrademandu, des- 
conoce la* partida» de la cuenta, referen tea h1 anillo, la manca 
y su ministros hechos á Eugenia (Jauna. 

Abierta la chum í prueba, s* produjeron por partí- del actor 
las que corren de Tejas 30 á 14 y por el demandado las ile fo- 
jas 45 á 52, c-iinio consta dei certificado del ¡secretario á fo- 
ja 63. 

Y considerando: I 4 Que la existencia del contrato de com- 
pra-venta, celebrado entre el demandante y el demandado está 
comprobada por la confesión propia de cada uno, manifestada 
en sus diferentes escritos. 

Los objetos Tendidos han sido entregados por Llano y 
recibid os por Barrcto según esas mismas confesiones. 

Que bubn ti n precio est i pulido y convenido por ellos tam- 
bién resulta evidente, desde luego: I o porgue el comprador 
Ofrece ni so carta ile foja % pagar la cantid i d« 400 pesos por 
los objetos vendidos y recibidos ya por él, desde el momento 
qot' ofrece devolver! os en caao nu fui»r.i aceptada aquella suma 
(Ü n páiraf» de la rarta de fuja2); porque ri precio ba empo- 
zado a pagarse en varias fonuaü, y:* entregando al vendedor di- 
nero efectivo, ya papando algunas [.lientas á cargo de éste, se- 
gún resulta de la carta de foja 14. 

Que este debe ser el precio de la venta porque es el ofrecido 
p ir el demandarlo en la carta de foja % presentada por el di - 
nim dante, fechada en et mismo mes que tuvo lugar la negocia- 
ción, A estar al escrito de la demanda de foja 8, y noel de 625 
pesos nacionales que cobra el demandante sin presentar prue- 
bas que lo justifiquen ni antecedentes qun lo determinen, y por- 
que en la duda debí- estarse á lo que sea roiís favorable aT obli- 
gado* 

Que sentado esto, falta solo averiguar para la solución de 
la contienda ú el comprador entrego todo el precio ó una parte, 
y en este caso, cuál es la cantidad que resta á deber. A este 
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respecto se tiene en la cuenta formulada por el mismo deman- 
dado eu su escrito de contestación á la demanda, las cantidades 
dadas en pago del precio de la renta. Las cuatro primeras par - 
tidas que hacen un total de 141 peso», son exactas, están com- 
probadas con la carta del actor de foja 14; la entrega de la ma- 
nea al comprador también esta probada (posiciones de foja 47) 
en las que si bien dice que la recibió en calidad de regalo, no 
ha probado ese aserto, prueba necesaria porque los regalos n» 
se presumen, sobre todo entre personas que contratan la com- 
pra-venta de efectos de esa naturaleza. Por consiguiente, deb« 
deducirse también del precio el valor de ese objeto 6 sea 60 pe- 
sos en que fué tasado por el perito Krnesto Hoffmann, foja 52, 
d<> acu«rdo de partes (acta de foja 48). 

Que en manto a la partida referente al anillo.no debe to- 
marse en consideración : 1° porque es evidente qne esa nllia- 
ja n<> estaba comprendida entre loa objetos vendidos por el de- 
mandante y recibidos por el demandado, pues la carta de 
éste de foja 2, donde confiesa haberse recibido ja de todas las 
cosas compradas, es de fecha muy anterior, próximamente un 
mes al recibo de foja 18. donde aparece rescatando del empeño 
la alhaja en cuestión por 210 pesos, lo que prueba que esa al- 
haja no formaba parte de ias cosas compradas en el mes de 
Mayo, época en que tuvo lugar la negociación, y 2* porque de 
las posiciones de Domingo Lorenzo de foja 49, r- Miltaque el 
demandado h/ quien empeiío'el anillo, y que él mismo ln res- 
cató posteriormente ; quiere decir entonces que esa alhaja no se 
toro en cuenta en el contrato de compra-venta, y, si se tuvo, el 
precio debió entregarse al vendedor y no ú Domingo Lorenzo 
que era ajeno al contrato celebrado entre el demandante y de* 
mandado. 

Luego, entonces, esa partida no debe tomarse en considera- 
ción. 

Que tampoco debe aceptarse la última partida formulada 
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en el escrito ele contentación á la demanda, ó sea la de 49 pesos 
con 86 centavos moneda nacional por suministros hechos por 
orden del demandante á Eugenia Gauna, porque tal urden del 
demandante no se ha presentado ni se ha probado de ninguna 
manera que el la hubiera sido dada t á pesar de la negativa de 
Ást«; y por el contrario se ha abandonado la testilicacion de la 
Gaona t propuesta por el demandado vomo testigo, foja 45, que 
hubiera arrojado tuda la luí necesaria sobre este punto. 

Que, por otra parte, el vendedor no na probado lia entrega 
de uno de los caballo» (el barroso) ni las espadas, paes las de- 
posiciones de los testigos de foja 40 á Toja 44, no son suficien- 
tes, uparte de que todos ellos lo sabeu por referencias y de 
oídas. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando al di mandad-i 
don Carlos Barreto al pago de Ja cantidad de 108 pesos con 
veintiri neo centavos monería nacional, como saldo del precio 
estipulado por los objetos comprados al demandante, pago que 
deberá vtr i Mearse en el plazo de diez días. 

Entregúese á Llano la manea que se encuentra depositada en 
secretaría . Las costas deberán pagarse en el orden causado y 
lis comunes por mitad. Hágase saber con el original y repón- 
ganse las fojas. 

E. ¿i. Lujamhio. 



i Rilt 4e I* Shimwsbsa 4 •#>!«• 

bueno* Aires, Octubre 1H de 1898. 

Vistos y considerando : Que el actor en su escrito de foja 
ocho ha demandado i don Cárlos Barreto por cobro déla canti- < 
dad de cuatrocientos treinta y cinco pesos con cincuenta centa- 
vos moneda nacional. ; 
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Qne seguido el juicio en toriis sos trámites, el inferior ha 
dictado la sentencia de Toja ciento cinco por la cual se condena 
al demandado Barreto ni pag*> de ciento noventa y ocho pesos 
con veinticinco centavos moneda nacional, 

Que el demandante ha consentido dicha sentencia quedando, 
enconae<uencia T reducido el monto dul asunto i la expresada 
cantidad de ciento noventa y ocho pesos con veinticinco centa- 
vos moneda nacional. 

Que el demandado ha deducido contra la misma sentencia Los 
recursos de nulidad y apelación. 

Que con arreglo al artículo doscientos treinta y ocho déla ley 
de piocedimientos al deducirse vn juicio ile mf ñor cuantía el 
recurso de nulidad el recurrente debe exponer las cansas de an- 
udad, disposición que se ha infringido en el caso, en el escrito 
dfl foja ciento quince, por el que interpone dicho recurso. 

Que aún preciad iend o de esta omisión, loa autos demuestran 
que tanta el procedimiento seguido en el juicio como la senten- 
cia en él pronunciada, se ajustan ú las prescripciones legales, las 
que han sido observadas en toda la sustanciaron de la causa. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar al recurso de nuli- 
dad ; y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo cuarto de la 
ley de jurisdicción y competencia de catorce de Setiembre de 
mil ochocientos sesenta y tres, se declara que no procede el de 
apelación. Devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante el 
inferior. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
- ABEL BASAN. — OCTAVIO B UN- 
GE.— JUAN E, TOPJBIHT. 
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CAUSA «:<:&€ VI II 



Don Juan Ignacio San Martín contra don.Mcolds lia ti», 

por cobro de pesos 

Sumario. — No probándose el fraude que el demandado opo- 
ne como excepción á la demanda, debe ¿¿te ser condenado al 
pago de la suma demandada. 



Caso. — Lo explica el 



* »"• M Sur* IMml 

General Acha, Moyo lt¡ úti 1898, 

Vistos: Don Juan Ignacio San Martin se presenta deman- 
dando á don Nicolás Ratto, por entrega de un dinero y expon*- ; 

Que el día 31 de Octubre de 1897, hiio una carrera con el 
señor Nicolás Ratto, cuyo díase corrió en el Hipódromo de 
esta capital, con los caballos alaxan, de propiedad del señor 
Ratto, y zaino overo, conocido por Cfaos Hala), propiedad de don 
IVdro Landó, siendo la apuesta de quinientos pesos nmoed.k Le- 
gal por cada parte y qne el juris lo componían los señores An- 
drés Mahlei, por Ja parte del demandante y don Ernesto Perei- 
ru por parte del demandado, y el tercero don Guillermo Boerr, 
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quienes dieron su fallo á favor del caballo Chos Malal v que el 
señor Nicolás Ratto no obstante el fallo del juna negó 4 p .- 
gar la apuesta por él perdida, protestando de la carrera y p¡- 
rfiend ) se deposite el dinero, loque Be hizo en poder del señor 
don Eduardo De Chapeaorouge, no sólo lo-; quinientos que le 
correspondían al demandado, amó también Ja parte del de 
mandante, Funda su acción en el reglamento especial de carre- 
ras en el que establece que el fallo del juris no tiene recurso 
alguno, por to que pide la entrega de los mil pesos que existea 
depositados en poder del señor Chapeauiouge y en caso de 
oposición del señor Ratto, daños, costas y costos» 

Corrido iruslado de la demanda, contesta don Arturo Castro 
con poder de don Nicolás Ratto y al mismo tiempo reconviene 
y dice: 

Que aunque loa antecedentes establecidos en el estrilo que 
contesta son en té&is general verídicos j exactos, ha tenido la 
parte demandante el cuidado de omitir detalles que son notoria- 
mente conocidos y de excusar la relación <h- los hechos y circuns- 
tancias que ha habido; agrega que la carrera de la referencia fué 
ajustada ver bal ni en te, estableciéndose en ese convenio todas las 
condiciones que se mencionan en el artículo 3" del reglamente- 
de carreras vigente eu ¡a provincia dt; Baeuos Aires j mandado 
observar en este territorio por decreto de ta gobernación oou 
fecho 16 de Enero de 1888. 

Que efectivamente se corrió la carrera el rifa que menciona 
el demandante y que el corredor del caballo de éste, empleó ar- 
tificios fraudulentos, que el reglamento de carreras lo prohibe, 
que al sacar ventaja el caballo del demandado, el corredor con- 
trario abandonó su lugar cargando su caballo sobre el de Rattu 
lo nuelo obligó á desalojar lo que le correspondía, llevándolo en 
esa situación basta los bordes de la cancha al extremo de llevar 
casi por delante los rayeros, colocados en la parte en que corrí i 
el caballo alaxan y dice que aunque hubiese pasado con alguna 
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ventaja el caballo Choa Mal al ha perdido la carrera, por el 
fraude y mal juego, ejecutado por el corredor; por loque pedía 
que en definitiva ordene sea rechazada la demanda con costas 
y se le entregue el dinero á su mandante. Se corre traslado de 
la reconvención interpuesta por el demandando al demandante 
quien contestó y dice : 

Que el demandado conliesa expresamente que la carrera fué 
» justada tfe conformidad al articulo 3 del reglamento d. carre- 
ras, como también que los arbitros uorabrados fallaron á favor 
del caballo Choa Mala! y que el juris fué compuesto de acuerdo 
con el demandado y que dic ho juris como lo manifiesta el de- 
mandado díó su fallo á favor del caballo del demandante y que 
no es el sen^r Ratto quien tiene que ver después de fallada \>> r 
el juris, si éste ha obrado mal 6 bien, por lo que pide ge ordene 
en delinitivase le entregue el dinero con especial condenación 
en cnstas. St* abre la causa á prueba, la que no se produce por 
ninguna de las partes, y el juzgado llama autos. 

Y considerando: Que el caso deque se trata se hulla com- 
prendido entre los juegos lícitos dando por din siguiente accinu 
al ganador para reclamar judicialmente lo ganado, artículo 9055, 
Código Civil, que la ahí litación del demandante de haber gana* 
dota carrera el caballo de su pertenencia no ha sido negada por 
el demandado en su escrito de contestación ¡i ta demanda y de 
reconvención, limitándose éstt ;í alegar á sil favor la circuns- 
tancia de que la carrera en cuestión ba sido ganada debido á 
los artificios fraudulentos empleados por el corrednr del señor 
San Martín; 

Que importando la última circunstancia á que se hace men- 
ción en el considerando anterior una eicepcion, la prueba de 
ésta corresponde al que la invoca ó sea el demandado. 

Que tal prueba no se ha producido en este caso seguu resulta 
del certificado del actuario corriente á Toja... Forestas consi- 
deraciones, juzgando definitivamente, fallo condenando al señor 
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Nicolás Ratto á pagar al se ñor Juan Ignacio Saa Martín la 
suma de quinientos pesos moneda nacional, con más las costas 
del presente juicio. Hádase saber con el original, inscríbase en 
el libro respectivo y repuestos que sean Los sellos archívese este 
expediente en su oportunidad debida. 

Asi lo pronuncio, mando y firmo n el salón do mi despacho, 
en General Aeba á 46 días del mes de Mayo de 1898. 

B. J. tiettran. 

Ante mí: 

Ha masco. 



Buenos Aires, Octubre 1» de 

Vistos y considerando : Que el demandado no ha probado 
que realmente haya existido el fraude que alegó al contestar 
la demanda, como fundamento para resistir al pago de la canti- 
dad demandada. 

Por esto y por sus fundamentos se continua, con costas la 
semencia apelada de foja veintiuna vuelta. Repuestos loa sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— JUAN E. TOftREAT. 



t. L1IT 



434 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Don Antonio Samaniego contra don Clemente I) Ávarrier por 
desalojo y competencia ; soore apelación denegada de resolu- 
ción de tos tribunales ordinarios. 

Sumario, — Es apelable para ante la Snpreina Corte el auto 
por el cual los Tribunales ordinarios no bucen lugar á la excep- 
ción de incompetencia y al reconocimiento del fuero federal, f un • 
dado en la distinta nacionalidad délas partea; piro debe confir- 
marse, si el extranjero ha demandado ante ellos al argentino. 



Caso. — Resulta del fallo de la Suprema Corte. 



VISTA DEL BEftOH PROCURADOR GENBHAL 

Buenos Aires, Octubre 17 de 1898. 

Suprema Corte : 

Se ha invocado por el demandado la ley del Congreso que esta- 
bleció la jurisdicción nacional ; y la decisión ha sido contraria 
á la jurisprudencia de excepción que inrocaba el amparo de 
aquel lu ley. El recurso para ante V, E. procedería entonce-, 
oon.sujeciou a* lo dispuesto por el artículo 14, inciso 3 a , de la 
ley sobre competencia nacional. 

Aun en tal caso, la incompetencia de la jurisdicción federal, 
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resultaría incontestable, por tratarse de una cuestión en que 
el demandante extranjero, según las referencias de autos, re- 
nuncia al fuero federal, para ocurrir á la jurisdioion común en 
mérito de lo dispuesto en el inciso 4', del artículo 14 de la lej 
nar ional citada. 

Procedería en consecuencia que V. E. se sirviera declarar 
mal denegado el recurso instaurado contra el auto que declaró 
su improcedencia ; y atenta la naturaleza sumaria de ta causa 
por desalojo y lo dispuesto en artículo 10 de Ja ley sobre com- 
petencia nacional, confirmar el auto recurrido de foja 8, en 
cuanto declara incompetente el fuero federal en el caso. 

Sabiniano Jfter. 



Buenos Airei, üclubr*; 20 di 1898. 

Vistos y considerando: Que eo el juicio de desalojo iniciado 
por don Antonio Satna niego contra don Clemente D'Avarrier 
se ha cuestionado la inteligencia del inciso segundo, artfcolu 
segundo, de la ley de jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales federales, siendo la resolución contraría al pri? ilegio que 
se funda en dicha cláusula, lo que bace que el casóse encuen- 
tre comprendido en el inciso octavo, del artículo catorce de la 
ley, y por consiguiente* sea procedente el recurso que dicha 
disposición autoriza. 

Por ésto se declara mal denegado el recurso interpuesto con- 
cediéndosele en relación. 

T considerando : en cuanto á la apelación que la jurisdicciun 
federal, cuando se funda en la distinta nacionalidad 6 vecindad 
no es privativa. 
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Qjf tratándose eo el caso sub-judice de ana demanda inicia- 
da por un extranjero anta lo* tribunales locales contra un ve- 
cino de ta capital federal, según se establece en la senieac<a 
de foja ocho, ta jurisdicción ka sido prorrogada por quien po- 
día hacerlo según lo establecido en el articulo doce, inciso cuar- 
to, de la ley de jurisdicción y competencia, sin que pueda invo- 
carse por el demandado un privilegio de que carece. 

Por ésto y de acuerdo con el señor procurador genera!, se 
confirmad auto de foja ocfao en cuanto declara improcedente 
la excepción de incompetencia. Agregúense á los autos principa- 
les, y repuestos los sellos devuélvanse, pudiendo not-6ca'se con 
el original. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZA*. 
— OCTAVIO ECNCfc. — *ÜAS E. 
TOBBENT. 



4'AUHA CCC: 



La empresa del ferrocarril del Oesíe contra la Provincia 
de Buenos Áiros; ¿obre dañas y per jumos 

Stimario. — La acción de indemnización por eviccioa sufrida 
por acto del poder ejecutivo no puede prosperar, si no se prue- 
ba que éste ha procedido haciendo valer un derecho preeii^enie 
á la adquisición, ó una prohibición anterior que estaba encar- 
gado de declarar 6 hacer respetar, y en cuja virtud habría po- 
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Sido ejercer acoíooes judiciales y obtener sentencia condenato- 
ria contia el adquirente. 



Caso. — Lo explica el 



Falla a"« la Carta 

Buhóos Aires, Octubre 20 de 1898. 

Vistos : Resulta : Don Marcelo T. líoach se presentó auti; 
esta Suprema CoTte en representación de U empresa del Ferro- 
carril del Oeste, exponiendo: 

Que según la escritura que acompaña, la Provincia de Bue- 
nos Aires vendió a perpetuidad á la empresa que representa, sus 
líneas y empresa de ferrocarriles con todos sus terrenos y en- 
seres du explotación y construcción con arreglo al inventario 
practicado por decreto de primero de Octubre de mil ochocien- 
tos ochenta y nuere, por el precio de cuarenta y un millones de 
pfsus oro» 

La Provincia puso á la empresa en posesión de las lineas y 
todos sus anexos y accesorios y se obligó á traspasarle todos los 
títulos do dominio, posesión 6 de cualquiera otra naturaleza que 
tuviese sobre los terrenos ocupados por las vías, estaciones, etc., 
de manera que el comprador se sustituyó en todos los derechos 
que la provincia tenia ó podía tener sobre tales bienes. 

Formaban parte de la venta los dos ramales que partían do 
la estación Once de Setiembre y llegaban á los muelles de las 
Catalinas y al Riachuelo de Barracas. 

Los derechos de propiedad de la provincia sobre estos ranvi- 
les se fundaban en que habían sido construidos por ella, en 
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virtud de un decreto de mil ochocientos sesenta y cinco y ley 
de la provincia de mil ochocientos sesenta y nueve. Por el artí- 
culo once de esta ley se dispone que la calle Centro América , 
por la que debía correr la línea á Catalinas, sea ensanchada 
hasta veinticinco metros y la provincia fipropió y compró va- 
rios terrenos á ese efecto. 

La ley de federalizacion del municipio de Buenos Aires dis- 
pone que la provincia mantendrá su administración y propie- 
dad de sus ferrocarriles y telégrafos, aunque empiece su arran- 
que en el municipio, conservando asimismo la propiedad de los 
bienes que tuviera en él . 

En mérito de estos títulos la empresa aceptó la venta de es- 
tos ramales en los que estaba incluido el uso á perpetuidad de 
la vía pública. 

Apenas puesta la empresa en posesiuu de las líneas, la muni- 
cipalidad de la Capital pidió al poder ejecutivo nacional se or- 
denara á la empresa levantar ambos ramales y así se resolvió á 
pesnr dé las protestas de la empresa deque illas h- habían sido 
vendidas püT la provincia, cuya propiedad había sido confir- 
mada por la ley nacional de federalizacion del municipio. 

No habiendo recurso contra este mandato, la empresa pro- 
testando publica y expresamente contra el decreto y dejando á 
salvo los derechos que desconoció para hacerlos valer en opor- 
tunidad, tuvo que cumplir la orden y se vió privada de la pose- 
sión y propiedad de ambos ramales. 

Los perjuicios causados á Ja empresa sun considerables, y 
bastará para apreciarlos hacer notar que se trata de los víncu- 
los de unión de toda lu red con los dos puertos de embarque, el 
Puerto Madero y el Riachuelo. 

La provincia, según el artículo primero del contrato, vendió 
á perpetuidad ia línea y empresa de los ferrocarriles, por la 
suma total de cuarenta y un millones de pesos oro, suma que 
representa el valor intrínseco de las líneas obras de arte y tren 
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rodante que según el inventario y tasación que. sirvió de base 
aioanió íun total de treinta y ocho millones ochocientos ochen- 
ta y seis mil doscientos noventa pesos moneda nacional oro, 
más la suma de cinco mi i lunes ciento doce mil setecientos pe- 
sos moneda nacional oro que representa el valor de la empresa 
comercial, ó sea un veinte por ciento sobre el valor intrínseco. 

En dichos inventarios figuran los dos ramales expresarlos que 
con el veinte por ciento eipresado forman un tctal de setecien- 
tos un mil rittnto sesenta y ocho pesos. 

A esta suma hay que ay regar las mejoras hechas por ta em- 
presa y que deducir el valor de los materiales y terrenos que han 
quedado en poder de la empresa, y por último, agregar tam- 
bién, como perjuicio inmediato, las sumas que, tuvo que inver- 
tir en la construcción de nuevos ramales que debían reempla- 
zar á los levantados, resultando un total de un millón cuatro 
mil trescientos treinta y un pesos oro que la provincia adeuda 
¡í la empresa por saneamiento de la venta de ambos ramales y 
perjuicios causados por la eviccion. 

La eviccion que ha sufrido la empresa por actos del poder 
ejecutivo nacional, fundados en derechos anteriores á la venta, 
y las obligaciones que dicha eviccion impone á la prouncia.es- 
Un regidos por los artículos dos mil noventa y tres, dos mil no- 
venta y cuatro, dos mil ciento diei y nueve, y dos mil ciento 
tiente del Código Civil. 

Por todo la expuesto demanda á la provincia por la suma in- 
dicada. 

Corrido traslado de la demanda, lo evacuóel representantede 
hi* provincia, diciendo: 

La ley de la provincia de Junio de mil ochocientos sesenta y 
nueve establece que en caso de venta del Ferrocarril del Oeste 
s.- incluirán por su justo precio las obras de que trata la pre- 
sente ley. 

La venta ha tenido lugar ysehahecho con inventario, pero 
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en éste no se ha fijado valor alguno á laa porciones de calle 
ocupadas por las diferentes vías, ni como propiedad ni como 
uso; si la provincia hubiese tenido la intención de vender las 
calles y su uso loa hubiera asignado un valor en el inven- 
tario. 

El poder ejecutivo sacó el ferrocarril á licitación bajo la ba- 
so del capital medio que resulta del inventario qoe se practicó 
al efecto, y acepto ad referendum la propuesta del señor An- 
derson. 

Ni en la ley que ordenó la venia, ni el decreto reglamenta- 
rio, niel contrato ad referendum, ni en la ley que lo aprobó, 
hay una sola palabra que dé á pensar que se haya vendido las 
calles ó el uso de ellas. £1 gobernador al extender la escritura 
no había podido alterar las condiciones del contrato ad referen- 
dum aprobad» por ley y de hecho no lo ha pretendido. Se de- 
clara que los terrenos comprendidos en el contrato son los que 
figuran eu los estados levantados por la comisión que practicó el 
inventario, agregados á la escritora. Estos terrenos se difíden 
en tres categorías : primera, terrenos en que la provincia tiene 
dominio absoluto; segunda, terrenos donados á la provincia; j 
tercera, terrenos un que la provincia tiene derechos de pose- 
sión. 

En la escritura se dioe que la empresa pagará el precio de 
los terrenos comprendidos en la segunda categoría y que en 
cuanto a ios de U tercera categoría, el gobierno no garante la 
evicciou de la propiedad sino los derechos de posesión. 

Se ve que ni por asomóse venden las calles 6 el uso de ellas. 

El inventario del ramal del Riacnuelo comprende una partíriu 
pur terrenos especiales según su valor actual, pero son terrenos 
de particulares que han quedado en poder dé la empresa y que 
deben haber tomado mayor valor con la remoción de los rieles. 
El referente al ramal A Catalinas que está todo construido »•» 
calles públicas no contiene ninguna partida de terrenos. No se 
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comprendí porque no se puso precio á la* calles ó á en uso, si 
se hubiese» vendido. 

Transcribe el decreto del poder ejecutivo nacional que orde- 
nó el levantamiento de los ramalea» y agrega: Que La empresa 
ha reconocido en las defensas que hizo en el espediente admi- 
nistrativo, que la nación podía mandar levantar los rieles en 
virtud de su dominio eminente y de facultades constitucionales, 
pero que ésto no podfa hacerse sin previa expropiación, no del 
terreno privado de (a empresa, que no se tocaba, ni del di la 
calle, que no le pertenecía, sino de la franquicia que ese tráfico 
en la ciudad importaba como bien inmaterial. La empresa sos- 
tuvo también que el poder competente para ordenar el cese de 
esa franquicia era el Congreso. 

Las mejoras que la empresa valúa en sumas tan exorbitan- 
tes las hizo cuando se examinaba si correspondía sacaT los rie- 
les y suprimir el tráfico. 

La empresa no se opuso á que se le expropiara gratuitamente 
ni entabló interdicto contra los que fueron á sacar sus rieles 6 
á detener sus trenes, siuú que recaída la ÓTden de levantamien- 
to celebró un convenio con la intendencia en el que sin inter- 
vención de la provincia admite levantar sus rieles en cambio 
de nuevas concesiones que se le hacen para establecer tos rama- 
les algunos kilómetros más afuera. No puede admitirse, en el 
supuesto de que fuera injusta la rusolucion del poder ejecutivo, 
que ésta no tuviera remedio después de tal convenio. 

En los antecedentes del contrato no se hace referencia a la 
ev ice ion, es sólo en U escritura donde se establece. 

En la doctrina, la evieci m no s<í entendía si fió cuando la d es- 
posesión era ordenada por los jueces, ni había responsabilidad 
cuando la despo^esiou había tenido lugar por un acto del prín- 
cipe ó por sentencia injusta. l"o enajenante no debe respon- 
derpor el acto injusto de los poderes políticos, máxime sí fué 
llevado ¿ cabo por aquél de ellos que no tiene competencia pa- 
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ra ordenarlo, «orno en el expediente administrativo lo sostuvo 
la misma «apresa. No es justo que Be demande ú Iti proTincia 
por daños 5 perjuicios causados por un acto del poder ejecutivo 
nacional que la misma demanda culi Boa de injusticia. 

La «vice ion debe fundarse en que el tercero que la causó se 
apoya en on derecho preexistente á la entrega, que dehesar un 
derecho real según lo ha resuelto la Cámara de lo Civil. Si el 
poder ejecutivo prohibe á la empresa que tenga rieles y corra 
trenes tanto en las callea como en aus terrenos propios, lo hace 
in virtud de sus facultades constitucionales, como jefe del mu- 
nicipio, y nu en ejercicio de un derecho real, £1 acto de los po- 
deres públicos está en esos casos fuera del derecho civil . 

La eviccion de saneamiento supone un vicio en el derecho 
trasmitido, pero las medidas de la autoridad 6 los cambios de 
U gistacion no pueden ser imputables ¡i los enajenantes. 

El enajenante no responde de lo que no está en su mano 
evitar, y con mayor ra&on cuando el c un trato ad referendum, 
ni la ley que lo aprobó no coatienen estipulación ríe eviccion. 

La supresión de trenes en las calles era un peligro conocido, 
pues ya en anos anteriores ta provincia ordenó que su propio 
Ferrocarril del Oeste se retirara hasta el Once de Setiembre, y 
siendo conocido del adquirentc un peligro, no responde de la 
eviccion el enajenante (artículo dos mil ciento seis del Código 
Civil). 

El goberuador pudo dar al contrato- iey la forma de escritura 
pública, pero no responsabilizar á la provincia por nuevas obli- 
gaciones ; y no hablándose de eviccion en los antecedentes del 
contrato no |>ud o obligar á la provincia á la eviccion, sino en 
los casos en que ella se d*be siu convenio expreso. Si la legis- 
latura podía obligar á la provincia á responder que ta nación no 
liaría uso de facultades que versan sobre el órden público. Bas- 
ta leer la escritura para ver que el señor gobernador no ba ha- 
blado de semejante responsabilidad y que se exceptúa de la 
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e ficción ¡os ter renos mismo* de propiedad particular cuyos tí- 
tulos do se tenía ú de los que solóse tenía posesión. 

Ai terminar su contestación, el representante de la provin- 
cia discute la importancia de la sama cobrada, y observa que 
propiamente La empresa no ha sido desposeída* sino que celebró 
con la municipalidad el convenio ya recordado por el cual se le 
ofrecieron nueras ventajas, que la municipalidad le dio ella 
misma y que obtuvo del Congreso para la empresa. 

Pide que oportunamente se absuelva á la provincia de Bue- 
nos Aires. 

Llamados autos, se presentaron ambas partes, expresando: 
que habían convenido en limitar la cuestión á resolverse por la 
Suprema Corte, á la declaración de ij la provincia de Buenos 
Aires está obligada al saneamiento por la eviceion parcial ale- 
gada por la empresa y en caso de ser la resolución adversa á Ja 
provincia, someter a árbitros las cuestiones ulteriores sobre 
existencia y cuantía de los daños y perjuicios. 

Oídas nuevamente las paites, se llamó autos, quedando la 
eausa en estado de sentencia. 

Y considerando: Que -s un beclio fuera de cuestión, asenti- 
do por las partes y plenamente comprobado por los instrumen- 
tos respectivos, que la prorincia de Buenos Aires vendió á fa- 
vor de la empresa demandante el ferrocarril denominado del 
Oeste, que hasta ese momento fué de la propiedad del enaje- 
ríante y pasó a la del adquirenteen virtud del contratode com- 
pra-venU eipresado y tradición hecha en cumplimiento del 
mismo. 

Que está también averiguado que formaban parte de la lí- 
nea enajenada los ramales á que esta cuestión se refiere, los 
que siendo integrantes del todo, estaban como el reato explo- 
tados por la provincia hasta el instante do la transferencia 
consentida y operada á favor déla citada empresa continuándo- 
se por esta su explotación. 
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Que ese estado de las cosas mantenido hasta el veintidós de 
Agosto de mil ochocientos noventa y tres como se dice en Ja 
demanda ó sea más de tres años después de la venta hecha por 
la provincia, ha sida alterado por el acto del poder ejecutivo 
nacional que dispuso el levantamiento de la línea en tos dos ra- 
males que motivan el litigio, según se demuestra por el decreto 
del veintidós de Junto de mil ochocientos noventa y tres, que 
corre á foja ciento cincuenta y ocho del expediente adminis- 
trativo. 

Que en virtud de use decreto se levantaron los rieles, sesen- 
ta días después, en lo* ramales de referencia, quedándola era- 
pma desposeída de esas partes de la linea comprada. 

Que estos antecedentes han servido de fundamento, en el he- 
cho, ú la empresa compradora, para deducir la acción en juicio 
requiriendo que la provincia vendedora sea condenada al pago 
de las indemnizaciones correspondientes á la privación causada 
por el mencionado acto del poder ejecutivo nacional, habiéndo- 
se limitado por las partes (convenio de foja ciento veinte y nue- 
ve) la materia del pleito á resolver, la cuestión relativa á si la 
provincia está sometida á las responsabilidades que la eviccion 
comporta en relación al vendedor, por razón de la obligación de 
garantía queentm en los efectos naturales de la venta. 

Que, aunque en general, la eviccion presupone juicio? sen- 
tencia que prive al vencido de un derecho transferido, esa re- 
gla tístá sometida á limitaciones legaios, éntrelas que se cuenta 
el caso en que sea un acto del poder legislativo ó del poder eje- 
cutivo el que traiga la privación, según lo dispone el artículo 
dos mil noventa y cuatro del Código Civil, surgiendo de ese ac- 
to la facultad en el adquirente de ejercitar las acciones contra 
e' enajenante á que la eviccion da lugar. 

Qu<', por tanto, y siendo el levantamiento de los rieles en los 
Tamales del pleito el resultado de un acto del poder ejecutivo 
nacional t la empresa demandante ha podido deducir contra la 
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provincia demandada las acciones i ojie da logar la evioí;iou,si 
derechos tiene para responsabilizar al enajenante por las con- 
sec cencías tle dicho acto. 

Que es de doctrina común, amparada por «1 artículo dos 
mil noventa y uno y concordantes del Código Civil, que las res- 
ponsabilidades del enajenante, por razón de la eviccion, nece- 
sitan, civmo antecedente, que el adquirente haya sido privado 
del derecho qne se le trasmitió, 6 sufriese ana turbación de 
derecho en la propiedad, goce, ó posesión de la cosa por causa 
anterior ó contemporánea á la adquisición. 

Que confirmando e¡»e principio t el citado artículo dos mil no- 
venta y cuatro dice que habrá tugar i la eviccion. cuando un 
acto del poder legislativo 6 del poder ejecutivo privase al adqni- 
rente eo virtud de un derecho preexistente; y que no bab = i lu- 
gar si el acloque trae ia privación del derecho no fuese funda- 
do sobre un derecho preexistente, ó sobre una prohibición aaie- 
ríor, que pertenezca al soberano declarar ó hacer respetar. 

Que, en consecuencia, ta acción de la empresa contra la pro- 
vincia de Buenos Aires que se debate en esta causa, no puede 
prosperar, siuó a condición deque el poder ejecutivo n^ionai 
al ordenar y bacer efectivo el levantamiento de los rieles baya 
»b>ado en virtud de un derectio preexistente 6 de una prohibí- 
vlon anterior que estaba encargado de declara' ó hacer res- 
pi'tar. 

Que el actor no ha producido comprobamos que si /van á acre- 
ditar que el gobierno nacional hubiera podido hacer valer *?i 
juicio acciones coníía la empresa para c! levantamiento de los 
rieles, susceptibles de fundar una sentencia judicial condena- 
toria en el sentido de ordenar el levaotamienío, debiendo ob- 
servarse que ni siquiera ha expuesto beatos en que, en su pro- 
pio concepto, pudieian basarse esas acciones. 

Que si las constancias de autos no permiten dar por averi- 
guado que el poder ejecutivo nacional obró en viruid de un de- 
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reoho preexistente con relación al tiempo en que la provincia 
de Buenos Aires enajeno su ferrocarril, al desposeer a la em- 
presa de los dos ramales integrantes déla vía principal, hay que 
«conocer que tampoco contiene elementos demostrativos 'Jo 
qne obrara en virtud de una prohibición anterior, que tenia 
misión de declarar ó hacer respetar. 

Qne, entre tanto, según va se lia hecho constar invocan^ 
Iíir disposiciones legales pertinentes, el enajenante sólo garan- 
te los derechos que transfiere, contra Los ataques también de 
derecho que se funden en causa anterior ó contemporánea ú la 
adqniitoion. 

Que el actor ha debido probar los hechos que sirven de fun- 
damento á la acción qne ha deducido, según lo prescriben las 
leyes treinta y nueve, título dos, y primera, título catorce.par- 
tida tercera. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar á la demanda de fa- 
ja ochenta y siete, de la qu ■ se absuelve, en consecuencia, á la 
provincia de Buenos Aires. Hágase saber con el original, de- 
vuélvase al poder ejecutivo de la nación el expediente adminis- 
trativo traído ad effectum vutendi, y repuestos los sellos, ar- 
chívese . 

BENJAMIN PAZ. — OCTAVIO BCNGE. 
— AB&L BASAN. — JUAN E. TO- 
HttENT. 
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rAima creí 



Criminal de extradición contra Angel di Primo 
requerida por la Legación de Italia 

Sumario, — La extradición pedid» con los requisitos de léf 
debe concederse con la condición de que, en lo qne á penalidad 
se refiera, se aplique la de las leyes de la República si fuera 
más benigna que U del país requiiente. 



Caín. — Resulta de las siguientes piezas: 



VISTA DEL SEÑOR PROCUHAOOH GENERAL 

Buenos Aire», Octubre 8 de 1897. 

Eawio. señor. 

YA señor Ministro Plenipotenciario de Italia acompaña al pe- 
dido de extradición del subdito italiano Angel di Primo, los 
documentos que satisfacen la exigencia de los artículos 2 y 12 
de la ley nacional de 25 de Agosto de i 885. 

Se trata de un homicidio, cuya pena según el artículo trans- 
cripto del código italiano y la sentencia condenatoria del tvi- 
bqnal de Asaises de Campobasso, es *§ 21 años de reclusión t 
pero no se ha acompañado ni «presado las circunstancias eoiu- 
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probatorias de la identidad del requerido ni tampoco se ha de- 
signado el lugar en que pueda encontrarse. 

Si el señor Ministro Plenipotenciario de Italia pudiera sal- 
rar esta omisión con sujeción á lo dispuesto en el artícu- 
lo 12 de la ley de la materia, ningún obstáculo legal se opon- 
drá a ta satisfacción de sus propósitos, podiendo Y. E., en tal 
c.iso, pasar estos antecede» tea al se íior juez federal de la sec- 
ción á que correspondan, ú los efectos de los artículos 052 y si- 
guientes del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Saúiniano Kier. 



W*Hm del Juc» r«4er*l 

buenos Aires, Agoslo 26 de 18Ü8. 

Y fistos : estos autos seguidos á solicitud de la Legación del 
Reino de Italia para la extradición del individuo Angel di Pri- 
mo por homicidio, oídas su declaración, la defensa presentada 
por el doctor Hurtada y el dicta meo físcal. 

Y considerando: 1° Que no existiendo tratado de extradi- 
ción entre la República Argentina j el fiemo de Italia, el caso 
debe ser juzgado con arreglo á lo dispuesto en los artículos C *6 
inciso £° y 618 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

2° Que la identidad del requerido se encuentra plenamente 
comprobada con la declaración prestada por di Primo á foja 35 
y demás constancias del sumario. 

3° Que la solicitud de extradición ha sido introducida por 
la vía diplomática con los recaudos correspondientes en con- 
formidad á lo dispuesto en los artículos 643 y 551 del citado có- 
digo. 
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4° Que de la relación de toa hechos que ei presa la sentencia 
del tribunal de Assites del distrito de Campobasso, resultaque 
eo el homicidio ejecutado por Angel di Primo en la personada 
Alejandro di Lullo, no mediaron circunstancias atenuante» ni 
agravantes de acuerdo con las disposiciones de nuestra Jey 
penal. 

5° Que ese delito, joigado con arreglo i ésta, sería castiga- 
do con la pena de 6 á tO años de presidio de acuerdo con lo 
dispuesto en el incisa * del artículo 96 del Código Pena!; es de- 
cir, con una pena menor que la determinada en la sentencia 
aludida. 

6> Que, por consiguiente, es de aplicación en el presente ca- 
so lo establecido en el artículo 067 de nuestro Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, qne dispone: que cuando el deli- 
to que motif a la solicitud de extradición tenga nna pena me- 
nor en la República el encausado no será extraído ainó á condi- 
ción do qne los tribunales del país que lo reclama le impon- 
drán la pena menor . 

Por estos fundamentos j de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor procurado; fiscal, fallo concediendo, á titulo de recipro- 
cidad» la extradición de Angel di Primo, con la condición que 
no le será aplicada por loa tribunales del Reino de Italia ma- 
yor peneque ta que se determina en el quinto considerando, á 
cuyo erecto se remitirán las copias de las disposiciones de nues- 
tro Código Penal aplicables st caso. Hágase saber con el origi- 
nal j en oportunidad remítanse estas actuaciones al señor Mi- 
nistro do Relaciones Exteriores, poniendo et detenido á su dis- 
posición, para loque se librarán las árdenos necesarias, deján- 
dose constancia suficiente. 

Gervasio F, Granel. 
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VISTA DEL BEflOlt P KGOIfUDQR GEfftRAL 

• » • # * - 

Buenos Aira, Setiembre 27 de 1888. 

Suprema Corte. 

La sentencia de foja 42 se ajusta á las constancias de la can- 
sa j a les prescripciones del Código de Procedimientos en lo cri- 
minal, en la parte que rige le extradición. 

Nada tengo que observar al respecte, limitándome por ello i 
pedir á T. E. la i infirmación, por sus fundamentos, de la sen- 
tencia-recurrida. 

Sabiniano Kier. 



Falta ele> ta <Mpr»« Cwü 

Bueno» Aires, Octubre 22 de 1896. 

Vistos y considerando; Que Ja extradición, en el caso pre- 
sente, está introducida en la forma j con los requisitos estable- 
cidos por la ley, como lo demuestran las consideraciones de ta 
sentencia apelada. 

Que es condición con que debe acordarse la extradición, se- 
gún lo dispuesto en el articulo seiscientos sesenta y siete del 
Código de Procedimientos en lo Criminal , la de que al encausa- 
do, en caso de ser condenado por rasen del delito que la moti- 
va, se leba de aplicar, en loque a penalidad se refiere, la de 
nuestras leyes si fuer» más benigna que la establecida por las 
del pala roqui rente. 
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Por esto, y por sos fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja cuarenta y dos y de acuerdo con la pedido 
por el señor Procurador general, se confirma dicha sentencia 
fu cuanto concede la extradición con la condición contenida en 
el precedente considerando, declarándose el derecho del encau- 
sado para hacer taler dicha condición en ei juicio correspon- 
diente. 

Hádase saber con el original y devuélvase. 

BENJAMIN PA1. — ABEL KAZAN. 
— OCTAVIO 5 UNGE. — JOAN 
I. TOKRENT . 



cauna eren 



La sucesión de don Julián N. Martínez contra la empresa del 
Ferrocarril del Oeste, por daños y perjuicios; sobre apelación 
denegada* 



Sumario. — No es apelable el auto por el cual el inferior se 
reserva para ia definitiva el juicio sobre el mérito legal de in- 
formes periciales. 



Caso, — El apoderado del Ferrocarril del Oeste se presentó 
ante la Suprema Corte interponiendo recurso de hecho por ape- 
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lacion denegada, contra un auto del juei fedetal de Buenos Ai- 
res/ que no hacia lugar i 1» nulidad que había deducido contra 
nn informe expedido por tos peritos nombrados en el juicio, 
quienes en lugar de dictaminar hablan dictado, por mayoría, 
un laudo estableciendo que no sólo existen daños 7 perjuicios, 
sinó también que U empresa debía adquirir una área de terreno 
del demandante; qne si bien el juei se ha reservado para apre- 
ciar en definitiva la conducta de los peritos, por cuyo motivo le 
ha negado la apelación también loes que él ha sostenido no ha- 
berse practicado ta diligencia de prueba que solicitó oportuna- 
mente. 



Bueoos Aires, Octubre 22 de 1898. 

Vistos en el acuerdo y considerando : Que la sentencia ape- 
lada no se ha pronunciado declarando la falidei de los informes 
periciales observados por el recurrente. 

Que, al contrario, el inferior ha reservado para la sentencia 
definitiva el juicio sobre el mérito legal de esos informes, según 
claramente lo establece eu el auto de foja trescientos cuarenta 
y seis. 

Que, en tal concepto, el recurso de apelación interpuesto por 
ei Ferrocarril del Oeste de Buenos AireB contra la providencia 
de referencia, es improcedente (articulo doscientos seis de la ley 
de Procedimientos). 

Que si la parte ha entendido que la operación pericial no ha 
comprendido todos los puntos qne debió abrasar, privándola 
así de elementos de prueba que ha ofrecido y que le ha sido ad- 
mitida al objeto de su producción, ha podido pedir la subsana- 
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eion de la omisión, sin pretender por ahora qne se hágala apre- 
ciación de la operación ya practicada , 

Por esto, se declara bien denegado el reoarso. Agregúese i 
los antos principales, y rftívuélrase prévia reposición de sellos, 
pndieado notificarse original. 



- 



BENJAMIN PAI. — ABEL RAIAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 




